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- Proyecto de ley por el que se modifica su artícu- 
lo 78. 


- Enconsideración. Aprobado. Se comunicará ala 
Cámara de Representantes. 


Proyecto de Ley por el que se solicita la autori- 
zación establecida en los numerales 11 y 12 del 
artículo 85 de la Constitución de la República, 
para que, con motivo de los Actos de Conmemo- 
ración de las Independencias de la República 
Federativa del Brasil y la de nuestro país, in- 
gresen a nuestro territorio efectivos del vecino 
país el 25 de agosto de 2006, a la vez que sal- 
gan efectivos uruguayos los días 7 y 10 de 
setiembre con destino a varias ciudades brasi- 


TEXTO DE LA CITACION 


“Montevideo, 4 de julio de 2006. 


La CAMARA DE SENADORES se reunirá en sesión ordi- 
naria mañana miércoles 5 de julio, a la hora 16:00, a fin de 
informarse de los asuntos entrados y considerar el siguien- 


te 


ORDEN DEL DIA 


Discusión general y particular de los siguientes proyec- 


tos de ley: 


1%) por el que se autoriza la salida del país de ciento 


sesenta efectivos pertenecientes al Ejército Nacio- 
nal, a fin de incrementar el contingente militar que 
participa en las Operaciones de Mantenimiento de la 
Paz de la Organización de las Naciones Unidas en la 
República de Haití. 

Carp. N* 545/06 - Rep. N*264/06 


2%) por el que se modifica el artículo 78 del Código de 
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- Proyecto de ley por el que se procede a su 
aprobación. 


- Enconsideración. Aprobado. Secomunicaráa la 
Cámara de Representantes. 


26 y 30) Corte Penal Internacional (Estatuto de 


- Proyecto de ley por el que se dictan normas para 
compatibilizar nuestro Derecho interno y para 
efectivizar la cooperación con dicho Organismo. 


- Enconsideración. Aprobado. Secomunicaráa la 
Cámara de Representantes. 


29) Modificación de horario de sesión del Senado. 169 


- Por moción de la señora Senadora Topolansky, 
el Senado resuelve celebrar sesión el día 12 del 
corriente a la hora 17, eliminándose la hora pre- 
via. 


31) Edición de las obras del Doctor Arturo Ardao. 170 


- Pormoción del señor Senador Vaillant, el Sena- 
do resuelve que el proyecto vuelva a la Comi- 
sión de Presupuesto. 


32) Selevantala sesióN......cocccoocoonononosccncnnncocnnnononcooss 170 


Organización de los Tribunales Militares aprobado 
por la Ley N* 10.326, de 28 de enero de 1943, en la 
redacción dada por la Ley N* 13.982, de 19 de octubre 
de 1970. 

Carp. N* 478/05 - Rep. N*265/06 


3%) por el que solicita la autorización establecida en los 


numerales 11 y 12 del artículo 85 de la Constitución 
de la República, para que, con motivo de los actos de 
Conmemoración de las Independencias de la Repú- 
blica Federativa del Brasil y de nuestro país, ingresen 
a nuestro territorio efectivos del vecino país el 25 de 
agosto de 2006, ala vez que salgan efectivos urugua- 
yos los días 7 y 10 de setiembre con destino a varias 
ciudades brasileñas. 

Carp. N* 549/06 - Rep. N*263/06 


49) por el que se reduce el plazo que las armas remitidas 


al Servicio de Material y Armamento por disposición 
judicial, deberán permanecer allí depositadas. 
Carp. N* 194/05 - Rep. N* 266/06 


5) por el que se establecen normas para efectivizar la 


cooperación con la Corte Penal Internacional, en la 
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lucha contra el genocidio, los crímenes de lesa huma- 
nidad y crímenes de guerra. 
Carp. N* 380/05 - Rep. N* 267/06 y Anexo I 


6%) Discusión particular del proyecto de resolución refe- 
rido a la edición de las obras del doctor Arturo Ardao, 
por medios electrónicos en primera instancia, y cuan- 
do resulte posible en libros. 

Carp. N* 477/06 - Rep. N*235/06 


Santiago González Barboni 
Secretario 


Hugo Rodríguez Filippini 
Secretario.” 


2) ASISTENCIA 


ASISTEN: los señores Senadores Abreu, Alfie, Amaro, 
Antía, Baráibar, Breccia, Cardoso, Cid, Couriel, Dalmás, 
Gallinal, Heber, Korzeniak, Lapaz, Lara Gilene, 
Larrañaga, Long, Michelini, Oliver, Percovich, Rubio, 
Saravia, Topolansky, Vaillant y Xavier. 


FALTAN: el Presidente del Cuerpo, señor Rodolfo Nin 
Novoa, por encontrarse en ejercicio de la Presidencia de la 
República; y con licencia, los señores Senadores Penadés, 
Ríos y Sanguinetti, y con aviso, los señores Senadores 
Lorier y Moreira. 


3) ASUNTOS ENTRADOS 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la 
sesión. 


(Es la hora 16 y 12 minutos.) 
- Dese cuenta de los asuntos entrados. 
(Se da de los siguientes:) 


“La Comisión de Constitución y Legislación eleva infor- 
mado el proyecto de ley por el que se establecen normas 
para efectivizar la cooperación con la Corte Penal Interna- 
cional, en la lucha contra el genocidio, los crímenes de lesa 
humanidad y crímenes de guerra. 

- HA SIDO REPARTIDO. ESTA INCLUIDO EN EL OR- 
DENDEL DIA DE LA SESION DE HOY. 


El señor Ministro de Industria, Energía y Minería remite 
las respuestas a preguntas que le fueran formuladas en 
oportunidad del llamado en régimen de Comisión General, el 
pasado 7 de junio. 

- REPARTASE. 


La Cámara de Representantes remite aprobado un pro- 
yecto de ley por el que se modifica la legislación vigente 
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relacionada con el registro de mozos de cordel, en la activi- 
dad fluvial de pasajeros. 


- ALA COMISION DEASUNTOS LABORALES Y SEGU- 
RIDAD SOCIAL. 


La Junta Departamental de Salto remite nota adjuntando 
una resolución referida al proyecto de ley de amparo 
jubilatorio y/o pensionario para los ex presos políticos. 

- TENGASE PRESENTE.” 


4) INASISTENCIAS 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dando cumplimiento a lo que 
establece el artículo 53 del Reglamento de la Cámara de 
Senadores, dese cuenta de las inasistencias a la anterior 
convocatoria, en el caso de que existieran. 


(Se da de las siguientes:) 
SEÑOR SECRETARIO (Arq. Hugo Rodríguez Filippini).- 


En la sesión ordinaria del día de ayer no se registraron 
inasistencias. 


En lo que respecta a las inasistencias de los señores 
Senadores a sus respectivas Comisiones, cabe informar 
que: a la sesión de la Comisión Especial de Deporte del 4 de 
julio faltaron con aviso los señores Senadores Baráibar y 
Lara Gilene. 


5) SOLICITUDES DE LICENCIA 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dese cuenta de una solicitud de 
licencia llegada a la Mesa. 


(Se da de la siguiente:) 


“La señora Senadora Xavier solicita licencia entre el 
10 y el 20 de julio del corriente.” 


- Léase. 

(Se lee:) 

SEÑOR SECRETARIO (Arq. Hugo Rodríguez Filippini).- 
“Montevideo, 3 de julio de 2006 


Sr. Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Presente 


De mi mayor consideración: 


Solicito licencia por el período 10 al 20 de Julio, amparada 
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en el literal “D” de la Ley N* 17.827 y se convoque al suplente 
correspondiente. Motiva la misma el hecho de tener que 
asistir a dos eventos en el exterior, el primero, invitada por 
el BID y el INDES, participaré en el Seminario “Los Congre- 
sos en la Política de las Políticas Sociales en América 
Latina” el cual se desarrollará en la ciudad de Washington 
del 10 al 14 de Julio; el segundo participaré en la reunión del 
Grupo de Trabajo para examinar la reforma de la UIP el cual 
se reunirá en Ginebra los días 17 y 18 de Julio. 


Sin otro particular, lo saluda atentamente, 


Dra. Mónica Xavier. Senadora.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se vaa votar la licencia solici- 
tada. 


(Se vota:) 


- 13 en 14. Afirmativa. 


6) INTEGRACION DEL CUERPO 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se comunica al Cuerpo que la 
señora Hyara Rodríguez y los señores Hugo Rodríguez y 
Elías Yafalian han presentado notas de desistimiento infor- 
mando que, por esta única vez no aceptan la convocatoria, 
por lo que oportunamente será convocado el señor Manuel 
Núñez. 


7), CENTROS ALIMENTARIOS 


SEÑOR PRESIDENTE.- El Senado ingresa a la hora pre- 
via. 


Tiene la palabra el señor Senador Lapaz. 


SEÑOR LAPAZ.- Desde hace muchos años funcionan en 
el país centros alimentarios administrados por el Instituto 
Nacional de Alimentación -INDA-, que cumplen un servicio 
nutricional de primera significación desde que apuntan a 
satisfacer una necesidad primaria del organismo humano. 
En muchos lugares, convenios con las Intendencias Muni- 
cipales permiten, en la complementación de esfuerzos, ha- 
cer más llevadera la prestación que se resuelve finan- 
cieramente por los aportes de las entidades oficiales men- 
cionadas y también por los tiques que pagan los usuarios. 


Cuando la indigencia de los comensales o la condición 
de estudiantes humildes matriculados en centros de estu- 
dios con sede fuera del domicilio del beneficiario impiden el 
pago, se ofrecen los platos gratuitamente tras los consi- 
guientes relevamientos de funcionarios profesionales de- 
pendientes de las oficinas de Asistencia Social de las 
Comunas. 
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El aspecto bromatológico está a cargo de dietistas 
nutricionistas para asegurar cartas semanales balanceadas, 
incluso diferenciales, cuando los comensales portan algu- 
na enfermedad diagnosticada y limitante para ingerir el 
menú general. 


Los picos de asistencia varían en el año según el ciclo 
de las estaciones del planeta, la coincidencia o no con los 
comedores escolares que agregan o quitan presencias en 
los períodos en que no funcionan y, además, por los vaive- 
nes propios de las bonanzas y privanzas de las economías 
lugareñas, imprevisibles y sensibles a las aperturas o cie- 
rres de plazas laborales, así como a las condicionantes 
zafrales de determinados emprendimientos productivos de 
la región o lugareños. Pero es en la estación hibernal que, 
cuantitativa y cualitativamente, adquieren suma importan- 
cia los comedores del INDA, que se manifiestan en su 
máxima potencialidad provisional y asistencial. El “Invier- 
no, viejo fuerte”, como decía el poeta español Juan Ramón 
Jiménez, por viejo, es tenaz en sus señales y, por fuerte, se 
empecina más con los débiles. 


Es por eso, señor Presidente, que entendemos que para 
hacer más equilibrada la áspera relación entre protagonis- 
tas dispares -clima y gente-, a veces muy afligente y con 
ganador anunciado, podrían fortalecerse debilidades co- 
yunturales del INDA sólo por el período que nos ocupa. El 
tique cuesta $ 30 y una familia tipo -en general las humildes 
son muy prolíficas por mandato de la naturaleza y de la vida- 
no dispone de la totalidad diaria de los recursos dinerarios 
que le permita acceder a la comida conjunta del grupo 
parental. En todo caso, surge una cifra que hace más razo- 
nable cocinar en el propio hogar, aunque se sacrifique la 
rotación de los menús, la dieta balanceada y otras ventajas 
como, por ejemplo, comer bajo un techo seco y abrigado. 


De ahí consideramos como sugerencia, en primer lugar, 
la necesidad de bajar el precio de la tarjeta de ingreso 
discriminadamente, porque no es lo mismo igualar -que, 
por ende, nos lleva a instrumentar desigualdades- que 
actuar con equidad, que significa igualdad más benevolen- 
cia. En segundo término, habría que considerar una tarjeta 
familiar diferenciada por precio y número de integrantes con 
ella asistidos. En tercer lugar, habría que mantener las 
tarjetas gratuitas para los casos especiales. En cuarto tér- 
mino, deberían existir dietas con mayor carga calórica o 
proteica, según corresponda, atento a dictámenes de profe- 
sionales nutricionistas, que es lo que comúnmente llama- 
mos comida de olla. En quinto lugar, los centros deberían 
estar abiertos durante el invierno y hasta el final del mes de 
setiembre, inclusive en domingos y feriados, días en que 
hoy permanecen cerrados, aunque no sucede lo mismo con 
los estómagos de los usufructuarios. 


Señor Presidente: en este primer tema solicito que la 
versión taquigráfica de mis palabras sea enviada al Minis- 
terio de Desarrollo Social, a INDA, a las Intendencias Mu- 
nicipales y a las Juntas Departamentales y Autónomas de 
todo el país. 
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S) REINCORPORACION DEL ARTICULO 23 DEL CO- 
DIGO DEL PROCESO PENAL 


SEÑOR PRESIDENTE.- Continúa en uso de la palabra el 
señor Senador Lapaz. 


SEÑOR LAPAZ.- Por otra parte, aprovechando la con- 
descendencia de la Mesa -aclaro que seré breve-, quiero 
exponer aquí una preocupación, que ojalá suponga, urgente 
y oportunamente, que el Parlamento reconsidere el artículo 
23 del Decreto Ley N* 15.032 de 7 de julio de 1980 -Código 
del Proceso Penal-, que quedara sin efecto por la Ley 
N* 17.938, que se promulgara el 29 de diciembre y se publi- 
cara en el Diario Oficial el 4 de enero del corriente año. El 
Senado lo recibió el 10 de agosto y lo aprobó el 4 de octubre 
de 2005, enviándolo luego a la Cámara de Representantes, 
que también lo aprobó el 21 de diciembre. De repente por el 
juego, quizás, de vaya a saberse cuáles apremios afines a 
períodos veraniegos o navideños, fue excluido y generó 
insolubles problemas en la gestión de los Jueces que no 
pueden actuar de oficio en situaciones que involucran 
violaciones a menores o a gente con curatela. Los Magis- 
trados quedaron totalmente inhibidos de esa facultad, pese 
a la existencia eventual de denuncias, al faltar secuencias 
procesales posteriores que sí los habilitarían. 


Dicho artículo 23, que se derogó, decía: “(Procedimiento 
de oficio) 


En los delitos a los que se refiere el artículo anterior, se 
procederá de oficio en los casos siguientes: 


A) Cuando el hecho haya sido acompañado por otro 
delito en que deba procederse de oficio; 


B) Si la persona agraviada careciere de capacidad para 
actuar por sí en juicio y no tuviere representante legal o 
judicial; 


C) Si el delito fuere cometido por los padres, tutores, 
curadores o guardadores, o con abuso de las relaciones 
domésticas, tutela, guarda o curatela; 


D) Si la persona agraviada fuere menor de 21 años y 
estuviere internada en un establecimiento público.” 


Esto es, reitero, lo que expresaba el artículo 23 que 
quedó sin efecto. 


Fuentes confiables que llegaron a mí, son la razón de 
estas palabras que he expresado, cuya versión taquigráfica 
solicito sea enviada a la Comisión de Constitución y Legis- 
lación del Senado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se vana votar los dos trámites 
solicitados por el señor Senador Lapaz. 
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(Se vota:) 


-17en 18. Afirmativa. 


9) 51 ANIVERSARIO DE LA CREACION DEL INSTI- 
TUTO URUGUAYO DE NUMISMATICA 


SEÑOR PRESIDENTE.- Continuando con la hora previa, 
tiene la palabra el señor Senador Long. 


SEÑOR LONG.- Señor Presidente: quiero traer a conside- 
ración de este Cuerpo el hecho de que, días atrás, más 
precisamente el 11 de junio, se conmemoraron 51 años de la 
creación del Instituto Uruguayo de Numismática, fundado 
en el año 1955. Es una entidad prestigiosa en nuestro país, 
dedicada al estudio de la numismática e integrada por 
reconocidas personalidades de la historia y del quehacer 
social, cultural, económico y político de nuestro país. 


La numismática es una forma de desarrollo cultural que 
también implica reafirmar valores de la tradición y de la 
historia nacional. Además, tiene un valor científico y tam- 
bién recreativo. Por tal motivo, la actividad del Instituto 
Uruguayo de Numismática merece destacarse por esta pre- 
sencia ininterrumpida de tantos años en la historia del país. 


Cabe señalar que cuando nos referimos a la numismática, 
estamos aludiendo a una rama de la arqueología dedicada al 
estudio de las monedas y de las medallas. Esta ciencia 
puede dar testimonio muy valioso de la economía y de los 
intercambios entre los pueblos, así como de su historia 
geográfica, política y religiosa. El diseño tipo de una mone- 
da y su composición hablan por sí solos de la historia de un 
país, del progreso de su arquitectura, del arte, de la evolu- 
ción de sus costumbres, del estallido de guerras y de 
períodos de paz. Es así que con la simple observación de una 
colección de monedas o de medallas cronológicamente 
ordenadas, se puede apreciar las distintas épocas y su 
evolución a través de períodos de auge, de depresión, de 
realización de obras, etcétera, por lo que, como decía el 
filósofo Kant, una colección de medallas recoge las formas 
puras de la estética trascendental. 


Finalmente, no podemos olvidar la valiosísima contribu- 
ción de las monedas para determinar las características de 
una época. Es indiscutible su valor para la datación de 
yacimientos arqueológicos, en la medida en que permiten, 
a través de su conocimiento, identificar las distintas épocas 
de la evolución humana. 


En lo que refiere a nuestro país, la numismática uruguaya 
propiamente dicha se inicia en la mitad del Siglo XVIII, 
cuando comienzan a circular monedas hispano americanas 
de oro y plata de diversas procedencias. Luego, a comien- 
zos del Siglo XIX, con las invasiones portuguesas, también 
aparece el sistema luso-brasilero de oro, plata y cobre, que 
luego se retira a partir de una ley del año 1831. También hace 
su irrupción el cobre argentino, con los décimos de Buenos 
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Aires y los del Banco Nacional. En esa época, asimismo, se 
emite el papel moneda del Banco Nacional de Buenos Aires, 
desde el año 1826, el que financió la guerra contra Brasil, 
para luego ser abandonado sistemáticamente por los orien- 
tales, de quienes siempre se ha señalado que prefieren 
mucho más la moneda de tipo metal. 


Es fácil imaginar la situación de ese período que va de 
mediados del Siglo XVIII a mediados del Siglo XIX, cuando 
confluyen en un mismo país una cantidad de monedas y 
papeles de diverso tipo. Recién a partir de 1829, Rondeau, 
por decreto, establece que solamente se recibirán monedas 
metálicas en la Caja de Recaudación. Por una ley de 15 de 
marzo de 1831 se emite como moneda nacional los décimos 
de cobre de Buenos Aires. La siguiente moneda nacional 
será emitida por Jouvé en el año 1840, en su taller de la actual 
calle 25 de mayo. En los años 1843 y 1844, se emiten las 
monedas únicas de la Casa de la Moneda Nacional, en 
Montevideo, en pleno sitio de Oribe. Finalmente, las otras 
que completan los llamados “cobres clásicos”, se acuñaron 
en el Fuerte por empresarios y obreros uruguayos en 1854 
y 1855. Esas fueron las últimas monedas acuñadas en nues- 
tro país. A partir de 1857 y hasta nuestros días, todas se 
labran en el exterior. 


Volviendo al Instituto Uruguayo de Numismática, vale 
decir que se trata de la única institución de su tipo que hoy 
existe en nuestro país y que reúne a un importante número 
de asociados, llevando adelante valiosas actividades. Por 
ejemplo, edita el Boletín del Instituto, que es una publica- 
ción regular que aparece en forma trimestral. Además, rea- 
liza jornadas académicas sobre el tema, así como concursos 
sobre literatura numismática, encargándose de la premiación 
y publicación de los trabajos correspondientes. 


A través de numerosos eventos, como exposiciones 
numismáticas de diverso tipo, ha contribuido largamente a 
la causa de la cultura del país. 


Por lo tanto, nos parece que en este aniversario merece 
el reconocimiento de este Cuerpo y el aliento a continuar 
con su valiosa acción que, reitero, tiende a preservar parte 
del patrimonio histórico y cultural de nuestro país. 


Finalizo este breve reconocimiento mencionando los 
nombres de los integrantes de su primera Comisión Direc- 
tiva a partir del año 1955: Martín Usabiaga, Presidente, 
Secundino Vázquez, Vicepresidente, Fausto Acuña, Julio 
Fabregat, Manuel Troncoso, Andrés Mata, Edmundo 
Ferraro, Julio Yrulegui, José Bicio Dómino, Federico Aguiar, 
Pedro Hegoburu y Julio Marpons y Foubert. 


Solicito que la versión taquigráfica de estas palabras 
pase al Ministerio de Educación y Cultura, al Museo Histó- 
rico Nacional, al Museo del Gaucho y la Moneda, al Banco 
Central y al Instituto Uruguayo de Numismática. 


SEÑOR PRESIDENTE .- Se va a votar el trámite solicita- 
do. 
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(Se vota:) 


-15en 17. Afirmativa. 


10) PAIS PRODUCTIVO, ENDEUDAMIENTO DEL SEC- 
TOR AGROPECUARIO Y POLITICAS SECTORIA- 
LES 


SEÑOR PRESIDENTE.- Antes de seguir con la hora 
previa, la Mesa desea informar que ha llegado una moción, 
que dice lo siguiente: “Los abajo firmantes, solicitan se 
convoque al señor Ministro de Ganadería, Agricultura y 
Pesca José Mujica, a una sesión extraordinaria del cuerpo 
en régimen de Comisión General, al amparo del Art. 41 y 
siguientes del Reglamento de la Cámara de Senadores, para 
tratar la visión de País Productivo, Endeudamiento del 
Sector Agropecuario y Políticas Sectoriales”. Firman los 
señores Senadores Larrañaga, Gallinal, Lapaz, Cardoso, 
Heber, Antía, Da Rosa, Long, Abreu, Moreira y Lara Gilene. 


La Mesa lo informa para que los señores coordinadores 
de Bancada acuerden entre sí y con el señor Ministro lo 
concerniernte a dicha comparecencia. 


SEÑOR LARRAÑAGA.- Que se vote. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa fue asesorada en el 
sentido de que las firmas eran suficientes, pero igual pro- 
cederemos a votar. 


SEÑOR LARRAÑAGA.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tal vez cometimos un error pero 
creímos que podíamos comunicar este trámite, para ganar 
tiempo, interrumpiendo muy brevemente la hora previa. 


SEÑOR LARRAÑAGA.- Entonces, pediremos para ha- 
cer uso de la palabra una vez que finalice la hora previa. 


11) ENDEUDAMIENTO DEL AGRO 


SEÑOR PRESIDENTE.- Continuando con la hora previa, 
tiene la palabra el señor Senador Oliver. 


SEÑOR OLIVER.- Señor Presidente: en el día de hoy 
quisiera referirme al endeudamiento del agro, un tema recu- 
rrente. Desde la restauración democrática, a la que entramos 
con un significativo endeudamiento, gracias al primer ensa- 
yo de la economía durante la dictadura de control de la 
inflación con ancla cambiaria hasta estos días, lo innovado 
ha sido poco. Se insiste con un sistema que, para decirlo en 
forma sencilla, traslada todas las ineficiencias de la econo- 
mía al producto. Como nuestro mercado produce esencial- 
mente para la exportación y es tomador de precios, precios 
que además están afectados por los subsidios de los países 
del primer mundo en estos días no se logró un acuerdo para 
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comenzar a disminuirlos en la Organización Mundial del 
Comercio. 


Los márgenes no alcanzan para remunerar adecuada- 
mente a los generadores de productos. 


Repasemos rápidamente lo que ocurrió en este tiempo, 
comenzando por la sequía de los años 1988 y 1989, evento 
que condicionó la recuperación que se insinuó en los prime- 
ros años de la democracia. Al llegar a 1990, a grandes 
rasgos, el país se encontraba con una deuda externa en 
crecimiento de U$S 6.000:000.000, un PBI estancado en 
U$S 12.000:000.000, un déficit fiscal muy elevado, un endeu- 
damiento del agro preocupante que alcanzaba los 
U$S 210:000.000, un primer ajuste fiscal con intención de 
reducir el déficit y una negociación con el MERCOSUR que 
comenzó con un acuerdo aduanero que desreguló las barre- 
ras de protección que los países con economías más 
pequeñas teníamos en el PEC y en el CAUCE. 


Con ese escenario comenzó la década y, ya con ese 
endeudamiento, se resolvieron refinanciaciones para el 
sector agropecuario que, como puede constatarse, no se 
pudieron pagar. Hacia el año 1994 hubo otro ajuste fiscal. 
Se trataba de la misma política económica profundizada que, 
a su vez, era la misma de la región, lo que nos permitió 
disimular nuestras ineficiencias por algún tiempo, ya que 
era nuestro principal mercado de exportación. Además, esto 
nos dejó crecer impulsados por un fuerte respaldo del 
crédito que existía en el país y en la región. El sector 
productivo, aunque los números no le daban, montado en 
las expectativas creadas por la propaganda de que el 
MERCOSUR nos pondría de cara a doscientos millones de 
consumidores y resolvería todos nuestros costos internos, 
comenzó a invertir en base a créditos en tecnología, maqui- 
naria, mejoramiento de campos, praderas, reserva de forraje, 
instalaciones, etcétera. El PBIempezó a crecer, llegando en 
1998 a alrededor de U$S 22.000:000.000. Las importaciones 
también aumentaron y el déficit de la balanza comercial fue 
descomunal. En el año 1999, Brasil salió de la burbuja y el 
sector se dio cuenta de que no podía con esa otra mochila, 
pues las reformas que había que hacer no aparecieron. Al 
mirar hacia el costado, se encontró en el medio de la mar, en 
una balsa de palos y con una vela de arpillera. El 13 de abril 
de 1999 lanzó un SOS, pero los impulsores de la estrategia 
continuaron con la política económica hasta el conocido 
quebranto final del año 2002. Comenzaron a cuestionar la 
eficiencia del productor, exponiéndolo a la consideración 
pública como único responsable del endeudamiento. Las 
reformas del Estado que era necesario hacer para entrar al 
MERCOSUR, nunca llegaron. 


Pienso que sería bueno repasar algunos documentos de 
la época para evaluar con racionalidad y no tirarle el fardo 
a un sector que siempre ha respondido. Esto es lo que 
explica el gran endeudamiento del sector agropecuario. 


El productor, integrado a su país, sigue para adelante 
como tiene que ser, porque en esto no hay marcha atrás. El 


5 de julio de 2006 


sembrador siembra porque es lo que tiene que hacer al llegar 
las fechas adecuadas. No se trata sólo de un negocio. 
¿Acaso se puede especular con momentos de siembra? 
Imagínense realizar un cónclave para resolver si en determi- 
nado año es conveniente sembrar en el Uruguay o si los 
precios de los mercados en ese momento son adecuados. 
¿Acaso a fin de año los arrendamientos se van a postergar 
o el Banco de Previsión Social, la UTE o el almacén lo van 
a esperar porque al productor le pareció que no era bueno 
el negocio y pensó en sembrar al año siguiente? El sembra- 
dor tiene que sembrar y, cuando la cosecha se pierde por 
problemas climáticos o sanitarios, vuelve a hacerlo. ¿Qué es 
lo que nos interesa a nosotros como sociedad? Sin duda, 
que haya producción. ¡Debemos velar por ese principio 
fundamental que, en definitiva, es el que nos va a dar 
sustento como nación! 


¡Hoy el sector está reclamando con total justicia que se 
considere su endeudamiento para salir de la encrucijada y 
continuar la tarea de siembra! En definitiva, para él la 
solución pasa sólo por sembrar. Aplicando lo del poeta, se 
hace camino al sembrar. 


Por último, señor Presidente, para dejar una muestra 
sobre la distorsión que existe en los mercados, planteo el 
siguiente razonamiento y tomo como referencia un produc- 
to de consumo masivo: el pan. Hoy, en el mostrador, el pan 
tiene un costo de $ 25 el kilo, que es aceptado por todos 
como un precio razonable; por lo menos, hace tiempo que 
nadie protesta por este tema. Mientras tanto, el trigo entre- 
gado al depósito y vendido entre los meses de diciembre y 
enero -fecha de venta de un productor endeudado- se paga, 
en promedio de los años, U$S 120 la tonelada. Si llevamos 
el precio del pan ala misma moneda, nos da como resultado 
que la tonelada cuesta U$S 1.100. Llegamos ala conclusión 
de que el trigo participa en el precio del pan en un 11%. 


No pregunto qué se remunera con el 89% restante, pero 
sí digo que con el 11% se paga a los proveedores de 
insumos, a las fuentes de crédito -los bancos-; se paga 
también la renta de los campos, mano de obra, maquinaria 
y seguros. En definitiva, se genera la dinámica productiva, 
que es tan importante. Pero también se cubre el sustento de 
la familia y, además, con ese 11% el productor tiene que 
amortizar las deudas que viene arrastrando por las causas 
anteriormente expuestas. El 89% restante, entonces, lo dejo 
para el análisis y la conclusión que corresponda a cada uno. 


Finalmente, solicito que la versión taquigráfica de mis 
palabras sea enviada a la Federación Rural, ala Asociación 
Agropecuaria de Dolores, ala Asociación Agropecuaria de 
Tarariras, ala Confederación Granjera, a la Comisión Nacio- 
nal de Fomento Rural, a los Ministerios de Economía y 
Finanzas y de Ganadería, Agricultura y Pesca y al Instituto 
Nacional de Colonización. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar el trámite solicita- 
do. 


5 de julio de 2006 
(Se vota:) 


-21en22. Afirmativa. 


12) PLAZO DE LA RONDA DOHA DE NEGOCIACIO- 
NES MULTILATERALES 


SEÑOR PRESIDENTE.- Continuando con la hora previa, 
tiene la palabra el señor Senador Abreu. 


SEÑOR ABREU.- Señor Presidente: el 1? de julio pasado 
venció un nuevo plazo de la Ronda Doha de negociaciones 
multilaterales. Ese plazo venció sin que se hubiera llegado 
a un acuerdo por parte de los países integrantes de la 
Organización Mundial de Comercio, lo que hace que esta 
situación sea definida como crítica. Por esa razón, se enco- 
mendó al Director General de la OMC, Pascal Lamy, la 
realización de consultas con todos los miembros, a fin de 
facilitar un urgente establecimiento de las modalidades en 
la agricultura y de acceso al mercado para productos agrí- 
colas. 


Más allá de los pormenores técnicos de la negociación, 
es importante que el Senado esté al tanto del proceso de 
esta negociación, ya que los resultados que se avizoran 
-O0 los no resultados, que seguramente es lo que se está 
percibiendo en este momento-, van a provocar importantes 
variables sobre la economía y el comercio del Uruguay. 


La pregunta que nos hacemos todos es ¿en qué se 
fracasó? Básicamente se sostiene que no fue posible acor- 
tar las diferencias que existen en materia de modalidades. 
Dentro de este concepto se negocian distintos elementos 
como, por ejemplo, las fórmulas que se aplican para reducir 
aranceles y subsidios y diversas flexibilidades y disciplinas 
a partir de las cuales cada Estado miembro hace su oferta 
detallada de cortes arancelarios y subsidios agrícolas. En 
primer lugar, el fracaso puede atribuirse aun bloqueo impor- 
tante de las negociaciones entre los dos grandes actores de 
la Ronda: los Estados Unidos y la Unión Europea. Cada vez 
que las negociaciones llegan a una instancia decisiva, el 
doble discurso de los países proteccionistas que postulan 
la liberalización del comercio internacional, queda en evi- 
dencia al trancarse las negociaciones en el área agrícola. 
Por eso fracasó en Cancún y por la misma razón fracasó en 
Hong Kong. Hoy, a un año del paquete de julio de 2005, que 
iba a destrabar las negociaciones, nos encontramos en un 
punto muerto. 


Sin embargo, luego de los fracasos de Cancún y Hong 
Kong esto no nos puede sorprender, pues no constituye 
ninguna novedad la falta de compromiso de los gobiernos 
de los países desarrollados, incapaces de enfrentar a sus 
poderosos lobbies agrícolas con un proceso de liberaliza- 
ción efectivo del comercio agrícola. 


Todo esto es sabido, señor Presidente, por eso creímos 
importante plantear en el Senado la sorpresa que han pro- 
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vocado en ese ámbito otras actitudes, en particular, de 
países en vías de desarrollo y, en algún caso, socios del 
MERCOSUR. Somos conscientes de que toda negociación 
conlleva un proceso de desgaste, y que este desgaste, a 
veces, invoca concesiones que se realizan por parte de 
aquellos países que ejercen cierto liderazgo en las negocia- 
ciones. Pero ese no es justamente el argumento que se 
puede sostener, tal como se ha hecho en los últimos tiem- 
pos, al plantear su posición algunos integrantes del bloque 
en las negociaciones agrícolas. Para sorpresa de muchos, 
la República Federativa del Brasil ha recibido con beneplá- 
cito la última oferta presentada por la Unión Europea; se 
trata de una oferta que para el Uruguay y para muchos otros 
es insuficiente. Tampoco ha acompañado a sus socios del 
MERCOSUR: Argentina, Paraguay y Uruguay, en el 
cuestionamiento de la amplia salvaguardia agrícola plan- 
teada por el Grupo de los 33, la cual incluso pone en riesgo 
los niveles actuales de acceso a los mercados agrícolas. 
Corresponde, pues, reflexionar sobre este tema y pregun- 
tarse cuál es la razón por la cual el Brasil asume la respon- 
sabilidad de dar la bienvenida a la supuesta flexibilidad 
europea y de afiliarse a una cláusula de salvaguardia agrí- 
cola con los claros peligros que ello implica sobre nuestros 
accesos a los mercados. ¿Por qué motivo afloja la presión 
negociadora en estas instancias críticas de la negociación? 
Las ofertas están sobre la mesa y de ninguna manera permi- 
ten a los países productores agrícolas eficientes valorar 
como suficientes ni a las americanas -en materia de apoyo 
doméstico- ni a las de la Unión Europea, en materia de 
acceso a los mercados. 


A los efectos de aclarar esto, señor Presidente, 
permítaseme explicar con mayor detalle lo que está en juego 
en esta negociación. De la manera en que están planteadas 
las cosas, no sólo estamos enfrentados a la disminución de 
los niveles de ambición o expectativas iniciales acerca de 
los resultados de la Ronda, sino también a la posibilidad de 
retrotraernos a una situación previa a la Ronda Uruguay, es 
decir: antes de que el sector agrícola tuviera una incipiente 
negociación para orientarse hacia el desmantelamiento de 
los subsidios de los países desarrollados. 


El núcleo central de la negociación está concentrado en 
dos grandes temas. Por un lado, hay una negociación de 
cuota contra la fórmula, es decir, se trata de establecer cómo 
se aplican las fórmulas promediales para la reducción aran- 
celaria, algunas listas de productos sensibles y especiales, 
cuáles son los productos a los que no se va a aplicar total 
o parcialmente esta fórmula y de qué manera la no aplicación 
de esta fórmula se compensa con cuotas de acceso al 
mercado de acuerdo a las negociaciones. 


Por otro lado, el Grupo de los 33 -que a veces parecería 
que se ignora- es una nueva figura de presión en el ámbito 
de las negociaciones, que está liderado por la India -país 
que también forma parte del Grupo de los 20, el cual fuera 
impulsado en su momento por Brasil, que lo preside actual- 
mente- que quiere designar el 20% de sus líneas arancelarias 
agrícolas como productos especiales. En estos productos 
no habría compromiso de reducción arancelaria, existirían 
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grandes flexibilidades para definir cuáles son y se podrían 
imponer salvaguardias especiales y sobretasas por parte de 
los países. ¿Cuál ha sido la posición de Brasil? Acercarse al 
Grupo de los 33 y no acompañar a sus tres socios del 
MERCOSUR en el cuestionamiento de esta salvaguardia, 
que se convertirá en un instrumento permanente de distor- 
sión del mercado agrícola sin ninguna vinculación a situa- 
ciones de urgencia o coyunturales. Es importante tomar 
conciencia de que, tal como está presentada esta propuesta 
por el G-33, contando con el beneplácito de la República 
Federativa del Brasil, esta salvaguardia especial introduce 
un nivel de incertidumbre total y nos retrotrae tanto en 
materia de disciplinas como de acceso alos niveles previos 
de la Ronda Uruguay. La salvaguardia que propone ahora 
el G-33 tiene cierta automaticidad en su forma de aplicación, 
frente a la cual los derechos de los países exportadores no 
tienen ninguna garantía y no está vinculada a ningún proceso 
de reforma del sector agrícola, así como tampoco lo está a la 
ocurrencia de una situación excepcional. Al mismo tiempo, 
puede ser utilizada por todos los países -incluidos los países 
en desarrollo- y todos los productos son elegibles; se basa 
en fórmulas gatillo de umbrales muy bajos que, si pudieran 
haberse aplicado con este criterio durante el período de 
transición de la Ronda Uruguay, se hubieran abarcado 
todos los productos de exportación agrícola del MERCOSUR 
con cláusulas de salvaguardia en el ámbito multilateral. 


Nuestro optimismo con respecto a la Ronda Multilateral 
se viene evaporando y nos enfrentamos a dos escenarios 
posibles: el fracaso total de dicha Ronda o un resultado 
aguado en el área agrícola, ya que las ofertas de los dos 
principales socios -la Unión Europea y los Estados Unidos- 
no representan un avance sustantivo en materia de subsi- 
dios a la exportación ni en ayuda doméstica, así como 
tampoco en acceso a mercados. Nuevas propuestas, como 
la del G-33, ponen en riesgo los niveles de acceso actuales 
en mercados claves de países en desarrollo. De persistir 
esta situación se verificará, además, un impacto negativo a 
largo plazo por la renovación de la Ley Agrícola Americana 
sin que tenga como límite y ancla las reglas, fórmulas y 
disciplinas del ámbito multilateral. 


En todos estos años el MERCOSUR no ha logrado 
celebrar acuerdos de libre comercio en el ámbito de expan- 
sión con los grandes bloques económicos, no sólo con los 
Estados Unidos sino también con la Unión Europea. Este es, 
quizás, uno de los fracasos más importantes que ha tenido 
el proceso de integración. Sin perjuicio de ello, es claro que 
las dificultades para alcanzar este tipo de acuerdos obede- 
cen, en buena medida, a la concentración de intereses en el 
mercado brasileño. 


La experiencia ha demostrado que los intereses propios 
de los socios menores no han logrado emerger en esas 
negociaciones. Los avances en la inserción externa del 
Uruguay han sido limitados por el propio MERCOSUR y, en 
particular, por sus socios más importantes. Nos limitan y no 
permiten que emerjan nuestros intereses específicos a la 
hora de negociar en forma cuatripartita; además, no logran 
alcanzar, como bloque, acuerdos con los dos mercados más 
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importantes del mundo. El Brasil nos niega el derecho a 
negociar bilateralmente en defensa de nuestras necesida- 
des e, incluso, reconoce hoy que lo que autorizó en la 
negociación con México ha sido un error; tampoco acompa- 
ña posiciones negociadoras de sus socios del MERCOSUR 
en la OMC en cuestiones que no sólo hacen al núcleo 
central de nuestros intereses en esta negociación multilateral 
-como son las ofertas europeas y norteamericanas-, sino 
que también hacen a la sobrevivencia de las condiciones de 
acceso ya existentes para nuestros principales productos. 
Sería un error político considerar que esta cláusula de 
salvaguardia especial, admitida por Brasil, pueda consa- 
grarse en el ámbito multilateral, porque sería agregar un 
elemento más de limitación de nuestro acceso a mercados en 
sectores tan especiales. 


Por lo expuesto, señor Presidente, planteamos esta pre- 
ocupación y solicitamos que la versión taquigráfica de 
nuestras palabras sea enviada a los Ministerios de Relacio- 
nes Exteriores, de Ganadería, Agricultura y Pesca, de Indus- 
tria, Energía y Minería y, obviamente -si es posible-, a los 
equipos negociadores en el ámbito del Ministerio de Econo- 
mía y Finanzas para que, de alguna forma, fortalezcamos nues- 
tra posición y tengamos que reconocer cuáles son las dificul- 
tades que, aunque estén lejanos en la geografía, son cada día 
más acuciantes en las decisiones de los países más grandes. 


Es cuanto quería manifestar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar el trámite solicita- 
do. 


(Se vota:) 


-23 en 24. Afirmativa. 


13) SITUACION DE LA EDUCACION MUSICAL EN EL 
AREA DE PRIMARIA 


SEÑOR PRESIDENTE.- Continuando con la hora previa, 
tiene la palabra el señor Senador Cardoso. 


SEÑOR CARDOSO.- Señor Presidente: el pasado 4 de 
mayo, en la página del diario “El País” en donde se recibe 
la Carta de los Lectores, el inspector jubilado de Educación 
Primaria Humberto Grieco -a quien haré una referencia más 
adelante-, escribió una carta referente a la situación de la 
educación musical en el área de Primaria. Se trata de una 
carta breve, muy respetuosa, escrita por un docente de larga 
data, en donde hace algunas consideraciones sobre la 
incorporación del candombe y de la murga a la materia 
Educación Musical. En ese sentido, realiza valoraciones 
con respecto a cómo incluir hoy en día la Educación Musical 
en los programas de Educación Primaria, cómo atender al 
niño en la construcción de la formación musical y termina 
hablando, incluso, de las relaciones de la música con el 
hogar. Al final recuerda a Virgilio Scarabelli diciendo: “In- 
culcar la música a niños y jóvenes que empiezan a vivir la 
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vida, que el mundo apremia”. La carta termina diciendo: “En 
1937 este insigne maestro logró incluir la música en la 
educación. Hoy se redujeron las horas del área. Cabrá a las 
autoridades meditar al respecto”. 


Seguramente, las autoridades de Educación Primaria 
leyeron la nota publicada en el diario “El País” porque 
responden con una Resolución fechada el 23 de mayo de 
2006 -repito que la carta fue publicada el 4 de mayo de 2006- 
que, enrealidad, no tiene tal carácter sino que es un exabrupto. 
Quienes conocemos el Organismo sabemos cuál es la rela- 
ción que mantienen los inspectores jubilados con Educa- 
ción Primaria: acostumbran volver a sus oficinas y quienes 
viven en el interior visitan la Inspección Departamental de 
la localidad de que se trate y charlan con los inspectores. 
Los inspectores jubilados tienen una relación con Primaria 
que es para toda la vida, porque aun cuando se jubilan, 
hasta que se mueren continúan visitando escuelas y hablan 
con los directores. Eso es muy común en el interior y 
también en Montevideo, donde se ve a los inspectores en 
el edificio de la calle Buenos Aires, al que van a tomar un 
café, a charlar con los actuales inspectores y a saludar alos 
funcionarios. El Consejo de Educación Primaria en lugar de 
reflexionar sobre la Educación Musical en el Uruguay, dice: 
“VISTO: las expresiones vertidas por el señor Humberto 
Grieco en el diario “El País” referente a la educación musical 
y su enseñanza”, y termina expresando “1”.- Dispónese 
poner en conocimiento de todas las Dependencias de este 
Organismo, que el acceso del señor Humberto Grieco a las 
oficinas debe limitarse al que corresponde al público en 
general.- 2*.- Pase al Departamento de Despacho y Comuni- 
caciones para su difusión a través de un Comunicado”. 
Firman: “Mag. Edith Moraes, Presidenta. Lic. Ileana 
González, Pro-Secretaria”. 


Realmente, nos resulta sorprendente esta Resolución 
porque nunca habíamos visto algo igual. Aclaro que integré 
durante años el Consejo Nacional de Educación Primaria, 
por lo que conozco cómo funciona el Organismo y cuál es 
su relación con los viejos inspectores. Además, leí la carta 
porque, en un primer momento, pensé: “Se habrá puesto 
“chocho” Humberto y habrá escrito algún disparate”. Sin 
embargo, luego de leerla advertí que es una reflexión sobre 
la educación musical en la actualidad. 


¿Quién es Humberto Grieco? Es el constructor de las 
Escuelas de Música de todo el país. Si cuando uno llega a 
un departamento va a la Escuela de Música de Primaria -que 
es gratuita- y pregunta a impulso de quién fue creada, le 
dirán que Humberto Grieco fue el impulsor. Es más, la 
Escuela de Música de Maldonado funciona en la casa de sus 
padres, dos viejos inspectores de educación musical. Se 
trata, pues, de un inspector de educación musical que lleva 
la música en la sangre. Diría que en la actualidad el ochenta 
por ciento de la educación musical en Primaria se le recono- 
ce a Humberto Grieco, por su tarea. Me parece, entonces, 
que esta Resolución debe merecer una reflexión de las 
autoridades de Primaria porque no es así que se responde 
a una carta escrita por un inspector jubilado. Tampoco así 
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acostumbramos tratarnos entre docentes, porque la rela- 
ción es de más respeto y de mayor consideración. Se lo 
podría haber invitado al Consejo a charlar y a tomar un café, 
y sé que con gusto hubiera concurrido porque es una 
persona muy educada, un caballero, con una gran pasión 
por la educación musical. 


Como expresa en la nota, tiene algunas diferencias con 
el enfoque que hoy se está dando a la educación musical 
pero, por supuesto, no en contra de ésta. Es un docente de 
una muy larga trayectoria dentro del sistema, que se jubiló 
hace poco tiempo como Inspector Nacional de Música, 
después de haber desarrollado toda la carrera dentro del 
Organismo con las mejores calificaciones y a quien conocen 
todos los maestros del país, así como todo el Uruguay 
porque, repito, es el constructor de las Escuelas de Música 
que existen en todo el territorio. 


Llamo a reflexión a las autoridades del Consejo de Edu- 
cación Primaria; considero que esta Resolución que ha 
adoptado debería reconsiderarse, ser anulada y quedar en 
el olvido; ni siquiera debería quedar un registro de la misma 
porque pone de manifiesto que se cree que el debate con 
un docente consiste en prohibirle el acceso a las dependen- 
cias del Organismo y disponer que se lo trate como al 
público en general. Esta resolución se adopta con respecto 
a un docente que, reitero -lo que digo se puede verificar-, 
forjó la construcción de la educación musical en los últimos 
cuarenta años en el Uruguay. 


Voy a solicitar ala Mesa que se reparta una fotocopia de 
la carta de Humberto Grieco y de la Resolución del Consejo 
de Educación Primaria para que se advierta de qué estamos 
hablando. También invito, de alguna manera, a sus autori- 
dades y a las del CODICEN a que revean esta situación e 
inviten al inspector jubilado a charlar y a tomar un café para 
escuchar sus consideraciones porque estoy seguro de que, 
con gusto, lo hará. 


Solicito que la versión taquigráfica de mis palabras sea 
enviada a la Inspección Nacional de Música, al Consejo de 
Educación Primaria y al Consejo Directivo Central de la 
ANEP. 


Nada más. Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar el trámite solicita- 
do. 


(Se vota:) 


-20en21.Afirmativa. 


14) JULIO SALABERRY OLASCOAGA. SU DECESO 


SEÑOR PRESIDENTE.- Continuando con la hora previa, 
tiene la palabra el señor Senador Gallinal. 


12-C.S. 


SEÑOR GALLINAL .- Señor Presidente: hace pocos días 
dejó de existir don Julio Salaberry Olascoaga, y desde este 
Cuerpo queremos rendirle un homenaje por demás mereci- 
do, pues en su larga y muy fecunda vida, hizo un aporte muy 
importante a nuestra sociedad y a nuestro país. Julio 
Salaberry es un hombre estrecha y directamente vinculado 
con el departamento de Lavalleja, más precisamente, con el 
norte del departamento, con la localidad de Zapicán donde, 
junto a su familia, a su hermano Juan Miguel, a su tío Pío 
Olascoaga, asus familiares, desarrolló una muy noble tarea 
solidaria con todos los habitantes de la región, dejando una 
marca indeleble, muy importante, en la vida y en el senti- 
miento de la comunidad. Su hermano fue Intendente Muni- 
cipal de Lavalleja y desde allí desarrolló una obra muy 
importante en más de una oportunidad. A él le tocó llevar a 
cabo una intensa actividad, básicamente, en el terreno 
agropecuario; fue dirigente de distintas agrupaciones y 
sociedades rurales de la zona y del país en su conjunto 
destacándose, además, como un productor de avanzada, 
incorporando permanentemente nuevas tecnologías y bus- 
cando lo mejor para su comarca. 


Incursionó en la vida política, por supuesto que 
dentro del Partido Nacional, del que fue candidato a la 
Intendencia Municipal en las elecciones de 1989 en las 
que pierde por un margen por demás ajustado, pero apor- 
tando con su esfuerzo, con su talento y con su trabajo a 
nuestra colectividad política pero, sobre todo, al departa- 
mento. 


También le tocó actuar en el ámbito deportivo como 
Vicepresidente del Club Nacional de Football. Como conse- 
cuencia de la renuncia del Presidente, durante un tiempo 
ejerció la presidencia de esta importante entidad deportiva 
nacional, donde se destacó como un hombre lúcido, como 
un hombre de bien, que siempre buscó lo mejor para el 
deporte nacional. 


En atención a estas cualidades, a los servicios que 
prestó al departamento de Lavalleja y a todo el país, en 
atención al significado que el apellido Salaberry tiene den- 
tro del Partido Nacional debido a la trayectoria de muchos 
de sus antecesores y descendientes, queremos rendirle 
este homenaje -en lo personal y en nombre de nuestra 
colectividad política- y solicitar que la versión taquigráfica 
de estas palabras sea enviada a sus familiares, a la Inten- 
dencia Municipal de Lavalleja, ala Junta Local de Zapicán, 
al Club Nacional de Football y a las entidades agropecuarias 
en las que desarrolló su actividad gremial. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se vaa votar la solicitud formu- 
lada. 


(Se vota:) 


-20 en 20. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
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15) PAIS PRODUCTIVO, ENDEUDAMIENTO DEL SEC- 
TOR AGROPECUARIO Y POLITICAS SECTORIA- 
LES 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Presidencia desea aclarar que 
está a consideración la solicitud de convocatoria para una 
sesión extraordinaria del Cuerpo con la presencia del señor 
Ministro de Ganadería, Agricultura y Pesca, al amparo del 
artículo 41 y siguientes del Reglamento de la Cámara de 
Senadores, a los efectos de tratar los temas relativos a la 
visión del país productivo, endeudamiento del sector 
agropecuario y políticas sectoriales. A este respecto, y 
luego de consultar el Reglamento, la Mesa entiende que 
para convocar a una sesión extraordinaria alcanzan las 
firmas que lucen al pie de la presente solicitud. Por lo tanto, 
los señores coordinadores de Bancada deberán coordinar 
una fecha y, a su vez, la Secretaría hará lo propio con el 
señor Ministro de Ganadería, Agricultura y Pesca. 


16) PROYECTO DE LEY POR EL QUE SE AUTORIZA 
LA SALIDA DEL PAIS DE CIENTO SESENTA 
EFECTIVOS PERTENECIENTES AL EJERCITO NA- 
CIONAL, A FIN DE INCREMENTAR EL CONTIN- 
GENTE MILITAR QUE PARTICIPA EN LAS OPE- 
RACIONES DE MANTENIMIENTO DE LA PAZ DE 
LA ORGANIZACION DE LAS NACIONES UNIDAS 
EN LA REPUBLICA DE HAITI 


SEÑOR PRESIDENTE.- El Senado ingresa al Orden del 
Día con la consideración del asunto que figura en primer 
término: “Proyecto de ley por el que se autoriza la salida del 
país de ciento sesenta efectivos pertenecientes al Ejército 
Nacional, a fin de incrementar el contingente militar que 
participa en las Operaciones de Mantenimiento de la Paz de 
la Organización de las Naciones Unidas en la República de 
Haití. (Carp. N* 545/06 - Rep. N* 264/06).” 


(Antecedentes:) 


“Carp. N*545/06 
Rep. N*264/06 
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La Cámara de Representantes de la República Oriental 
del Uruguay, en sesión de hoy, ha sancionado el siguiente 


PROYECTODELEY 


Artículo 1”.- Autorízase la salida del país con el fin de 
incrementar el contingente militar en la República de Haití 
de 160 (ciento sesenta) efectivos del Ejército Nacional 
según el siguiente detalle: 


Un Comando de Batallón, integrado por 7 (siete) Perso- 
nal Superior y 7 (siete) Personal Subalterno. 
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Una Sub Unidad de Infantería, integrada por 5 (cinco) 
Personal Superior y 91 (noventa y uno) Personal Subal- 
terno. 


Medios de Apoyo Logístico y Sanitarios, integrados por 
6 (seis) Personal Superior y 44 (cuarenta y cuatro) Per- 
sonal Subalterno. 


La salida del país se realiza a efectos de incrementar el 
número de efectivos que participan en las Operaciones de 
Mantenimiento de la Paz de la Organización de las Naciones 
Unidas, en la República de Haití, desplegándose dichos 
medios entre los meses de junio-julio de 2006. 


Artículo 2”.- El regreso ala República Oriental del Uru- 
guay del contingente referido en el artículo 1”, se realizará 
dentro del término de un año a partir de la salida del país. 


Sala de Sesiones de la Cámara de Representantes, en 
Montevideo, a 14 de junio de 2006. 


Julio Cardozo Ferreira 
Presidente 


Marti Dalgalarrondo Añón 
Secretario. 
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ACTA N?* 32 


En Montevideo, el día tres de julio del año dos mil seis, a la 
hora diecisiete y quince minutos, se reúne la Comisión de 
Defensa Nacional de la Cámara de Senadores. _________ 
Asisten sus miembros, señores Senadores Eleuterio 
Fernández Huidobro, José Korzeniak, Carlos Moreira y 
Jorge Saravia 
Falta con aviso el señor Senador José Carlos Cardozo. ___ 

Preside el señor Senador Carlos Moreira, Presidente de la 
Comas za 
Actúa en Secretaría el señor Julio Durán, Secretario de la 
Comisión, asistido por la señora María José Morador. ___ 
ASUNTOSENTRADOS:-__._ 
CARPETA N* 478/2006. CODIGO DE ORGANIZACION DE 
LOS TRIBUNALES MILITARES. Se modifica su artículo 78. 
Mensaje y proyecto de ley del Poder Ejecutivo. Distribuido 
N9ISTI2000% to ta tt E Et 
CARPETA N* 538/2006. COMPUTO BONIFICADO AL PER- 
SONAL AFECTADO A LA RECUPERACION O BUSQUE- 
DA Y DETECCION DE ARTEFACTOS EXPLOSITOS PER- 
TENECIENTES AL GRUPO K-9 “SAN MIGUEL ARCAN- 
GEL” DEPERROS DE TRABAJO MILITAR DEL EJERCITO 
Y SE MODIFICA LA REDACCION CON REFERENCIA A 


LOS PARACAIDISTAS MILITARES. Aprobación. Mensa- 
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je y Proyecto de Ley del Poder Ejecutivo. Distribuido 
NA 
CARPETA N* 545/2006. PROYECTO DE LEY POR ELQUESE 
AUTORIZA LA SALIDA DEL PAIS DE CIENTO SESENTA 
EFECTIVOS PERTENECIENTES AL EJERCITO NACIONAL, 
A FIN DEINCREMENTAR EL CONTINGENTE MILITAR 
QUE PARTICIPA EN LAS OPERACIONES DE MANTENTI- 
MIENTO DE LA PAZ DE LA ORGANIZACION DELAS 
NACIONES UNIDAS EN LA REPUBLICA DE HAITI. Apro- 
bación. Proyecto de ley del Poder Ejecutivo, aprobado por 
laC.RR. Distribuido N*951/2006.______________ 
CARPETA N* 549/2006. PROYECTO DE LEY POR ELQUESE 
SOLICITA AUTORIZACION ESTABLECIDA EN LOS NU- 
MERALES 11 Y 12 DEL ARTICULO 85 DELA CONSTITU- 
CION DELA REPUBLICA, PARA QUECON MOTIVO DE 
LOS ACTOS DE CONMEMORACION DELAS INDEPEN- 
DENCIAS DELA REPUBLICA FEDERATIVA DEL BRASIL 
Y LA DENUESTRO PAIS, INGRESEN A NUESTRO TERRI- 
TORIO, EFECTIVOS DEL VECINO PAIS EL 25 DE AGOSTO 
DE 2006, ALA VEZQUESALGAN EFECTIVOS URUGUA- 
YOSLOS DIAS 7 Y 10 DE SETIEMBRE CON DESTINO A 
VARIAS CIUDADES BRASILEÑAS. Aprobación. Mensaje 
y Proyecto del Poder Ejecutivo. Distribuido N*952/2006. _ 
ORDEN DEL DIA: 
1.- Se pone a consideración de la Comisión las siguientes 
CARPETAS N? 194/2005. ARMAS QUE FUERAN REMITI- 
DAS AL SERVICIO DE MATERIAL Y ARMAMENTO DEL 
EJERCITO; N*478/2006. CODIGO DEORGANIZACION DE 
LOS TRIBUNALES MILITARES; N*545/2006. PROYECTO 
DE LEY POR ELQUESE AUTORIZA LA SALIDA DEL PAIS 
DE CIENTO SESENTA EFECTIVOS PERTENECIENTES AL 
EJERCITO NACIONAL, A FIN DE INCREMENTAR EL 
CONTINGENTE MILITAR QUE PARTICIPA EN LAS OPE- 
RACIONES DE MANTENIMIENTO DE LA PAZ DELA 
ORGANIZACION DE LAS NACIONES UNIDAS EN LA 
REPUBLICA DE HAITI; N*549/2006. PROYECTO DELEY 
POR EL QUE SE SOLICITA AUTORIZACION ESTABLECI- 
DAENLOS NUMERALES 11 Y 12 DEL ARTICULO 85DELA 
CONSTITUCION DELA REPUBLICA, PARA QUE CON 
MOTIVO DELOS ACTOS DECONMEMORACION DELAS 
INDEPENDENCIAS DE LA REPUBLICA FEDERATIVA DEL 
BRASIL Y LA DE NUESTRO PAIS, INGRESEN A NUESTRO 
TERRITORIO, EFECTIVOS DEL VECINO PAIS EL 25 DE 
AGOSTO DE 2006, ALA VEZQUESALGAN EFECTIVOS 
URUGUAYOS LOS DIAS 7 Y 10 DE SETIEMBRE CON 
DESTINO A VARIAS CIUDADES BRASILEÑAS. _______ 
RESOLUCIONES: 
Se aprueban las siguientes CARPETAS: _____________ 
1.- CARPETA N? 194/2005. Distribuido N* 180/2005. Se vota: 
4en4: Afirmativa. Unanimidad. Se designa Miembro Infor- 
mante -verbal- al señor Senador Penadés. 
2.- CARPETA N* 478/2006. Distribuido N* 937/2006. Se vota: 
4 en 4. AFIRMATIVA. Unanimidad. Se designa Miembro 
Informante -verbal- al señor Senador Moreira. _________ 
3.- CARPETA N* 545/2006. Distribuido N*951/2006. Se vota: 
4 en 4. AFIRMATIVA. Unanimidad. Se designa Miembro 
Informante -verbal- al señor Senador Korzeniak._______ 
4.- CARPETA N* 549/2006. Distribuido N*952/2006. Se vota: 
4 en 4. AFIRMATIVA. Unanimidad. Se designa Miembro 
Informante -verbal- al señor Senador Korzeniak. 


14-C.S. 


A la hora diecisiete y treinta minutos se levanta la sesión. 
Para constancia se labra la presente Acta que firman los 
señores Presidente y Secretario de la Comisión. 


Carlos Moreira 
Presidente 


Julio Durán 
Secretario.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el proyecto. 
(Se lee) 
- En discusión general. 


Tiene la palabra el Miembro Informante, señor Senador 
Korzeniak. 


SEÑOR KORZENIAK.- Señor Presidente de este augus- 
to Cuerpo: el proyecto de ley que tenemos a consideración 
viene aprobado de la Cámara de Representantes sin vota- 
ción dividida y consiste en la autorización para la salida del 
país de 160 efectivos del Ejército Nacional a fin de incremen- 
tar el número de militares, entre tropas y oficiales, que se 
encuentran en la República de Haití por un pedido de la 
Organización de las Naciones Unidas para el mantenimiento 
de la paz en dicho país. Como es notorio, estos envíos de 
tropas a la República de Haití han tenido una larga trayec- 
toria, tanto en nuestra fuerza política como en las demás. 
Habitualmente, el Frente Amplio siempre respaldó los pedi- 
dos de las Naciones Unidas, que carecen de coercibilidad 
propia y deben pedirla a los diferentes países que integran 
la comunidad internacional. Como dije, siempre se apoya- 
ron esos pedidos y la discusión dentro de nuestra fuerza 
política se suscitó una vez que hubo un cambio de la entrada 
de tropas, del Capítulo VI al VII de la Carta de las Naciones 
Unidas. En términos jurídicos, esto significaba que el man- 
tenimiento de la paz en el primer caso sólo era por vía 
pacífica y, en el segundo, podía implicar acciones bélicas. 
En esa oportunidad, cuando se hizo el primer envío al 
exterior por el Capítulo VII nuestra fuerza política se opuso 
y hubo una larga discusión, no sucediendo lo mismo cuan- 
do se trató el reforzamiento de tropas. Es decir que una vez 
enviado el primer contingente y reconociéndose que se 
carecía de la instrumentación armada necesaria para el caso 
de conflictos bélicos, se entendió conveniente reforzar el 
contingente para evitar algunas situaciones dolorosas, tal 
como la que ocurrió en el Congo. Naturalmente, esta fue 
bastante dramática pero no tuvo mucha difusión; aclaro que 
no estoy criticando ni valorando el hecho positivamente. 


Nuestra fuerza política, así como la unanimidad de miem- 
bros de la Comisión de Defensa Nacional del Senado, acon- 
sejan al Plenario votar la autorización para que partan estas 
fuerzas a Haití, según el proyecto de ley que ya viene 
aprobado por la Cámara de Representantes. 


CAMARA DE SENADORES 


5 de julio de 2006 


Es todo cuanto tenía para informar. 
SEÑOR HEBER.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR HEBER.- Confieso que este tema nos toma un 
poco de sorpresa, sobre todo porque los miembros del 
Partido Nacional integrantes de la Comisión de Defensa 
Nacional -señores Senadores Penadés y Moreira- no están 
en Sala. En realidad, nos llama un poco la atención el hecho 
de que el Miembro Informante hable en nombre de su fuerza 
política; o sea que el Miembro Informante en mayoría está 
recomendando, en nombre de la fuerza política a la que 
responde, que se vote este proyecto de ley. En ese caso, no 
lo votaría, pero si como Senador recomienda votar, lo pode- 
mos considerar. Nuestro partido siempre ha votado este 
tipo de contingentes y, en ese sentido, el año pasado 
tuvimos un fuerte debate parlamentario, tanto aquí como en 
la Cámara de Representantes, al punto tal, que la fuerza 
política que menciona el señor Senador Korzeniak se vio 
sacudida por una triste noticia: uno de sus integrantes, el 
señor Diputado Chifflet, con una larga trayectoria dentro 
del Partido Socialista, renunció a su cargo y a su Banca. 
Parece ser que dicha decisión fue producto -según su 
opinión- de un cambio de discurso y de actitud que, durante 
décadas, habían caracterizado a esa fuerza política que 
menciona el señor Senador Korzeniak, la que en esa opor- 
tunidad había sostenido lo contrario. 


Cuando ahora escuchaba al señor Senador Korzeniak 
-quizá yo estaba distraído atendiendo otra cosa y por eso 
quiero ser claro- me vi sorprendido al sentirlo hablar en 
nombre de su fuerza política que, como es sabido, ha sufrido 
cambios radicales. 


SEÑOR KORZENIAK.- Lo dije. 


SEÑOR HEBER.- Lo sé; simplemente, estoy subrayando 
lo que usted dijo: que su fuerza política ha cambiado res- 
pecto a este tema; que antes decía una cosa y ahora dice 
otra. 


Recuerdo que el año pasado, cuando lo tratamos, hubo 
señores Senadores que señalaron que lo iban a votar por 
última vez, que votaban en esa oportunidad y que preten- 
dían tener una discusión sobre la presencia de las fuerzas 
de paz en Haití; en fin, que esa era una instancia excepcional 
y que después querían que se realizara un debate en profun- 
didad, debate que no tuvimos -no sé si dentro de esa fuerza 
política lo hubo- en el Senado. Y resulta que ahora esto 
viene con un refuerzo, es decir que aquellos que no querían 
sopa, no un plato, sino dos. Reitero, ahora viene esto y un 
refuerzo porque se trata, como se establece en el proyecto, 
de un Comando de Batallón integrado por 7 Personal Supe- 
rior y 7 Personal Subalterno; una Sub Unidad de Infantería 
integrada por 5 Personal Superior y 91 Personal Subalterno, 
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y medios de Apoyo Logístico y Sanitarios integrados por 6 
Personal Superior y 44 Personal Subalterno. 


Quiere decir que todos los conceptos y cuestionamientos 
que escuchábamos sobre lo que se había hecho en el pasado 
con relación a la participación del Ejército uruguayo en las 
Operaciones de mantenimiento de paz de las Naciones Uni- 
das en la República de Haití como, por ejemplo, que parecía- 
mos estar al servicio del imperialismo norteamericano que 
ponía su pie en este país, que éramos una especie de vende 
patrias, que hasta carecíamos de la concepción de autode- 
terminación y que este tipo de operaciones era algo que 
estaba influido -como lo escuchamos- por el imperio norte- 
americano que imponía a los países la presencia militar de 
sus batallones, han quedado simplemente en el olvido. 


Pues, señor Presidente, debo decir que no me olvidé de todo 
eso porque, a nuestro juicio, estas afirmaciones hieren el 
pasado, el presente y el futuro de la posición del Partido 
Nacional a nivel internacional, que no está al servicio de 
ninguna nación, sino del interés nacional. Ayer sostenía- 
mos que esto no comprometía y que no estábamos al servi- 
cio de ningún otro interés que no fuera el de nuestro país 
y el de la paz en el mundo, y hoy seguimos sosteniendo 
exactamente lo mismo. Ni dijimos ayer que estábamos al 
servicio -ni tampoco quienes lo votaban- de ningún otro 
país ni de imperialismo regional o continental alguno, ni lo 
sostenemos hoy. Por el contrario, creemos que este tipo de 
operaciones de mantenimiento de la paz prestigian al Ejér- 
cito nacional y son buena cosa. 


No estoy al tanto de cuál es la situación política actual 
de Haití. De todas maneras, no creo que sea relevante 
conocerla porque nosotros aprobamos el envío de tropas 
para mantenimiento de la paz, a efectos de que se ordene la 
situación interna de ese país y se pueda cambiar la realidad 
política. 


Ahora bien, lo que me importa destacar es que si la 
realidad de Haití hoy es diferente, se debe a que el Ejército 
oriental, en el marco de las Naciones Unidas, posibilitó la 
evolución política que en su momento no se avizoraba. 


Aquellos que hoy vienen a justificar que la realidad 
política de Haití cambió, por lo menos podrían tener la 
honestidad intelectual de decir que en el pasado se equivo- 
caron, que le erraron, que teníamos razón los que votába- 
mos a favor de estas operaciones para que aquello ocurrie- 
ra. 


Lo cierto es, señor Presidente, que hoy como ayer yo 
sigo votando estas operaciones porque me parece que el 
Ejército Nacional lleva adelante una misión de paz que le ha 
servido a él y también a los intereses de esta tan sufrida 
República de Haití. De alguna manera, pretendemos que la 
presencia de nuestras tropas le aseguren la evolución de- 
mocrática que todos esperamos. 


Muchas gracias. 
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SEÑOR KORZENIAK.- Pido la palabra para contestar 
una alusión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Para contestar una alusión, tiene 
la palabra el profesor José Korzeniak. 


SEÑOR KORZENIAK.- Gracias por lo de profesor, que 
no siempre se me reconoce, y usted siempre lo hace, señor 
Presidente, con benevolencia. 


En primer lugar, quiero decir que como Miembro Infor- 
mante tengo derecho a intervenir en ese carácter cada vez 
que hable, cosa que no voy a hacer para no aburrir al 
Senado. En segundo término, que sean bienvenidos los 
desahogos cuando son sin ira y tan pintorescos, como el 
que acaba de escuchar el Senado. 


Por otro lado, también debo señalar que en mi exposición 
brevísima relaté exactamente las peripecias y discusiones 
internas y públicas que ha tenido nuestra fuerza política en 
torno al tema de las misiones de paz. Dije, en primer término, 
que mientras fueron por el Capítulo VI, pacíficamente y sin 
ninguna discrepancia, todos los grupos que integran nues- 
tra fuerza política, el Frente Amplio, votaron afirmativamen- 
te, y lo fundaron en un principio jurídico -que no expliqué, 
porque creí que no era necesario-, que es el de que las 
Naciones Unidas no tienen coercibilidad, es decir, ejército 
propio. 


Respecto a la frase que fue referida a la lamentable 
renuncia de nuestro compañero Guillermo Chifflet, quiero 
señalar que efectivamente el compañero Guillermo Chifflet 
estuvo en desacuerdo con que por el Capítulo VI se envia- 
ran aun refuerzos para fuerzas que ya habían salido del país. 
El hecho de que el Frente Amplio estaba en desacuerdo con 
el pase del Capítulo VI al Capítulo VIT es algo unánime; pero 
también fue unánime el envío de fuerzas para reforzar las 
que ya estaban, en fin, para protegerlas. Repito que hubo 
una disidencia, no de mi Partido Socialista, sino del compa- 
ñero Guillermo Chifflet -muy respetable-, que determinó 
que, sin dejar de ser un militante socialista, haya renuncia- 
do a la Banca en la Cámara de Representantes. 


Por último, señor Presidente, digo que el hecho de que 
las intervenciones sean pintorescas no significa que sean 
desmemoriadas. Quiero explicar que una frase efectivamen- 
te dicha en el sentido de “Es la última vez que esto se vota” 
no tenía absolutamente nada que ver -repito, absolutamen- 
te nada que ver- con el envío de tropas a Haití ni con el envío 
de tropas en misiones de paz a ningún país. En realidad, 
estaba referida al voto de la Operación UNITAS, y se 
sostuvo que como la iba a dirigir Brasil, a quien se le omitió 
decir que Uruguay tenía una discrepancia interna en su 
Gobierno, era la última vez que se votaba. A la vez, se 
prometió -lo hice yo personalmente- que se iba a hacer un 
planteo formal en el seno de organismos internacionales y 
del propio Estados Unidos en el sentido de que no se 
concurriría más a dicha Operación. Incluso, quiero poner en 
conocimiento del Senado, con toda seriedad, que ya se ha 


16-C.S. 


hecho el anuncio formal de que Uruguay no va a participar 
en futuras Operaciones UNITAS. De todas formas, si al- 
guien quiere confundir la Operación UNITAS, que es un 
ejercicio conjunto de maniobras en función de un Tratado 
llamado TIAR, con envío de tropas para el mantenimiento de 
la paz, sigue siendo muy pintoresco y me divierto con eso. 
Sin embargo, prefiero no confundirlo porque se refiere a una 
frase que yo dije y recuerdo en qué oportunidad lo hice. 


17) PAIS PRODUCTIVO, ENDEUDAMIENTO DEL SEC- 
TOR AGROPECUARIO Y POLITICAS SECTORIA- 
LES 


SEÑOR LARRAÑAGA.- Pido la palabra para una moción 
de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor Larrañaga. 


SEÑOR LARRAÑAGA.- Me quiero referir a un tema que 
resolvió la Mesa hace un instante. Más allá de que estén las 
firmas para habilitar una sesión extraordinaria, es necesario 
recurrir a la voluntad del Cuerpo para la convocatoria de un 
Ministro en régimen de Comisión General. Por lo tanto 
sugiero, como un aporte a la Mesa, que se ponga a consi- 
deración la convocatoria en régimen de Comisión General al 
Ministro de Ganadería, Agricultura y Pesca por los temas 
mencionados en la moción. Me parece que, de lo contrario, 
se crearía un precedente no procedente en el Senado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa, debidamente asesora- 
da, coincide con el temperamento propuesto por el señor 
Senador Larrañaga. 


SEÑOR BARAIBAR.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR BARAIBAR.- Señor Presidente, supongo que 
casi todos los señores Senadores tienen el texto de la 
moción que ha sido presentada por prácticamente la totali- 
dad de los Senadores del Partido Nacional. Como corres- 
ponde, quiero decir que ayer el señor Senador Larrañaga 
comunicó a nuestra Bancada que existía la intención de 
presentar la moción en el día de hoy. Por tanto, aprovecha- 
mos las horas de la mañana para hacer consultas a nuestra 
Bancada, que entendió pertinente la convocatoria por el 
tema planteado, así como el señor Ministro, a quien también 
consultamos. Para nosotros era muy importante saber qué 
posicionamiento íbamos a tener sobre esta solicitud del 
Partido Nacional, más allá de que pudieran existir los votos 
para la convocatoria por este procedimiento o por otro. 


Hechas las consultas, quiero decir que el señor Ministro 
y nuestra Bancada están absolutamente de acuerdo en que 
los temas por los que se realiza la convocatoria son de 
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importancia y tienen que ver con el debate nacional que está 
planteado. Por consiguiente, nos parece muy apropiado 
tener una instancia de reflexión en el Senado. 


Con relación a la fecha a realizarse, podría ser el martes 
o el jueves de la semana que viene; en principio, no habría 
inconveniente para ninguno de los dos días. Hasta ahora he 
sido yo quien hizo las gestiones, pero podría trasladarlas al 
señor Presidente, ya que es lo que corresponde luego de 
votar la moción. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar la moción formu- 
lada por el señor Senador Larrañaga. 


(Se vota:) 


-23en23. Afirmativa. UNANIMIDAD 


(Ocupa la Presidencia el doctor Eber Da Rosa.) 


18) PROYECTO DE LEY POR EL QUE SE AUTORIZA 
LA SALIDA DEL PAIS DE CIENTO SESENTA 
EFECTIVOS PERTENECIENTES AL EJERCITO NA- 
CIONAL, A FIN DE INCREMENTAR EL CONTIN- 
GENTE MILITAR QUE PARTICIPA EN LAS OPE- 
RACIONES DE MANTENIMIENTO DE LA PAZ DE 
LA ORGANIZACION DE LAS NACIONES UNIDAS 
EN LA REPUBLICA DE HAITI 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Eber Da Rosa).- Continuando 
con el tema relacionado con la autorización para salir del 
país de 160 efectivos para incrementar el contingente militar 
en la República de Haití, tiene la palabra el señor Senador 
Fernández Huidobro. 


SEÑOR FERNANDEZ HUIDOBRO.- No pensaba hacer 
uso de la palabra en oportunidad de votar el reforzamiento 
con este nuevo contingente a la República de Haití pero, 
dada la evolución del debate parlamentario, lo debo hacer 
para registrar algunas puntualizaciones de buena memoria. 


Haití fue víctima de un nuevo y vergonzoso golpe de 
Estado, con secuestro de Presidente e invasión por parte de 
los Estados Unidos. A esta altura esto está absolutamente 
probado, al extremo que en este momento está dando lugar 
a una gran polémica en los propios Estados Unidos con un 
enfrentamiento, nada menos, entre Colin Powell, que estu- 
vo en contra de lo que sucedió, y Otto Reich y otros, que 
estuvieron a favor. 


En el “New York Times” se han venido publicando esta 
polémica y las denuncias de autoridades estadounidenses 
que, oportunamente estuvieron en contra de lo que se 
perpetró en Haití, contra quienes lo hicieron, algunos de los 
cuales han sido sancionados y enviados a Afganistán. 


Quien quiera interiorizarse sobre esto a los efectos de 
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tener notorio conocimiento de lo que pasó en Haití, puede 
acudir al “New York Times” y no ala izquierda uruguaya o 
al Frente Amplio. Sencillamente, puede tener en cuenta al 
propio Congreso de los Estados Unidos y a la polémica 
pública en el “New York Times” con relación al vergonzoso 
atropello nuevamente realizado contra Haití, secuestrando 
un Presidente democráticamente electo, llevándolo a la 
República de Africa Central, dando un golpe de Estado e 
imponiendo un títere. En esa oportunidad, con la sangre 
fresca, cuando los hechos se estaban produciendo y para 
sustituir la invasión yanquifrancesa de Haití, el Consejo de 
Seguridad de las Naciones Unidas, construyó esta actual 
misión de paz llamada MINUSTAH, integrada por la mayor 
cantidad de países latinoamericanos al mismo tiempo y 
paradojalmente de América del Sur, en el Caribe. Fue en ese 
momento que el Gobierno de la época -no sé si era 
blanquicolorado o el Partido Nacional ya se había apartado- 
trajo al debate la participación de Uruguay en esa misión. 
Además, era en el marco del Capítulo VII desde el principio 
y no como la del Congo que, siendo del Capítulo VI se 
transformó, por vía de los hechos, en Capítulo VII. Nos 
opusimos, fundamentalmente porque la CARICOM -asocia- 
ción que reúne atodos los países del Caribe-, más todos los 
países africanos -una cantidad enorme de votos en las 
Naciones Unidas-, proponían una solución política diferen- 
te. Esa solución política estaba presentada en los organis- 
mos internacionales en ese momento y nosotros éramos 
partidarios de apoyarla, no de participar en la misión. 


Esos fueron los principales motivos: el Capítulo VII y el 
hecho de que apoyábamos la propuesta de todos los países 
del Caribe y de África que en ese momento se estaba 
discutiendo en las Naciones Unidas. Estuvimos acompaña- 
dos en esa posición por un preclaro Senador herrerista, 
Carlos Garat, quien dijo que se trataba de un atropello 
yanqui; no lo dijo solamente esta Bancada, lo dijo también 
un herrerista. Cuando ese Senador habló, se oyó resonar en 
esta Sala viejos ecos de otros verbos herreristas de lejana 
data. 


Perdimos; quedamos en minoría y la misión uruguaya 
concurrió. Pasaron los meses y la propuesta de la Unión de 
Países Africanos y de la CARICOM también fue derrotada 
internacionalmente; nosotros no podíamos seguir apoyan- 
do esa propuesta cuando dejó de tener validez, como pasa 
tantas veces a nivel internacional. Surgieron hechos con- 
sumados, se sustituyó -por suerte- la vieja presencia fran- 
cesa y yanqui, tan reiterada en tan dolido país, y el primer 
contingente de paz, con nutrida presencia latinoamericana, 
fue comandado por Brasil -para extrañeza de muchos- y 
nada menos que en el Caribe. Por supuesto, ya en el año 2004 
-meses después-, bajo Gobierno del Partido Colorado y del 
Partido Nacional, nosotros no nos negamos a votar el 
refuerzo porque entonces era necesario seguir haciéndolo, 
y nunca más cambiamos esa posición. 


Mientras nuestro Subsecretario de Defensa Nacional 
coordina periódicamente con sus pares latinoamericanos lo 
que se está haciendo en Haití, nuestro contingente y los 
contingentes latinoamericanos forman parte sustantiva para 
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que en ese país haya elecciones democráticas y libres, como 
resultado de las cuales gana la izquierda, contra la opinión 
del imperialismo yanqui que hizo todo lo posible para que 
no se reconociera el triunfo a Preval, que concurrió a las 
asunciones en Brasil, Chile y Bolivia, y a quien nuestro 
Subsecretario de Defensa Nacional acompañó en momentos 
de ocupar el Gobierno. 


En este momento, esa misión está evolucionando hacia 
una misión en la que, gracias a Dios, va a tener mayor 
preponderancia el elemento civil -maestros, unidades 
potabilizadoras, médicos y policías, en vez de militares- 
para consolidar el proceso de paz logrado. 


El tema de nuestra política de defensa en el marco de la 
política internacional, Capítulos VI y VIT, lo estamos discu- 
tiendo, como lo prometimos, en el gran debate sobre defen- 
sa nacional, del que están participando todos los jueves en 
el Instituto Militar de Estudios Superiores connotados 
dirigentes del Partido Nacional. En los seminarios de ese 
debate, que contaron con nutrida participación de figuras 
del Partido Nacional, reitero, estuvieron presentes militares 
de todos los países de América Latina, así como asesores, 
Ministros y ex-Ministros, opinando acerca de la misión de 
Haití, tema un poco más complejo que el que se planteaba 
recién. 


Esto es lo que quería aclarar, para refrescar la memoria. 


También quiero dejar aclarado que no nos debe extrañar 
que en la izquierda uruguaya, y hasta en la latinoamericana, 
haya diferencias con relación a este tema. El golpe de 
Estado yanqui se dio, entre otras cosas, con la complicidad 
de fuerzas de izquierda. Eso hay que decirlo, como también 
hay que decir que hubo fuerzas de izquierda cómplices del 
intento de golpe en Venezuela. Así que a nadie debe extra- 
ñar. Muchas cosas se ven hoy en la Viña del Señor, aunque 
quien ganó las elecciones y el Presidente secuestrado -que 
eran del mismo partido- también eran de izquierda. 


SEÑOR CARDOSO.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Eber Da Rosa).- Tiene la pa- 
labra el señor Senador. 


SEÑOR CARDOSO.- Señor Presidente: si bien este pue- 
de ser considerado un tema lateral, me parece oportuno 
hacer alguna reflexión para que sea retomada en un futuro 
debate, sin pasar por alto en el análisis que de este proyecto 
de ley hace el Senado, algunos asuntos que han sido 
discutidos en el país y a los que voy a hacer referencia 
específicamente. 


Estoy poniendo mi atención en la descripción de las 
tareas que esta iniciativa incluye. La misma es muy clara 
respecto a la autorización de salida del país de efectivos del 
Ejército, detallando las unidades militares, la cantidad de 
personal de Infantería y Apoyo Logístico, y estableciendo 
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una fecha y, a su vez, el artículo 2” expresa que el regreso 
ala República Oriental del Uruguay del referido contingente 
se realizará en el término de un año. Junto con este proyecto 
se envió al Parlamento la descripción de las tareas, estable- 
ciéndose qué es lo que hacen nuestros soldados en las 
misiones de paz y, en especial, qué van a hacer en esta 
misión. Al leer esa descripción de tareas, que aparece en la 
exposición de motivos firmada por el señor Presidente de la 
República, se puede advertir que hay ocho tareas asigna- 
das, de las que por lo menos seis son de carácter policial y 
no militar. Es más, se las describe a título expreso. En 
determinado momento se habla de ayudar a la Policía Nacio- 
nal local y ala Agencia de Policía de la ONU para responder 
o prevenir disturbios civiles; asumir tareas en el apoyo del 
Programa de Movilización y Desarme junto a la Policía 
Nacional de Haití y a la Agencia de Policía de la ONU; 
controlar y verificar la seguridad, la ley y el orden. Estas son 
tareas estrictamente policiales; inclusive, podríamos decir 
lo mismo de las tareas que cumple nuestra Policía Nacional. 


(Ocupa la Presidencia el señor Senador Eleuterio 
Fernández Huidobro.) 


- Traigo esto a colación -y no pretendo abrir el debate 
porque el debate propiamente dicho es el envío de las 
fuerzas a Haití- porque cuando hace apenas dos meses el 
Presidente del Directorio del Partido Nacional, señor Sena- 
dor Larrañaga, preguntó si era posible que las Fuerzas 
Armadas del Uruguay cumplieran tareas de apoyo a la 
Policía y en algún momento se recurriera a una ayuda de los 
militares, la respuesta fue que éstos no estaban preparados. 
Inclusive, llegué a escuchar que se dijo que a los militares 
uruguayos se los prepara para matar y que la tarea policial 
es de otra naturaleza. Sin embargo, supongo que si el 
Presidente de la República describe las tareas, estos milita- 
res, por lo menos, están preparados para ser policías, por- 
que si van a cumplir tareas policiales en Haití, el Ejército se 
habrá ocupado de entrenarlos y de prepararlos para cumplir 
esta tarea, que es una tarea policial. 


Entonces, si estamos enviando soldados uruguayos a 
cumplir tareas policiales en el exterior, sería bueno aceptar 
algunos planteos como el realizado por el señor Senador 
Larrañaga hace dos meses, a quien le respondió en forma 
directa el señor Subsecretario del Interior, doctor Faroppa, 
y en forma indirecta la señora Ministra Berrutti, que los 
militares uruguayos están entrenados y preparados para 
otra cosa. El proyecto de ley que se está considerando y la 
exposición de motivos firmada por el Presidente de la Repú- 
blica, lo desmienten. Los militares uruguayos están entre- 
nados para ser policías, porque eso es lo que van a hacer en 
Haití. Esta es la tarea que se les encomienda: una tarea de 
características policiales, porque además se juntan con 
otros policías de ese país. 


SEÑORA XAVIER.- ¿Me permite una interrupción, se- 
ñor Senador? 


SEÑOR CARDOSO.- Con mucho gusto. 
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SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir la señora Se- 
nadora. 


SEÑORA XAVIER.- Me parece que el señor Senador 
plantea un tema que abre un espacio de debate que puede 
prolongarse mucho. No podemos dejar pasar estas afirma- 
ciones, porque es absolutamente incomparable la realidad 
uruguaya con la haitiana. En Haití hay que reconstituir la 
institucionalidad y, reitero, no podemos comparar social- 
mente la realidad haitiana con lo que sucede en Uruguay. 
Más allá de ratificar lo dicho por la señora Ministra de 
Defensa Nacional o por el Subsecretario del Interior, no 
podemos desconocer que existe una diferencia en las tareas 
policiales que efectivamente van a enfrentar en un pueblo, 
en un país que está absolutamente devastado, en el que a 
través de estas misiones debemos reconstruir absoluta- 
mente todo lo que desde el punto de vista institucional, 
lamentablemente, está destruido. 


Muchas gracias, señor Senador. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar el señor Sena- 
dor Cardoso. 


SEÑOR CARDOSO.- Comparto que la realidad del Uru- 
guay no puede ser comparada con la de Haití; tengo claro 
que son momentos y procesos distintos. Sin embargo, 
todos ustedes saben que no hace mucho tiempo la propia 
misión uruguaya en Haití emitió algunos informes respecto 
a la tarea que ha realizado, y uno de los resultados que 
obtuvo fue la recuperación de doscientas cincuenta armas 
ilegales que estaban en manos de civiles, es decir, de 
delincuentes. Queda claro que esas armas se han recu- 
perado de la sociedad civil y no de una fuerza militar. La 
realidad social es distinta y la inestabilidad política es 
mayor que aquí, pero se ocuparon de recuperar armas que 
estaban en manos de civiles, dado que hay grupos de 
bandoleros que asuelan a la sociedad y que impiden su 
reorganización. 


Insisto: acepto el criterio de que las realidades son 
distintas, pero las tareas que realizan son de carácter poli- 
cial. Aclaro que no es mi intención introducir este tema en 
el debate, pero sí quiero decir que debemos tener en cuenta 
lo que se dice en la exposición de motivos, porque si damos 
por bueno que nuestros soldados están preparados para 
hacer de policías, cuando en el futuro hablemos del tema 
recordemos que contamos con soldados uruguayos pre- 
parados en ese sentido, más allá de que ahora se los envíe 
a un país con una realidad distinta a la nuestra. Entonces, 
la sugerencia de tratar este asunto no puede responderse 
con la dureza de afirmar que nuestros soldados están pre- 
parados para matar porque, además, eso es irreal. Es más: 
personalmente me cuesta hasta repetirlo. Basta con saber 
que el Ejército Nacional tiene una capacidad de fuego de 25 
minutos para decir, más bien, que está preparado para morir. 


En definitiva, luego de este antecedente no sería malo 
considerar el asunto, más allá de que no debemos hacerlo 
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hoy, en que lo que se está considerando es el envío de 
fuerzas militares a Haití. 


SEÑOR ABREU.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR ABREU.- No pretendo ingresar en un debate de 
fondo sobre este tema, porque de alguna forma ya lo reali- 
zamos y la autorización ya está dada; en este caso estamos 
discutiendo el incremento de las fuerzas de paz en Haití. De 
todas maneras, entiendo que es bueno reflexionar acerca de 
lo que estamos hablando, y es de una modificación de la 
participación de las Fuerzas Armadas en la comunidad 
internacional. 


Hasta hace un tiempo, impulsados entre otras cosas por 
el principio de la no intervención, manteníamos una posi- 
ción negativa -y lo sostuvimos en ese momento- a participar 
en Haití, porque se estaba trasladando determinada función 
policial al Consejo de Seguridad, cuando en ese Órgano, a 
impulso de los Estados Unidos, se estaba decidiendo lo que 
no se podía decidir en el ámbito interamericano, porque 
había criterios diferentes -entre ellos, el del Uruguay- que 
no admitían la existencia de fuerzas de intervención sin que 
ello hubiera sido solicitado a través de los mecanismos 
naturales para la participación de fuerzas de paz. 


No debemos olvidar, señor Presidente, que se trata de un 
principio de Derecho Internacional muy delicado; la cos- 
tumbre es fuente de Derecho y cuando comienza a avanzar 
se la toma como parte del Derecho Internacional y, por 
tanto, ya no puede ser modificada. Nuestra preocupación 
radica en que, al amparo de esta modificación, el principio 
de no intervención comience a tener perforaciones aimpul- 
so de algunas especulaciones, o de espíritus constructivos 
que quieren establecer determinados valores, pero que en 
lugar de hacerlo por la convicción lo hacen por la imposi- 
ción; y cuando los valores se imponen, no son 
mayoritariamente sustentables ni defendidos, porque están 
basados nada menos que en la negación de principios 
fundamentales de la autonomía de los Estados. 


Hay que tener cuidado con esto, señor Presidente, por- 
que detrás de esta nueva visión de las fuerzas de paz hay 
una preocupación muy importante de grandes potencias, de 
grandes bloques internacionales y, en particular, de los 
Estados Unidos. Tenemos fuerzas militares en Colombia 
para ayudar en la lucha contra el narcotráfico y los nuevos 
delitos internacionales. Incluso, en algún momento se ha 
pensado en la posibilidad de utilizar a las Fuerzas Armadas 
para la preservación del medio ambiente, y esa es la gran 
preocupación que ha tenido Brasil durante muchos años en 
el sentido de que los Estados Unidos, al interpretar la 
internacionalización de determinados temas, justifique la 
participación militar en territorio brasileño, en defensa del 
medio ambiente. Á su vez, en Paraguay -un país del 
MERCOSUR- las fuerzas de los Estados Unidos están ins- 
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taladas y autorizadas por el Parlamento paraguayo para no 
ser penadas dentro del Código Penal Internacional, que- 
dando sustraídas de la Justicia internacional -nada menos 
que en la Corte cuyo proyecto figura en el Orden del Día- 
simplemente porque existen algunas perforaciones que los 
países admiten pero que otros imponen. 


Reconocemos que las fuerzas de paz son muy importan- 
tes para el mantenimiento de la paz, asícomo para la defensa 
de los valores y la sociedad, pero debemos adoptar un 
criterio muy estricto, sobre todo los uruguayos, porque 
nuestro gran escudo es el Derecho y algunos principios. A 
la hora de respaldar esos principios y derechos no todos los 
países hacen la misma interpretación, y mucho menos, 
quizás, algunos que están más cerca que lejos de nosotros; 
ese es el otro tema. Brasil cambió el criterio cuando nos 
negamos a participar en la Secretaría General de la OEA con 
la representación del Embajador Baena Suárez, precisamen- 
te en el entendido de que convalidaríamos a nivel del 
Consejo de Seguridad la intervención en asuntos internos 
de un país que no nos pedía que lo hiciéramos, más allá de 
los valores que estuvieran en juego. Pero Brasil cambió el 
criterio y terminó comandando las fuerzas y, desgraciada- 
mente, su propio comandante se suicida -por razones que 
no conocemos- en Haití durante el proceso de intervención. 
Aunque se la quiera justificar, a mi juicio se trata de una 
intervención. 


Más allá de lo expuesto, considero que es bueno que 
nuestro país mantenga esa idea que con tanta fuerza sostu- 
vo durante años en materia de política internacional. En 
alguno de sus discursos en las Naciones Unidas, Carlos 
María Velázquez decía: “La intervención es una palabra 
maldita”. Esa palabra maldita queda, de alguna forma, como 
un paradigma que debemos defender no sólo por principios, 
sino también por interés y estrategia de los países peque- 
ños. Cuando nosotros nos equivocamos nos ponemos al 
borde de nuestra crisis existencial, pero cuando se equivo- 
can los países grandes, incumplen o imponen. Si les otorga- 
mos el precedente para que después nos apliquen criterios 
de esa naturaleza, estamos fabricando el arma con la cual 
nos van a ultimar. Digo esto sin desafiar determinadas 
fuerzas oscuras o pensamientos que puedan conspirar con- 
tra nuestro posicionamiento como uruguayos, pero debe- 
mos saber que son distintas las posiciones y que nuestras 
reflexiones sobre este tema no son las mismas que hacen 
Brasil, Argentina o Chile. Debemos ser fieles a nuestros 
principios y mantenernos hasta tozudamente, porque es lo 
que nos da autoridad, fuerza, autoridad moral y ética. Es 
posible que podamos cambiar de criterio o que podamos 
estar equivocados, pero yo diría que esta coherencia es el 
argumento que tenemos para que algunas interpretaciones 
o criterios de otros países, aun con la cercanía de la herman- 
dad, puedan ser desalentados en cualquier tipo de 
relacionamiento, inspirados precisamente en la costumbre 
que acompañamos cuando admitimos este tipo de nueva 
visión del Derecho Internacional. 


No es el momento de discutir en profundidad pero sí 
quería hacer esta reflexión porque también nos permite 
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reencontrarnos con viejas ideas y principios que al Uru- 
guay en particular le tienen que ser muy caros, entre otras 
cosas, porque la globalización, si bien avanza para licuar 
algunos principios, también lo hace para que aquellos va- 
lores que hemos obtenido puedan quedar en el camino por 
los condicionamientos de los países poderosos. 


SEÑOR BARAIBAR.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR BARAIBAR.- Señor Presidente: luego de haber 
escuchado algunas intervenciones, particularmente la del 
señor Senador Heber, sentimos la necesidad de dar alguna 
explicación de fondo sobre el proceso que se ha dado en 
Haití y el posicionamiento que frente a ese proceso ha 
tenido nuestra fuerza política; pero creo que la intervención 
del señor Senador Fernández Huidobro ha sido absoluta- 
mente clara, contundente y documentada para poner de 
manifiesto que acá no ha habido un cambio de posición del 
Frente Amplio en base a sus principios rectores. Lo que sí 
ha habido es un cambio de la realidad, y mala cosa sería que 
frente a un cambio de estas características siguiéramos en 
un dogmatismo que es ajeno a nuestra fuerza política y 
aferrados a un principismo alejado de los datos de la reali- 
dad y no lo asumiéramos como un dato absolutamente 
decisivo para nuestro posicionamiento sobre el tema. 


La situación y el momento del golpe de Estado descritos 
con toda precisión recientemente por el señor Senador 
Fernández Huidobro no son iguales al escenario que preva- 
lece hoy en Haití. 


El señor Senador Heber expresó que no conocía la situa- 
ción de Haití; puede ser que no conozca todos los detalles, 
pero se me ocurre que sí sabrá que en ese país hubo 
elecciones de un nuevo Presidente y que las condiciones de 
facto que tuvo durante varios meses y que en alguna medida 
recogía la situación precedente a la salida del Presidente 
Aristide, hoy está en camino de consolidarse y de avanzar 
hacia un proceso de reinstitucionalización que esperemos 
sea ascendente y permanente para la golpeada y crítica 
República de Haití. 


En ese contexto es que nuestra fuerza política, es decir, 
nuestro Gobierno, el Jefe de las Fuerzas Armadas urugua- 
yas que es el Presidente de la República, doctor Tabaré 
Vázquez, asumiendo que había un contingente importante 
de fuerzas uruguayas -cuyo refuerzo se votó en instancias 
pasadas, fruto de una situación no suficientemente diluci- 
dada en el campo de acción-, resolvió asumir otras tareas 
para avanzar en el proceso de recomposición de la situación 
de Haití. 


Es claro que en Haití no hubo problemas solamente por 
parte de la policía, allí hizo crisis todo el sistema institucional 
y no había un Estado. Entonces, pretender comparar la 
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situación de Haití -con el papel que puede cumplir un contin- 
gente de Naciones Unidas- con la situación de Uruguay, no 
tiene absolutamente nada que ver. Obviamente, en un esce- 
nario de guerra, de destrucción o de disolución del aparato 
del Estado y de todos los componentes esenciales, se van 
a asumir muchas tareas y la diferenciación de unas y de otras 
noes de ninguna manera comparable ala que puede existir en 
un país como el Uruguay, absolutamente consolidado en 
sus instituciones. Eso es elemental y obvio y trasladarlo a 
declaraciones que se pueden haber hecho sobre la situa- 
ción del Uruguay es prácticamente una caricatura. 


Tengo en mi poder el Mensaje del Poder Ejecutivo 
remitido el 8 de mayo y creo que es bueno mencionar 
algunos párrafos que son sumamente elocuentes como el 
siguiente: “El Presidente electo asumirá el próximo 14 de 
mayo por lo cual se estará ante un Gobierno constitucional, 
abriendo así una etapa imprescindible en el proceso de 
reinstitucionalización. El Presidente electo cuenta con un 
importante apoyo de la población y de la totalidad de la 
comunidad internacional. Los países que no reconocían al 
Gobierno de Transición” -en esas circunstancias fue que 
nosotros votamos en contra- “pasaron a reconocerlo de 
inmediato. Los desafíos que se deben encarar en esta nueva 
etapa coinciden con los que se han venido reclamando 
desde los países de la región en sus reuniones de Vice- 
Ministros de Defensa y de Relaciones Exteriores y que 
coinciden con lo expresado por el Presidente Electo, René 
Preval en su comparecencia ante el Consejo de Seguridad de 
la ONU el pasado 27 de marzo”. 


Es bueno señalar también que no es un elemento irrele- 
vante que hoy las Fuerzas que están en Haití estén integra- 
das por representantes de las Fuerzas Armadas del Brasil, 
Chile, Argentina, Uruguay, y creo que me falta algún país 
más. Estos cuatro países tienen en la actualidad gobiernos 
progresistas y sus Fuerzas Armadas encuadradas dentro de 
una situación general que naturalmente nada tiene que ver 
con lo que pueden haber sido muchas de las instancias de 
intervención que se dieron en América Latina en épocas 
pretéritas. Esta es otra etapa que se expresa en lo que 
hacemos cada uno de los gobiernos, pero también en alguna 
caracterización a nivel internacional. Se ve claramente todo 
el proceso de hacer que lo militar -a pesar de que los 
encargados de ello son militares integrantes de las Fuerzas 
Armadas en Haití- vaya perdiendo significación parairaun 
proceso donde lo social, lo político, lo policial y también el 
restablecimiento del funcionamiento del Parlamento y de la 
Justicia adquiera una significación mayor. Pero no se pue- 
den establecer especialistas ni compartimentos estancos ni 
decir, por ejemplo, que ahora tienen que venir técnicos para 
esta tarea o para otra; este es un proceso complejo, donde 
los avances son diversos de acuerdo a las zonas del Estado 
de Haití. Pero hay una línea general que va en ese sentido 
y el propio Mensaje del Poder Ejecutivo plantea que en la 
medida en que se requiera seguir prestando ayuda en el 
marco de las Naciones Unidas se podría pensar en contin- 
gentes de personas de otras características que las milita- 
res, en función de las nuevas tareas y de los nuevos 
desafíos que están planteados. 
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Para terminar, voy a referirme a unas frases pronuncia- 
das por el Presidente electo René Preval: “En concertación 
con la Policía Nacional de Haití, ella trabaja para mejorar la 
situación de la seguridad en el país”. “Yo saludo el trabajo 
que ella efectúa”. “Es conveniente orientar su misión en 
función de las prioridades a la hora de instaurar una atmós- 
fera propicia donde el derecho prime sobre la violencia y la 
fuerza. La reforma de la Policía y del sistema judicial haitiano 
es un imperativo.” 


Estas expresiones son absolutamente demostrativas del 
estado de deterioro en que se encontraba la hermana Repú- 
blica haitiana que obligaba a quienes estaban apostando al 
fortalecimiento de la institucionalidad a asumir papeles de 
distinta naturaleza, fruto de las condiciones imperantes en 
el país que nada tienen que ver con la que pueda haber en 
el nuestro. 


Señor Presidente: resumiendo quiero decir que lo que ha 
cambiado es la realidad y que nuestra fuerza política ha sido 
absolutamente coherente con el posicionamiento que en el 
pasado y en el presente ha tenido sobre el tema, y celebra- 
mos que las diferencias que en su momento habíamos tenido 
en el seno de nuestra fuerza política hoy estén superadas y 
que sea unánime la posición que en el Parlamento asumimos 
en respaldo de la posición del Poder Ejecutivo. 


Gracias, señor Presidente. 
SEÑOR LARRAÑAGA.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR LARRAÑAGA.- Quiero solicitar que, cuando se 
requiera la votación, esta se realice en forma nominal. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No habiendo ningún otro señor 
Senador anotado para hacer uso de la palabra en el debate 
en general del proyecto de ley, se va a votar de acuerdo con 
la moción presentada. 


Debido a la demora para llevar a cabo la votación nomi- 
nal, la Mesa propone pasar a considerar el punto que figura 
en segundo término del Orden del Día. 


19) ARMAS QUE FUERAN REMITIDAS AL SERVICIO 
DE MATERIAL Y ARMAMENTO DEL EJERCITO 


SEÑOR SARAVIA.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR SARAVIA.- A fin de hacer justicia con un acuer- 
do al que se llegó con la Comisión de Defensa Nacional en 
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relación con que el Miembro Informante e impulsor de esta 
iniciativa, señor Senador Penadés, está con licencia, vamos 
a solicitar que el cuarto punto del Orden del Día, Carpeta 
N* 194/05 - Repartido N* 266/06, pase al Orden del Día de la 
sesión de la semana próxima. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar la moción formu- 
lada. 


(Se vota:) 


-21en23. Afirmativa. 


20) CODIGO DE ORGANIZACION DE LOS TRIBUNA- 
LES MILITARES 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se pasa a considerar el asunto 
que figura en segundo término del Orden del Día: “Proyecto 
de ley por el que se modifica el artículo 78 del Código de 
Organización de los Tribunales Militares aprobado por la 
Ley N* 10.326, de 28 de enero de 1943,en la redacción dada 
por la Ley N” 13.982, de 19 de octubre de 1970. (Carp. 
N* 478/06 - Rep. N* 265/06)”. 


(Antecedentes:) 


“Carp.N* 478/06 
Rep. N*265/06 


Ministerio de Defensa Nacional 
Montevideo, 31 de marzo de 2006. 


Señor Presidente de la 
Asamblea General 
Don Rodolfo Nin Novoa. 


El Poder Ejecutivo cumple en remitir aese Cuerpo, con- 
forme con lo dispuesto por el numeral 7 del artículo 168 de 
la Constitución de la República, el adjunto Proyecto de Ley 
por el cual se modifica el artículo 78 del Código de Or- 
ganización de los Tribunales Militares, aprobado por la Ley 
N* 10.326, de 28 de enero de 1943, en la redacción dada por 
la Ley N* 13.892, de 19 de octubre de 1970. 


El mencionado artículo 78 establece que la lista de 
Conjueces a que refiere el Inciso 1* del artículo 74 del mismo 
Código, será formulada anualmente por el Poder Ejecutivo 
con venia del Senado o de la Comisión Permanente y estará 
constituida por diez integrantes del Ejército, cinco de la 
Armada y cinco de la Fuerza Aérea, exigiéndose la calidad 
de Oficial Superior en actividad o retiro. 


El proyecto que se remite a consideración reduce a un 
total de siete integrantes (tres del Ejército, dos de la Armada 
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y dos de la Fuerza Aérea), teniendo una permanencia en la 
función de 5 años. 


En tal sentido, la reducción de 13 cargos estaría acorde 
con las necesidades actuales de la Justicia Militar, permi- 
tiendo racionalizar las funciones en concordancia con la 
reducción del gasto público. A su vez, la ampliación del 
tiempo de permanencia en la función (de uno a cinco años) 
eliminará cargas administrativas anuales, cuya finalidad en 
el cumplimiento de las funciones específicas no aportan 
beneficios significativos. 


Por los fundamentos expuestos, el Poder Ejecutivo remi- 
te a ese Cuerpo el adjunto Proyecto de Ley, cuya aproba- 
ción encarece. 


Saluda a usted con la mayor consideración. 


Dr. TABARE VAZQUEZ, Presidente de la 
República; Azucena Berrutti. 


PROYECTODELEY 


Artículo Unico.- Sustitúyese el artículo 78 del Código de 
Organización de los Tribunales Militares, aprobado por la 
Ley N* 10.326, de 28 de enero de 1943 en la redacción dada 
por la Ley N* 13.892, de 19 de octubre de 1970, el que quedará 
redactado de la siguiente manera: “Artículo 78.- La lista de 
Conjueces a que refiere el Inciso 1” del artículo 74, será 
formulada por el Poder ejecutivo con venia del Senado o de 
la Comisión Permanente y estará constituida por 3 (tres) 
integrantes del Ejército, 2 (dos) de la Armada y 2 (dos) de 
la Fuerza Aérea, exigiéndose la calidad de Oficial Superior 
en actividad o retiro. Dicha lista tendrá una vigencia de 
cinco años”. 


Azucena Berrutti. 


DISPOSICIONES CITADAS 


Ley N” 13.892, de 
10 de octubre de 1970 


Artículo 39.- Modifícanse los artículos 74, 78,79,81,82, 
83, 85, 89, 90 (inciso g), 91, 93, 95 y 96 del Código de 
Organización de los Tribunales Militares, los que quedarán 
redactados de la siguiente manera: 


“ARTICULO 74.- Se compondrá de cinco miembros que 
se denominarán Ministros y deberán ser dos de ellos del 
Ejército, un miembro de la Fuerza Aérea Militar y un 
miembro de la Armada, todos ellos de la clase de Oficial 
Superior y un letrado civil, con rango y sueldo de Coro- 
nel, o un militar letrado Oficial Superior, debiendo regir 
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para su designación el artículo 104 de este Código. En el 
caso de que el procesado sea de la Armada o de la Fuerza 
Aérea Militar, el Tribunal eliminará por sorteo uno de los 
titulares del Ejército y se reemplazará por el miembro de 
la Armada o de la Fuerza Aérea Militar que integre la lista 
de Conjueces, usándose el método de sorteo entre los 
miembros de la rama de las Fuerzas Armadas que corres- 
ponda. Los miembros de dicho Tribunal durarán en sus 
funciones cinco años pudiendo ser reelectos y serán 
nombrados por el Poder Ejecutivo con la venia del Sena- 
do o de la Comisión Permanente en caso de receso de 
aquél”. 


“ARTICULO 78.- La lista de Conjueces, a que se refiere 
el artículo 74, inciso 1”, será formulada anualmente por 
el Poder Ejecutivo con la venia del Senado o de la 
Comisión Permanente y estará constituida por diez inte- 
grantes del Ejército, cinco de la Armada y cinco de la 
Fuerza Aérea Militar, exigiéndose la calidad de Oficial 
Superior en actividad o retiro”. 


“ARTICULO 79.- Habrá dos Jueces Militares de Primera 
Instancia designados por el Poder Ejecutivo pudiendo 
recaer el nombramiento en militares letrados que tengan 
como mínimo el empleo de Teniente Coronel del Ejército 
o Fuerza Aérea Militar o de Capitán de Fragata. Podrán 
ser designados los Coroneles o Capitánes de Navío que 
no posean título de Abogado. Si el procesado tiene 
graduación superior a la del Juez, entonces entenderá en 
la causa el otro Juez de Primera Instancia, y si éste fuera 
también de graduación inferior, se designará un Juez por 
sorteo de la lista a que se hace referencia en el artículo 
78. Durarán cinco años en sus cargos, pudiendo ser 
reelectos. Tendrán su residencia en la capital de la 
República”. 


“ARTICULO 81.- Habrá tres Jueces Militares de Instrue- 
ción que serán nombrados por el Supremo Tribunal 
Militar a mayoría de votos. 


Tendrán preferencia para ser designados los Mayo- 
res del Ejército o Fuerza Aérea Militar o Capitanes de 
Corbeta, letrados. No poseyéndose título de Abogado, 
se requerirá como mínimo el grado de Teniente Coronel 
o Capitán de Fragata. 


Durarán cinco años en sus cargos y podrán ser 
reelectos. Tendrán, residencia en la capital de la Repú- 
blica”. 


“ARTICULO 82.- Compete a los Jueces mencionados la 
misión de instruir los sumarios por delitos militares 
iniciados en la clase de tropa, Oficiales y Jefes del 
Ejército, la Armada y la Fuerza Aérea Militar hasta 
ponerlos en estado de acusación. 


También les incumbe proseguir y completar los su- 
marios que inicien los Jueces Sumariantes por delitos 
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militares cometidos por la clase de tropa en la Unidad 
respectiva o de los Oficiales en caso de urgencia eviden- 
te. 


Conocerán también por turnos semanales”. 


“ARTICULO 83.- Será Juez Sumariante en cada Uni- 
dad del Ejército, de la Armada o de la Fuerza Aérea 
Militar, el Oficial que haya designado el Jefe de la 
Unidad, Instituto o Repartición donde se cometa un 
delito militar. Los Oficiales designados como Jueces 
Sumariantes, sólo podrán intervenir como tales en el 
caso en que la llegada del Juez Militar de Instrucción se 
demorara por la distancia o por cualquier otra causa, 
previa orden escrita del Jefe de la Unidad, acompañán- 
dole los antecedentes del hecho y poniendo el preveni- 
do a su disposición. La intervención de los Jueces 
Sumariantes se limitará a reunir los datos esenciales del 
delito a fin de que no se malogre la pesquisa y cesará 
cuando se presente el Juez de Instrucción a quien le 
entregarán las actuaciones sumariales”. 


“ARTICULO 85.- Habrá tres Defensores de Oficio, 
nombrados por el Poder Ejecutivo requiriéndose la cali- 
dad de Oficial del Ejército, la Armada o de la Fuerza 
Aérea Militar en actividad o retiro y para su designación 
se estará a lo dispuesto en el artículo 79 de este Código. 
Durarán cinco años en sus cargos y podrán ser reelectos. 
Tendrán su residencia en la capital de la República”. 


“ARTICULO 809.- El Ministerio Público en materia 
militar será ejercido por dos Fiscales Militares nombra- 
dos por el Poder Ejecutivo. Tendrán como mínimo el 
empleo de Teniente Coronel o Coronel de la Fuerza 
Aérea Militar o del Ejército o el de Capitán de Fragata o 
Capitán de Navío de la Armada. Durarán cinco años en 
sus funciones pudiendo ser reelectos y conocerán por 
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d) En las Unidades de la Fuerza Aérea Militar”. 


“ARTICULO 93.- En la Armada y en la Fuerza Aérea 
Militar se aplicará también lo dispuesto en el artículo 
precedente con las modificaciones impuesta por la índo- 
le de sus funciones”. 


“ARTICULO 95.- Los nombramientos de los Jueces en el 
caso del artículo 91 serán hechos en los Ejércitos por el 
Comandante en Jefe y en las Plazas Militarizadas por los 
Comandantes de ellas. Lo mismo ocurrirá con la desig- 
nación de Fiscal. Si no hubiera número suficiente de 
Jefes para organizar los Tribunales, éstos podrán orga- 
nizarse con Oficiales del grado inmediato y así sucesiva- 
mente, pero teniendo en cuenta el grado de la jerarquía 
del procesado”. 


“ARTICULO 96.- En los buques de la Armada Nacional 
y en las unidades de la Fuerza Aérea Militar se seguirá 
el mismo criterio establecido en el artículo anterior, en 
cuanto sea aplicable y teniendo en cuenta los principios 
de organización de la fuerza naval y aérea, respectiva- 
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mente”. 

SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el proyecto. 
(Se lee) 

- En discusión general. 


Tiene la palabra el Miembro Informante, señor Senador 


Saravia. 


SEÑOR SARAVIA.- Señor Presidente: este proyecto de 


ley, que se aprobó por unanimidad en la Comisión de 
Defensa Nacional, modifica el mencionado artículo 78 que 
es el que establece la formación de los Tribunales Militares, 
reduciendo el número de veinte en siete. 


turnos semanales. Para su designación se estará a lo 
dispuesto en el artículo 79 de este Código. Dichos 
funcionarios dependerán del Ministerio de Defensa 
Nacional”. 


En consecuencia, señor Presidente, la Comisión reco- 
mienda al Cuerpo la aprobación de este proyecto de ley. 


“ARTICULO 90. Incumbe al Ministerio Público: 


g) Ejercer las funciones anexas que le confiere este 
Código, o las leyes especiales del Ejército, la 
Armada y la Fuerza Aérea Militar”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar en general el 
proyecto de ley. 


“ARTICULO 91.- Los Tribunales Extraordinarios se or- (Se vota:) 
ganizan en tiempo de guerra: 


-25 en 25. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
a) En los Ejércitos en campaña. 


a Ds o En discusión particular. 
b) En toda plaza militar sitiada o militarizada donde 


no residan Tribunales Militares Ordinarios y fun- 


cionarán como éstos. Léase el artículo único. 


c) En los buques de la Armada Nacional. (Se lee:) 


24-C.S. 


SEÑOR SECRETARIO (Arq. Hugo Rodríguez Filippini).- 


“Artículo Unico.- Sustitúyese el artículo 78 del Código 
de Organización de los Tribunales Militares, aprobado por 
la Ley 10.326 de 28 de enero de 1943 en la redacción dada por 
la Ley 13.892 de 19 de octubre de 1970, el que quedará 
redactado de la siguiente manera: “Artículo 78.- La lista de 
Conjueces a que refiere el Inciso 1ro. del artículo 74, será 
formulada por el Poder Ejecutivo con venia del Senado o de 
la Comisión Permanente y estará constituida por 3 (tres) 
integrantes del Ejército, 2 (dos) de la Armada y 2 (dos) de 
la Fuerza Aérea, exigiéndose la calidad de Oficial Superior 
en actividad o retiro. Dicha lista tendrá una vigencia de 
cinco años.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- En consideración. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

- 23 en 24. Afirmativa. 


Queda aprobado el proyecto de ley, que se comunicará 
a la Cámara de Representantes. 


(No se publica el texto del proyecto de ley aprobado, por 
ser igual al considerado.) 


21) REINCORPORACION DEL ARTICULO 23 DEL CO- 
DIGO DEL PROCESO PENAL 


SEÑORA PERCOVICH.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra la señora Sena- 
dora. 


SEÑORA PERCOVICH.- Deseamos solicitar que se re- 
parta y se considere en carácter de urgente el proyecto de 
ley al que, por error, no se dio entrada y que fue mencionado 
por el señor Senador Lapaz en la hora previa, relacionado 
con un artículo del Código del Proceso Penal que es nece- 
sario reponer. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se vaa votar la moción formu- 
lada. 


(Se vota:) 
-22en 25. Afirmativa. 


Una vez repartido el proyecto se procederá a su consi- 
deración con carácter de urgente. 
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22) PROYECTO DE LEY POR EL QUE SE AUTORIZA 
LA SALIDA DEL PAIS DE CIENTO SESENTA 
EFECTIVOS PERTENECIENTES AL EJERCITO NA- 
CIONAL, A FIN DE INCREMENTAR EL CONTIN- 
GENTE MILITAR QUE PARTICIPA EN LAS OPE- 
RACIONES DE MANTENIMIENTO DE LA PAZ DE 
LA ORGANIZACION DE LAS NACIONES UNIDAS 
EN LA REPUBLICA DE HAITI 


SEÑOR PRESIDENTE.- El Senado continúa con la discu- 
sión general del asunto relaciona con la autorización para 
salir del país de efectivos pertenecientes al Ejército Nacio- 
nal. 


Tómese la votación nominal. 

(Se toma en el siguiente orden:) 

SEÑOR ALFIE.- Voto por la afirmativa. 
SEÑOR AMARO.- Voto por la afirmativa. 
SEÑOR ANTIA.- Voto por la afirmativa. 
SEÑOR BRECCIA.- Voto por la afirmativa. 
SEÑOR CARDOSO.- Voto por la afirmativa. 
SEÑOR CID.- Voto por la afirmativa. 

SEÑOR COURIEL.- Voto por la afirmativa. 
SEÑORA DALMAS.- Voto por la afirmativa. 
SEÑOR DA ROSA.- Voto por la afirmativa. 
SEÑOR GALLINAL.- Voto por la afirmativa. 
SEÑOR HEBER.- Voto por la afirmativa. 
SEÑOR LARA GILENE.- Voto por la afirmativa. 
SEÑOR LARRAÑAGA.- Voto por la afirmativa. 
SEÑOR LONG.- Voto por la afirmativa. 

SEÑOR MICHELINI.- Voto por la afirmativa. 
SEÑOR NICOLINI.- Voto por la afirmativa. 


SEÑOR OLIVER.- Voto por la afirmativa. 
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SEÑOR PERCOVICH.- Voto por la afirmativa. 
SEÑOR RUBIO.- Voto por la afirmativa. 

SEÑOR SARAVIA.- Voto por la afirmativa. 
SEÑOR TOPOLANSKY.- Voto por la afirmativa. 
SEÑOR VAILLANT.- Voto por la afirmativa. 
SEÑOR XAVIER.- Voto por la afirmativa. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Voto por la afirmativa. 
SEÑOR KORZENIAK.- Sufrago por la afirmativa. 
SEÑOR BARAIBAR.- Voto por la afirmativa. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dese cuenta del resultado de la 
votación nominal. 


(Se da del siguiente:) 
SEÑOR SECRETARIO (Arq. Hugo Rodríguez Filippini).- 


Han votado 26 señores Senadores y todos lo han hecho 
por la afirmativa. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La votación ha resultado: 
-26en 26. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En discusión particular. 

Léase el artículo 1”. 

(Selee:) 

SEÑOR SECRETARIO (Arq. Hugo Rodríguez Filippini).- 


“Artículo 1”.- Autorízase la salida del país con el fin de 
incrementar el contingente militar en la República de Haití 
de 160 (ciento sesenta) efectivos del Ejército Nacional 
según el siguiente detalle: 


Un Comando de Batallón, integrado por 7 (siete) Perso- 
nal Superior y 7 (siete) Personal Subalterno. 


Una Sub Unidad de Infantería, integrada por 5 (cinco) 
Personal Superior y 91 (noventa y uno) Personal Subal- 
terno. 
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Medios de Apoyo Logístico y Sanitarios, integrados por 
6 (seis) Personal Superior y 44 (cuarenta y cuatro) Per- 
sonal Subalterno. 


La salida del país se realiza a efectos de incrementar el 
número de efectivos que participan en las Operaciones de 
Mantenimiento de la Paz de la Organización de las Naciones 
Unidas, en la República de Haití, desplegándose dichos 
medios entre los meses de junio-julio de 2006.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- En consideración. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota:) 

-25 en 25. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Léase el artículo 2*. 

(Se lee:) 

SEÑOR SECRETARIO (Arq. Hugo Rodríguez Filippini).- 


“Artículo 2”.- El regreso a la República Oriental del 
Uruguay del contingente referido en el artículo 1”, se reali- 
zará dentro del término de un año a partir de la salida del 
país”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En consideración. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-25 en 25. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Queda sancionado el proyecto de ley, que se comunicará 
al Poder Ejecutivo. 


(No se publica el texto del proyecto de ley sancionado 
por ser igual al considerado.) 


23) REINCORPORACION DEL ARTICULO 23 DEL CO- 
DIGO DEL PROCESO PENAL 


SEÑOR PRESIDENTE.- El Senado pasa a considerar el 
asunto cuya urgencia se ha votado: “Proyecto de ley por el 
que se reincorpora el artículo 23 del Código del Proceso 
Penal (Ley N* 15.032 de 7/7/80) referido al procedimiento de 
oficio para delitos sexuales.” 


(Antecedentes:) 


26-C.S. 


“CAMARA DESENADORES 


PROYECTO DELEY 
PROCEDIMIENTO DE OFICIO DELITOS SEXUALES 
Incorporación artículo 23 del Código del Proceso Penal 
(Ley N* 15.032, del 7/7/80) 


Artículo Unico: Incorpórase el siguiente artículo al Có- 
digo del Proceso Penal (Ley N* 15.032, del 7/7/80): 


Artículo 23. (Procedimiento de oficio).- En los delitos a 
que refieren los artículos precedentes, se procederá de 
oficio en los casos siguientes: 


A) Cuando el hecho haya sido acompañado por otro 
delito en que deba procederse de oficio; 


B) Si la persona agraviada careciere de capacidad 
para actuar por sí en juicio y no tuviere represen- 
tante legal o judicial; 


C) Si el delito fuere cometido por los padres, tutores, 
curadores o guardadores o con abuso de las 
relaciones domésticas, de la tutela, guarda o 
curatela; 


D) Si el delito fuere cometido por personas que 
tuvieran respecto de la agraviada responsabili- 
dades en la atención de su salud, educación o 
promoción social. 


E 


— 


Si el delito fuere cometido por personas respecto 
de las cuales la agraviada tuviera una relación de 
dependencia laboral. 


F) Si la persona agraviada fuere menor de 21 años o 
estuviere internada en un establecimiento públi- 
co. 


Margarita Percovich. Senadora. 


EXPOSICION DE MOTIVOS 


La recientemente aprobada Ley N* 17.938 (21/12/05) 
derogó el artículo 23 de la Ley N* 17.032 (Código de Proceso 
Penal), sin hacer lo mismo con el Art. 279 del Código Penal, 
el que exige la instancia del ofendido como presupuesto de 
la acción penal frente a los delitos sexuales, salvo que la 
víctima tuviere determinadas condiciones de vulnera- 
bilidad (asimilables a las que menciona el artículo 23 del 
C.P.P.). 


Ello puede dar lugar a erróneas interpretaciones, en el 
sentido de dejar sin efecto las excepciones del Art. 279 del 
Código Penal y exigir en todos los casos la instancia del 
ofendido, lo que sería absolutamente contradictorio con la 
voluntad del Legislador. 


CAMARA DE SENADORES 


5 de julio de 2006 


En consecuencia y a fin de evitar este tipo de confusio- 
nes, sereincorpora el Art. 23 del C.P.P. con similar redacción 
a la del texto original, salvo en cuanto: 


- Enel acápite, se corrige la redacción, habida cuenta 
que se derogó el artículo 22. 


-  Seincorpora el literal B) dando lugar al procedimien- 
to de oficio cuando los agresores son operadores de la 
salud, de la educación o sociales y hubieran generado la 
relación con la persona agredida en virtud de ello. A través 
de este literal se pone en evidencia la desigualdad de poder 
que se genera en las relaciones con los profesionales de la 
salud, de la educación o sociales y las responsabilidades 
que le caben a estos operadores ante un accionar ilícito 
respecto de las personas a su cuidado. 


- Seincorpora el literal D) dando lugar al procedimien- 
to de oficio cuando la víctima es dependiente -laboralmente- 
del agresor. 


- El texto del literal E) se modifica en el sentido que 
tanto la edad como la institucionalización son factores de 
vulnerabilidad autónomos que dan lugar, cada uno por sí, 
a la acción pública, sin necesidad de instar. 


Margarita Percovich. Senadora.” 
SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el proyecto. 
(Se lee) 
- En discusión general. 


Tiene la palabra la Miembro Informante, señora Senado- 
ra Percovich. 


SEÑORA PERCOVICH.- Señor Presidente: en la última 
sesión anterior al receso, en el mes de diciembre, votamos 
una cantidad de leyes y en lo que respecta a una de ellas 
cometimos un error. Concretamente, así como derogamos la 
disposición del Código Penal que eximía de delito al viola- 
dor cuando se casaba con la persona violada, derogamos 
también dos artículos del Código del Proceso Penal, el 22 y 
el 23, referidos al tema. El artículo 22 está perfectamente 
derogado, porque se corresponde con el mismo eximente, 
pero no así el artículo 23, que establece el procedimiento de 
oficio para actuar en los artículos precedentes. En esta 
propuesta que estamos haciendo queremos reponer esa 
disposición que tiene que ver con varios delitos -especial- 
mente, los relativos a ataques sexuales, etcétera-, permi- 
tiendo que en esos casos se proceda de oficio. 


En definitiva, proponemos que se restablezca el artículo 
23 del Código del Proceso Penal pero modificamos un poco 
su acápite, ya que en el texto original se hacía referencia al 
“artículo anterior”, que ya no existe -que era el artículo 22-, 
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y cambiamos esa expresión por “a que refieren los artículos 
precedentes”. Además, agregamos dos literales relaciona- 
dos con los agravantes, que dicen lo siguiente: 


“D) Si el delito fuere cometido por personas que tuvieran 
respecto de la agraviada responsabilidades en la atención 
de su salud, educación o promoción social. 


E) Si el delito fuere cometido por personas respecto de 
las cuales la agraviada tuviera una relación de dependencia 
laboral”. 


Esto es lo que estamos proponiendo que se vote en 
forma urgente. Ya lo consideramos en la Comisión de Cons- 
titución y Legislación y aconsejamos al Plenario su aproba- 
ción por las mismas razones que señalaba el señor Senador 
Lapaz. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sino se hace uso de la palabra, 
se va a votar en general el proyecto. 


(Se vota:) 

-25en 25. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
En discusión particular. 

Léase el artículo único. 

SEÑOR MICHELINL.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR MICHELINI.- Solicito que se suprima la lectura. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar la moción formula- 
da. 


(Se vota:) 

-25en 26. Afirmativa. 

En consideración el artículo único. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-26en 26. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Queda aprobado el proyecto de ley, que se comunicará 
a la Cámara de Representantes. 


(No se publica el texto del proyecto de ley aprobado por 
ser igual al considerado.) 
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24) PAIS PRODUCTIVO, ENDEUDAMIENTO DEL SEC- 
TOR AGROPECUARIO Y POLITICAS SECTORIA- 
LES 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa informa que la convo- 
catoria para que este Senado sesione en régimen de Comi- 
sión General a los efectos de recibir al Ministro de Ganade- 
ría, Agricultura y Pesca, señor José Mujica, quedó fijada 
para el día jueves 13 de julio a la hora 14 y 30. 


25) PROYECTO DE LEY POR EL QUE SE SOLICITA 
LA AUTORIZACION ESTABLECIDA EN LOS NU- 
MERALES 11 Y 12 DEL ARTICULO 85 DE LA CONS- 
TITUCION DE LA REPUBLICA, PARA QUE, CON 
MOTIVO DE LOS ACTOS DE CONMEMORACION 
DE LAS INDEPENDENCIAS DE LA REPUBLICA 
FEDERATIVA DEL BRASIL Y LA DE NUESTRO 
PAIS, INGRESEN A NUESTRO TERRITORIO EFEC- 
TIVOS DEL VECINO PAIS EL 25 DE AGOSTO DE 
2006, A LA VEZ QUE SALGAN EFECTIVOS URU- 
GUAYOS LOS DIAS 7 Y 10 DE SETIEMBRE CON 
DESTINO A VARIAS CIUDADES BRASILEÑAS 


SEÑOR PRESIDENTE.- El Senado ingresa a la conside- 
ración del asunto que figura en tercer término del Orden del 
Día: “Proyecto de ley por el que se solicita la autorización 
establecida en los numerales 11 y 12 del artículo 85 de la 
Constitución de la República, para que, con motivo de los 
actos de Conmemoración de las Independencias de la Repú- 
blica Federativa del Brasil y la de nuestro país, ingresen a 
nuestro territorio efectivos del vecino país el 25 de agosto 
de 2006, a la vez que salgan efectivos uruguayos los días 7 
y 10 de setiembre con destino a varias ciudades brasileñas. 
(Carp. N* 549/06 - Rep. N”263/06)” 


(Antecedentes:) 


“Carp. N*549/06 
Rep.N*263/06 


Ministerio de Defensa Nacional 
Ministerio del Interior 
Ministerio de Relaciones Exteriores 


Montevideo, 12 de junio de 2006. 


Señor Presidente de la 
Asamblea General 
Don Rodolfo Nin Novoa. 


El Poder Ejecutivo tiene el agrado de remitir el presente 
Proyecto de Ley, a efectos que ese Cuerpo conceda las 
autorizaciones establecidas en los numerales 11 y 12 del 
artículo 85 de la Constitución de la República, en virtud de 
los Actos de Conmemoración de las Independencias de la 
República Federativa del Brasil y la de nuestro país. 


28-C.S. 


La presente gestión se funda en el marco de las activi- 
dades de relacionamiento que realiza el Ejército Nacional 
con los países vecinos, con el fin de continuar estrechando 
los lazos de amistad existentes en el ámbito regional. 


A tales efectos, se solicita autorización de ingreso al 
territorio nacional, de los siguientes efectivos y a las ciu- 
dades que se dirán, el día 25 de agosto de 2006, a fin de 
participar en los Actos de Conmemoración de la Indepen- 
dencia de nuestra República: 


1.- Compañía de Desfile, Banderas y Banda de Músicos 
del 7mo. Regimiento de Caballería Mecanizado del Ejército 
de la República Federativa del Brasil, con asiento en la 
ciudad de Santana do Livramento, en virtud de los actos a 
celebrarse en la ciudad de Rivera. 


2.- Compañía de Desfile, Banderas y Banda de Músicos 
del 5to. Regimiento de Caballería Mecanizado del Ejército 
de la República Federativa del Brasil con asiento en la 
ciudad de Quaraí, en virtud de los actos a celebrarse en la 
ciudad de Artigas. 


Asimismo, se solicita autorización para la salida del 
territorio nacional, de los siguientes efectivos, a las ciuda- 
des que se dirán, los días 7 y 10 de setiembre de 2006, 
respectivamente, a fin de participar en los Desfiles de 
Conmemoración de la Independencia de la República 
Federativa del Brasil. 


El día 7 de setiembre de 2006: 


1.- Compañía de Desfile, Banderas y Banda de Músicos 
del Regimiento “Brigadier General Fructuoso Rivera” de 
Caballería Mecanizado N? 3, en virtud de los actos a cele- 
brarse en la ciudad de Santana do Livramento. 


2.- Compañía de Desfile, Banderas y Bandas de Músicos 
de Regimiento “Guayabos” de Caballería Mecanizado N* 10, 
en virtud de los actos a celebrarse en la ciudad de Quaraí. 


El día 10 de setiembre de 2006: 


1.- Compañía de Desfile, Banderas y Banda de Músicos 
del Batallón de Infantería Mecanizado N” 12, en virtud de los 
actos a celebrarse en la ciudad del Chuy. 


2.- Sección de Desfile, Banderas y Banda de Músicos del 
Regimiento de Caballería Mecanizado N* 7, en virtud de los 
actos a celebrarse en la ciudad de Yaguarón. 


Cabe precisar que las presentes gestiones permiten 
afianzar no sólo los lazos de amistad, sino también demos- 
trar nuestro convencimiento en las medidas de confianza 
mutuas. 


Por los fundamentos expuestos, se solicita la atención 
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de ese Cuerpo al Proyecto de Ley que se acompaña y cuya 
aprobación se encarece. 


El Poder Ejecutivo saluda al señor Presidente de la 
Asamblea General, atentamente. 


Dr. TABARE VAZQUEZ, Presidente de la 
República; Azucena Berrutti, Reinaldo 
Gargano, José Díaz. 


PROYECTODELEY 


Artículo 1”.- Autorízase el ingreso al territorio nacional 
de los siguientes efectivos de la República Federativa del 
Brasil, el día 25 de agosto de 2006, a efectos de participar en 
los Desfiles de Conmemoración de la Independencia de 
nuestra República, en las ciudades que se dirán: 


1.- Compañía de Desfile, Banderas y Bandas de Músicos 
del 7mo. Regimiento de Caballería Mecanizado del Ejército 
de la República Federativa del Brasil con asiento en la 
ciudad de Santana do Livramento, en virtud de los actos a 
celebrarse en la ciudad de Rivera. 


2.- Compañía de Desfile, Banderas y Banda de Músicos 
del 5” Regimiento de Caballería Mecanizado del Ejército de 
la República Federativa del Brasil con asiento en la ciudad 
de Quaraí, en virtud de los actos a celebrarse en la ciudad 
de Artigas. 


Artículo 2”.- Autorízase la salida del territorio nacional 
de los siguientes efectivos, a efectos de participar en los 
Desfiles de Conmemoración de la Independencia de la Re- 
pública Federativa del Brasil, en los días y ciudades que se 
dirán: 


El día 7 de setiembre de 2006: 


1.- Compañía de Desfile, Banderas y Banda de Músicos 
del Regimiento “Brigadier General Fructuoso Rivera” de 
Caballería Mecanizado N? 3, en virtud de los actos a cele- 
brarse en la ciudad de Santana do Livramento. 


2.- Compañía de Desfile, Banderas y Banda de Músicos 
del Regimiento “Guayabos” de Caballería Mecanizado 
N* 10, en virtud de los actos a celebrarse en la ciudad de Quaraí. 


El día 10 de setiembre de 2006: 


1.- Compañía de Desfile, Banderas y Banda de Músicos 
del Batallón de Infantería Mecanizado N* 12, en virtud de los 
actos a celebrarse en la ciudad de Chuy. 


2.- Sección de Desfile, Banderas y Banda de Músicos del 
Regimiento de Caballería Mecanizado N* 7, en virtud de los 
actos a celebrarse en la ciudad de Yaguarón. 
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Artículo 3”.- Comuníquese, publíquese y archívese. 


Azucena Berrutti, Reinaldo Gargano, 
José Díaz.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el proyecto. 
(Se lee) 
- En discusión general. 


Tiene la palabra el Miembro Informante, señor Senador 
Korzeniak. 


SEÑOR KORZENIAK.- En este caso, se trata de las 
conocidas autorizaciones previstas por la Constitución 
para que se produzca el ingreso o salida de tropas. Aquí 
están especialmente previstas -como debe ser- las fechas, 
tanto de entradas como de salidas. 


En la Comisión hubo unanimidad en su aprobación, por 
lo que se aconseja al Plenario del Cuerpo su votación 
afirmativa. Es de destacar que la Comisión consideró que no 
estaba mal que aun para las tropas que entran al solo efecto 
de rendir honores -lo que no requiere necesariamente de 
una ley, ya que lo puede autorizar el Poder Ejecutivo-, dado 
que lo que abunda no daña, se utilice la vía legislativa para 
su autorización. 


En definitiva, la Comisión aconseja al Senado la aproba- 
ción de este proyecto de ley. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sino se hace uso de la palabra, 
se va a votar en general el proyecto. 


(Se vota:) 

-22 en 22. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En discusión particular. 

Léase el artículo 1”. 

(Selee:) 

SEÑOR SECRETARIO (Arq. Hugo Rodríguez Filippini).- 


“ARTICULO 1”.- Autorízase el ingreso al territorio na- 
cional de los siguientes efectivos de la República Federativa 
del Brasil, el día 25 de agosto de 2006, a efectos de participar 
en los Desfiles de Conmemoración de la Independencia de 
nuestra República, en las ciudades que se dirán: 


1.- Compañía de Desfile, Banderas y Bandas de Músicos 
del 7mo. Regimiento de Caballería Mecanizado del Ejército 
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de la República Federativa del Brasil con asiento en la 
ciudad de Santana do Livramento, en virtud de los actos a 
celebrarse en la ciudad de Rivera. 


2.- Compañía de Desfile, Banderas y Banda de Músicos 
del 5to. Regimiento de Caballería Mecanizado del Ejército 
de la República Federativa del Brasil con asiento en la 
ciudad de Quaraí, en virtud de los actos a celebrarse en la 
ciudad de Artigas.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- En consideración. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-21en21. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
Léase el artículo 2*. 

SEÑOR VAILLANT.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR VAILLANT.- Solicito que se suprima la lectura. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar la moción formu- 
lada. 


(Se vota:) 

-20 en 22. Afirmativa. 

En consideración el artículo 2". 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-21 en 22. Afirmativa. 


Ha quedado aprobado el proyecto de ley, que se comu- 
nicará a la Cámara de Representantes. 


(No se publica el texto del proyecto de ley aprobado, por 
ser igual al considerado.) 


26) CORTE PENAL INTERNACIONAL (ESTATUTO DE 
ROMA) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se pasa a considerar el asunto 
que figura en quinto término del Orden del Día: “Proyecto 
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de ley por el que se establecen normas para efectivizar la 
cooperación con la Corte Penal Internacional, en la lucha 
contra el genocidio, los crímenes de lesa humanidad y 
crímenes de guerra. (Carp. N* 380/05 - Rep. N* 267/06 y 
AnexolI)” 


(Antecedentes:) 


“Carp.N* 380/05 
Rep. N*267/06 


PROYECTO DELEY SUSTITUTIVO DELA COMISION 


PARTEI 
PRINCIPIOS GENERALES 


Artículo 1”. (Crímenes y delitos).- Sustitúyese el artícu- 
lo 2* del Código Penal por el siguiente: 


“ARTICULO 2”. (División de los delitos).- Los delitos, 
atendida su gravedad, se dividen en crímenes, delitos y 
faltas. Los crímenes son los ilícitos de competencia de 
la Corte Penal Internacional de acuerdo a lo dispuesto en 
el artículo 5 del Estatuto de Roma y además todos los que 
por su extrema gravedad se rijan por leyes especiales, 
por este Código y las normas de derecho internacional 
en cuanto le sean aplicables. Los delitos son todos los 
demás que no revistan la gravedad indicada en el párrafo 
anterior. Las faltas se rigen por lo dispuesto en el libro 
TIT del presente Código.” 


Artículo 2”. (Derecho y deber de juzgar crímenes inter- 
nacionales).- La República Oriental del Uruguay tiene el 
derecho y el deber de juzgar los hechos tipificados como 
delito según el derecho internacional. Especialmente tiene 
el derecho y el deber de juzgar, de conformidad con las 
disposiciones contenidas en esta ley, los crímenes recono- 
cidos en el Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional 
aprobado por la Ley N* 17.510, de 27 de junio de 2002. 


Artículo 3”. (Principios de derecho penal).- Serán apli- 
cables a los crímenes y delitos tipificados por esta ley los 
principios generales de derecho penal consagrados en el 
derecho nacional y en los tratados y convenciones de los 
que Uruguay es parte y, en particular, cuando 
correspondiere, los enunciados en el Estatuto de Roma de 
la Corte Penal Internacional y los especialmente estableci- 
dos en esta ley. 


Artículo 4”. (Ambito de aplicación - Condiciones de 
Extradición).- 


4.1 Los crímenes y delitos que se tipifican por esta ley se 
aplicarán en relación con: 


A) Los crímenes y delitos cometidos o cuyos efectos 
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deban producirse en el territorio de la República o en 
espacios sometidos a su jurisdicción. 


B) Los crímenes y delitos cometidos en el extranjero por 
nacionales uruguayos, sean o no funcionarios públi- 
cos, civiles o militares, siempre que el imputado no 
haya sido absuelto o condenado en el extranjero o, en 
este último caso, no haya cumplido la pena. 


4.2 Cuando se encontrare en territorio de la República o 
en lugares sometidos a su jursdicción, una persona sospe- 
chada de haber cometido un crimen de los tipificados en los 
Títulos I a IV de la Parte Il de la presente ley, el Estado 
uruguayo está obligado atomar las medidas necesarias para 
ejercer su jurisdicción respecto de dicho crimen o delito, si 
norecibiera solicitud de entrega a la Corte Penal Internacio- 
nal o pedidos de extradición, debiendo proceder a su enjui- 
ciamiento como si el crimen o delito se hubiese cometido en 
territorio de la República, independientemente del lugar de 
su comisión, la nacionalidad del sospechado o de las vícti- 
mas. La sospecha referida en la primera parte de este párrafo 
debe estar basada en la existencia de la semiplena prueba. 


4.3 Verificada la situación prevista en el párrafo prece- 
dente: si se trata de un crimen o delito cuyo juzgamiento no 
sea jurisdicción de la Corte Penal Internacional, se proce- 
derá de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 5. 


44Lajurisdicción nacional no se ejercerá cuando: 


A) Tratándose de crímenes o delitos cuyo juzgamiento 
sea jurisdicción de la Corte Penal Internacional: 


a) Se solicite la entrega por la Corte Penal Interna- 
cional. 


b) Se solicite la extradición por parte del Estado 
competente al amparo de Tratados o Convencio- 
nes internacionales vigentes para la República. 


c) Se solicite la extradición por parte del Estado 
competente no existiendo Tratados o Convencio- 
nes vigentes con la República, en cuyo caso y sin 
perjuicio de los demás requerimientos legales, 
para conceder la extradición, el Estado requirente 
debió haber ratificado el Estatuto de Roma de la 
Corte Penal Internacional, se procederá de acuer- 
do con lo dispuesto en el artículo 5. 


B) Si se reciben en forma concurrente solicitudes de 
entrega a la Corte Penal Internacional y de extradi- 
ción por terceros Estados, se procederá de acuerdo 
con lo previsto en el artículo 60. 


C) Se trate de crímenes o delitos que no se encuentran 
bajo la jurisdicción de la Corte Penal Internacional, 
cuando se conceda la extradición por parte del Esta- 
do competente. 
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4.5. Los crímenes y delitos tipificados en esta ley no se 
considerarán delitos políticos, ni delitos comunes conexos 
con delitos políticos o cuya represión obedezca a fines 
políticos. 


Artículo 5”. (Actuación bajo jurisdicción nacional).- 


5.1. Cuando se constate la situación prevista en el 
artículo 4.2, encontrándose en territorio de la República o 
en lugares sometidos a su jurisdicción, una persona sobre 
la que mediare semiplena prueba de haber cometido un 
crimen o delito que no fuese jurisdicción de la Corte Penal 
Internacional, conocerá el Juez competente quien, si las 
circunstancias lo justifican y con noticia al Ministerio 
Público, dispondrá orden de prisión preventiva que se 
notificará inmediatamente al Estado en cuyo territorio se 
sospecha que la persona ha cometido los crímenes o deli- 
tos, al Estado de su nacionalidad que se encuentre más 
próximo y, si fuese apátrida, al Estado en que habitualmente 
resida. Las comunicaciones serán realizadas por el Poder 
Ejecutivo por vía diplomática y contendrán información 
sobre el procedimiento que dispone la presente ley. 


5.2. Dentro de las veinticuatro horas de producido el 
arresto, el Juez tomará audiencia al detenido en presencia 
del Ministerio Público, en la cual: 


A) Le intimará la designación de defensor de su elec- 
ción, bajo apercibimiento de tenérsele por designado 
al de oficio de turno. 


B) Nombrará un intérprete y le facilitará las traduccio- 
nes que sean necesarias para su defensa. 


C) Le informará que existen motivos para creer que ha 
cometido un crimen o delito tipificado en la presente 
ley y que se le presume inocente mientras no se 
apruebe su culpabilidad. 


D) Procederá a tomarle declaración en presencia del 
defensor. 


5.3. Lo actuado en audiencia será comunicado al Poder 
Ejecutivo quien lo notificará al Estado en cuyo territorio se 
presume que la persona ha cometido los crímenes o delitos, 
y al Estado de su nacionalidad que se encuentre más próxi- 
mo y, si fuese apátrida, al Estado en que habitualmente 
resida. La persona detenida tendrá facilidades para comu- 
nicarse inmediatamente con el representante correspon- 
diente del Estado de su nacionalidad que se encuentre más 
próximo o, si se trata de un apátrida, con el representante del 
Estado en que habitualmente resida. 


5.4. Si dentro del plazo de veinte días desde la fecha de 
notificación a los Estados prevista en el párrafo 1 de este 
artículo no se hubiese recibido ningún pedido de extradi- 
ción, dentro de los diez días corridos siguientes se dispon- 
drá la libertad del indagado o, si hubiese mérito, se iniciará 
el procedimiento penal. 
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Artículo 6”. (Improcedencia de Asilo y Refugio).- No 
corresponderá conceder asilo ni refugio cuando existan 
motivos fundados para considerar que la persona ha come- 
tido un crimen o delito de los tipificados en la presente ley, 
aun cuando reuniera las demás condiciones para ser asilado 
o solicitar refugio. 


Artículo 7”. (Imprescriptibilidad).- Los crímenes y pe- 
nas tipificados en los Títulos I a III de la Parte II de la 
presente ley son imprescriptibles. 


Artículo 8”. (Improcedencia de amnistía y similares).- 
Los crímenes y penas tipificados en los Títulos I a MI de la 
Parte Il de la presente ley, no podrán declararse extinguidos 
por indulto, amnistía, gracia, ni por ningún otro instituto de 
clemencia, soberana o similar, que en los hechos impida el 
juzgamiento de los sospechosos o el efectivo cumplimiento 
de la pena por los condenados. 


Artículo 9”. (Obediencia debida y otros eximentes).- No 
podrá invocarse la orden de un superior, ni la existencia de 
circunstancias excepcionales (como, por ejemplo, amenaza 
o estado de guerra, inestabilidad política o cualquier otra 
emergencia pública real o presunta) como justificación de 
los crímenes tipificados en los Títulos l a III de la Parte II 
de la presente ley. 


Por consiguiente, ni haber actuado bajo órdenes supe- 
riores, ni la invocación de circunstancias excepcionales, 
eximirán de responsabilidad penal a quienes cometan, en 
cualquiera de sus modalidades, los crímenes o delitos refe- 
ridos. 


Artículo 10. (Responsabilidad jerárquica).- El superior 
jerárquico, funcionario civil o militar, cualquiera sea su 
cargo oficial o de gobierno, será penalmente responsable 
por los crímenes establecidos en los Títulos I a MI de la Parte 
II de la prsente ley que fuesen cometidos por quienes estén 
bajo su autoridad, mando o control efectivo, cuando en 
razón de su investidura, cargo o función, hubiere sabido 
que estaban participando de cualquiera manera en la comi- 
sión de los crímenes o delitos referidos y no hubiere adop- 
tado, estando posibilitado para ello, todas las medidas 
razonables y necesarias a su alcance para impedir, denun- 
ciar o reprimir la comisión de dichos crímenes o delitos. 


Artículo 11. (Exclusión de jurisdicción especial).- Los 
crímenes y delitos tipificados en la presente ley no podrán 
considerarse como cometidos en el ejercicio de funciones 
militares, no serán considerados delitos militares y quedará 
excluida la jurisdicción militar para su juzgamiento. 


Artículo 12. (Inhabilitación absoluta). 


12.1. Los ciudadanos uruguayos condenados por los 
crímenes previstos en los Títulos I a II de la Parte II de la 
presente ley, se les impondrá pena accesoria de inhabilita- 
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ción absoluta para ocupar cargos, oficios públicos y dere- 
chos políticos, por el tiempo de la condena. 


12.2. Si el condenado fuese un profesional o idóneo en 
oficios de la medicina condenado por crímenes previstos en 
los Títulos I a III de la Parte II de la presente ley, se le 
impondrá, además, inhabilitación especial para el ejercicio 
de su profesión u oficio por el tiempo de la condena. 


12.3. Si la condena fuese dispuesta por la Corte Penal 
Internacional, regirán las inhabilitaciones previstas en los 
numerales precedentes. 


Artículo 13. (Intervención de la víctima).- 


13.1 En los casos de los crímenes previstos en los 
Títulos Il a III de la Parte II de la presente ley, el denunciante, 
la víctima o sus familiares podrán acceder a la totalidad de 
las actuaciones, proponer pruebas, poner a su disposición 
las que tengan en su poder y participar de todas las diligen- 
cias judiciales. A dichos efectos, constituirán domicilio y 
serán notificadas de todas las resoluciones que se adopten. 


Asimismo, si se hubiese dispuesto el archivo de los 
antecedentes o si luego de transcurridos sesenta días des- 
de la formulación de la denuncia aún continúa la etapa de 
instrucción o indagación preliminar, el denunciante, la víc- 
tima o sus familiares podrán formular ante el Juez competen- 
te petición fundada de reexamen del caso o solicitud de 
información sobre el estado del trámite. 


13.2. Si la petición de reexamen del caso se presenta por 
haberse dispuesto el archivo de los antecedentes, se dará 
intervención al Fiscal subrogante quien reexaminará las 
actuaciones en un plazo de veinte días. 


13.3. La resolución judicial será comunicada al 
peticionante, al Fiscal y al Fiscal de Corte. 


13.4. Durante el proceso, a solicitud del Fiscal o de 
oficio, el Juez adoptará cualquier medida que considere 
adecuada y necesaria para proteger la seguridad, el bienes- 
tar físico y psicológico, la dignidad y la vida privada de las 
víctimas y los testigos. A tal fin, tendrá en cuenta todos los 
factores pertinentes, incluidos la edad, el género, la salud, 
así como las características del delito, en particular cuando 
éste entrañe violencia sexual, violencia en razón del género 
o violencia contra niñas, niños y adolescentes. 


En casos de violencia sexual no se requerirá la corrobo- 
ración del testimonio de la víctima, no se admitirá ninguna 
evidencia relacionada con la conducta sexual anterior de la 
víctima o testigos, ni se aceptará utilizar como defensa el 
argumento del consentimiento. 


Como excepción, y a fin de proteger a las víctimas, los 
testigos o el indagado, el Juez podrá disponer por resolu- 
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ción fundada la presentación de pruebas por medios elec- 
trónicos u otros medios técnicos especiales tendientes a 
prevenir la victimización secundaria. En particular, se apli- 
carán estas medidas en el caso de víctimas de agresión 
sexual y menores de edad, sean víctimas o testigos. Será de 
aplicación en lo pertinente lo dispuesto en el artículo 18 de 
la Ley N* 17.514, de 2 de julio de 2002. 


Se procurarán todos los medios posibles para que el 
Fiscal cuente con asesores jurídicos especialistas en deter- 
minados temas, entre ellos violencia sexual, violencia por 
razones de género y violencia contra los niños. Asimismo, 
se procurará que el tribunal cuente con personal especiali- 
zado para atender a las víctimas de traumas, incluidos los 
relacionados con la violencia sexual y de género. 


Artículo 14. (Reparación de las víctimas).- 


14.1. El Estado será responsable de la reparación de 
las víctimas de los crímenes tipificados en los Títulos I a III 
de la Parte II de la presente ley que se cometan en territorio 
de la República o que se cometan en el extranjero por 
agentes del Estado o por quienes sin serlo hubiesen conta- 
do con la autorización, apoyo o aquiescencia de agentes del 
Estado. 


14.2, La reparación de la víctima deberá ser integral 
comprensiva de indemnización, restitución y rehabilitación 
y seextenderá también asus familiares, grupo o comunidad 
a la cual pertenezca. Se entenderá por “familiares”, el con- 
junto de personas unidas por un lazo de matrimonio o 
parentesco, así como por el hecho de cohabitar o mantener 
una forma de vida en común. 


Artículo 15. (Circunstancias Agravantes).- Agravan es- 
pecialmente los crímenes y delitos previstos en la presente 
ley, cuando no sean elementos constitutivos de los mismos 
y sin perjuicio de otras circunstancias agravantes que sean 
de aplicación, cuando el crimen o delito se cometa respecto 
de niños, adolescentes, mujeres embarazadas, personas 
con limitaciones en su salud física o mental a causa de su 
edad o enfermedad o de cualquier otra causa; O grupos 
familiares. Se entenderá por “grupos familiares” el conjunto 
de personas unidas por un lazo de matrimonio o parentesco, 
así como por el hecho de cohabitar o mantener una forma de 
vida en común. 


PARTE IU 
CRIMENES Y PENAS 


Título I 
Crimen de Genocidio 


Artículo 16. (Genocidio).- El que con la intención de 
destruir total o parcialmente a un grupo nacional, étnico, 
racial, religioso, político, sindical, o a un grupo con identi- 
dad propia fundada en razones de género, orientación sexual, 
culturales, sociales, edad, discapacidad o salud, perpetrare 


5 de julio de 2006 


alguno de los actos mencionados a continuación, será 
castigado con quince a treinta años de penitenciaría: 


a) Homicidio intencional de una o más personas del 
grupo; 


b) Tortura, desaparición forzada, privación de libertad, 
agresión sexual, embarazo forzoso, sometimiento a 
tratos inhumanos o degradantes o lesiones graves 
contra la integridad física o mental de una o más 
personas del grupo; 


c) Sometimiento intencional de una o más personas del 
grupo, aprivaciones de recursos indispensables para 
su supervivencia; a una perturbación grave de salud; 
a la expulsión sistemática de sus hogares o a condi- 
ciones de existencia que puedan impedir su género 
de vida o acarrerar su destrucción física, total o 
parcial o del grupo; 


d) Medidas destinadas a impedir nacimientos en el seno 
del grupo; 


e) Traslado por la fuerza o bajo amenazas de uno o más 
miembros del grupo a otro grupo, o el desplazamiento 
del grupo del lugar donde está asentado. 


Artículo 17. (Instigación al Genocidio).- El que instigare 
públicamente a cometer crimen de genocidio, será castiga- 
do con dos a cuatro años de penitenciaría. 


TITULOH 
CRIMENES DE LESA HUMANIDAD 


Capítulo 1 
Crímenes de Lesa Humanidad - Estatuto de Roma 


Artículo 18. (Crimen Internacional de Lesa Humani- 
dad).- El que cometiera cualquiera de los crímenes de lesa 
humanidad previstos en el artículo 7” del Estatuto de Roma 
de la Corte Penal Internacional aprobado por Ley N* 17.510, 
de 27 de junio de 2002, será castigado con quince a treinta 
días de penitenciaría. 


Capítulo 2 
Crímenes de Lesa Humanidad - Actos aislados 


Artículo 19. (Extensión de principios generales).- Se 
consideran crímenes de lesa humanidad los delitos que se 
tipifican en el presente Capítulo 2 y será de aplicación lo 
dispuesto en la Parte 1 de esta ley. A los efectos de lo 
dispuesto en los artículos siguientes, se entenderá por 
“agente del Estado” a una persona que actúa en ejercicio de 
una función pública, revista o no la calidad de funcionario 
público. 
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Artículo 20. (Homicidio político).- El que siendo agente 
del Estado, o sin serlo contando con la autorización, apoyo 
O aquiescencia de uno o más agentes del Estado, diere 
muerte a alguna pesrona en virtud de sus actividades u 
opiniones políticas, sindicales, religiosas, culturales, de 
género, reales o presuntas; o en razón de su real o presunta 
pertenencia a una colectividad política, sindical, religiosa o 
a un grupo con identidad propia fundada en motivos de sexo 
o a un sector social, será castigado con quince a treinta 
años de penitenciaría. 


Artículo 21. (Desaparición forzada de personas).- 


21.1. El que de cualquier manera y por cualquier motivo, 
siendo agente del Estado o sin serlo contando con la 
autorización, apoyo o aquiescencia de uno o más agentes 
del Estado, procediere a privar de libertad a una persona, 
seguido de la negativa a informar sobre la privación de 
libertad o el paradero o la suerte de la persona privada de 
libertad; o que omita y se niegue a brindar información 
sobre el hecho de la privación de libertad de una persona 
desaparecida, su paradero o suerte, será castigado con dos 
a veinticinco años de penitenciaría. 


21.2. El delito de desaparición forzada será considerado 
como delito permanente, mientras no se establezca el des- 
tino o paradero de la víctima. 


21.3. El juez podrá considerar como atenuantes del delito 
de desaparición forzada de personas las siguientes circuns- 
tancias: (a) Que la víctima sea puesta en libertad indemne en 
un plazo menor a diez días; (b) que se informe o actúe para 
posibilitar o facilitar la aparición con vida del desaparecido. 


Artículo 22. (Tortura).- 


22.1. El que de cualquier manera y por cualquier motivo, 
siendo agente del Estado o sin serlo contando con la 
autorización, apoyo o aquiescencia de uno o más agentes 
del Estado impusiere cualquier forma de tortura a una per- 
sona privada de libertad o bajo su custodia o control o a una 
persona que comparezca ante la autoridad en calidad de 
testigo, perito o similar, será castigado con veinte meses de 
prisión a ocho años de penitenciaría. 


22.2. Se entenderá por “tortura”: 


(a) Todo acto por el cual se inflija dolores o sufrimientos 
graves, físicos, mentales o morales. 


(b) El sometimiento a penas o tratos crueles, inhumanos 
o degradantes. 


(c) Todo acto tendiente a anular la personalidad o dis- 
minuir la capacidad física o mental aunque no cause 
dolor ni angustia física o cualquier acto de los previs- 
tos en el Art. 291 del Código Penal realizado con fines 
indagatorios, de castigo o intimidación. 
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22.3. No se entenderá por tortura el dolor o los sufrimien- 
tos que se deriven únicamente de sanciones lícitas o que 
sean consecuencia normal o fortuita de ellas. 


Artículo 23. (Privación grave de la libertad).- El que 
cometiera el delito previsto en el artículo 281 del Código 
Penal siendo agente del Estado o que sin serlo hubiera 
contado con la autorización, apoyo o aquiescencia de uno 
o más agentes del Estado, será castigado con seis a doce 
años de penitenciaría. 


Artículo 24. (Agresión sexual contra persona privada 
de libertad).- El que siendo agente del Estado o sin serlo 
contando con la autorización, apoyo o aquiescencia de uno 
o más agentes del Estado, cometiere cualquier acto de 
agresión sexual contra una persona privada de libertad o 
bajo su custodia o control o contra una persona que com- 
parezca ante la autoridad en calidad de denunciante testigo, 
perito o similar, será castigado con dos a quince años de 
penitenciaría. 


Artículo 25. (Asociación para cometer genocidio, crí- 
menes de lesa humanidad o crímenes de guerra).- Los que 
se asociaren para cometer uno o más crímenes de los 
tipificados en la presente ley, serán castigados por el simple 
hecho de la asociación, con la pena de ocho meses de 
prisión a seis años de penitenciaría. 


TITULO HI 
CRIMENES DE GUERRA 


Artículo 26. (Crimen de Guerra).- 


26.1. El que en un conflicto armado de carácter interna- 
cional o interno, conforme los términos en que dichos 
conflictos son definidos por el derecho internacional, co- 
meta cualquiera de los crímenes de guerra que se tipifican 
a continuación, en forma aislada o a gran escala, o como 
parte de un plan o política, será castigado con dos a treinta 
años de penitenciaría. 


26.2. A los efectos de los crímenes de guerra que se 
tipifican en el presente, se considerarán personas y bienes 
protegidos, a quienes el derecho internacional ampara como 
tales en el marco de los conflictos armados internacionales 
O internos. 


26.3. Serán crímenes de guerra: 
1. El homicidio intencional; 


2. La tortura o los tratos inhumanos, incluidos los 
experimentos biológicos; 


3. El hecho de causar deliberadamente grandes sufri- 
mientos o atentar gravemente contra la integridad física o 
la salud; 
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4. La destrucción y la apropiación de bienes no justifi- 
cadas por necesidades militares o del conflicto armado, y 
efectuadas a gran escala, ilícita y arbitrariamente; 


5. El hecho de forzar a un prisionero de guerra o a un 
combatiente adversario detenido o a cualquier persona 
protegida a servir en las fuerzas de una Potencia enemiga o 
del adversario; 


6. El hecho de privar deliberadamente a un prisionero 
de guerra o a un combatiente adversario detenido o a otra 
persona protegida de su derecho a ser juzgado legítima e 
imparcialmente; o someterlo a condenas o ejecuciones sin 
previo juicio ante un Tribunal regularmente constituido con 
todas las garantías judiciales generalmente reconocidas 
como indispensables; 


7. Ladeportación o el traslado, confinamiento o deten- 
ción ilegales; 


8. La toma de rehenes; 


9. Dirigirintencionalmente ataques contra la población 
civil en cuanto tal o contra personas civiles o protegidas 
que no participen directamente en las hostilidades; 


10. Dirigir intencionalmente ataques contra bienes civi- 
les o bienes protegidos, es decir, bienes que no son obje- 
tivos militares; 


11. Dirigir intencionalmente ataques contra personal, 
instalaciones, material, unidades o vehículos participantes 
en una misión de mantenimiento de la paz o de asistencia 
humanitaria de conformidad con la Carta de las Naciones 
Unidas, siempre que tengan derecho a la protección otorga- 
da a civiles o bienes civiles o a personas o bienes protegi- 
dos, con arreglo al derecho internacional de los conflictos 
armados; 


12. Lanzar un ataque intencionalmente o cuando sea de 
prever que causará pérdidas de vidas, lesiones a civiles o 
personas protegidas o daños a bienes de carácter civil o 
protegidos o daños extensos, duraderos y graves al medio 
ambiente natural que serían manifiestamente excesivos en 
relación con la ventaja militar concreta y directa de conjun- 
to que se prevea; 


13. Atacar o bombardear, por cualquier medio, ciuidades, 
aldeas, viviendas o edificios que no estén defendidos y que 
no sean objetivos militares; 


14. Causar la muerte o lesiones a un enemigo o comba- 
tiente adversario que haya depuesto las armas o que, al no 
tener medios para defenderse, se haya rendido a discreción, 
o que se encuentra en poder de la parte adversaria por 
cualquier motivo; 


15. Utilizar de modo indebido la bandera blanca, la ban- 
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dera nacional o las insignias militares o el uniforme del 
enemigo o de las Naciones Unidas, así como los emblemas 
distintivos de los Convenios de Ginebra y sus Protocolos 
Adicionales y causar así la muerte o lesiones graves; 


16. El traslado, directa o indirectamente, por la Potencia 
ocupante de parte de su población civil al territorio que 
ocupa o la deportación o el traslado de la totalidad o parte 
de la población del territorio ocupado, dentro o fuera de ese 
territorio; u ordenar cualquier otro desplazamiento de la 
población civil por razones relacionadas con el conflicto 
armado, a menos que así lo exija la seguridad de los civiles 
o de personas protegidas de que se trate, por razones 
militares imperativas; 


17. Dirigir intencionalmente ataques contra edificios de- 
dicados a la religión, la instrucción, las artes, las ciencias 
Ola beneficiencia, los monumentos históricos, los hospita- 
les y los lugares en que se agrupa a enfermos y heridos, 
siempre que no sean objetivos militares; 


18. Someter a personas que estén en poder de otra parte 
en el conflicto, a mutilaciones físicas o a experimentos 
médicos o científicos de cualquier tipo que no estén justi- 
ficados en razón de un tratamiento médico, dental u hospi- 
talario, ni se lleven a cabo en su interés, y que causen la 
muerte o pongan gravemente en peligro su salud; 


19. Matar o herir a tradición a personas pertenecientes 
ala nación, al ejército enemigo oa los combatientes adver- 
sarios; 


20. Declarar que no se dará cuartel; 


21. Destruir, confiscar o apoderarse de bienes del enemi- 
go o del combatiente adversario, a menos que las necesida- 
des del conflicto armado lo hagan imperativo; 


22. Declarar abolidos, suspendidos o inadmisibles ante 
un tribunal los derechos y acciones de los nacionales de la 
parte enemiga o del combatiente adversario; 


23. Obligar a los nacionales de la parte enemiga a parti- 
cipar en operaciones bélicas dirigidas contra su propio 
país, aunque hubieran estado al servicio del beligerante 
antes del inicio de la guerra; 


24. Saquear una ciudad o una plaza, incluso cuando es 
tomada por asalto; 


25. Emplear veneno o armas envenenadas; 


26. Emplear gases asfixiantes, tóxicos o similares o cual- 
quier líquido, material o dispositivo análogos; 


27. Emplear balas que se ensanchan o aplasten fácil- 
mente en el cuerpo humano, como balas de camisa dura que 
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no recubra totalmente la parte interior o que tenga incisio- 
nes; 


28. Emplear armas, proyectiles, materiales y métodos de 
guerra que, por su propia naturaleza, causen daños super- 
fluos o sufrimientos innecesarios o surtan efectos 
indiscriminados en violación del derecho humanitario inter- 
nacional de los conflictos armados; 


29. Cometer atentados y ultrajes contra la dignidad per- 
sonal, especialmente los tratos humillantes y degradantes; 
y las prácticas de apartheid y demás basadas en la discrimi- 
nación racial, de género o por la pertenencia a un grupo con 
identidad propia; 


30. Cometer actos de violación, esclavitud sexual, pros- 
titución forzada, embarazo forzado, esterilización forzada 
comprendidos en el artículo 24 y referidos al artículo 7”, 
literal g) del Estatuto de Roma y, cualquier otra forma de 
violencia sexual que constituya una infracción grave de los 
Convenios de Ginebra; 


31. Utilizar la presencia de una persona civil u otra per- 
sona protegida para poner ciertos puntos, zonas o fuerzas 
militares o combatientes a cubierto de operaciones militares 
o de combate armado; 


32. Dirigir intencionalmente ataques contra edificios, 
material, unidades y medios de transporte sanitarios, y 
contra personal que utilice los emblemas distintivos de los 
Convenios de Ginebra y sus Protocolos Adicionales de 
conformidad con el derecho internacional; 


33. Hacer padecer intencionalmente hambre o sed a la 
población civil como método de hacer la guerra o de com- 
bate, privándola de los objetos indispensables para su 
supervivencia, incluido el hecho de obstaculizar 
intencionalmente los suministros de socorro, la acción 
humanitaria o el acceso a las víctimas, de conformidad con 
los Convenios de Ginebra y las normas del derecho interna- 
cional humanitario; 


34, Reclutar o alistar a niños menores de 18 años en las 
fuerzas armadas nacionales o grupos combatientes o utili- 
zarlos para participar activamente en las hostilidades; 


35. Demorar en forma injustificada en repatriar o liberar 
a los prisioneros de guerra o a los combatientes enemigos 
detenidos o a la población civil internada una vez finaliza- 
das las hostilidades; 


36. Atacar, destruir o inutilizar por cualquier medio, los 
bienes indispensables para la supervivencia o subsistencia 
de la población civil (víveres, ganado, reserva de agua 
potable, etc.). 


37. Infligir castigos colectivos o realizar actos o amena- 
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zas que tengan por objeto aterrorizar a la población ci- 
vil; 


38. Lanzar un ataque empleando armas y métodos de 
combate que no permitan hacer distinción entre objetivos 
militares y no militares o entre combatientes y personas 
protegidas, como, por ejemplo, el bombardeo por zona en 
ciudades, los bombarderos masivos, el recurrir a un método 
o medio de lanzamiento que no pueda ser dirigido contra un 
objetivo militar determinado, el emplear armas o métodos de 
combate del que se pueda prever que cause fortuitamente 
lesiones o muerte a personas protegidas o daños a bienes 
protegidos; 


39. Dirigir intencionalmente ataques contra: (a) bienes 
culturales protegidos por el derecho internacional o utilizar 
dichos bienes culturales o sus alrededores inmediatos en 
apoyo de acciones militares o cometer hurtos, daños u otros 
actos de vandalismo contra los mismos; (b) patrimonio 
cultural de gran importancia para la humanidad, comprendi- 
do el patrimonio cultural vinculado a un sitio de patrimonio 
natural, esté o no incluido en las listas mantenidas por la 
UNESCO o de otra organización internacional; 


40. Lanzar un ataque contra obras o instalaciones que 
contengan fuerzas peligrosas a sabiendas de que ese ata- 
que causará muertos o heridos entre la población civil o 
daños a bienes de carácter civil (presas hidroeléctricas, 
diques, centrales nucleares, etc.); 


41. Lanzar un ataque contra zonas desmilitarizadas; 


42. Emplear armas cuyo efecto principal sea lesionar 
mediante fragmentos que no puedan localizarse por rayos 
X en el cuerpo humano. 


43. Emplear minas antipersonales entendiendo por tales 
toda munición colocada debajo, sobre o cerca de la super- 
ficie del terreno u otro lugar, concebida para explosionar 
por la presencia, la proximidad o en contacto de una persona 
y que pudiera incapacitar, lesionar o matar a más de una 
persona; 


44. Emplear minas, armas trampas y otros artefactos 
similares, contra la población civil o personas protegidas o 
bienes protegidos o en contravención de las disposiciones 
del derecho internacional; 


45. Emplear trampas y armas incendiarias, entendiendo 
por tales toda arma, munición o trampa concebida primor- 
dialmente para incendiar objetos o causar quemaduras a las 
personas mediante la acción de las llamas, del calor o de una 
combinación de ambos, producidos por reacciones quími- 
cas; 


46. Emplear armas químicas, biológicas (bacteriológicas 
otoxínicas) u otras armas de destrucción masiva, cualquiera 
fuese su naturaleza; 
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47. Emplear armas láser con aptitud para causar cegueras 
permanentes; 


48. Utilizar técnicas de modificación ambiental con fines 
militares, de combate u otros fines hostiles que tengan 
efectos vastos, duraderos o graves, entendiéndose por 
“técnicas de modificación ambiental” todas las técnicas 
que tienen por objeto alterar, mediante la manipulación 
deliberada de los procesos naturales, la dinámica, la com- 
posición o estructura de la Tierra, incluida su biótica, su 
litosfera, su hidrósfera y su atmósfera o el espacio 
ultraterrestre; 


49. Omitir en forma intencional: (a) señalizar, vallar y 
vigilar, durante la vigencia de un conflicto armado o luego 
de finalizado éste, las zonas en las que se hallen restos 
explosivos de guerra con el fin de impedir el ingreso de 
población civil en dichas zonas. (b) la limpieza, remoción o 
destrucción de los restos explosivos de guerra, inmediata- 
mente de finalizado un conflicto armado, cuando sea posi- 
ble la señalización o ubicación de dichos restos explosivos 
de guerra. Se entenderá por “restos explosivos de guerra” 
los definidos como tales por el derecho internacional. 


50.A los efectos de las conductas descriptas en los 
numerales precedentes, se entenderá por objetivos milita- 
res en lo que respecta a bienes, aquellos que por su natu- 
raleza, ubicación, finalidad o utilización, contribuyan efi- 
cazmente a la acción militar y cuya destrucción total o 
parcial, captura o neutralización ofrezca, en las circunstan- 
cias del momento, una clara ventaja militar, con exclusión de 
los bienes protegidos y de bienes destinados a fines civiles. 
Se tendrá presente que en caso de duda de si un objeto que 
normalmente se destina a fines civiles, se utiliza con el fin 
de contribuir efectivamente a una acción militar, se presu- 
mirá que se utiliza para fines civiles. No se considerarán 
como un solo objetivo militar, diversos objetivos militares 
claramente separados e individualizados que se encuentren 
en una ciudad, pueblo, aldea u otra zona en que haya una 
concentración análoga de personas o bienes protegidos. 


TITULOIV 
DELITOS CONTRA LA ADMINISTRACION DE 
JUSTICIA POR LA CORTE PENAL INTERNACIONAL 


Artículo 27. (Delitos contra la administración de jus- 
ticia).- El que cometiera cualquiera de los delitos previstos 
en el artículo 68 del Estatuto de Roma de la Corte Penal 
Internacional aprobado por Ley N* 17.510, de 27 de junio de 
2002, será castigado con dos a diez años de peniten- 
claría. 


TITULO V 
DELITOS ESPECIALES 


Artículo 28. (Lavado de activos y financiación de los 
crímenes de genocidio, de lesa humanidad y de guerra).- 
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Sustitúyase el artículo 8” de la Ley N* 17.835, de 23 de 
setiembre de 2004, por el siguiente: 


“ARTICULO $8".- Los delitos tipificados en los artículos 
54 a 57 del Decreto-Ley N* 14.294, de 31 de octubre de 
1974, -incorporados por el artículo 5* de la Ley N* 17.016, 
de 22 de octubre de 1998- se configurarán también cuan- 
do su objeto material sean los bienes, productos o 
instrumentos provenientes de delitos tipificados por 
nuestra legislación vinculados a las siguientes activida- 
des: crímen de genocidio, crímenes de guerra, crímenes 
de lesa humanidad, terrorismo; contrabando superior a 
USS 20.000 (veinte mil dólares de los Estados Unidos de 
América); tráfico ilícito de armas, explosivos, municio- 
nes o material destinado a su producción; tráfico ilícito 
de órganos, tejidos y medicamentos; tráfico ilícito de 
personas, extorsión; secuestro; proxenetismo; tráfico 
ilícito de sustancias nucleares; tráfico ilícito de obras de 
arte, animales o materiales tóxicos; estafa, cuando es 
cometida por personas físicas o representantes o em- 
pleados de las personas jurídicas sujetas al control del 
Banco Central del Uruguay en el ejercicio de sus fun- 
ciones; y todos los delitos comprendidos en la Ley 
N* 17.060, de 23 de diciembre de 1998. 


En los casos previstos en el presente artículo serán 
aplicables las disposiciones contenidas en los artículos 
58 a 67 y 71 a 80 del Decreto-Ley N* 14.294, de 31 de 
octubre de 1974, incorporados por el artículo 5” de la Ley 
N* 17.016, de 22 de octubre de 1998. 


Las disposiciones del presente artículo regirán aun 
cuando el hecho antecedente origen de los bienes, pro- 
ductos o instrumentos, hubiera sido cometido en el 
extranjero, en tanto el mismo hubiera estado penado en 
el lugar de su comisión y en la República Oriental del 
Uruguay.” 


Artículo 29. (Apología de hechos pasados).- El que 
hiciere, públicamente, la apología de hechos anteriores a la 
entrada en vigencia de la presente ley, que hubieran califi- 
cado como crímenes o delitos de haber estado vigente la 
misma, será castigado con tres a veinticuatro meses de 
prisión. 


TITULO VI 
PREVENCION - PROGRAMAS DE CAPACITACION 


Artículo 30. (Difusión y programas de formación).- El 
Estado se obliga a informar y difundir, de la forma más 
amplia posible, las normas de derecho interno e internacio- 
nal que regulan los crímenes y delitos que se tipifican. Se 
implementarán programas de formación y capacitación con- 
tinua en la materia destinados a los funcionarios públicos, 
especialmente, a todos los niveles del personal docente, 
judicial, policial, militar y de relaciones exteriores. Se dise- 
ñarán programas especiales de formación continua y com- 
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pleta en derecho internacional humanitario destinados es- 
pecialmente al personal militar. 


PARTE II 
COOPERACION Y RELACION CON LA CORTE PENAL 
INTERNACIONAL 


TITULOI 
DISPOSICIONES GENERALES SOBRE 
COOPERACION 


Artículo 31. (Cooperación plena).- 


31.1. La República Oriental del Uruguay cooperará ple- 
namente con la Corte Penal Internacional y cumplirá con las 
solicitudes de cooperación y asistencia que se le formulen, 
de conformidad con lo previsto en el Estatuto de Roma de 
la Corte Penal Internacional aprobado por Ley N* 17.510, de 
27 de junio de 2002 y el ordenamiento jurídico interno de la 
República. A los efectos de los artículos siguientes, toda 
referencia al “Estatuto de Roma” se entenderá realizada al 
Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional aprobado 
por Ley N* 17.510, de 27 de junio de 2002. 


31.2. No podrá invocarse la inexistencia de procedimien- 
tos en el orden interno para denegar el cumplimiento de 
solicitudes de cooperación emanadas de la Corte Penal 
Internacional. 


31.3. No podrá discutirse acerca de la existencia de los 
hechos que la Corte Penal Internacional impute a una per- 
sona, ni sobre la culpabilidad del requerido. 


Artículo 32. (Organos competentes).- 


32.1. El Poder Ejecutivo tendrá a su cargo la representa- 
ción ante la Corte Penal Internacional, actuando a través del 
Ministerio de Relaciones Exteriores y será competente para 
entender en todos los asuntos que determina la presente 
ley. 


32.2. El Poder Judicial tendrá competencia a través de la 
Suprema Corte de Justicia y de los órganos jurisdiccionales 
que correspondan, según lo dispuesto por la presente ley 
para los asuntos que deban someterse a su jurisdicción. 


32.3. Las solicitudes de cooperación y asistencia recibi- 
das de la Corte Penal Internacional se remitirán a la Direc- 
ción de Cooperación Jurídica Internacional del Ministerio 
de Educación y Cultura, quien actuará como autoridad 
central. 


32.4. El Poder Ejecutivo designará quien lo represente en 
las instancias ante la Suprema Corte de Justicia. Sin perjui- 
cio, cuando la Suprema Corte de Justicia deba efectuar 
comunicaciones o notificaciones al Poder Ejecutivo en 
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procesos de asistencia o cooperación, lo hará a la Dirección 
de Cooperación Jurídica Internacional del Ministerio de 
Educación y Cultura y al órgano del Poder Ejecutivo que 
hubiese comparecido en el proceso de asistencia o coope- 
ración de que se trate. 


Artículo 33. (Comunicaciones con la Corte Penal Inter- 
nacional).- 


33.1. Las comunicaciones desde y hacia la Corte Penal 
Internacional se realizarán por vía diplomática y estarán 
eximidas del requisito de legalización. 


33.2. Las comunicaciones y documentos recibidos de la 
Corte Penal Internacional o que se envían a ésta, lo serán en 
idioma español o en su caso, deberán ser acompañadas de 
la respectiva traducción al idioma español. 


Artículo 34. (Solicitud de Cooperación a la Corte Penal 
Internacional).- El Poder Ejecutivo y el Poder Judicial po- 
drán solicitar a la Corte Penal Internacional o a cualquiera 
de sus Órganos, las solicitudes de cooperación que consi- 
deren necesarias para una investigación o proceso penal 
que se siga en nuestro país, conforme a lo previsto en el 
artículo 93 párrafo 10 del Estatuto de Roma. 


Artículo 35. (Obligación de reserva y medidas de pro- 
tección).- 


35.1. Las solicitudes de cooperación de la Corte Penal 
Internacional, los documentos que las fundamenten, las 
actuaciones que se realicen en función de dichas solicitu- 
des de cooperación, incluidos los procedimientos ante la 
Suprema Corte de Justicia u otros órganos jurisdiccionales 
previstos en la presente ley y toda la información que se 
transmita, procese, comunique o custodie respecto a dichas 
solicitudes, actuaciones o procedimientos, tendrán carác- 
ter reservado, salvo que se disponga su dispensa por 
resolución judicial a pedido del Poder Ejecutivo. 


35.2. Sin perjuicio, se adopotarán especialmente medi- 
das efectivas que aseguren la protección de la seguridad y 
bienestar físico y sicológico de los indagados, detenidos, 
víctimas, posibles testigos y sus familiares, debiendo estar 
alas especiales recomendaciones o medidas que al respecto 
hubiese expresamente solicitado o adoptado la Corte Penal 
Internacional, siempre que las mismas no estén prohibidas 
en el orden jurídico interno y sean de posible cumplimiento 
de acuerdo con los medios que se dispongan. 


Artículo 36. (Sesiones de la Corte Penal Internacional 
en el Uruguay).- Cuando se trate de la investigación o 
enjuiciamiento de crímenes cometidos en el Uruguay o 
cuando se encuentren en nuestro país las personas indaga- 
das, testigos o víctimas de crímenes que fueron cometidos 
en otra jurisdicción, se autoriza sin restricciones, previa 
noticia a la Suprema Corte de Justicia, que la Corte Penal 
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Internacional sesione en el Uruguay o establezca una ofici- 
na especial, facilitando que así lo haga también cuando ésta 
entienda que redundaría en interés de la justicia. 


Artículo 37. (Privilegios e inmunidades).- El personal 
de la Corte Penal Internacional gozará en el territorio del 
Estado de los privilegios e inmunidades que sean necesa- 
rios para cumplir con sus funciones, en los términos del 
artículo 48 del Estatuto de Roma. 


Artículo 38. (Autorización transitoria de víctimas o 
testigos).- En acuerdo con la Corte Penal Internacional y 
con noticia de la Suprema Corte de Justicia, el Poder Ejecu- 
tivo podrá autorizar la residencia transitoria en Uruguay de 
víctimas traumatizadas o amenazadas, testigos u otras per- 
sonas que estén en peligro a causa del testimonio dado por 
otros testigos, siempre y cuando el costo de su manuten- 
ción y protección sea de cargo de la Corte Penal Internacio- 
nal. 


TITULO HU 
PROCEDIMIENTOS GENERALES, OPOSICIONES E 
IMPUGNACIONES 


Artículo 39. (Intervención preceptiva de la Suprema 
Corte de Justicia).- La Suprema Corte de Justicia interven- 
drá preceptivamente, de la forma prevista en la presente ley, 
en las solicitudes de asistencia y cooperación que se reci- 
ban de la Corte Penal Internacional o de cualquiera de sus 
órganos. 


En todos los casos funcionará de conformidad con el 
Capítulo V, Sección II de la Ley N* 15.750, 24 de junio de 
1985, atento a lo previsto en el artículo 88 del Estatuto de 
Roma. 


Artículo 40. (Asuntos de competencia exclusiva de la 
Suprema Corte de Justicia).- Será competencia exclusiva 
de la Suprema Corte de Justicia, sin perjuicio de otras que 
se determinan, resolver si se constatan o no las causales 
previstas en el Estatuto de Roma para: 


(a) solicitar al Fiscal de la Corte Penal Internacional que 
se inhiba en su competencia a favor del Estado uru- 
guayo (artículo 18 párrafo 2 del Estatuto de Roma); 


(b) impugnar la competencia de la Corte Penal Interna- 
cional o impugnar la admisibilidad de la causa (ar- 
tículos 17 y 19 del Estatuto de Roma); 


(c) no dar curso a una solicitud de asistencia o coopera- 
ción recibida de la Corte Penal Internacional o de sus 
órganos por las causas previstas en el Estatuto de 
Roma si: 


1) se tratare de divulgación de información o 
documentos que pudiera afectar intereses de la 
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seguridad nacional (artículo 72 del Estatuto de 
Roma); 


2) se contraviniera un principio jurídico fundamen- 
tal de aplicación general (artículo 93 párrafo 3 del 
Estatuto de Roma); 


3) el cumplimiento inmediato de la solicitud de asis- 
tencia pudiera interferir con una investigación o 
enjuiciamiento distinto de aquel al que refiere la 
solicitud (artículo 94 párrafo 1 del Estatuto de 
Roma); 


4) se configurare otra causa prevista en el Estatuto 
de Roma. 


Artículo 41. (Resolución previa de la Suprema Corte de 
Justicia para formular oposiciones, impugnaciones o de- 
negar solicitudes de cooperación). 


41.1. Se requerirá resolución previa y favorable de la 
Suprema Corte de Justicia, para proceder frente a la Corte 
Penal Internacional de acuerdo con cualquiera de las situa- 
ciones previstas en el artículo anterior. 


41.2. La resolución podrá ser adoptada de oficio durante 
el trámite de cooperación (con excepción de la causal pre- 
vista en el artículo 40 literal c) numeral 1) o a pedido del 
Poder Ejecutivo, en cuyo caso se seguirá el procedimiento 
establecido en el artículo 43. 


41.3. La Suprema Corte de Justicia sólo podrá examinar 
y resolver el supuesto contemplado en el artículo 40 literal 
c) numeral 1), cuando exista expresa y previa solicitud del 
Poder Ejecutivo en tal sentido. 


41.4. Las resoluciones de la Suprema Corte de Jus- 
ticia adoptadas en los procedimientos previstos en la pre- 
sente ley sólo serán susceptibles de recurso de reposición 
(artículos 245 a 247 del Código General del Proceso). 


Artículo 42. (Procedimiento general ante la Suprema 
Corte de Justicia). 


42.1. Recibida de la Corte Penal Internacional o de cual- 
quiera de sus órganos habilitados al efecto una solicitud de 
asistencia o cooperación, la misma será remitida a la Supre- 
ma Corte de Justicia dentro de las cuarenta y ocho horas 
siguientes. 


42.2. El control de los requisitos formales de una solici- 
tud de cooperación o asistencia corresponderá al Poder 
Ejecutivo y a la Suprema Corte de Justicia. La resolución 
definitiva sobre los mismos será privativa de la Suprema 
Corte de Justicia. 


42.3. El Ministerio de Relaciones Exteriores o la Direc- 
ción de Cooperación Jurídica Internacional del Ministerio 
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de Educación y Cultura, al recibir la solicitud de asistencia 
o cooperación, podrán observar el incumplimiento de requi- 
sitos formales previstos por el Estatuto de Roma para la 
solicitud de cooperación o asistencia, en cuyo caso y sin 
perjuicio de remitir las actuaciones junto con las observa- 
ciones ala Suprema Corte de Justicia, realizarán las consul- 
tas con la Corte Penal Internacional o sus órganos para 
procurar subsanar los vicios formales. 


42,4. Recibida la solicitud por la Suprema Corte de Jus- 
ticia, ésta examinará de inmediato o en los plazos estable- 
cidos en la presente ley para el tipo de solicitud o asistencia 
de que se trate: 


(a) si la orden de solicitud de cooperación o asistencia 
cumple con los requisitos formales previstos por el 
Estatuto de Roma y en su caso, si son procedentes 
las observaciones que al respecto hubiese formulado 
el Poder Ejecutivo; 


(b) si se verifica cualquiera de los supuestos previstos 
en el artículo 40, a excepción del establecido en el 
literal c) numeral 1), para cuyo análisis requerirá 
expresa petición del Poder Ejecutivo de acuerdo con 
lo previsto en el artículo 41.3. 


42.5. Si la Suprema Corte de Justicia entiende que la 
solicitud de cooperación o asistencia no reúne los requisi- 
tos formales, siendo procedentes las observaciones que al 
respecto hubiese formulado el Poder Ejecutivo o sin haber 
mediado dichas observaciones igualmente constata que la 
solicitud adolece de vicios formales, lo comunicará al Poder 
Ejecutivo y suspenderá el procedimiento hasta aguardar el 
resultado de las consultas que se formulen con la Corte 
Penal Internacional o sus órganos. 


42.6. Si la Suprema Corte de Justicia resuelve que no son 
procedentes las observaciones del Poder Ejecutivo sobre 
los requisitos formales de la solicitud, se estará a su reso- 
lución y el Poder Ejecutivo lo comunicará a la Corte Penal 
Internacional o a sus Órganos, si ya hubiese formulado 
consultas al respecto. 


42.7. Sila solicitud de cooperación o asistencia reúne los 
requisitos formales, no se constata ninguna de las situacio- 
nes previstas en el artículo 40 que puedan ser resueltas de 
oficio y no ha mediado comparecencia del Poder Ejecutivo 
al amparo de la facultad prevista en el artículo 43.1, la 
Suprema Corte de Justicia dispondrá lo pertinente para el 
cumplimiento de la solicitud de asistencia o cooperación. 


42.8. Si la Suprema Corte de Justicia entiende que se 
verifica alguna de las causales previstas en el artículo 40 
que pueden ser resueltas de oficio, adoptará resolución 
expresa previa vista al Fiscal de Corte y lo comunicará al 
Poder Ejecutivo, quien en cumplimiento de dicha resolución 
procederá frente a la Corte Penal Internacional o a sus Óórga- 
nos, de conformidad con lo previsto en el Estatuto de Roma 
y a la presente ley, de acuerdo con el caso de que se trate. 
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42.9. La Suprema Corte de Justicia podrá requerir 
todos los informes que entienda pertinente a cualquier 
órgano del Estado. 


42.10. El Poder Ejecutivo, sin perjuicio de la facultad 
de comparecer de acuerdo con lo previsto en el artículo 43.1, 
podrá en cualquier estado del trámite formular las observa- 
ciones o recomendaciones convenientes a su interés. 


Artículo 43. (Procedimiento ante la Suprema Corte de 
Justicia ante solicitud del Poder Ejecutivo). 


43.1. Cuando convenga al interés del Poder Ejecutivo 
proceder frente a la Corte Penal Internacional o a cualquiera 
de sus Órganos de acuerdo con las situaciones previstas en 
el artículo 40 literales (a) a (c), podrá solicitar, en cualquier 
momento, que la Suprema Corte de Justicia adopte resolu- 
ción al respecto. A estos efectos, el Poder Ejecutivo solici- 
tará audiencia ante la Suprema Corte de Justicia, que se 
celebrará dentro de las veinticuatro horas siguientes y en 
la cual comparecerá verbalmente o por escrito, presentando 
toda la información y documentación en que fundamente su 
petición. De lo actuado en la audiencia se labrará acta. 


43.2. La Suprema Corte de Justicia mantendrá en suspen- 
so el trámite de cooperación o asistencia que estuviese en 
curso, si lo hubiere, hasta que adopte resolución, pudiendo 
mantener, sustituir o suspender las medidas que ya hubiese 
dispuesto. Asimismo, podrá requerir, en la audiencia o 
posteriormente, previo a dictar resolución, toda la informa- 
ción complementaria que considere necesaria o solicitarla 
directamente al órgano que corresponda. De lo actuado en 
la audiencia se labrará acta resumida. 


43.3. La Suprema Corte de Justicia, dentro de los quince 
días siguientes a la audiencia y previa vista al Fiscal de 
Corte, resolverá si surge suficientemente acreditada con- 
forme a las disposiciones del Estatuto de Roma, la causal 
invocada por el Poder Ejecutivo o cualquier otra de las 
causales contenidas en el artículo 40 respecto de las cuales 
estuviese habilitada para resolver de oficio. 


43.4. La resolución y sus fundamentos se comunicarán 
en audiencia especialmente convocada al efecto y se dará 
por notificada en la misma. Si la resolución deniega la 
solicitud del Poder Ejecutivo, éste tendrá derecho a reiterar- 
la invocando la existencia de hechos nuevos. 


Artículo 44. (Impugnación de admisibilidad o compe- 
tencia).- 


44.1. Si la Suprema Corte de Justicia resuelve que se 
verifican las causales para solicitar al Fiscal de la Corte 
Penal Internacional que se inhiba en su competencia a favor 
del Estado uruguayo (artículo 18 párrafo 2 del Estatuto de 
Roma) o para impugnar la competencia de la Corte Penal 
Internacional o la admisibilidad de la causa (artículos 17 y 
19 del Estatuto de Roma), el Poder Ejecutivo procederá de 
acuerdo con la resolución de la Suprema Corte de Justicia 
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y a lo previsto en el Estatuto de Roma para el caso de que 
se trate, estando habilitado a deducir ante la Corte Penal 
Internacional o sus órganos, las oposiciones, 
impugnaciones, apelaciones o recursos que correspondan. 


44.2. El Poder Ejecutivo suministrará a la Corte Penal 
Internacional o a sus órganos, toda la información relativa 
al estado de las actuaciones que se llevan a cabo en la 
República. 


44.3. El Poder Ejecutivo informará periódicamente a la 
Suprema Corte de Justicia, en los plazos y forma en que ésta 
solicite, sobre el estado de los procedimientos ante la Corte 
Penal Internacional o sus órganos. 


44.4. Mientras esté en trámite ante la Corte Penal Inter- 
nacional una impugnación de admisibilidad o competencia, 
si se recibiera de la Corte Penal Internacional o de alguno 
de sus Órganos, solicitudes de información, cooperación o 
de asistencia para la investigación u obtención de pruebas 
que la Corte Penal Internacional estime importantes o pre- 
suma que existe un riesgo cierto de que las mismas no 
estarán disponibles ulteriormente (artículo 18 párrafo 6 del 
Estatuto de Roma) o se tratare de declaraciones de testigos 
o diligenciamiento de pruebas que estuviesen en trámite 
desde antes de la impugnación (artículo 19 párrafo 8 literal 
b del Estatuto de Roma) o de medidas tendientes a impedir 
que una persona respecto de la cual se hubiera pedido su 
detención eluda la acción de la justicia (artículo 19 párrafo 
8 literal c del Estatuto de Roma), la Suprema Corte de Justicia 
dará curso asu diligenciamiento, en cuanto dichas solicitu- 
des de cooperación resulten ajustadas a derecho. 


44.5. Si la Corte Penal Internacional resuelve en defini- 
tiva que la causa es admisible o que es competente, se 
aceptará dicha competencia o admisibilidad y se procederá 
a dar trámite a los requerimientos de cooperación y asisten- 
cia. 


Artículo 45. (Afectación de intereses de seguridad 
nacional). 


45.1. Si habiendo mediado solicitud expresa del Poder 
Ejecutivo y tramitado el procedimiento previsto en el artí- 
culo 43, la Suprema Corte de Justicia resuelve estar ante un 
caso en que la divulgación de información o de documentos 
pudiera afectar los intereses de la seguridad nacional, po- 
drá autorizar, a solicitud del Poder Ejecutivo, las medidas 
razonables y pertinentes que se sugerirá adoptar por medio 
de la cooperación con la Corte Penal Internacional para 
salvaguardar los intereses afectados. 


45.2. El Poder Ejecutivo comunicará de inmediato a la 
Corte Penal Internacional la oposición del Estado a la divul- 
gación de la información o de los documentos, procurando 
acordar con la Corte Penal Internacional o sus órganos, las 
medidas razonables sugeridas para el caso. 


45.3. Si la Corte Penal Internacional adoptara dichas 
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medidas, se aceptarán y cumplirán las mismas cesando la 
oposición deducida. Si, por el contrario, la Corte Penal 
Internacional no dispone las medidas sugeridas, el Estado 
mantendrá la oposición, comunicándolo de inmediato a la 
Corte Penal Internacional y a la Suprema Corte de Justicia. 


45.4. La adopción o propuesta de adopción por parte de 
la Corte Penal Internacional de cualquier otra nueva medida 
razonable alternativa, tendiente a contemplar los intereses 
que motivaron la oposición del Estado, diferente o comple- 
mentaria de las sugeridas por la Suprema Corte de Justicia, 
podrá ser aceptada por el Poder Ejecutivo en cuanto éste 
entienda que quedan salvaguardados los intereses de la 
seguridad nacional, en cuyo caso cesará la oposición dedu- 
cida. 


45.5. Si la resolución de la Suprema Corte de Justicia 
entiende que de ningún modo se afecta la seguridad nacio- 
nal, el Poder Ejecutivo no estará habilitado para oponerse 
a la divulgación de información o documentos invocando 
intereses de seguridad nacional y, si correspondiere por 
tratarse del supuesto previsto en el artículo 73 del Estatuto 
de Roma, recabará el consentimiento del autor del documen- 
to o de la información. 


Artículo 46. (Contravención de un principio jurídico 
fundamental o violación de obligaciones internacionales 
del Estado).- 


46.1. Si la Suprema Corte de Justicia resuelve que se 
contraviene un principio jurídico fundamental de aplica- 
ción general (artículo 93 párrafo 3 del Estatuto de Roma) o 
que se viola una obligación preexistente del Estado en 
virtud de Tratados Internacionales o la inmunidad de un 
Estado o de un bien de un Estado o la inmunidad diplomática 
de una persona (artículos 97 literal c) y 98 del Estatuto de 
Roma), se suspenderá el trámite de cooperación o asisten- 
cia y el Poder Ejecutivo lo comunicará y realizará las consul- 
tas pertinentes con la Corte Penal Internacional o sus 
órganos, quien resolverá de conformidad con el Estatuto de 
Roma. 


46.2. La Suprema Corte de Justicia podrá sugerir las 
condiciones especiales a las cuales podría adecuarse la 
solicitud de cooperación o asistencia para que su cumpli- 
miento resulte conforme a derecho. 


El Poder Ejecutivo comunicará dichas condiciones en 
las consultas que realice a la Corte Penal Internacional oa 
sus Órganos. Si se acordara con la Corte Penal Internacional 
el cumplimiento de la solicitud en las condiciones especia- 
les que hubiera establecido la Suprema Corte de Justicia, el 
Poder Ejecutivo lo comunicará a ésta, quien dispondrá lo 
pertinente para dar curso a la solicitud de cooperación de 
acuerdo con las condiciones establecidas. 


Artículo 47. (Aplazamiento de la solicitud de asistencia 
por existir una investigación o enjuiciamiento en curso).- 
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47.1. Si la Suprema Corte de Justicia resuelve que el 
cumplimiento inmediato de la solicitud de asistencia puede 
interferir con una investigación o enjuiciamiento distinto 
de aquel al que refiere la solicitud (artículo 94 párrafo 1 del 
Estatuto de Roma), deberá estimar el plazo razonable para 
concluir la investigación o la finalización del enjuiciamiento 
en curso y decidir si la medida de cooperación o asistencia 
solicitada por la Corte Penal Internacional o sus órganos, 
puede igualmente cumplirse sujeta a condiciones especia- 
les de forma tal que no interfiera con la investigación o 
enjuiciamiento en curso. 


47.2. El Poder Ejecutivo comunicará inmediatamente la 
resolución a la Corte Penal Internacional y coordinará las 
condiciones especiales en las cuales se cumpliría la solici- 
tud de asistencia o cooperación sin interferir con la inves- 
tigación o enjuiciamiento en curso o, en su caso, acordará 
con la Corte Penal Internacional el aplazamiento en el cum- 
plimiento de la medida, por un término que no será inferior 
al establecido por la Suprema Corte de Justicia. Todo sin 
perjuicio de lo previsto en el artículo 94 párrafo 2 del 
Estatuto de Roma. 


47.3. Si se acordara con la Corte Penal Internacional el 
cumplimiento de la solicitud bajo las condiciones especia- 
les que hubiera establecido la Suprema Corte de Justicia, el 
Poder Ejecutivo lo comunicará a ésta, quién dispondrá lo 
pertinente para a dar trámite a la solicitud de cooperación 
de acuerdo con las condiciones establecidas. 


TITULO HI 
MEDIDAS DE COOPERACION Y ASISTENCIA 


Capítulo 1 
Detención y entrega de personas 


Artículo 48. (Solicitud de Detención y Entrega).- 


48.1.- Sise recibiera de la Corte Penal Internacional o los 
órganos habilitados al efecto, una solicitud de detención y 
entrega de una persona que ya estuviese bajo prisión 
preventiva, la Suprema Corte de Justicia resolverá expresa- 
mente sobre la admisibilidad de la solicitud dentro del plazo 
de diez días de su recepción, previa vista de cuarenta y ocho 
horas al Fiscal de Corte, de conformidad con el procedimien- 
to previsto en el artículo 42. 


48.2. Si la solicitud reúne los requisitos formales o sus 
defectos han sido subsanados y no se constata ninguna de 
las situaciones previstas en el artículo 40 o las mismas han 
sido resueltas, correspondiendo el cumplimiento de la me- 
dida, la Suprema Corte de Justicia librará inmediatamente la 
orden de detención de la persona requerida. 


48.3. Dentro de las veinticuatro horas de producido el 
arresto o de haberse resuelto procedente la medida si la 
persona ya se encontrase privada de libertad, la Suprema 


42-C.S. 


Corte de Justicia, con noticia del Fiscal de Corte, realizará 
una audiencia en la que: 


a) Intimará al detenido la designación de defensor de su 
elección, bajo apercibimiento de tenérsele por desig- 
nado al de oficio de turno. 


b) Nombrará un intérprete, si el detenido no se expresa- 
ra en idioma español. 


c) Informará al detenido sobre los motivos de la deten- 
ción y los detalles de la solicitud de entrega. 


d) Informará al detenido que se le presume inocente 
mientras no se pruebe su culpabilidad ante la Corte 
Penal Internacional y que no está obligado a declarar 
contra sí mismo ni a declararse culpable, pudiendo 
guardar silencio sin que ello vaya a tenerse en cuenta 
alos efectos de determinar su culpabilidad oinocen- 
cia. 


e) Informará al detenido del procedimiento de entrega a 
la Corte Penal Internacional previsto en la presente 
ley y el Estatuto de Roma. 


f) Dejará constancia de sus manifestaciones respecto 
del contenido de la solicitud de entrega, las que 
deberán ser efectuadas en presencia del defensor. 


g) Interrogará al detenido, previa consulta con su de- 
fensor, si desea prestar conformidad a la entrega, 
informándole que de así hacerlo se pondrá fin al 
trámite judicial. El detenido podrá reservarse la res- 
puesta para más adelante. 


48.4. Dentro de las cuarenta y ocho horas de celebrada 
la audiencia o luego de resueltas las excepciones de cosa 
juzgada o litispendencia si las mismas se hubiesen inter- 
puesto (artículo 53), se pasarán los autos al Fiscal de Corte, 
quien, dentro de los cinco días siguientes, se pronunciará 
sobre la solicitud de entrega. Devuelto el expediente, den- 
tro de los diez días siguientes la Suprema Corte de Justicia 
dictará sentencia sobre la entrega, que contendrá decisión 
acerca de los puntos contenidos en el artículo 59 párrafo 2 
del Estatuto de Roma. 


48.5. Si la Suprema Corte de Justicia comprueba que el 
proceso no se llevó a cabo conforme a derecho o que no se 
respetaron los derechos de la persona, sin perjuicio de 
disponer de oficio las investigaciones o denuncias que 
correspondan, lo comunicará al Poder Ejecutivo para que 
éste efectúe las consultas pertinentes con la Corte Penal 
Internacional. La decisión sobre la entrega se aplazará 
hasta conocer el resultado de las consultas con la Corte 
Penal Internacional. 


48.6. Si la Suprema Corte de Justicia dispusiera la entre- 
ga, lo notificará al detenido y al Poder Ejecutivo, quien 
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comunicará dicha decisión a la Corte Penal Internacional y 
celebrará consultas con ésta a fin de acordar la fecha y 
condiciones de la entrega, la que se efectuará lo antes 
posible. Cuando se efectúe la entrega, se informará a la 
Corte Penal Internacional el tiempo exacto durante el cual la 
persona estuvo privada de libertad. 


48.7. La Corte Penal Internacional comunicará al Poder 
Ejecutivo y éste a la Suprema Corte de Justicia, la sentencia 
que hubiera recaído en el enjuiciamiento de toda persona 
que fuera detenida y entregada a la Corte Penal Internacio- 
nal por la República. 


Artículo 49. (Detención de persona sospechosa).- 


49.1. Cuando se constate la situación prevista en el 
artículo 4.2, encontrándose en territorio de la República o 
en lugares sometidos a su jurisdicción una persona sospe- 
chosa de haber cometido un crimen o delito tipificado en el 
Estatuto de Roma: 


(a) Se notificará inmediatamente a la Corte Penal Interna- 
cional, al Estado en cuyo territorio se sospecha que 
la persona ha cometido el crimen o delito, al Estado 
de su nacionalidad que se encuentre más próximo y, 
si fuese apátrida, al Estado en que habitualmente 
resida. 


(b) Se dará cuenta inmediata a la Suprema Corte de 
Justicia quien dispondrá, si las circunstancias lo 
justifican, orden de prisión preventiva. 


49.2. Dentro de las veinticuatro horas de producido el 
arresto, la Suprema Corte de Justicia, con noticia del Fiscal 
de Corte, realizará una audiencia en la que: 


a) Intimará al detenido la designación de defensor de su 
elección, bajo apercibimiento de tenérsele por desig- 
nado al de oficio de turno. 


b) Nombrará un intérprete, si el detenido no se expresa- 
ra en idioma español. 


c) Informará que existen motivos para creer que ha 
cometido un crimen de competencia de la Corte Penal 
Internacional y que se procederá a tomarle declara- 
ción. 


d) Informará al detenido que se le presume inocente 
mientras no se pruebe su culpabilidad y que no está 
obligado a declarar contra sí mismo ni a declararse 
culpable, pudiendo guardar silencio sin que ello 
vaya a tenerse en cuenta a los efectos de determinar 
su culpabilidad o inocencia. 


e) Informará al detenido sobre el procedimiento que se 
tramita y lo establecido en el Estatuto de Roma. 
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f) Procederá a tomarle declaración en presencia del 
defensor. 


49.3. Finalizada la audiencia, la Suprema Corte de Justi- 
cia podrá disponer que la persona continúe bajo prisión 
preventiva o adoptar otras medidas sustitutivas. Lo actua- 
do en audiencia será comunicado al Poder Ejecutivo, quien 
lo notificará a la Corte Penal Internacional o asus órganos, 
al Estado en cuyo territorio se sospecha que la persona ha 
cometido los crímenes o delitos y al Estado de su naciona- 
lidad que se encuentre más próximo y, si fuese apátrida, al 
Estado en que habitualmente resida. La persona detenida 
tendrá facilidades para comunicarse inmediatamente con el 
representante correspondiente del Estado de su nacionali- 
dad que se encuentre más próximo o, si se trata de un 
apátrida, con el representante del Estado en que habitual- 
mente resida. 


49.4. Si dentro de un plazo de veinte días corridos desde 
la fecha de comunicación prevista en el párrafo 1 literal (a), 
no se recibiera de la Corte Penal Internacional una solicitud 
de entrega u otra solicitud de asistencia, ni se recibieran 
pedidos de extradición de otros Estados, la Suprema Corte 
de Justicia, con noticia del Fiscal de Corte, remitirá las 
actuaciones al Juzgado Letrado competente, quien dentro 
de los diez días corridos siguientes dispondrá la libertad del 
indagado o, si existiera mérito, la iniciación del procedi- 
miento penal. 


49.5. Si la Corte Penal Internacional o sus órganos 
hubieran solicitado la entrega u otra medida de asistencia 
se procederá de acuerdo con lo previsto en el artículo 42. Si 
se recibiera solicitudes de extradición de terceros Estados 
se estará a lo dispuesto en los artículos 4.4 y 60 en cuanto 
sean aplicables. 


Artículo 50. (Solicitud de detención provisional).- 


50.1. Si se recibiera de la Corte Penal Internacional o los 
órganos habilitados al efecto, una solicitud de detención 
provisional formulada por la Corte Penal Internacional de 
conformidad con el artículo 92 del Estatuto de Roma, la 
Suprema Corte de Justicia, con noticia al Fiscal de Corte y 
actuando de acuerdo con lo previsto en los artículos 48.1 y 
48.2 de la presente ley, librará inmediatamente la orden de 
arresto solicitada. 


50.2. Si la solicitud de detención preventiva se realiza 
por vía de la Organización Internacional de Policía Criminal 
(INTERPOL) u otra organización regional competente, ella 
deberá ser puesta en conocimiento de la Suprema Corte de 
Justicia para que se proceda de acuerdo con el párrafo 
precedente. 


50.3. Dentro de las veinticuatro horas de producido el 
arresto, la Suprema Corte de Justicia, con noticia del Fiscal 
de Corte, realizará una audiencia en la que: 


a) Intimará al detenido la designación de defensor de su 
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elección, bajo apercibimiento de tenérsele por desig- 
nado al de oficio de turno. 


b) Nombrará un intérprete, si el detenido no se expresa- 
ra en idioma español. 


c) Informará al detenido sobre los motivos de la deten- 
ción. 


d) Informará al detenido que se le presume inocente 
mientras no se pruebe su culpabilidad ante la Corte 
Penal Internacional y que no está obligado a declarar 
contra sí mismo ni a declararse culpable, pudiendo 
guardar silencio sin que ello vaya a tenerse en cuenta 
alos efectos de determinar su culpabilidad oinocen- 
cia. 


e) Informará al detenido del procedimiento de deten- 
ción provisional y entrega a la Corte Penal Interna- 
cional previsto en la presente ley y en el Estatuto de 
Roma. 


f) Dejará constancia de sus manifestaciones respecto 
de la orden de preventiva, las que deberán ser efec- 
tuadas en presencia del defensor. 


50.4. Si la solicitud de entrega y los documentos que la 
justifican no es recibida por el Poder Ejecutivo en el plazo 
de sesenta días contados desde la fecha de la detención 
provisional, se dispondrá la libertad de la persona detenida, 
sin perjuicio de lo dispuesto por el artículo 92 párrafo 4 del 
Estatuto de Roma. 


Artículo 51. (Excarcelamiento por error en la persona 
requerida).- 


51.1. La Suprema Corte de Justicia dispondrá la libertad 
de la persona detenida en cumplimiento de una solicitud de 
detención y entrega o de prisión preventiva, si se comprue- 
ba que el detenido no es la persona reclamada, lo que será 
notificado inmediatamente al Poder Ejecutivo, quien lo co- 
municará y realizará las consultas pertinentes con la Corte 
Penal Internacional. 


51.2. Laexcarcelación se podrá disponer bajo caución u 
otras medidas sustitutivas a la prisión preventiva hasta 
tanto se reciba el resultado de las consultas que se celebren 
con la Corte Penal Internacional. 


51.3. La Suprema Corte de Justicia ordenará que se 
procure localizar a la persona requerida y comprobar si la 
misma se encuentra en territorio del Estado. El resultado de 
dichas investigaciones será informado por el Poder Ejecu- 
tivo a la Corte Penal Internacional. 


Artículo 52. (Secuestro de cosas).- 


52.1. La solicitud de detención y entrega y, en su caso, 


44-C.S. 


de prisión preventiva, podrá extenderse al secuestro de 
objetos o de documentos que estén en poder de la persona 
requerida y sean instrumentos probatorios del delito, ins- 
trumentos del delito o efectos provenientes de él. 


52.2. La entrega de estos objetos a la Corte Penal Inter- 
nacional será ordenado por la resolución que conceda la 
entrega de la persona, sin perjuicio de los derechos de los 
terceros de buena fe. 


Artículo 53. (Impugnación de la solicitud de entrega 
por cosa juzgada o litispendencia).- 


53.1. La persona cuya entrega se solicita por la Corte 
Penal Internacional, tendrá derecho aimpugnar la solicitud 
de entrega oponiendo ante la Suprema Corte de Justicia, 
únicamente, las excepciones de cosa juzgada o de 
litispendencia ante un tribunal nacional. 


53.2. Lasexcepciones podrán interponerse en cualquier 
momento del trámite, hasta las cuarenta y ocho horas si- 
guientes de celebrada la audiencia prevista en el artículo 
48.3. 


53.3. Deducida la oposición, la Suprema Corte de Justicia 
suspenderá el trámite de entrega y con noticia al Fiscal de 
Corte, comunicará de inmediato la impugnación al Poder 
Ejecutivo, quien celebrará consultas con la Corte Penal 
Internacional para determinar, conforme al artículo 89 párra- 
fo 2 del Estatuto de Roma, si ha habido una decisión sobre 
la admisibilidad de la causa. 


53.4. Si la causa ha sido admitida, continuará el procedi- 
miento de entrega. Si está pendiente la decisión sobre 
admisibilidad, se aplazará el trámite de la entrega hasta que 
la Corte Penal Internacional adopte una decisión definitiva. 
Las resoluciones respectivas serán notificadas al 
impugnante. 


Artículo 54. (Solicitud de libertad provisional).- 


54.1. El detenido tendrá derecho a pedir la libertad pro- 
visional. En caso de que así lo solicite, la Suprema Corte de 
Justicia dará vista al Fiscal de Corte y lo notificará de 
inmediato al Poder Ejecutivo, quien comunicará a la Corte 
Penal Internacional sobre la solicitud presentada. 


54.2. La Suprema Corte de Justicia resolverá sobre el 
pedido de libertad provisional considerando la gravedad de 
los presuntos crímenes, la existencia o no de circunstancias 
urgentes y excepcionales que justifiquen la libertad provi- 
sional y la existencia de garantías que aseguren el cumpli- 
miento de la obligación de entregar la persona requerida a 
la Corte Penal Internacional. A estos efectos, tendrá en 
consideración las recomendaciones que formule la Corte 
Penal Internacional, incluidas las relativas a las medidas 
para impedir la evasión de la persona. 
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54.3. La Suprema Corte de Justicia adoptará resolución 
sobre el pedido de libertad provisional, previa opinión del 
Fiscal de Corte, en el plazo de los diez días siguientes, al día 
en que recibiera las recomendaciones de la Corte Penal 
Internacional y, para el caso en que accediera a conceder la 
excarcelación, adoptará todas las medidas sustitutivas a la 
prisión preventiva indispensables para asegurar la entrega 
de la persona a la Corte Penal Internacional y remitirá a ésta 
los informes periódicos que requiera. 


Artículo 55. (Consentimiento de la persona detenida).- 


55.1. En cualquier estado del trámite de una solicitud de 
detención y entrega o de prisión preventiva, la persona 
detenida podrá dar, en presencia de su defensor, su consen- 
timiento libre y expreso para ser entregada a la Corte Penal 
Internacional. 


55.2. La Suprema Corte de Justicia resolverá sin más 
trámite y notificará a la persona detenida y al Poder Ejecu- 
tivo, quien comunicará la decisión ala Corte Penal Interna- 
cional y celebrará consultas con ésta a fin de acordar la 
fecha y condiciones de la entrega. 


Artículo 56. (Plazo máximo de detención de persona 
requerida).- La persona requerida por la Corte Penal Inter- 
nacional no podrá estar privada de libertad por un término 
superior a los ciento veinte días. 


Artículo 57. (Solicitud de entrega temporal).- 


57.1. Cuando la persona requerida por la Corte Penal 
Internacional esté detenida en territorio uruguayo, siendo 
enjuiciada o cumpliendo condena por un delito diferente 
por el cual pide su entrega la Corte Penal Internacional, ésta 
podrá solicitar el traslado provisional o temporal a su sede, 
con el fin de proceder a su identificación, declaración 
testimonial u otro tipo de asistencia. 


57.2. Si se recibiera de la Corte Penal Internacional una 
solicitud en tal sentido, la Suprema Corte de Justicia proce- 
derá de conformidad con lo previsto en el artículo 42 y con 
noticia del Fiscal de Corte, del Poder Ejecutivo, del defensor 
de la persona requerida, del Juez y del Fiscal del proceso 
que se tramita en territorio uruguayo, realizará una audien- 
cia en la cual informará al detenido sobre la solicitud de 
entrega temporal y lo interrogará, en presencia de su defen- 
sor, se brinda o no el consentimiento para el traslado 
provisional a la Corte Penal Internacional. 


57.3. Si la persona brinda su consentimiento, la Suprema 
Corte de Justicia, previa vista al Fiscal de Corte, al Poder 
Ejecutivo, al Juez y al Fiscal del proceso que se tramita en 
territorio uruguayo, resolverá en un plazo de diez días sobre 
las condiciones a que estará sujeto el traslado temporal, 
notificándolo a los órganos mencionados y al detenido. 


57.4. El Poder Ejecutivo comunicará y acordará en con- 
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sulta con la Corte Penal Internacional, las condiciones para 
el traslado temporal que hubiese resuelto la Suprema Corte 
de Justicia. 


57.5. Si la persona no brinda su consentimiento, no se 
procederá al traslado temporal. La Suprema Corte de Justi- 
cia lo informará al Poder Ejecutivo, quien lo comunicará 
inmediatamente a la Corte Penal Internacional. 


Artículo 58. (Solicitud de orden de comparecencia).- 


58.1. Sise recibiera de la Corte Penal Internacional una 
orden de comparecencia de una persona en los términos del 
artículo 58 párrafo 7 del Estatuto de Roma, como alternativa 
a una solicitud de detención, la Suprema Corte de Justicia 
procederá de conformidad con lo previsto en el artículo 42 
de esta ley y con noticia al Fiscal de Corte. 


(a) Adoptará de inmediato todas las medidas necesarias 
alternativas a la prisión preventiva para asegurar la 
ejecución de la orden de comparecencia a la Corte 
Penal Internacional, como, por ejemplo: imponer la 
obligación de no abandonar el país realizando las 
comunicaciones pertinentes; la obligación de perma- 
necer dentro de determinados límites territoriales; la 
obligación de presentarse periódicamente a una 
Seccional Policial o cualquier otra medida que se 
estime adecuada, sin perjuicio de las que recomiende 
la Corte Penal Internacional. No se adoptará ninguna 
medida alternativa a la prisión preventiva, cuando la 
orden de comparecencia a la Corte Penal Internacio- 
nal disponga expresamente que éstas no serán nece- 
sarlas. 


(b) Citará a la persona a una audiencia que se celebrará 
dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes, 
indicando que deberá comparecer acompañada de 
defensor de su elección bajo apercibimiento de te- 
nerlo por designado al defensor de oficio de turno. La 
citación se efectuará de conformidad con lo dispues- 
to en los artículos 66.2 y 66.3. 


(c) Si la persona citada a la audiencia no compareciera o 
no hubiera podido ser ubicada, se librará orden de 
arresto con noticia al Fiscal de Corte. El Poder Ejecu- 
tivo lo comunicará de inmediato a la Corte Penal 
Internacional. Arrestada la persona, se procederá a 
tomarle audiencia dentro de las veinticuatro horas 
siguientes. 


58.2. En la audiencia, la Suprema Corte de Justicia pro- 
cederá a: 


(a) Designarle defensor de oficio si no estuviese presen- 
te su defensor. 


(b) Nombrar un intérprete, si la persona no se expresara 
en idioma español. 
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(c) Notificarle personalmente la orden de comparecen- 
cia a la Corte Penal Internacional y las medidas 
dispuestas si las hubiere. 


(d) Informar que se le presume inocente mientras no se 
pruebe su culpabilidad ante la Corte Penal Interna- 
cional y que no está obligada a declarar contra sí 
misma ni a declararse culpable, pudiendo guardar 
silencio sin que ello vaya a tenerse en cuenta a los 
efectos de determinar su culpabilidad o inocencia. 


(e) Informar del procedimiento de comparecencia a la 
Corte Penal Internacional previsto en la presente ley 
y en el Estatuto de Roma. 


(f) Se dejará constancia de sus manifestaciones respec- 
to de la orden de comparecencia, las que deberán ser 
efectuadas en presencia del defensor. 


58.3. La Suprema Corte de Justicia informará al Poder 
Ejecutivo sobre el cumplimiento de la notificación de la 
orden de comparecencia y las medidas adoptadas si las 
hubiere. El Poder Ejecutivo lo comunicará a la Corte Penal 
Internacional, quien podrá realizar las recomendaciones y 
observaciones que entienda del caso, las cuales serán 
especialmente tenidas en cuenta por la Suprema Corte de 
Justicia. 


Artículo 59. (Solicitud de dispensa del principio de 
especialidad).- 


59.1. Si la Corte Penal Internacional solicita la dispensa 
del principio de especialidad previsto en el artículo 101 
párrafo 1, del Estatuto de Roma, por haber confirmado 
contra una persona que hubiese sido entregada por el 
Estado a la Corte Penal Internacional, la existencia de nue- 
vos cargos por crímenes bajo su jurisdicción en función de 
hechos diferentes de los que fundamentaron la solicitud de 
entrega y anteriores a ésta, la Suprema Corte de Justicia 
resolverá de acuerdo con el procedimiento previsto en el 
artículo 42, sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo 
siguiente. 


59.2. Si en relación con los hechos por los cuales se 
formulan nuevos cargos y se fundamenta la dispensa, exis- 
tieran investigaciones o actuaciones judiciales en curso en 
la jurisdicción nacional u otras que pudieran ser interferi- 
das, la Suprema Corte de Justicia informará de las mismas a 
la Corte Penal Internacional, poniéndolas a su disposición 
y remitiendo los antecedentes que se solicitaren, pero no 
podrá negar la dispensa al amparo de lo previsto en el 
artículo 40 literal c) numeral 3 (artículo 94 del Estatuto de 
Roma). La resolución se notificará al Poder Ejecutivo, quien 
lo comunicará a la Corte Penal Internacional. 


Artículo 60. (Solicitudes concurrentes).- 


60.1. Si se reciben solicitudes concurrentes de entrega 
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a la Corte Penal Internacional y de extradición por terceros 
Estados, se notificará inmediatamente a la Corte Penal Inter- 
nacional y al Estado requirente, remitiendo las actuaciones 
a la Suprema Corte de Justicia, quien resolverá, en el plazo 
de quince días con noticia del Fiscal de Corte y del Poder 
Ejecutivo, cuál de las solicitudes tiene prioridad tomando 
en consideración lo dispuesto en el artículo 90 del Estatuto 
de Roma. La resolución se notificará al Poder Ejecutivo, 
quien lo comunicará a la Corte Penal Internacional y al 
Estado requirente. 


60.2. Si estuviese pendiente la resolución sobre 
admisibilidad de la causa ante la Corte Penal Internacional, 
el trámite se suspenderá hasta conocer la resolución de la 
Corte Penal Internacional sobre admisibilidad de la causa. 


60.3. Si la Suprema Corte de Justicia resuelve que tiene 
prioridad la extradición, con noticia del Fiscal de Corte y del 
Poder Ejecutivo, derivará las actuaciones al Juzgado com- 
petente para substanciar el trámite de extradición. Si subs- 
tanciado el proceso de extradición la misma se hubiese 
denegado, la decisión se comunicará a la Corte Penal Inter- 
nacional, quedando el requerido a disposición de la Supre- 
ma Corte de Justicia y a la espera de la ratificación de la 
requisitoria por un plazo máximo de 60 días (artículo 50.4). 


Artículo 61. (Imposibilidad de localizar a la persona 
requerida).- Si la persona requerida no pudiese ser locali- 
zada pese a los intentos realizados o si en la investigación 
se hubiera determinado que la persona no es la indicada en 
la solicitud de la Corte Penal Internacional, la Suprema 
Corte de Justicia lo informará al Poder Ejecutivo, quien 
efectuará las consultas pertinentes con la Corte Penal Inter- 
nacional. 


Artículo 62. (Autorización en tránsito de persona dete- 
nida).- 


62.1. El Poder Ejecutivo, con noticia a la Suprema Corte 
de Justicia, autorizará el tránsito por el territorio uruguayo 
de cualquier persona que se encuentre detenida a disposi- 
ción de la Corte Penal Internacional, para ser transportada 
de un país a otro, cuando reciba de la Corte Penal Interna- 
cional una solicitud de autorización de tránsito de confor- 
midad con lo previsto en el artículo 89 párrafo 3 del Estatuto 
de Roma. 


62.2. Durante el tránsito se adoptarán todas las medidas 
necesarias para garantizar los derechos de la persona trans- 
portada, a quien, si no se expresara en idioma español, se le 
asignará un intérprete. 


62.3. No será necesaria la solicitud de autorización y se 
permitirá el tránsito por el territorio uruguayo, cuando la 
persona sea transportada por vía aérea y no se prevea que 
deba aterrizar. Para el caso en que se produzca un aterrizaje 
imprevisto, la persona será detenida y se informará de 
inmediato de esta situación a la Suprema Corte de Justicia 
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y a la Corte Penal Internacional, solicitándole a esta última 
la remisión de la solicitud de autorización de tránsito corres- 
pondiente, de conformidad con lo previsto en el artículo 89 
párrafo 3 del Estatuto de Roma. 


62.4. La persona transportada permanecerá detenida 
hasta tanto se reciba la solicitud de autorización de tránsito. 


62.5. Si la solicitud de autorización de tránsito no se 
recibiera antes de las noventa y seis horas, la persona será 
puesta en libertad, lo cual se informará a la Suprema Corte 
de Justicia y a la Corte Penal Internacional. Ello no obstará 
a que se produzca un pedido de detención y entrega o un 
pedido de prisión preventiva ulterior. 


62.6. Si la solicitud de autorización de tránsito fuera 
recibida dentro de las noventa y seis horas, se prolongará 
la detención de la persona hasta tanto continúe su transpor- 
te sin demora de la forma dispuesta por la Corte Penal 
Internacional. 


Capítulo 2 
Otras medidas de cooperación y asistencia 


Artículo 63. (Otras solicitudes de cooperación).- 


63.1. Si se recibiera de la Corte Penal Internacional 
cualquier otro tipo de solicitud de asistencia o cooperación 
al amparo de lo previsto en el Art. 93 párrafo 1 del Estatuto 
de Roma, la Suprema Corte de Justicia procederá de acuerdo 
con lo establecido en el artículo 42 de la presente ley. 


63.2. El diligenciamiento de las medidas requeridas se 
ajustará a los procedimientos del ordenamiento jurídico 
interno. 


Artículo 64. (Divulgación einformación de documentos 
confidenciales proporcionados por Terceros o en poder de 
otros Estados).- 


64.1. Si la medida de asistencia o cooperación solicitada 
por la Corte Penal Internacional implicara la divulgación de 
informaciones o documentos que le fueron divulgados al 
Uruguay por otro Estado, una organización interguber- 
namental o una organización internacional a título confi- 
dencial, se deberá recabar el consentimiento expreso del 
autor. Se considerará confidencial todo documento o infor- 
mación que hubiese sido calificado expresamente como tal 
por su autor al momento de entregarlo. 


64.2. Si a pesar del consentimiento del autor o previo a 
recabar el mismo, el Poder Ejecutivo entendiera que la 
divulgación afectaría intereses de la seguridad nacional, 
podrá proceder de acuerdo con lo previsto en el artículo 45. 


64.3. El consentimiento al autor del documento se soli- 
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citará por el Poder Ejecutivo, y para el caso en que no se 
fuese otorgado en un plazo razonable, con noticia a la 
Suprema Corte de Justicia, se comunicará este hecho a la 
Corte Penal Internacional de conformidad con lo previsto 
en el artículo 73 del Estatuto de Roma. 


64.4. Si se plantearan dudas sobre el carácter de 
confidencialidad, será competencia exclusiva de la Suprema 
Corte de Justicia resolverlo conforme al procedimiento es- 
tablecido en el artículo 42. 


Artículo 65. (Entrega de documentación o información 
confidencial para reunir nuevas pruebas).- El Poder Ejecu- 
tivo estará habilitado, con noticia a la Suprema Corte de 
Justicia, aentregar al Fiscal de la Corte Penal Internacional, 
documentos o información confidencial, con la condición 
de que mantengan su carácter confidencial y que únicamen- 
te puedan ser utilizados para reunir nuevas pruebas, de 
conformidad con lo previsto por el artículo 93 párrafo 8 
literal b) del Estatuto de Roma. 


Artículo 66. (Citaciones a testigos o peritos).- 


66.1. Cuando se recibiera un pedido de citación para que 
una persona comparezca a la Corte Penal Internacional en 
carácter de testigo o perito, se dispondrá todas las medidas 
de protección y salvaguarda al amparo de lo previsto en el 
artículo 35. 


66.2. Las notificaciones o citaciones deberán ser recibi- 
das en forma personal por su destinatario, hecho del que se 
dejará constancia en el acto de la notificación, hubiera o no 
el destinatario procedido a acusar recibo de la misma. 


66.3. Las notificaciones, serán efectuadas por cualquier 
medio idóneo que habilite la Suprema Corte de Justicia, 
quien, asimismo, podrá cometer su diligenciamiento al órga- 
no jurisdiccional que determine, en función del lugar donde 
se domicilie la persona que deba ser citada o notificada. 


66.4. Si la persona que deba ser notificada o citada no se 
expresara en idioma español, se le proporcionará un traduc- 
tor en cuya presencia se practicará la diligencia. 


66.5. Se informará al destinatario de la notificación, en 
cuanto fuese citado como testigo o se presuma su calidad 
de víctima, de la existencia de la Dependencia Víctimas y 
Testigos de la Corte Penal Internacional y de los derechos 
que le asisten de conformidad con lo dispuesto en el Esta- 
tuto de Roma y las Reglas de Procedimiento y Prueba de la 
Corte Penal Internacional. Se garantizará y procurará la 
comunicación directa y confidencial de la persona, con la 
Dependencia Víctimas y Testigos de la Corte Penal Interna- 
cional. 


Artículo 67. (Solicitud para interrogar a persona sos- 
pechosa).- 
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67.1. Cuando se recibiera un pedido de tomar declara- 
ción a una persona que se sospecha cometió un delito de la 
competencia de la Corte Penal Internacional, sin que hubie- 
se mediado orden de comparecencia, detención o entrega, 
la Suprema Corte de Justicia procederá de conformidad con 
lo previsto en el artículo 58.1 convocando a audiencia. 


67.2. En la audiencia, la Suprema Corte de Justicia pro- 
cederá a: 


a) Designarle defensor de oficio si no estuviese presen- 
te su defensor. 


b) Nombrar un intérprete y facilitarle las traducciones 
que sean necesarias para su defensa. 


c) Informar a la persona de que existen motivos para 
creer que ha cometido un crimen de competencia de 
la Corte Penal Internacional y que se procederá a 
tomarle declaración. 


d) Informar que se le presume inocente mientras no se 
pruebe su culpabilidad ante la Corte Penal Interna- 
cional y que no está obligada a declarar contra sí 
misma ni a declararse culpable, pudiendo guardar 
silencio sin que ello vaya a tenerse en cuenta a los 
efectos de determinar su culpabilidad o inocencia. 


e) Interrogar a la persona en presencia de su defensor 
conforme lo hubiera dispuesto la Corte Penal Inter- 
nacional o sus Órganos. 


67.3. Finalizada la audiencia, la persona quedará en 
libertad, sin perjuicio de las medidas alternativas a la pri- 
sión preventiva que podrá adoptar la Suprema Corte de 
Justicia hasta por un plazo máximo de veinte días, estándose 
a lo que disponga la Corte Penal Internacional. 


67.4. La Suprema Corte de Justicia informará al Poder 
Ejecutivo sobre el cumplimiento del interrogatorio y las 
medidas adoptadas si las hubiere. El Poder Ejecutivo lo 
comunicará a la Corte Penal Internacional, quien podrá 
realizar las recomendaciones y observaciones que entienda 
del caso, las cuales serán especialmente tenidas en cuenta 
por la Suprema Corte de Justicia. 


Artículo 68. (Declaraciones testimoniales o interroga- 
torios en territorio del Estado).- 


68.1. Las declaraciones de testigos que por solicitud de 
la Corte Penal Internacional deban ser recabadas en territo- 
rio del Estado, se sujetarán a lo que hubiese dispuesto para 
el caso la Corte Penal Internacional y serán recibidas en 
audiencia ante la Suprema Corte de Justicia o ante el órgano 
jurisdiccional que ésta disponga. 


68.2. Los testigos tendrán derecho a declarar en presen- 
cia de su abogado, lo que se hará saber en la citación 
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correspondiente. La Suprema Corte de Justicia autorizará a 
estar presentes y participar en el interrogatorio de testigos 
o de personas sospechosas (artículo 67) a la Fiscalía de la 
Corte Penal Internacional y al abogado defensor. 


68.3. Los dichos del testigo o de cualquier persona 
interrogada en audiencia serán consignados en acta escri- 
ta, la cual deberá recoger en forma textual la declaración 
efectuada. Sin perjuicio, la audiencia será íntegramente 
grabada en audio y video, quedando su custodia a resguar- 
do de la Suprema Corte de Justicia y a disposición de la 
Corte Penal Internacional. 


68.4. Si la persona no hablara español se le asignará un 
traductor público y el acto consignará la traducción del 
intérprete, sin perjuicio del registro grabado de la declara- 
ción en su idioma original. 


Artículo 69. (Autorización al Fiscal para realizar dili- 
gencias en territorio uruguayo).- La Suprema Corte de 
Justicia, sin perjuicio de proceder conforme a lo previsto en 
el artículo 42, autorizará al Fiscal de la Corte Penal Interna- 
cional a ejecutar directamente en territorio uruguayo y sin 
la presencia de autoridades competentes, una solicitud de 
asistencia que no requiera medidas coercitivas en los su- 
puestos contemplados en el artículo 99 párrafo 4 del Esta- 
tuto de Roma. 


Artículo 70. (Presentación de testigos voluntarios).- 


70.1. Cualquier persona tendrá derecho a presentarse 
ante las oficinas de la Suprema Corte de Justicia y solicitar 
audiencia confidencial invocando la presente norma, si 
conviniera a su interés comparecer voluntariamente a la 
Corte Penal Internacional ofreciéndose en calidad de testi- 
go en relación con hechos que estén siendo enjuiciados por 
ésta o investigados por la Fiscalía de la Corte Penal Inter- 
nacional. 


70.2. La Suprema Corte de Justicia dispondrá lo pertinen- 
te para atender a la persona por funcionario idóneo y de 
forma que se garantice reserva sobre sus dichos, identidad 
y domicilio, sin perjuicio de estar facultada a adoptar las 
medidas de salvaguarda que estime pertinentes al amparo 
de lo previsto en el artículo 35.2. 


70.3. Se le informará a la persona de la existencia de la 
Dependencia Víctimas y Testigos de la Corte Penal Interna- 
cional y de los derechos que le asisten de conformidad con 
lo dispuesto en el Estatuto de Roma y a las Reglas de 
Procedimiento y Prueba de la Corte Penal Internacional. Se 
garantizará y procurará la comunicación directa y confiden- 
cial de la persona con la Dependencia Víctimas y Testigos 
de la Corte Penal Internacional. 


70.4. Se interrogará a la persona si está dispuesta a 
comparecer voluntariamente ante la Sede de la Corte Penal 
Internacional y si tiene medios para hacerlo por su propia 
cuenta. 
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70.5. Si por las circunstancias que la persona invoca, 
ésta quisiera adelantar su declaración y formularla en forma 
urgente ante la Suprema Corte de Justicia, se le informará 
que no se garantiza que sus dichos vayan a tener valor 
probatorio conforme al Estatuto de Roma, sin perjuicio de 
asegurarle que serán puestos en conocimiento de la Corte 
Penal Internacional o de sus órganos. La Suprema Corte de 
Justicia recibirá la declaración de conformidad con lo dis- 
puesto en los artículos 68.3 y 68.4. 


70.6. La Suprema Corte de Justicia informará sobre la 
comparecencia voluntaria de la persona al Poder Ejecutivo, 
quien lo comunicará inmediatamente a la Corte Penal Inter- 
nacional. Si la persona hubiese manifestado querer brindar 
testimonio o comparecer ante la Sede de la Corte Penal 
Internacional y no tuviese medios para trasladarse, se infor- 
mará esta circunstancia a la Corte Penal Internacional y se 
procurará, en consulta con ésta, que se le tome declaración 
en territorio del Estado o se faciliten los medios para su 
traslado. 


Capítulo 3 
Cooperación en ejecución de sentencias 


Artículo 71. (Ejecución de Penas de Prisión adoptadas 
por la Corte Penal Internacional).- 


71.1. El Estado uruguayo acepta, de conformidad con lo 
dispuesto por el artículo 103 párrafo 1 literal a del Estatuto 
de Roma, tomar a su cargo la ejecución de una pena defini- 
tiva de privación de libertad de una persona condenada por 
la Corte Penal Internacional, siempre y cuando: 


(a) Se trate de un ciudadano uruguayo. 


(b) El tiempo de condena no exceda al máximo previsto de 
tiempo de condena por el orden jurídico nacional. 


71.2. La ejecución de las penas privativas de libertad 
será competencia del Poder Ejecutivo y se regirá por lo 
establecido en los artículos 103 a 111 del Estatuto de Roma 
y por las disposiciones del orden jurídico nacional en lo 
pertinente. 


Artículo 72. (Ejecución de otras penas adoptadas por la 
Corte Penal Internacional).- 


72.1. Sila Corte Penal Internacional dictara una senten- 
cia o resolución, definitiva o cautelar, por la que se dispu- 
siera una multa, decomiso o reparación, que debieran ejecu- 
tarse en territorio uruguayo, se dará cumplimiento a la 
misma sin modificar su alcance y sin procedimiento de 
exequátur. 


72.2. La Suprema Corte de Justicia dispondrá que la 
ejecución se tramite ante el órgano jurisdiccional compe- 
tente que correspondiera. 
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72.3. En ningún caso se afectarán los derechos de los 
terceros de buena fe. 


TITULOIV 
PROPOSICION DE CANDIDATOS 


Artículo 73. (Ejercicio del derecho a proponer candida- 
tos).- El Estado uruguayo podrá ejercer el derecho que le 
confiere el Estatuto de Roma a proponer candidatos, cuan- 
do la Asamblea de los Estados Partes fuese convocada para 
la elección de magistrados de la Corte Penal Internacional 
o de la Fiscalía de la Corte Penal Internacional. 


Artículo 74. (Requisitos para ser candidato).- El candi- 
dato a la elección de magistrados de la Corte Penal Interna- 
cional o de la Fiscalía, deberá reunir las condiciones previs- 
tas enel artículo 235 de la Constitución de la República y en 
el artículo 36 párrafo 3 del Estatuto de Roma. 


Artículo 75. (Designación de candidatos).- 


75.1. Se designará un solo candidato para el cargo va- 
cante de que se trate por la Asamblea General especialmente 
convocada al efecto, por mayoría simple de votos. Si resul- 
tara que más de un candidato propuesto superase la mayo- 
ría de votos exigida, se nominará como candidato aquel que 
hubiese obtenido mayor número. 


75.2. Podrán proponer candidatos a la Asamblea Gene- 
ral: el Poder Ejecutivo, el Poder Judicial, la Cámara de 
Senadores, la Cámara de Representantes, las Universida- 
des, el Colegio de Abogados del Uruguay y cualquier 
organización no gubernamental con personería jurídica cuyo 
objeto fuese la promoción, defensa y estudio de los dere- 
chos humanos. 


TITULO V 
DISPOSICION TRANSITORIA 


Artículo 76. (Comunicación a la Corte Penal Interna- 
cional).- El Poder Ejecutivo, dentro de los diez días de la 
entrada en vigencia de la presente ley, comunicará a la Corte 
Penal Internacional: 


(a) la sanción de la presente ley; 


(b) la aceptación por el Estado uruguayo, al amparo de 
lo previsto en el artículo 103.1 del Estatuto de Roma, 
de ejecutar penas privativas de libertad bajo las 
condiciones establecidas en el artículo 71 de la pre- 
sente ley. 


Artículo 77. (Codificaciones de Crímenes Internacio- 
nales).- El Poder Ejecutivo dispondrá, dentro de los ciento 
ochenta días de entrada en vigencia de la presente ley, la 
formación de una comisión de juristas que tendrá como 
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cometido la elaboración de un proyecto de “Código de 
Crímenes y Delitos Internacionales”. 


Sala de la Comisión, 20 de junio de 2006. 


Margarita Percovich, Miembro Informan- 
te; Sergio Abreu, José Korzeniak, Ra- 
fael Michelini, Leonardo Nicolini, Luis 
Oliver. Senadores. 


PROYECTO DE LEY - GENOCIDIO, CRIMENES DE 
LESA HUMANIDAD, CRIMENES DE GUERRA Y 
COOPERACION CONLA CORTE PENAL 
INTERNACIONAL (Estatuto de Roma) 


PARTE Il, PRINCIPIOS GENERALES 


Artículo 1” (Crímenes y delitos).- 


Sustitúyase el artículo 2” del Código Penal por el si- 
guiente: 


“Artículo 2” (División de los Delitos) 


Los delitos, atendida su gravedad, se dividen en críme- 
nes, delitos y faltas. Los crímenes son delitos de extrema 
gravedad que se rigen por las leyes especiales que los 
tipifiquen, lo dispuesto en este Código y las normas de 
derecho internacional, en cuanto le sean aplicables. Las 
faltas se rigen por lo dispuesto en el Libro III de este 
Código”. 


Artículo 2* (Derecho y deber de juzgar crímenes inter- 
nacionales).- 


La República Oriental del Uruguay tiene el derecho y el 
deber de juzgar los hechos que fueren delictivos según los 
principios generales del derecho internacional, con inde- 
pendencia de que los mismos hayan sido tipificados o no. 
Especialmente tiene el derecho y el deber de juzgar, de 
conformidad con las disposiciones contenidas en esta ley, 
los crímenes reconocidos en el Estatuto de Roma de la Corte 
Penal Internacional aprobado por Ley N* 17.510, de 27 de 
junio de 2002. 


Artículo 3” (Principios de derecho penal).- 


Serán aplicables a los crímenes y delitos tipificados por 
esta ley los principios generales de derecho penal consa- 
grados en el derecho nacional y en los tratados y conven- 
ciones de los que Uruguay es parte y, en particular, cuando 
correspondiere, los enunciados en el Estatuto de Roma de 
la Corte Penal Internacional y los especialmente estableci- 
dos en la presente ley. 


Artículo 4” (Ambito de aplicación.- Condiciones de Ex- 
tradición).- 
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4.1. Los crímenes y delitos que se tipifican por esta ley 
se aplicarán en relación con: 


A) Los crímenes y delitos cometidos o cuyos efectos 
deban producirse en el territorio de la República o en 
espacios sometidos a su jurisdicción. 


B) Los crímenes y delitos cometidos en el extranjero por 
nacionales uruguayos, sean o no funcionarios públi- 
cos, civiles o militares, siempre que el imputado no 
haya sido absuelto o condenado en el extranjero o, en 
este último caso, no haya cumplido la pena. 


4.2. Cuando se encontrare en territorio de la República 
o en lugares sometidos a su jurisdicción, una persona 
sospechosa de haber cometido un crimen o delito de los 
tipificados en los Títulos I a IV de la Parte II de la presente 
ley, el Estado uruguayo está obligado a tomar las medidas 
necesarias para ejercer su jurisdicción respecto de dicho 
crimen o delito, si no recibiera solicitud de entrega a la Corte 
Penal Internacional o pedidos de extradición, debiendo 
procede a su enjuiciamiento como si el crimen o delito se 
hubiese cometido en territorio de la República, indepen- 
dientemente del lugar de su comisión, la nacionalidad del 
sospechoso de las víctimas. 


4.3. Verificada la situación prevista en el párrafo prece- 
dente: si se trata de un crimen o delito cuyo juzgamiento sea 
jurisdicción de la Corte Penal Internacional, se actuará 
conforme a lo previsto en el artículo 49; si se trata de un 
crimen o delito cuyo juzgamiento no sea jurisdicción de la 
Corte Penal Internacional, se procederá de acuerdo con lo 
dispuesto en el artículo 5. 


4.4. La jurisdicción nacional no se ejercerá cuando: 


A) Tratándose de crímenes o delitos cuyo juzgamiento 
sea jurisdicción de la Corte Penal Internacional; 


a) Se solicite la entrega por la Corte Penal Interna- 
cional; 


b) Se solicite la extradición por parte del Estado 
competente al amparo de Tratados o Convencio- 
nes internacionales vigentes para la República. 


c) Se solicite la extradición por parte del Estado 
competente no existiendo Tratados o Convencio- 
nes vigentes con la República, en cuyo caso y sin 
perjuicio de los demás requerimientos legales, 
para conceder la extradición, el Estado requirente 
debió haber ratificado el Estatuto de Roma de la 
Corte Penal Internacional. 


B) Si se reciben en forma concurrente solicitudes de 
entrega a la Corte Penal Internacional y de extradi- 
ción por terceros Estados, se procederá de acuerdo 
con lo previsto en el artículo 60. 
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C) Se trate de crímenes o delitos que no se encuentran 
bajo la jurisdicción de la Corte Penal Internacional, 
cuando se conceda la extradición por parte del Esta- 
do competente. 


4.5. Los crímenes y delitos tipificados en esta ley no se 
considerarán delitos políticos, ni delitos comunes conexos 
con delitos políticos o cuya represión obedezca a fines 
políticos. 


Artículo 5”. (Actuación bajo jurisdicción nacional).- 


5.1. Cuando se constate la situación prevista en el 
artículo 4.2, encontrándose en territorio de la República o 
en lugares sometidos a su jurisdicción, una persona sospe- 
chosa de haber cometido un crimen o delito que no fuese 
jurisdicción de la Corte Penal Internacional, conocerá el Juez 
competente quien, si las circunstancias lo justifican y con 
noticia al Ministerio Público, dispondrá orden de prisión pre- 
ventiva que se notificará inmediatamente al Estado en cuyo 
territorio se sospecha que la persona ha cometido los críme- 
nes o delitos, al Estado de su nacionalidad que se encuentre 
más próximo y, si fuese apátrida, al Estado en que habitual- 
mente resida. Las comunicaciones serán realizadas por el 
Poder Ejecutivo por vía diplomática y contendrán informa- 
ción sobre el procedimiento que dispone la presente ley. 


5.2. Dentro de las veinticuatro horas de producido el 
arresto, el Juez tomará audiencia al detenido en presencia 
del Ministerio Público, en la cual: 


A) Le intimará la designación de defensor de su elección, 
bajo apercibimiento de tenérsele por designado al de 
oficio de turno. 


B) Nombrará un intérprete y le facilitará las traduccio- 
nes que sean necesarias para su defensa. 


C) Le informará que existen motivos para creer que ha 
cometido un crimen o delito tipificado en la presente 
ley y que se le presume inocente mientras no se 
pruebe su culpabilidad. 


D) Procederá a tomarle declaración en presencia del 
defensor. 


5.3. Lo actuado en audiencia será comunicado al Poder 
Ejecutivo quien lo notificará al Estado en cuyo territorio se 
sospecha que la persona ha cometido los crímenes o delitos 
y al Estado de su nacionalidad que se encuentre más próxi- 
mo y, si fuese apátrida, al Estado en que habitualmente 
resida. La persona detenida tendrá facilidades para comu- 
nicarse inmediatamente con el representante correspon- 
diente del Estado de su nacionalidad que se encuentre más 
próximo o, si se trata de un apátrida, con el representante del 
Estado en que habitualmente resida. 


5.4. Si dentro del plazo de veinte días desde la fecha de 
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notificación a los Estados prevista en el párrafo 1 de este 
artículo no se hubiese recibido ningún pedido de extradi- 
ción, dentro de los diez días corridos siguientes se dispon- 
drá la libertad del indagado o, si hubiese mérito, se iniciará 
el procedimiento penal. 


Artículo 6”. (Improcedencia de Asilo y Refugio).- 


No corresponderá conceder asilo diplomático ni refugio 
cuando existan motivos fundados para considerar que la 
persona ha cometido un crimen o delito de los tipificados en 
la presente ley, aun cuando reuniera las demás condiciones 
para ser asilado o solicitar refugio. 


Artículo 7”. (Imprescriptibilidad).- 


Los crímenes, delitos y penas tipificados en los Títulos 
Ta III de la Parte Il de la presente ley son imprescriptibles, 
cualquiera sea la fecha en que se hayan cometidos. 


Artículo $”. (Improcedencia de amnistía y similares).- 


Los crímenes, delitos y penas tipificados en los Títulos 
Ta III de la Parte II de la presente ley, no podrán declararse 
extinguidos por indulto, amnistía, gracia, ni por ningún otro 
instituto de clemencia, soberana o similar, que en los he- 
chos impida el juzgamiento de los sospechosos o el efectivo 
cumplimiento de la pena por los condenados. 


Artículo 9”. (Obediencia debida y otros eximentes).- 


No podrá invocarse la orden de un funcionario superior 
o de una autoridad pública, ni la existencia de circunstan- 
cias excepcionales cualquiera sean estas (como, por ejem- 
plo, amenaza o estado de guerra, inestabilidad política o 
cualquier otra emergencia pública real o presunta) como 
justificación de los crímenes o delitos tipificados en los 
Títulos Ia II de la Parte Il de la presente ley. Por consiguien- 
te, ni haber actuado bajo órdenes superiores, ni la invoca- 
ción de circunstancias excepcionales, eximinarán de res- 
ponsabilidad penal a quienes cometan en cualquiera de sus 
modalidades, los crímenes o delitos referidos. 


Artículo 10. (Responsabilidad jerárquica).- 


El superior jerárquico, funcionario civil o militar, cual- 
quiera sea su cargo oficial o de subalterno, será penalmente 
responsable por los crímenes o delitos establecidos en los 
Títulos I a II de la Parte II de la presente ley que fuesen 
cometidos por quienes estén bajo su autoridad, mando o 
control efectivo, cuando en razón de su investidura, cargo 
o función, hubiere sabido o debido saber que estaban 
participando de cualquier manera en la comisión de los 
crímenes o delitos referidos y estando posibilitado para 
ejercerlos, no hubiere adoptado todas las medidas razona- 
bles y necesarias a su alcance para prevenir o reprimir la 
comisión de dichos crímenes o delitos. 
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Artículo 11. (Exclusión de jurisdicción especial).- 


Los hechos constitutivos de los crímenes y delitos 
tipificados en la presente ley no podrán considerarse como 
cometidos en el ejercicio de funciones militares, no serán 
considerados delitos militares y quedará excluida la juris- 
dicción militar para su juzgamiento. 


Artículo 12. (Inhabilitación absoluta).- 


12.1. A los ciudadanos uruguayos condenados por crí- 
menes o delitos previstos en los Títulos l a III de la Parte II 
de la presente ley, se les impondrá pena accesoria de 
inhabilitación absoluta para ocupar cargos, oficios públi- 
cos y derechos políticos, por el tiempo de la pena. 


12.2. Si el penado fuese un profesional o idóneo en 
oficios de la medicina condenado por delitos previstos en 
los Títulos I a III de la Parte II de la presente ley, se le 
impondrá, además, inhabilitación especial para el ejercicio 
de su profesión u oficio por el tiempo de la pena. 


12.3. Si la condena fuese dispuesta por la Corte Penal 
Internacional, regirán las inhabilitaciones previstas en los 
numerales precedentes. 


Artículo 13. (Intervención de la víctima).- 


13.1. Tratándose de crímenes y delitos previstos en los 
Títulos I a III de la Parte II de la presente ley respecto de los 
cuales se hubiese dispuesto el archivo de los antecedentes 
o si luego de transcurridos sesenta días desde la formula- 
ción de la denuncia aún continúa la etapa de instrucción o 
indagación preliminar, el denunciante, la víctima o sus 
familiares podrán formular ante el Juez competente petición 
fundada de reexamen del caso o solicitud de información 
sobre el estado del trámite. 


13.2. Si la petición se presenta por haberse dispuesto el 
archivo de los antecedentes, se dará intervención al Fiscal 
subrogante quien reexaminará las actuaciones en un plazo 
de veinte días. 


13.3. La resolución judicial será comunicada al 
peticionante, al Ministerio Público y al Fiscal de Corte. 


13.4. En cualquier estado de la instrucción o del proce- 
dimiento en cuanto correspondiere, el denunciante, la víc- 
tima o sus familiares podrán solicitar el Juez información 
sobre el estado del trámite, proponer prueba o poner a su 
disposición las que tengan en su poder. 


13.5. Durante el proceso, a solicitud del fiscal o de oficio, 
el Juez adoptará cualquier medida que considere adecuada 
y necesaria para proteger la seguridad, el bienestar físico y 
psicológico, la dignidad y la vida privada de las víctimas y 
los testigos. A tal fin, tendrá en cuenta todos los factores 


52-C.S. 


pertinentes, incluidos la edad, el género, la salud, así como 
las características del delito, en particular cuando éste 
entrañe violencia sexual, violencia en razón del género o 
violencia contra niñas y niños. 


En casos de violencia sexual no se requerirá la corrobo- 
ración del testimonio de la víctima, no se admitirá ninguna 
evidencia relacionada con la conducta sexual anterior de la 
víctima o testigos ni se aceptará utilizar como defensa el 
argumento del consentimiento. 


Como excepción, y a fin de proteger a las víctimas, los 
testigos o el acusado, el Juez podrá disponer por resolución 
fundada la presentación de pruebas por medios electróni- 
cos u otros medios técnicos especiales tendientes a preve- 
nir la victimización secundaria. En particular, se aplicarán 
estas medidas en el caso de víctimas de agresión sexual y 
menores de edad, sean víctimas o testigos. Será de aplica- 
ción en lo pertinente lo dispuesto en el artículo 18 de la Ley 
N* 17.514. 


Se procurarán todos los medios posibles para que el 
Fiscal cuente con asesores jurídicos especialistas en deter- 
minados temas, entre ellos violencia sexual, violencia por 
razones de género y violencia contra los niños. Asimismo, 
se procurará que el tribunal cuente con personal especiali- 
zado para atender a las víctimas de traumas, incluidos los 
relacionados con la violencia sexual y de género. 


Artículo 14. (Reparación de las víctimas).- 


14.1. El Estado será responsable de la reparación de las 
víctimas de los crímenes y delitos tipificados en los Títulos 
I a III de la Parte Il de la presente ley que se cometan en 
territorio de la República o que se cometan en el extranjero 
por agentes del Estado o por quienes sin serlo hubiesen 
contado con la autorización, apoyo o aquiescencia de agen- 
tes del Estado. 


14.2. La reparación de la víctima deberá ser integral, 
comprensiva de indemnización, restitución y rehabilitación 
y seextenderá también asus familiares, grupo o comunidad 
a la cual pertenezca. Se entenderá por “familiares”, el con- 
junto de personas unidas por un lazo de matrimonio o 
parentesco, así como por el hecho de cohabitar o mantener 
una forma de vida en común. 


Artículo 15. (Circunstancias Agravantes).- 


Agravan especialmente los crímenes y delitos previstos 
en la presente ley, cuando no sean elementos constitutivos 
de los mismos y sin perjuicio de otras circunstancias 
agravantes que sean de aplicación, cuando el crimen o 
delito se cometa respecto de niños, mujeres embarazadas, 
personas con limitaciones en su salud física o mental a 
causa de su edad o enfermedad o de cualquier otra causa; 
o grupos familiares. Se entenderá por “grupos familiares” el 
conjunto de personas unidas por un lazo de matrimonio o 
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parentesco, así como por el hecho de cohabitar o mantener 
una forma de vida en común. 


PARTE Il, CRIMENES Y PENAS 


Título I. Crimen de Genocidio 


Artículo 16. (Genocidio).- El que con la intención de 
destruir total o parcialmente a un grupo nacional, étnico, 
racial, religioso, político, sindical, o a un grupo con identi- 
dad propia fundada en razones de genero, orientación sexual, 
culturales, sociales, edad, discapacidad o salud, perpetrare 
alguno de los actos mencionados a continuación, será 
castigado con quince a treinta años de penitenciaría: 


a) Homicidio intencional de una o más personas del 
grupo; 


b) Tortura, desaparición forzada, privación de libertad, 
agresión sexual, embarazo forzoso, sometimiento a 
tratos inhumanos o degradantes o lesiones graves 
contra la integridad física o mental de una o más 
personas del grupo; 


c) Sometimiento intencional de una o más personas del 
grupo, aprivaciones de recursos indispensables para 
su supervivencia; auna perturbación grave de salud; 
a la expulsión sistemática de sus hogares o a condi- 
ciones de existencia que puedan impedir su género 
de vida o acarrear su destrucción física, total o par- 
cial o del grupo; 


d) Medidas destinadas aimpedir nacimientos enel seno 
del grupo; 


e) Traslado por la fuerza o bajo amenazas de uno o más 
miembros del grupo a otro grupo o el desplazamiento 
del grupo del lugar donde está asentado. 


Artículo 17. (Instigación al Genocidio).- 


El que instigare públicamente a cometer crimen de geno- 
cidio, será castigado por el solo hecho de la instigación con 
doce meses de prisión a cuatro años de penitenciaría. 


TITULO II. CRIMENES DE LESA HUMANIDAD 


Capítulo 1. Crímenes de Lesa Humanidad - Estatuto 
de Roma 


Artículo 18. (Crimen Internacional de Lesa Humani- 
dad).- 


El que cometiera cualquiera de los crímenes de lesa 
humanidad previstos en el artículo 7” del Estatuto de Roma 
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de la Corte Penal Internacional aprobado por Ley N* 17.510, 
de 27 de junio de 2002, será castigado con quince a treinta 
años de penitenciaría. 


Capítulo 2. Crímenes de Lesa Humanidad - Actos 
aislados 


Artículo 19. (Extensión de principios generales).- 


Serán considerados crímenes de lesa humanidad los 
delitos que se tipifican en el presente Capítulo 2 y será de 
aplicación lo dispuesto en la Parte I de esta ley. A los 
efectos de lo dispuesto en los artículos siguientes, se 
entenderá por “agente del Estado” a una persona que actúa 
en ejercicio de una función pública, revista o no la calidad 
de funcionario público. 


Artículo 20. (Homicidio Político).- 


El que siendo agente del Estado, o sin serlo contando 
con la autorización, apoyo o aquiescencia de uno o más 
agentes del Estado, dé muerte a alguna persona en virtud de 
sus actividades u opiniones políticas, sindicales, religio- 
sas, culturales, de género, reales o presuntas; o en razón de 
su real o presunta pertenencia a una colectividad política, 
sindical, religiosa o a un grupo con identidad propia funda- 
da en motivos de género o aun sector social, será castigado 
con quince a treinta años de penitenciaría. 


Artículo 21. (Desaparición forzada de personas).- 


21.1. El que de cualquiera manera y por cualquier motivo, 
siendo agente del Estado o sin serlo contando con la 
autorización, apoyo o aquiescencia de uno o más agentes 
del Estado, procediere a privar de libertad a una persona, 
seguido de la negativa a informar sobre la privación de 
libertad o el paradero o la suerte de la persona privada de 
libertad; o que omita y se niegue a brindar información 
sobre el hecho de la privación de libertad de una persona 
desaparecida, su paradero o suerte, será castigado con dos 
a veinticinco años de penitenciaría. 


21.2. El delito de desaparición forzada será considerado 
como delito continuado o permanente, mientras no se esta- 
blezca el destino o paradero de la víctima. 


21.3. Atenúa el delito de desaparición forzada de perso- 
nas las siguientes circunstancias: (a) Que la víctima sea 
puesta en libertad indemne; (b) que se informe o actúe para 
posibilitar o facilitar la aparición con vida del desaparecido. 


Artículo 22. (Tortura).- 


22.1. El que de cualquier manera y por cualquier motivo, 
siendo agente del Estado o sin serlo contando con la 
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autorización, apoyo o aquiescencia de uno o más agentes 
del Estado impusiere cualquier forma de tortura a una per- 
sona privada de libertad o bajo su custodia o control o a una 
persona que comparezca ante la autoridad en calidad de 
testigo, perito o similar, será castigado con veinte meses de 
prisión a ocho años de penitenciaría. 


22.2. Se entenderá por “tortura”; 


(a) Todo acto por el cual se inflija dolores o sufrimientos 
graves, físicos, mentales o morales. 


(b) El sometimiento a penas o tratos crueles, inhumanos 
o degradantes. 


(c) Todo acto tendiente a anular la personalidad o dis- 
minuir física o mental aunque no cause dolor ni 
angustia física o cualquier acto de los previstos en el 
Art. 291 del Código Penal realizado con fines 
indagatorios, de castigo o intimidación. 


22.3 No se entenderá por tortura el dolor o los sufrimien- 
tos que se deriven únicamente de sanciones lícitas o que 
sean consecuencia normal o fortuita de ellas. 


Artículo 23. (Privación grave de la libertad).- 


El que cometiera el delito previsto en el artículo 281 del 
hubiera contado con la autorización, apoyo o aquiescencia 
de uno o más agentes del Estado, será castigado con seis 
a doce años de penitenciaría. 


Artículo 24. (Agresión sexual contra persona privada 
delibertad).- 


El que siendo agente del Estado o sin serlo contando con 
la autorización, apoyo o aquiescencia de uno o más agentes 
del Estado, cometiere cualquier acto de agresión sexual 
contra una persona privada de libertad o bajo su custodia 
o control o contra una persona que comparezca ante la 
autoridad en calidad de denunciante, testigo, perito o si- 
milar, será castigado con dos a quince años de penitencia- 
ría. 


a) (Violación) 


Se entenderá por delito de lesa humanidad de viola- 
ción, la invasión al cuerpo de una persona mediante 
una conducta violenta de coacción, intimidación o 
amenaza de fuerza en contra de la víctima, o de una 
tercera persona, o del aprovechamiento de la incapa- 
cidad de la víctima para dar su consentimiento, que 
haya ocasionado la penetración por insignificante 
que fuera, de cualquier parte del cuerpo de la víctima 
o del autor con un órgano sexual o del orificio anal o 
vaginal de la víctima con un objeto u otra parte del 
cuerpo. 
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b) (Esclavitud sexual). 


Se entenderá por delito de lesa humanidad de escla- 
vitud sexual, el ejercicio de los atributos del derecho 
de propiedad o de algunos de ellos, sobre una o más 
personas con el fin de que éstas realicen actos de 
naturaleza sexual. 


c) (Prostitución forzada). 


Se entenderá por delito de lesa humanidad de pros- 
titución forzada la conducta por la cual se obliga a 
una O más personas a realizar actos de naturaleza 
sexual, mediante la fuerza, amenaza de la fuerza, 
abuso de poder, coacción o intimidación en contra la 
víctima o de una persona, con el fin de obtener o 
esperar obtener beneficios pecuniarios u otros de la 
misma naturaleza. 


d) (Embarazo forzado). 


Se entenderá por delito de lesa humanidad el emba- 
razo forzado, el confinamiento ilícito de una mujer 
con el fin de embarazarla o de mantener el embarazo 
contra su voluntad con la intención de modificar la 
composición étnica de una población o de cometer 
otra violación grave del derecho internacional. 


e) (Esterilización forzada). 


Se entenderá por delito de lesa humanidad de esteri- 
lización forzada, la privación a una o más personas de 
su capacidad reproductiva realizada contra su volun- 
tad, sin su consentimiento informado, o que no haya 
tenido justificación en un tratamiento médico o clíni- 
co de la víctima. 


f) (Abusos sexuales). 


Se entenderá por delito de lesa humanidad de abuso 
sexual, cualquier acto de naturaleza sexual realizado 
contra una o más personas, o hacer que esa o esas 
personas realicen un acto de naturaleza sexual, por la 
fuerza, amenaza de la fuerza, coacción, intimidación, 
presión psicológica o abuso de poder en contra de la 
víctima o de una tercera persona, aprovechando un 
entorno de coacción o la incapacidad de esa o esas 
personas de dar su consentimiento y que constituya 
una conducta de gravedad comparable a los delitos 
enunciados en los artículos anteriores. 


Artículo 25. (Asociación para cometer genocidio, crí- 
menes de lesa humanidad o crímenes de guerra).- 


Los que se asociaren para cometer uno o más crímenes 
de los tipificados en la presente ley, serán castigados por 
el simple hecho de la asociación, con la pena de ocho meses 
de prisión a seis años de penitenciaría. 
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TITULO MI. CRIMENES DEGUERRA 


Artículo 26. (Crimen de Guerra).- 


26.1. El que en un conflicto armado de carácter interna- 
cional o interno, conforme los términos en que dichos 
conflictos son definidos por el derecho internacional, co- 
meta cualquiera de los crímenes de guerra que se tipifican 
a continuación, en particular cuando sea a gran escala o 
como parte de un plan o política, será castigado con dos a 
treinta años de penitenciaría. 


26.2. A los efectos de los crímenes de guerra que se 
tipifican en el presente, se considerarán personas y bienes 
protegidos, a quienes el derecho internacional ampara como 
tales en el marco de los conflictos armados internacionales 
O internos. 


26.3. Serán crímenes de guerra: 
1. El homicidio intencional; 


2. La tortura o los tratos inhumanos, incluidos los 
experimentos biológicos; 


3. El hecho de causar deliberadamente grandes sufri- 
mientos o atentar gravemente contra la integridad física o 
la salud; 


4. La destrucción y la apropiación de bienes no justifi- 
cadas por necesidades militares o del conflicto armado, y 
efectuadas a gran escala, ilícita y arbitrariamente; 


5. El hecho de forzar a un prisionero de guerra o a un 
combatiente adversario detenido, a servir en las fuerzas de 
una Potencia enemiga o del adversario; 


6. El hecho de privar deliberadamente a un prisionero 
de guerra o a un combatiente adversario detenido o a otra 
persona protegida de su derecho a ser juzgado legítima e 
imparcialmente; o someterlo a condenas o ejecuciones sin 
previo juicio ante un Tribunal regularmente constituido con 
todas las garantías judiciales generalmente reconocidas 
como indispensables; 


7. Ladeportación o el traslado, confinamiento o deten- 
ción ilegales; 


8. La toma de rehenes; 


9. Dirigirintencionalmente ataques contra la población 
civil en cuanto tal o contra personas civiles o protegidas 
que no participen directamente en las hostilidades; 


10. Dirigir intencionalmente ataques contra bienes civi- 
les o bienes protegidos, es decir, bienes que no son obje- 
tivos militares; 
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11. Dirigir intencionalmente ataques contra personal, 
instalaciones, material, unidades o vehículos participantes 
en una misión de mantenimiento de la paz o de asistencia 
humanitaria de conformidad con la Carta de las Naciones 
Unidas, siempre que tengan derecho a la protección otorga- 
da a civiles o bienes civiles o a personas o bienes protegi- 
dos, con arreglo al derecho internacional de los conflictos 
armados; 


12, Lanzar un ataque intencionalmente o cuando sea de 
prever que causará pérdidas de vidas, lesiones a civiles o 
personas protegidas o daños a bienes de carácter civil o 
protegidos o daños extensos, duraderos y graves al medio 
ambiente natural que serían manifiestamente excesivos en 
relación con la ventaja militar concreta y directa de conjun- 
to que se prevea; 


13. Atacar o bombardear, por cualquier medio, ciudades, 
aldeas, viviendas o edificios que no estén defendidos y que 
no sean objetivos militares; 


14. Causar la muerte o lesiones a un enemigo o comba- 
tiente adversario que haya depuesto las armas o que, al no 
tener medios para defenderse, se haya rendido a discreción; 


15. Utilizar de modo indebido la bandera blanca, la ban- 
dera nacional o las insignias militares o el uniforme del 
enemigo o de las Naciones Unidas, así como los emblemas 
distintivos de los Convenios de Ginebra, y causar así la 
muerte o lesiones graves; 


16. El traslado, directa o indirectamente, por la Potencia 
ocupante de parte de su población civil al territorio que 
ocupa o la deportación o el traslado de la totalidad o parte 
de la población del territorio ocupado, dentro o fuera de ese 
territorio; u ordenar cualquier otro desplazamiento de la 
población civil por razones relacionadas con el conflicto 
armado, a menos que así lo exija la seguridad de los civiles 
o de personas protegidas de que se trate, por razones 
militares imperativas; 


17. Dirigir intencionalmente ataques contra edificios de- 
dicados a la religión, la instrucción, las artes, las ciencias 
O la beneficencia, los monumentos históricos, los hospita- 
les y los lugares en que se agrupa a enfermos y heridos, 
siempre que no sean objetivos militares; 


18. Someter a personas que estén en poder de otra parte 
en el conflicto, a mutilaciones físicas o a experimentos 
médicos o científicos de cualquier tipo que no estén justi- 
ficados en razón de un tratamiento médico, dental u hospi- 
talario, ni se lleven a cabo en su interés, y que causen la 
muerte o pongan gravemente en peligro su salud; 


19. Matar o herir a traición a personas pertenecientes a 
la nación, al ejército enemigo o alos combatientes adversa- 
rios; 
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20. Declarar que no se dará cuartel; 


21. Destruir, confiscar o apoderarse de bienes del enemi- 
go o del combatiente adversario, a menos que las necesida- 
des del conflicto armado lo hagan imperativo; 


22. Declarar abolidos, suspendidos o inadmisibles ante 
un tribunal los derechos y acciones de los nacionales de la 
parte enemiga o del combatiente adversario; 


23. Obligar a los nacionales de la parte enemiga a parti- 
cipar en operaciones bélicas dirigidas contra su propio 
país, aunque hubieran estado al servicio del beligerante 
antes del inicio de la guerra; 


24. Saquear una ciudad o una plaza, incluso cuando es 
tomada por asalto; 


25. Emplear veneno o armas envenenadas; 


26. Emplear gases asfixiantes, tóxicos o similares o cual- 
quier líquido, material o dispositivo análogos; 


27. Emplear balas que se ensanchan o aplasten fácilmen- 
te en el cuerpo humano, como balas de camisa dura que no 
recubra totalmente la parte interior o que tenga incisiones; 


28. Emplear armas, proyectiles, materiales y métodos de 
guerra que, por su propia naturaleza, causen daños super- 
fluos o sufrimientos innecesarios o surtan efectos 
indiscriminados en violación del derecho humanitario inter- 
nacional de los conflictos armados; 


29. Cometer atentados y ultrajes contra la dignidad per- 
sonal, especialmente los tratos humillantes y degradantes; 


30. Cometer actos de violación, esclavitud sexual, pros- 
titución forzada, embarazo forzado, esterilización forzada 
definidos en el artículo 24 y cualquier otra forma de violen- 
cia sexual que constituya una infracción grave de los Con- 
venios de Ginebra; 


31. Utilizar la presencia de una persona civil u otra 
persona protegida para poner ciertos puntos, zonas o fuer- 
zas militares o combatientes a cubierto de operaciones 
militares o de combate armado; 


32. Dirigir intencionalmente ataques contra edificios, 
material, unidades y medios de transporte sanitarios, y 
contra personal que utilice los emblemas distintivos de los 
Convenios de Ginebra de conformidad con el derecho inter- 
nacional; 


33. Hacer padecer intencionalmente hambre o sed a la 
población civil como método de hacer la guerra o de com- 
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bate, privándola de los objetos indispensables para su 
supervivencia, incluido el hecho de obstaculizar intencio- 
nalmente los suministros de socorro, la acción humanitaria 
oel acceso a las víctimas, de conformidad con los Conve- 
nios de Ginebra y las normas del derecho internacional 
humanitario; 


34, Reclutar o alistar a niños menores de 18 años en las 
fuerzas armadas nacionales o grupos combatientes o utili- 
zarlos para participar activamente en las hostilidades; 


35. Demorar en forma injustificada en repatriar o liberar 
alos prisioneros de guerra o a los combatientes enemigos 
detenidos o a la población civil internada una vez finaliza- 
das las hostilidades; 


36. Atacar, destruir o inutilizar por cualquier medio, los 
bienes indispensables para la supervivencia o subsistencia 
de la población civil (víveres, ganado, reserva de agua 
potable, etc.); 


37. Infligir castigos colectivos o realizar actos o amena- 
zas que tengan por objeto aterrorizar a la población civil; 


38. Lanzar un ataque empleando armas y métodos de 
combate que no permitan hacer distinción entre objetivos 
militares y no militares o entre combatientes y personas 
protegidas, como, por ejemplo, el bombardeo por zona en 
ciudades, los bombardeos masivos, el recurrir a un método 
o medio de lanzamiento que no pueda ser dirigido contra un 
objetivo militar determinado, el emplear armas o métodos de 
combate del que se pueda prever que cause fortuitamente 
lesiones o muerte a personas protegidas o daños a bienes 
protegidos; 


39. Dirigir intencionalmente ataques contra: (a) bienes 
culturales protegidos por el derecho internacional o utilizar 
dichos bienes culturales o sus alrededores inmediatos en 
apoyo de acciones militares o utilizar dichos bienes cultu- 
rales o sus alrededores inmediatos en apoyo de acciones 
militares o cometer hurtos, daños u otros actos de vanda- 
lismo contra los mismos; (b) patrimonio cultural de gran 
importancia para la humanidad, comprendido el patrimonio 
cultural vinculado a un sitio de patrimonio natural, esté o no 
incluido en las listas mantenidas por la UNESCO o de otra 
organización internacional; 


40. Lanzar un ataque contra obras o instalaciones que 
contengan fuerzas peligrosas a sabiendas de que ese ata- 
que causará muertos o heridos entre la población civil o 
daños a bienes de carácter civil (presas hidroeléctricas, 
diques, centrales nucleares, etc.); 


41. Lanzar un ataque contra zonas desmilitarizadas; 


42. Emplear armas cuyo efecto principal sea lesionar 
mediante fragmentos que no puedan localizarse por rayos 
X en el cuerpo humano; 
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43. Emplear minas antipersonales entendiendo por tales 
toda munición colocada debajo, sobre o cerca de la super- 
ficie del terreno u otro lugar, concebida para explosionar 
por la presencia, la proximidad o en contacto de una persona 
y que pudiera incapacitar, lesionar o matar a más de una 
persona; 


44. Emplear minas, armas trampas y otros artefactos 
similares, contra la población civil o personas protegidas o 
bienes protegidos o en contravención de las disposiciones 
del derecho internacional; 


45. Emplear trampas y armas incendiarias, entendiendo 
por tales toda arma, munición o trampa concebida primor- 
dialmente para incendiar objetos o causar quemaduras a las 
personas mediante la acción de las llamas, del calor o de una 
combinación de ambos, producidos por reacciones quími- 
cas; 


46. Emplear armas químicas, biológicas (bacteriológicas 
otoxínicas) u otras armas de destrucción masivas, cualquie- 
ra fuese su naturaleza; 


47. Emplear armas láser con aptitud para causar cegueras 
permanentes; 


48. Utilizar técnicas de modificación ambiental con fines 
militares, de combate u otros fines hostiles que tengan 
efectos vastos, duraderos o graves, entendiéndose por 
“técnicas de modificación ambiental” todas las técnicas 
que tienen por objeto alterar, mediante la manipulación 
deliberada de los procesos naturales, la dinámica, la compo- 
sición o estructura de la Tierra, incluida su biótica, su 
litosfera, su hidrósfera y su atmósfera o el espacio 
ultraterrestre; 


49. Omitir en forma intencional: (a) señalizar, vallar y 
vigilar, durante la vigencia de un conflicto armado o luego 
de finalizado éste, las zonas en las que se hallen restos 
explosivos de guerra con el fin de impedir el ingreso de 
población civil en dichas zonas. (b) la limpieza, remoción o 
destrucción de los restos explosivos de guerra, inmediata- 
mente de finalizado un conflicto armado, cuando sea posi- 
ble la señalización o ubicación de dichos restos explosivos 
de guerra. Se entenderá por “restos explosivos de guerra” 
los definidos como tales por el derecho internacional; 


50.A los efectos de las conductas descriptas en los 
numerales precedentes, se tendrá presente que en caso de 
duda de si un objeto que normalmente se destina a fines 
civiles, se utiliza con el fin de contribuir efectivamente a una 
acción militar, se presumirá que se utiliza para fines civiles. 
No se considerarán como un solo objetivo militar, diversos 
objetivos militares claramente separados e individualizados 
que se encuentren en una ciudad, pueblo, aldea u otra zona 
en que haya una concertación análoga de personas o bienes 
protegidos. 
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TITULO IV. DELITOS CONTRA LA 
ADMINISTRACION DE JUSTICIA POR LA CORTE 
PENAL INTERNACIONAL 


Artículo 27. (Delitos contra la administración de justi- 
cia).- 


El que cometiera cualquiera de los delitos previstos en 
el artículo 70 del Estatuto de Roma de la Corte Penal Inter- 
nacional aprobado por Ley N* 17.510, de 27 de junio de 2002, 
será castigado con dos años de prisión a diez años de 
penitenciaría. 


TITULO V. DELITOS ESPECIALES 


Artículo 28. (Lavado de activos y financiación de los 
crímenes de genocidio, de lesa humanidad y de guerra).- 


Sustitúyase el artículo 8” de la Ley N* 17.835, de 23 de 
setiembre de 2004, por el siguiente: 


“Artículo 8”.- Los delitos tipificados en los artículos 54 
a57 del Decreto-Ley N* 14.294, de 31 de octubre de 1974, 
-incorporados por el artículo 5” de la Ley N* 17.016, de 
22 de octubre de 1998- se configurarán también cuando 
su objeto material sean los bienes, productos o instru- 
mentos provenientes de delitos tipificados por nuestra 
legislación vinculados a las siguientes actividades cri- 
men de genocidio, crímenes de guerra, crímenes de lesa 
humanidad, terrorismo; contrabando superior a 
USS 20.000 (veinte mil dólares de los Estados Unidos de 
América); tráfico, ilícito de armas, explosivos, municio- 
nes o material destinado a su producción, tráfico ilícito 
de órganos, tejidos y medicamentos; tráfico ilícito de 
personas; extorsión; secuestro; proxenetismo; tráfico 
ilícito de sustancias nucleares; tráfico ilícito de obras de 
arte, animales o materiales tóxicos; estafa, cuando es 
cometida por personas físicas o representantes o em- 
pleados de las personas jurídicas sujetas al control del 
Banco Central del Uruguay en el ejercicio de sus fun- 
ciones y todos los delitos comprendidos en la Ley 
N* 17.060, de 23 de diciembre de 1998. 


En los casos previstos en el presente artículo serán 
aplicables las disposiciones contenidas en los artículos 
58 a 67 y 71 a 80 del Decreto-Ley N* 14.294, de 31 de 
octubre de 1974, incorporados por el artículo 5” de la Ley 
N* 17.016, de 22 de octubre de 1998. 


Las disposiciones del presente artículo regirán aun 
cuando el hecho antecedente origen de los bienes, pro- 
ductos o instrumentos hubiera sido cometido en el ex- 
tranjero, en tanto el mismo hubiera estado penado en el 
lugar de su comisión y en la República Oriental del 
Uruguay.” 


Artículo 29 (Apología de hechos pasados).- 
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El que hiciere, públicamente, la apología de hechos 
anteriores a la entrada en vigencia de la presente ley que 
hubieran calificado como crímenes o delitos de haber esta- 
do vigente la misma, será castigado con tres a veinticuatro 
meses de prisión. 


TITULO VI - PREVENCION - PROGRAMAS DE 
CAPACITACION 


Artículo 30. (Difusión y programas de formación).- 


El Estado se obliga a informar y difundir, de la forma más 
amplia posible, las normas de derecho interno e internacio- 
nal que regulan los crímenes y delitos que se tipifican. Se 
implementarán programas de formación y capacitación con- 
tinua en la materia destinados a los funcionarios públicos, 
especialmente a todos los niveles del personal docente, 
judicial, policial, militar y de relaciones exteriores. Se dise- 
ñarán programas especiales de formación continua y com- 
pleta en derecho internacional humanitario destinados es- 
pecialmente al personal militar. 


PARTE MI. COOPERACION Y RELACION CONLA 
CORTE PENAL INTERNACIONAL 


TITUTLO 1. DISPOSICIONES GENERALES SOBRE 
COOPERACION 


Artículo 31. (Cooperación plena).- 


31.1. La República Oriental del Uruguay cooperará ple- 
namente con la Corte Penal Internacional y cumplirá con las 
solicitudes de cooperación y asistencia que se le formulen, 
de conformidad con lo previsto en el Estatuto de Roma de 
la Corte Penal Internacional aprobado por Ley N* 17.510, de 
27 de junio de 2002 y el ordenamiento jurídico interno de la 
República. A los efectos de los artículos siguientes, toda 
referencia al “Estatuto de Roma” se entenderá realizada al 
Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional aprobado 
por Ley N* 12.510 de 27 de junio de 2002. 


31.2. No podrá invocarse la inexistencia de procedimien- 
tos en el orden interno para denegar el cumplimiento de 
solicitudes de cooperación emanadas de la Corte Penal 
Internacional. 


31.3. No podrá discutirse acerca de la existencia de los 
hechos que la Corte Penal Internacional impute a una per- 
sona, ni sobre la culpabilidad del requerido. 


Artículo 32. (Organos competentes).- 


32.1. El Poder Ejecutivo tendrá a su cargo la representa- 
ción ante la Corte Penal Internacional, actuando a través del 
Ministerio de Relaciones Exteriores y será competente para 
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entender en todos los asuntos que determina la presente 
ley. 


32.2. El Poder Judicial tendrá competencia a través de la 
Suprema Corte de Justicia y de los órganos jurisdicciona- 
les que correspondan, según lo dispuesto por la presen- 
te ley para los asuntos que deban someterse a su jurisdic- 
ción. 


32.3. Las solicitudes de cooperación y asistencia recibi- 
das de la Corte Penal Internacional se remitirán a la Direc- 
ción de Cooperación Jurídica Internacional del Ministerio 
de Educación y Cultura, quien actuará como autoridad 
central. 


32.4. El Poder Ejecutivo designará quien lo represente en 
las instancias ante la Suprema Corte de Justicia. Sin perjui- 
cio, cuando la Suprema Corte de Justicia deba efectuar 
comunicaciones o notificaciones al Poder Ejecutivo en 
procesos de asistencia o cooperación, lo hará a la Dirección 
de Cooperación Jurídica Internacional del Ministerio de 
Educación y Cultura y al órgano del Poder Ejecutivo que 
hubiese comparecido en el proceso de asistencia o coope- 
ración de que se trate. 


Artículo 33. (Comunicaciones con la Corte Penal Inter- 
nacional).- 


33.1. Las comunicaciones desde y hacia la Corte Penal 
Internacional se realizarán por vía diplomática y estarán 
eximidas del requisito de legalización. 


33.2. Las comunicaciones y documentos recibidos de la 
Corte Penal Internacional o que se envían a ésta, lo serán en 
idioma español o en su caso, deberán ser acompañadas de 
la respectiva traducción al idioma español. 


Artículo 34. (Solicitud de Cooperación a la Corte Penal 
Internacional).- 


El Poder Ejecutivo y el Poder Judicial podrán solicitar a 
la Corte Penal Internacional o a cualquiera de sus órganos, 
las solicitudes de cooperación que consideren necesarias 
para una investigación o proceso penal que se siga en 
nuestro país, conforme a lo previsto en el Art. 93 párrafo 10 
del Estatuto de Roma. 


Artículo 35. (Obligación de reserva y medidas de pro- 
tección).- 


35.1. Las solicitudes de cooperación de la Corte Penal 
Internacional, los documentos que las fundamenten, las 
actuaciones que se realicen en función de dichas solicitu- 
des de cooperación, incluidos los procedimientos ante la 
Suprema Corte de Justicia u otros órganos jurisdiccionales 
previstos en la presente ley y toda la información que se 
transmita, procese, comunique o custodie respecto a dichas 
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solicitudes, actuaciones o procedimientos, tendrán carác- 
ter reservado salvo que se disponga su dispensa por reso- 
lución judicial a pedido del Poder Ejecutivo. 


35.2. Sin perjuicio se adoptarán especialmente medidas 
efectivas que aseguren la protección de la seguridad y 
bienestar físico y sicológico de los indagados, detenidos, 
víctimas, posibles testigos y sus familiares, debiendo estar 
alas especiales recomendaciones o medidas que al respecto 
hubiese expresamente solicitado o adoptado la Corte Penal 
Internacional, siempre que las mismas no estén prohibidas 
en el orden jurídico interno y sean de posible cumplimiento 
de acuerdo con los medios que se dispongan. 


Artículo 36. (Sesiones de la Corte Penal Internacional 
en el Uruguay).- 


Cuando se trate de la investigación o enjuiciamiento de 
crímenes cometidos en el Uruguay o cuando se encuentren 
en nuestro país las personas indagadas, testigos o víctimas 
de crímenes que fueron cometidos en otra jurisdicción, se 
autoriza sin restricciones que la Corte Penal Internacional 
sesione en el Uruguay o establezca una oficina especial, 
facilitando que así lo haga también cuando esta entienda 
que redundaría en interés de la justicia. 


Artículo 37. (Privilegios e ¡nmunidades).- 


El personal de la Corte Penal Internacional gozará en el 
territorio del Estado de los privilegios e inmunidades que 
sean necesarios para cumplir con sus funciones, en los 
términos del artículo 48 del Estatuto de Roma. 


Artículo 38. (Autorización transitoria de víctimas o 
testigos).- 


En acuerdo con la Corte Penal Internacional y con noti- 
cia de la Suprema Corte de Justicia, el Poder Ejecutivo podrá 
autorizar la residencia transitoria en Uruguay de víc- 
timas traumatizadas o amenazadas, testigos u otras perso- 
nas que estén en peligro a causa del testimonio dado por 
otros testigos, siempre y cuando el costo de su manuten- 
ción y protección sea de cargo de la Corte Penal Internacio- 
nal. 


TITULO 6. PROCEDIMIENTOS GENERALES, 
OPOSICIONES EIMPUGNACIONES 


Artículo 39. (Intervención preceptiva de la Suprema 
Corte de Justicia).- 


La Suprema Corte de Justicia intervendrá 
preceptivamente, de la forma prevista en la presente ley, en 
las solicitudes de asistencia y cooperación que se reciban 
de la Corte Penal Internacional o de cualquiera de sus 
órganos. 
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Artículo 40. (Asuntos de competencia exclusiva de la 
Suprema Corte de Justicia).- 


Será competencia exclusiva de la Suprema Corte de 
Justicia, sin perjuicio de otras que se determinan, resolver 
si se constatan o no las causales previstas en el Estatuto de 
Roma para: 


a) solicitar al Fiscal de la Corte Penal Internacional que 
se inhiba en su competencia a favor del Estado uru- 
guayo (artículo 18 párrafo 2 del Estatuto de Roma); 


b) impugnar la competencia de la Corte Penal Interna- 
cional o impugnar la admisibilidad de la causa (artícu- 
los 17 y 19 del Estatuto de Roma); 


c) no dar curso a una solicitud de asistencia o coopera- 
ción recibida de la Corte Penal Internacional o de sus 
órganos por las causas previstas en el Estatuto de 
Roma: 


(1) se tratare de divulgación de información o 
documentos que pudiera afectar intereses de la 
seguridad nacional (artículo 72 del Estatuto de 
Roma); 


(2) se contravendría un principio jurídico fundamen- 
tal de aplicación general (artículo 93, párrafo 3 del 
Estatuto de Roma); 


(3) el cumplimiento inmediato de la solicitud de asis- 
tencia pudiera interferir con una investigación o 
enjuiciamiento distinto de aquel al que refiere la 
solicitud (artículo 94 párrafo 1 del Estatuto de 
Roma); 


(4) por cualquier otra causa prevista en el Estatuto de 
Roma. 


Artículo 41. (Resolución previa de la Suprema Corte de 
Justicia para formular oposiciones, impugnaciones o de- 
negar solicitudes de Cooperación).- 


41.1. Se requerirá resolución previa y favorable de la 
Suprema Corte de Justicia, para proceder frente a la Corte 
Penal Internacional de acuerdo con cualquiera de las situa- 
ciones previstas en el artículo anterior. 


41.2. La resolución podrá ser adoptada de oficio durante 
el trámite de cooperación (con excepción de la causal pre- 
vista en el artículo 40 literal c numeral 1) o a pedido del Poder 
Ejecutivo, en cuyo caso se seguirá el procedimiento esta- 
blecido en el artículo 43. 


41.3. La Suprema Corte de Justicia sólo podrá examinar 
y resolver el supuesto contemplado en el artículo 40 literal 
c numeral 1, cuando exista expresa y previa solicitud del 
Poder Ejecutivo en tal sentido. 
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41.4. Las resoluciones de la Suprema Corte de Justicia 
adoptadas en los procedimientos previstos en la presente 
ley serán susceptibles de recurso de reposición. 


Artículo 42. (Procedimiento general ante la Suprema 
Corte de Justicia).- 


42.1. Recibida de la Corte Penal Internacional o de cual- 
quiera de sus órganos una solicitud de asistencia o coope- 
ración, la misma será remitida a la Suprema Corte de Justicia 
dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes. 


42.2. El control de los requisitos formales de una solici- 
tud de cooperación o asistencia corresponderá al Poder 
Ejecutivo y a la Suprema Corte de Justicia. La resolución 
definitiva sobre los mismos será privativa de la Suprema 
Corte de Justicia. 


42.3. El Ministerio de Relaciones Exteriores o la Direc- 
ción de Cooperación Jurídica Internacional del Ministerio 
de Educación y Cultura, al recibir la solicitud de asistencia 
o cooperación, podrán observar el incumplimiento de requi- 
sitos formales previstos por el Estatuto de Roma para la 
solicitud de cooperación o asistencia, en cuyo caso y sin 
perjuicio de remitir las actuaciones junto con las observa- 
ciones a la Suprema Corte de Justicia, realizarán las consul- 
tas con la Corte Penal Internacional o sus órganos para 
procurar subsanar los vicios formales. 


42,4. Recibida la solicitud por la Suprema Corte de Jus- 
ticia, ésta examinará de inmediato o en los plazos estable- 
cidos en la presente ley para el tipo de solicitud o asistencia 
de que se trate: 


(a) si la orden de solicitud de cooperación o asistencia 
cumple con los requisitos formales previstos por el 
Estatuto de Roma y si son procedentes las observa- 
ciones que al respecto hubiese formulado el Poder 
Ejecutivo, si las hubiere; 


(b) si se verifica cualquiera de los supuestos previstos 
en el artículo 40, a excepción del establecido en el 
literal c numeral 1, para cuyo análisis requerirá expre- 
sa petición del Poder Ejecutivo de acuerdo con lo 
previsto en el artículo 41.3. 


42.5. Si la Suprema Corte de Justicia entiende que la 
solicitud de cooperación o asistencia no reúne los requisi- 
tos formales, siendo procedentes las observaciones que al 
respecto hubiese formulado el Poder Ejecutivo o sin haber 
mediado dichas observaciones igualmente constata que la 
solicitud adolece de vicios formales, lo comunicará al Poder 
Ejecutivo y suspenderá el procedimiento hasta aguardar el 
resultado de las consultas que se formulen con la Corte 
Penal Internacional o sus órganos. 


42.6. Si la Suprema Corte de Justicia resuelve que no son 
procedentes las observaciones del Poder Ejecutivo sobre 
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los requisitos formales de la solicitud, se estará a dicha 
resolución y el Poder Ejecutivo lo comunicará a la Corte 
Penal Internacional o asus órganos, si ya hubiese formula- 
do consultas al respecto. 


42.7. Sila solicitud de cooperación o asistencia reúne los 
requisitos formales, no se constata ninguna de las actuacio- 
nes previstas en el artículo 40 que puedan ser resueltas de 
oficio y no ha mediado comparecencia del Poder Ejecutivo 
al amparo de la facultad prevista en el artículo 43.1, la 
Suprema Corte de Justicia dispondrá lo pertinente para el 
cumplimiento de la solicitud de asistencia o cooperación. 


42.8. Si la Suprema Corte de Justicia entiende que se 
verifica alguna de las causales previstas en el artículo 40 
que pueden ser resueltas de oficio, adoptará resolución 
expresa previa vista al Fiscal de Corte y lo comunicará al 
Poder Ejecutivo, quien en cumplimiento de dicha resolución 
procederá frente a la Corte Penal Internacional o a sus 
órganos, de conformidad con lo previsto en el Estatuto de 
Roma y a la presente ley, de acuerdo con el caso de que se 
trate. 


42.9. La Suprema Corte de Justicia podrá requerir todos 
los informes que entienda pertinente a cualquier órgano del 
Estado. 


42.10. El Poder Ejecutivo, sin perjuicio de la facultad de 
comparecer de acuerdo con lo previsto en el artículo 43.1, 
podrá en cualquier estado del trámite formular las observa- 
ciones o recomendaciones convenientes a su interés. 


Artículo 43. (Procedimiento ante la Suprema Corte de 
Justicia ante solicitud del Poder Ejecutivo).- 


43.1. Cuando convenga al interés del Poder Ejecutivo 
proceder frente a la Corte Penal Internacional o a cualquiera 
de sus Órganos de acuerdo con las situaciones previstas en 
el artículo 40 literales (a) a (c), podrá solicitar, en cualquier 
momento, que la Suprema Corte de Justicia adopte resolu- 
ción al respecto. A estos efectos, el Poder Ejecutivo solici- 
tará audiencia ante la Suprema Corte de Justicia, que se 
celebrará dentro de las veinticuatro horas siguientes y en 
la cual comparecerá verbalmente o por escrito, presentando 
toda la información y documentación en que fundamente su 
petición. 


43.2. La Suprema Corte de Justicia mantendrá en suspen- 
so el trámite de cooperación o asistencia que estuviese en 
curso, si lo hubiere, hasta que adopte resolución, pudiendo 
mantener, sustituir o suspender las medidas que ya hubiese 
dispuesto. Asimismo, podrá requerir, en la audiencia o 
posteriormente, previo a dictar resolución, toda la informa- 
ción complementaria que considere necesaria o solicitarla 
directamente al órgano que corresponda. De lo actuado en 
la audiencia se labrará acta resumida. 


43.3. La Suprema Corte de Justicia, dentro de los quince 
días siguientes a la audiencia y previa vista al Fiscal de 
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Corte, resolverá si surge suficientemente acreditada con- 
forme a las disposiciones del Estatuto de Roma, la causal 
invocada por el Poder Ejecutivo o cualquier otra de las 
causales contenidas en el artículo 40 respecto de las cuales 
estuviese habilitada para resolver de oficio. 


43.4. La resolución y sus fundamentos se comunicarán 
en audiencia especialmente convocada al efecto y se dará 
por notificada en la misma. Si la resolución deniega la 
solicitud del Poder Ejecutivo, éste tendrá derecho a reiterar- 
la invocando la existencia de hechos nuevos. 


Artículo 44. (Impugnación de admisibilidad o compe- 
tencia).- 


44.1. Si la Suprema Corte de Justicia resuelve que se 
verifican las causales para solicitar al Fiscal de la Corte 
Penal Internacional que se inhiba en su competencia a favor 
del Estado uruguayo (artículo 18 párrafo 2 del Estatuto de 
Roma) o para impugnar la competencia de la Corte Penal 
Internacional o la admisibilidad de la causa (artículos 17 y 
19 del Estatuto de Roma), el Poder Ejecutivo procederá de 
acuerdo con la resolución de la Suprema Corte de Justicia 
y a lo previsto en el Estatuto de Roma para el caso de que 
se trate, estando habilitado a deducir ante la Corte Penal 
Internacional o sus órganos, las oposiciones, 
impugnaciones, apelaciones o recursos que correspon- 
dan. 


44.2. El Poder Ejecutivo suministrará a la Corte Penal 
Internacional o a sus órganos, toda la información relativa 
al estado de las actuaciones que se llevan a cabo en la 
República. 


44.3. El Poder Ejecutivo informará periódicamente a la 
Suprema Corte de Justicia, en los plazos y forma en que ésta 
solicite, sobre el estado de los procedimientos ante la Corte 
Penal Internacional o sus órganos. 


44.4. Mientras esté en trámite ante la Corte Penal Inter- 
nacional una impugnación de admisibilidad o competencia, 
si se recibiera de la Corte Penal Internacional o de alguno 
de sus órganos, solicitudes de información, cooperación o 
de asistencia para la investigación u obtención de pruebas 
que la Corte Penal Internacional estime importantes o pre- 
suma que existe un riesgo cierto de que las mismas no 
estarán disponibles ulteriormente (Art. 18 párrafo 6 del 
Estatuto de Roma) o se tratare de declaraciones de testigos 
o diligenciamiento de pruebas que estuviesen en trámite 
desde antes de la impugnación (Art. 19 párrafo 8 literal b del 
Estatuto de Roma) o de medidas tendientes a impedir que 
una persona respecto de la cual se hubiera pedido su 
detención eluda la acción de la justicia (Art. 19 párrafo 8 
literal c del Estatuto de Roma), la Suprema Corte de 
Justicia dará curso a su diligenciamiento, en cuanto di- 
chas solicitudes de cooperación resulten ajustadas a dere- 
cho. 


44.5. Sila Corte Penal Internacional resuelve en defini- 
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tiva que la causa es admisible o que es competente, se 
aceptará dicha competencia o admisibilidad y se procederá 
a dar trámite alos requerimientos de cooperación y asisten- 
cia. 


Artículo 45. (Afectación de intereses de seguridad 
nacional).- 


45.1. Si habiendo mediado solicitud expresa del Poder 
Ejecutivo y tramitado el procedimiento previsto en el ar- 
tículo 43, la Suprema Corte de Justicia resuelve estar ante 
un caso en que la divulgación de información o de documen- 
tos pudiera afectar los intereses de la seguridad nacional, 
podrá autorizar, a solicitud del Poder Ejecutivo, las medidas 
razonables pertinentes que se sugerirá adoptar por medio 
de la cooperación con la Corte Penal Internacional para 
salvaguar los intereses afectados. 


45.2. El Poder Ejecutivo comunicará de inmediato a la 
Corte Penal Internacional la oposición del Estado a la divul- 
gación de la información o de los documentos, procurando 
acordar con la Corte Penal Internacional o sus órganos, las 
medidas razonables sugeridas para el caso. 


45.3. Si la Corte Penal Internacional adoptara dichas 
medidas, se aceptarán y cumplirán las mismas cesando la 
oposición deducida. Si, por el contrario, la Corte Penal 
Internacional no dispone las medidas sugeridas, el Es- 
tado mantendrá la oposición, comunicándolo de inmediato 
a la Corte Penal Internacional y a la Suprema Corte de 
Justicia. 


45.4. La adopción o propuesta de adopción por parte de 
la Corte Penal Internacional de cualquier otra nueva medida 
razonable alternativa, tendiente a contemplar los intereses 
que motivaron la oposición del Estado, diferente o comple- 
mentaria de las sugeridas por la Suprema Corte de Justicia, 
podrá ser aceptada por el Poder Ejecutivo en cuanto éste 
entienda que quedan salvaguardados los intereses de la 
seguridad nacional, en cuyo caso cesará la oposición dedu- 
cida. 


45.5. Si la resolución de la Suprema Corte de Justicia 
entiende que de ningún modo se afecta la seguridad nacio- 
nal, el Poder Ejecutivo no estará habilitado para oponerse 
a la divulgación de información o documentos invocando 
intereses de seguridad nacional y, si correspondiere por 
tratarse del supuesto previsto en el artículo 73 del Estatuto 
de Roma, recabará el consentimiento del autor del documen- 
to o de la información. 


Artículo 46. (Contravención de un principio jurídico 
fundamental o violación de obligaciones internacionales 
del Estado).- 


46.1. Si la Suprema Corte de Justicia resuelve que se 
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contraviene un principio jurídico fundamental de aplica- 
ción general (artículo 93 párrafo 3 del Estatuto de Roma) o 
que se viola una obligación preexistente del Estado en 
virtud de Tratados Internacionales o la inmunidad de un 
Estado o de un bien de un Estado o la inmunidad diplomática 
de una persona artículos 97, literal c y 98 del Estatuto de 
Roma), se suspenderá el trámite de cooperación o asisten- 
cia y el Poder Ejecutivo lo comunicará y realizará las consul- 
tas pertinentes con Corte Penal Internacional o sus órga- 
nos, quien resolverá de la conformidad con el Estatuto de 
Roma. 


46.2. La Suprema Corte de Justicia podrá sugerir las 
condiciones especiales a las cuales podrá adecuarse la 
solicitud de cooperación o asistencia para que su cumpli- 
miento resulte conforme a derecho. El Poder Ejecutivo 
comunicará dichas condiciones en las consultas que realice 
a la Corte Penal Internacional o a sus órganos. Si se acor- 
dara con la Corte Penal Internacional el cumplimiento de la 
solicitud en las condiciones especiales que hubiera esta- 
blecido la Suprema Corte de Justicia, el Poder Ejecutivo lo 
comunicará a ésta, quien dispondrá lo pertinente para dar 
curso a la solicitud de cooperación de acuerdo con las 
condiciones establecidas. 


Artículo 47. (Aplazamiento de la solicitud de asisten- 
cia por existir una investigación o enjuiciamiento en cur- 
so).- 


47.1. Si la Suprema Corte de Justicia resuelve que el 
cumplimiento inmediato de la solicitud de asistencia puede 
interferir con una investigación o enjuiciamiento distinto 
de aquel al que refiere la solicitud (artículo 94 párrafo 1 del 
Estatuto de Roma), deberá estimar el plazo razonable para 
concluir la investigación o la finalización del enjuiciamiento 
en curso y decidir si la medida de cooperación o asistencia 
solicitada por la Corte Penal Internacional o sus órganos, 
puede igualmente cumplirse sujeta a condiciones especia- 
les de forma tal que no interfiera con la investigación o 
enjuiciamiento en curso. 


47.2. El Poder Ejecutivo comunicará inmediatamente la 
resolución a la Corte Penal Internacional y coordinará las 
condiciones especiales en las cuales se cumplirá la solici- 
tud de asistencia o cooperación sin interferir con la inves- 
tigación o enjuiciamiento en curso o, en su caso, acordará 
con la Corte Penal Internacional el aplazamiento en el cum- 
plimiento de la medida, por un término que no será inferior 
al establecido por la Suprema Corte de Justicia. Todo sin 
perjuicio de lo previsto en el artículo 94 párrafo 2 del 
Estatuto de Roma. 


47.3. Si se acordara con la Corte Penal Internacional el 
cumplimiento de la solicitud bajo las condiciones especia- 
les que hubiera establecido la Suprema Corte de Justicia, el 
Poder Ejecutivo lo comunicará a ésta, quien dispondrá lo 
pertinente para a dar trámite a la solicitud de cooperación 
de acuerdo con las condiciones establecidas. 
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TITULO MI. MEDIDAS DE COOPERACION Y 
ASISTENCIA 


Capítulo 1. Detención y entrega de personas 
Artículo 48. (Solicitud de Detención y Entrega).- 


48.1.Sise recibiera de la Corte Penal Internacional o de 
cualquiera de sus Órganos, una solicitud de detención y 
entrega de una persona o de entrega de una persona que ya 
estuviese bajo prisión preventiva, la Suprema Corte de 
Justicia resolverá expresamente sobre la admisibilidad de la 
solicitud dentro del plazo de diez días de su recepción, 
previa vista al Fiscal de Corte, de conformidad con el 
procedimiento previsto en el artículo 42. 


48.2. Si la solicitud reúne los requisitos formales o sus 
defectos han sido subsanados y no se constata ninguna de 
las situaciones previstas en el artículo 40 o las mismas han 
sido resueltas, correspondiendo el cumplimiento de la me- 
dida, la Suprema Corte de Justicia librará inmediatamente la 
orden de detención de la persona requerida. 


48.3. Dentro de las veinticuatro horas de producido el 
arresto o de haberse resuelto procedente la medida si la 
persona ya se encontrase privada de libertad, la Suprema 
Corte de Justicia, con noticia del Fiscal de Corte, realizará 
una audiencia en la que: 


a) Intimará al detenido la designación de defensor de su 
elección, bajo apercibimiento de tenérsele por desig- 
nado al de oficio de turno. 


b) Nombrará un intérprete, si el detenido no se expresa- 
ra en idioma español. 


c) Informará al detenido sobre los motivos de la deten- 
ción y los detalles de la solicitud de entrega. 


d) Informará al detenido que se le presume inocente 
mientras no se pruebe su culpabilidad ante la Corte Pe- 
nal Internacional y que no está obligado a declarar con- 
tra sí mismo ni a declararse culpable, pudiendo guardar 
silencio sin que ello vaya a tenerse en cuenta a los 
efectos de determinar su culpabilidad o inocencia. 


e) Informará al detenido del procedimiento de entrega a 
la Corte Penal Internacional previsto en la presente 
ley y el Estatuto de Roma. 


f) Dejará constancia de sus manifestaciones respecto 
del contenido de la solicitud de entrega, las que 
deberán ser efectuadas en presencia del defensor. 


g) Interrogará al detenido, previa consulta con su de- 
fensor, si desea prestar conformidad a la entrega, 
informándole que de así hacerlo se pondrá fin al 
trámite judicial. El detenido podrá reservarse la res- 
puesta para más adelante. 
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48.4. Dentro de las cuarenta y ocho horas de celebrada 
la audiencia o luego de resueltas las excepciones de cosa 
juzgada o litispendencia si las mismas se hubiesen inter- 
puesto (artículo 53), se pasarán los autos al Fiscal de Corte, 
quien, dentro de los cinco días siguientes, se pronunciará 
sobre la solicitud de entrega. Devuelto el expediente, den- 
tro de los diez días siguientes la Suprema Corte de Justicia 
dictará sentencia sobre la entrega, que contendrá decisión 
acerca de los puntos contenidos en el artículo 59 párrafo 2 
del Estatuto de Roma. 


48.5. Si la Suprema Corte de Justicia comprueba que el 
proceso no se llevó a cabo conforme a derecho o que no se 
respetaron los derechos de la persona, sin perjuicio de 
disponer de oficio las investigaciones o denuncias que 
correspondan, lo comunicará al Poder Ejecutivo para que 
éste efectúe las consultas pertinentes con la Corte Penal 
Internacional. La decisión sobre la entrega se aplazará 
hasta conocer el resultado de las consultas con la Corte 
Penal Internacional. 


48.6. Si la Suprema Corte de Justicia dispusiera la entre- 
ga, lo notificará al detenido y al Poder Ejecutivo, quien 
comunicará dicha decisión a la Corte Penal Internacional y 
celebrará consultas con ésta a fin de acordar la fecha y 
condiciones de la entrega, la que se efectuará lo antes 
posible. Cuando se efectúe la entrega, se informará a la 
Corte Penal Internacional el tiempo exacto durante el cual la 
persona estuvo privada de libertad. 


48.7. La Corte Penal Internacional comunicará al Poder 
Ejecutivo y éste a la Suprema Corte de Justicia, la sentencia 
que hubiera recaído en el enjuiciamiento de toda persona 
que fuera detenida y entregada a la Corte Penal Internacio- 
nal por la República. 


Artículo 49. (Detención de persona sospechosa).- 


49.1. Cuando se constate la situación prevista en el 
artículo 4.2, encontrándose en territorio de la República o 
en lugares sometidos a su jurisdicción una persona sospe- 
chosa de haber cometido un crimen o delito tipificado en el 
Estatuto de Roma: 


(a) Se notificara inmediatamente a la Corte Penal Interna- 
cional, al Estado en cuyo territorio se sospecha que la 
persona ha cometido el crimen o delito, al Estado de su 
nacionalidad que se encuentre más próximo y, si fuese 
apátrida, al Estado en que habitualmente resida. 


(b) Se dará cuenta inmediata a la Suprema Corte de 
Justicia quien dispondrá, si las circunstancias lo 
justifican, orden de prisión preventiva. 


49.2. Dentro de las veinticuatro horas de producido el 
arresto, la Suprema Corte de Justicia, con noticia del Fiscal 
de Corte, realizará una audiencia en la que: 


a) Intimará al detenido la designación del defensor de 
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su elección, bajo apercibimiento de tenérsele por 
designado al de oficio de turno. 


b) Nombrará un intérprete, si el detenido no se expresa- 
ra en idioma español. 


c) Informará que existen motivos para creer que ha 
cometido un crimen de competencia de la Corte Penal 
Internacional y que se procederá atomarle declaración. 


d) Informará al detenido que se le presume inocente 
mientras no se pruebe su culpabilidad y que no está 
obligado a declarar contra sí mismo ni a declararse 
culpable, pudiendo guardar silencio sin que ello 
vaya a tenerse en cuenta a los efectos de determinar 
su culpabilidad o inocencia. 


e) Informará al detenido sobre el procedimiento que se 
tramita y lo establecido en el Estatuto de Roma. 


f) Procederá a tomarle declaración en presencia del 
defensor. 


49.3. Finalizada la audiencia, la Suprema Corte de Justi- 
cia podrá disponer que la persona continúe bajo prisión 
preventiva o adoptar otras medidas sustitutivas. Lo actuado 
en audiencia será comunicado al Poder Ejecutivo, quien lo 
notificará a la Corte Penal Internacional o a sus órganos, al 
Estado en cuyo territorio se sospecha que la persona ha 
cometido los crímenes o delitos y al Estado de su naciona- 
lidad que se encuentre más próximo y, si fuese apátrida, al 
Estado en que habitualmente resida. La persona detenida 
tendrá facilidades para comunicarse inmediatamente con el 
representante correspondiente del Estado de su nacionali- 
dad que se encuentre más próximo o, si se trata de un apátrida, 
con el representante del Estado en que habitualmente resida. 


49.4. Si dentro del plazo de veinte días corridos desde la 
fecha de comunicación prevista en el párrafo 1 literal (a), no 
se recibiera de la Corte Penal Internacional una solicitud de 
entrega u otra solicitud de asistencia, ni se recibieran 
pedidos de extradición de otros Estados, la Suprema Corte de 
Justicia, con noticia del Fiscal de Corte, remitirá las actuacio- 
nes al Juzgado Letrado competente, quien dentro de los diez 
días corridos siguientes dispondrá la libertad del indagado 
o, siexistiera mérito, lainiciación del procedimiento penal. 


49.5. Si la Corte Penal Internacional o sus Órganos 
hubieran solicitado la entrega u otra medida de asistencia, 
se procederá de acuerdo con lo previsto en el artículo 42. Si 
serecibiera solicitudes de extradición de terceros Estados, 
se estará a lo dispuesto en los artículos 4.4 y 60 en cuanto 
sean aplicables. 


Artículo 50. (Solicitud de prisión preventiva).- 


50.1. Sise recibiera de la Corte Penal Internacional o de 
cualquiera de sus Órganos, una solicitud de prisión preven- 
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tiva formulada por la Corte Penal Internacional de confor- 
midad con el artículo 92 del Estatuto de Roma, la Suprema 
Corte de Justicia, con noticia al Fiscal de Corte y actuando 
de acuerdo con lo previsto en los artículos 48.1 y 48.2 de la 
presente ley, librará inmediatamente la orden de arresto 
solicitada. 


50.2. Si la solicitud de prisión preventiva se realiza por 
vía de la Organización Internacional de Policía Criminal 
(INTERPOL) u otra organización regional competente, ella 
deberá ser puesta en conocimiento de la Suprema Corte de 
Justicia para que se proceda de acuerdo con el párrafo 
precedente. 


50.3. Dentro de las veinticuatro horas de producido el 
arresto, la Suprema Corte de Justicia, con noticia del Fiscal 
de Corte, realizará una audiencia en la que: 


a) Intimará al detenido la designación de defensor de su 
elección, bajo apercibimiento de tenérsele por desig- 
nado al de oficio de turno. 


b) Nombrará un intérprete, si el detenido no se expresa- 
ra en idioma español. 


c) Informará al detenido sobre los motivos de la deten- 
ción. 


d) Informará al detenido que se le presume inocente 
mientras no se pruebe su culpabilidad ante la Corte 
Penal Internacional y que no está obligado a declarar 
contra sí mismo ni a declararse culpable, pudiendo 
guardar silencio sin que ello vaya a tenerse en cuenta 
alos efectos de determinar su culpabilidad oinocen- 
cia. 


e) Informará al detenido del procedimiento de prisión 
preventiva y entrega a la Corte Penal Internacional 
previsto en la presente ley y en el Estatuto de Roma. 


f) Dejará constancia de sus manifestaciones respecto 
de la orden de preventiva, las que deberán ser efec- 
tuadas en presencia del defensor. 


50.4. Si la solicitud de entrega y los documentos que la 
justifican no es recibida por el Poder Ejecutivo en el plazo 
de sesenta días contados desde la fecha de la detención 
provisional, la persona detenida quedará en libertad, sin 
perjuicio de lo dispuesto por el Art. 92 párrafo 4 del Estatuto 
de Roma. 


Artículo 51. (Excarcelamiento por error en la persona 
requerida).- 


51.1. La Suprema Corte de Justicia dispondrá la libertad 
de la persona detenida en cumplimiento de una solicitud de 
detención y entrega o de prisión preventiva, si se comprue- 
ba que el detenido no es la persona reclamada, lo que será 
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notificado inmediatamente al Poder Ejecutivo, quien lo co- 
municará y realizará las consultas pertinentes con la Corte 
Penal Internacional. 


51.2. Laexcarcelación se podrá disponer bajo caución u 
otras medidas sustitutivas a la prisión preventiva hasta 
tanto se reciba el resultado de las consultas que se celebren 
con la Corte Penal Internacional. 


51.3. La Suprema Corte de Justicia ordenará que se 
procure localizar a la persona requerida y comprobar si la 
misma se encuentra en territorio del Estado. El resultado de 
dichas investigaciones será informado por el Poder Ejecu- 
tivo a la Corte Penal Internacional. 


Artículo 52. (Secuestro de cosas).- 


52.1. La solicitud de detención y entrega y, en su caso, 
de prisión preventiva, podrá extenderse al secuestro de 
objetos o de documentos que estén en poder de la persona 
requerida y sean instrumentos probatorios del delito, ins- 
trumentos del delito o efectos provenientes de él. 


52.2. La entrega de estos objetos a la Corte Penal Inter- 
nacional será ordenada por la resolución que conceda la 
entrega de la persona, sin perjuicio de los derechos de los 
terceros de buena fe. 


Artículo 53. (Impugnación de la solicitud de entrega 
por cosa juzgada o litispendencia).- 


53.1. La persona cuya entrega se solicita por la Corte 
Penal Internacional, tendrá derecho aimpugnar la solicitud 
de entrega oponiendo ante la Suprema Corte de Justicia, 
únicamente, las excepciones de cosa juzgada o de 
litispendencia ante un tribunal nacional. 


53.2. Lasexcepciones podrán interponerse en cualquier 
momento del trámite; hasta las cuarenta y ocho horas si- 
guientes de celebrada la audiencia prevista en el artículo 
48.3. 


53.3. Deducida la oposición, la Suprema Corte de Justicia 
suspenderá el trámite de entrega y con noticia al Fiscal de 
Corte, comunicará de inmediato la impugnación al Poder 
Ejecutivo, quien celebrará consultas con la Corte Penal 
Internacional par determinar, conforme al artículo 89 párra- 
fo 2 del Estatuto de Roma, si ha habido una decisión sobre 
la admisibilidad de la causa. 


53.4. Si la causa ha sido admitida, continuará el proce- 
dimiento de entrega. Si está pendiente la decisión sobre 
admisibilidad, se aplazará el trámite de la entrega hasta que 
la Corte Penal Internacional adopte una decisión definitiva. 
Las resoluciones respectivas serán notificadas al impug- 
nante. 
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Artículo 54. (Solicitud de libertad provisional).- 


54.1. El detenido tendrá derecho a pedir la libertad pro- 
visional. En caso de que así lo solicite, la Suprema Corte de 
Justicia dará vista al Fiscal de Corte y lo notificará de 
inmediato al Poder Ejecutivo, quien comunicará a la Corte 
Penal Internacional sobre la solicitud presentada. 


54.2. La Suprema Corte de Justicia resolverá sobre el 
pedido de libertad provisional considerando la gravedad de 
los presuntos crímenes, la existencia o no de circunstancias 
urgentes y excepcionales que justifiquen la libertad provi- 
sional y la existencia de garantías que aseguren el cumpli- 
miento de la obligación de entregar la persona requerida a 
la Corte Penal Internacional. A estos efectos, tendrá en 
consideración las recomendaciones que formule la Corte 
Penal Internacional, incluidas las relativas a las medidas 
para impedir la evasión de la persona. 


54.3. La Suprema Corte de Justicia adoptará resolución 
sobre el pedido de libertad provisional, previa opinión del 
Fiscal de Corte, en el plazo de los diez días siguientes al día 
en que recibiera las recomendaciones de la Corte Penal 
Internacional y, para el caso en que accediera a conocer la 
excarcelación, adoptará todas las medidas sustitutivas a la 
prisión preventiva indispensables para asegurar la entrega 
de la persona a la Corte Penal Internacional y remitirá a ésta 
los informes periódicos que requiera. 


Artículo 55. (Consentimiento de la persona detenida).- 


55.1. En cualquier estado del trámite de una solicitud de 
detención y entrega o de prisión preventiva, la persona 
detenida podrá dar, en presencia de su defensor, su consen- 
timiento libre y expreso para ser entregada a la Corte Penal 
Internacional. 


55.2. La Suprema Corte de Justicia resolverá sin más 
trámite y notificará a la persona detenida y al Poder Ejecu- 
tivo, quien comunicará la decisión ala Corte Penal Interna- 
cional y celebrará consultas con ésta a fin de acordar la 
fecha y condiciones de la entrega. 


Artículo 56. (Plazo máximo de detención de persona 
requerida).- 


La persona requerida por la Corte Penal Internacional no 
podrá estar privada de libertad por un término superior alos 
ciento veinte días. 


Artículo 57. (Solicitud de entrega temporal).- 


57.1. Cuando la persona requerida por la Corte Penal 
Internacional esté detenida en territorio uruguayo, siendo 
enjuiciada o cumpliendo condena por un delito diferente 
por el cual pide su entrega la Corte Penal Internacional, ésta 
podrá solicitar el traslado provisional o temporal a su sede, 
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con el fin de proceder a su identificación, declaración 
testimonial u otro tipo de asistencia. 


57.2. Sise recibiera de la Corte Penal Internacional una 
solicitud en tal sentido, la Suprema Corte de Justicia proce- 
derá de conformidad con lo previsto en el artículo 42 y con 
noticia del Fiscal de Corte, del Poder Ejecutivo, del defensor 
de la persona requerida, del Juez y del Fiscal del proceso 
que se tramita en territorio uruguayo, realizará una audien- 
cia en la cual informará al detenido sobre la solicitud de 
entrega temporal y lo interrogará, en presencia de su defen- 
sor, si brinda o no el consentimiento para el traslado provi- 
sional a la Corte Penal Internacional. 


57.3. Sila persona brinda su consentimiento, la Suprema 
Corte de Justicia, previa vista al Fiscal de Corte, al Poder 
Ejecutivo, al Juez y al Fiscal del proceso que se tramita en 
territorio uruguayo, resolverá en un plazo de diez días sobre 
las condiciones a que estará sujeto el traslado temporal, 
notificándolo a los órganos mencionados y al detenido. 


57.4. El Poder Ejecutivo comunicará y acordará en con- 
sulta con la Corte Penal Internacional, las condiciones para 
el traslado temporal que hubiese resuelto la Suprema Corte 
de Justicia. 


57.5. Si la persona no brinda su consentimiento, no se 
procederá al traslado temporal. La Suprema Corte de Justi- 
cia lo informará al Poder Ejecutivo, quien lo comunicará 
inmediatamente a la Corte Penal Internacional. 


Artículo 58. (Solicitud de orden de comparecencia).- 


58.1. Sise recibiera de la Corte Penal Internacional una 
orden de comparecencia de una persona en los términos del 
artículo 58 párrafo 7 del Estatuto de Roma, como alternativa 
a una solicitud de detención, la Suprema Corte de Justicia 
procederá de conformidad con lo previsto en el artículo 42 
de esta ley y con noticia al Fiscal de Corte: 


(a) Adoptará de inmediato todas las medidas necesarias 
alternativas a la prisión preventiva para asegurar la 
ejecución de la orden de comparecencia a la Corte 
Penal Internacional, como, por ejemplo: imponer la 
obligación de no abandonar el país realizando las 
comunicaciones pertinentes; la obligación de perma- 
necer dentro de determinados límites territoriales; la 
obligación de presentarse periódicamente a una 
Seccional Policial o cualquier otra medida que se 
estime adecuada, sin perjuicio de las que recomiende 
la Corte Penal Internacional. No se adoptará ninguna 
medida alternativa a la prisión preventiva, cuando la 
orden de comparecencia a la Corte Penal Internacio- 
nal disponga expresamente que éstas no serán nece- 
sarlas. 


(b) Citará a la persona a una audiencia que se celebrará 
dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes, 
indicando que deberá comparecer acompañada de 
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defensor de su elección bajo apercibimiento de te- 
nerlo por designado al defensor de oficio de turno. La 
citación se efectuará de conformidad con lo dispues- 
to en los artículos 66.2 y 66.3. 


(c) Si la persona citada a la audiencia no compareciera o 
no hubiera podido ser ubicada, se librará orden de 
arresto con noticia al Fiscal de Corte. El Poder Ejecu- 
tivo lo comunicará de inmediato a la Corte Penal 
Internacional. Arrestada la persona, se procederá a 
tomarle audiencia dentro de las veinticuatro horas 
siguientes. 


58.2. En la audiencia, la Suprema Corte de Justicia pro- 
cederá a: 


(a) Designarle defensor de oficio si no estuviese presen- 
te su defensor. 


(b) Nombrar un intérprete, si la persona no se expresara 
en idioma español. 


(c) Notificarle personalmente la orden de comparecen- 
cia a la Corte Penal Internacional y las medidas 
dispuestas si las hubiere. 


(d) Informar que se le presume inocente mientras no se 
pruebe su culpabilidad ante la Corte Penal Interna- 
cional y que no está obligada a declarar contra sí 
misma ni a declararse culpable, pudiendo guardar 
silencio sin que ello vaya a tenerse en cuenta a los 
efectos de determinar su culpabilidad o inocencia. 


(e) Informar del procedimiento de comparecencia a la 
Corte Penal Internacional previsto en la presente ley 
y en el Estatuto de Roma. 


(f) Se dejará constancia de sus manifestaciones respec- 
to de la orden de comparecencia, las que deberán ser 
efectuadas en presencia del defensor. 


58.3. La Suprema Corte de Justicia informará al Poder 
Ejecutivo sobre el cumplimiento de la notificación de la 
orden de comparecencia y las medidas adoptadas si las 
hubiere. El Poder Ejecutivo, lo comunicará a la Corte Penal 
Internacional, quien podrá realizar las recomendaciones y 
observaciones que entienda del caso, las cuales serán 
especialmente tenidas en cuenta por la Suprema Corte de 
Justicia. 


Artículo 59. (Solicitud de dispensa del principio de 
especialidad).- 


59.1. Si la Corte Penal Internacional solicita la dispensa 
del principio de especialidad previsto en el artículo 101 
párrafo 1 del Estatuto de Roma, por haber confirmado contra 
una persona que hubiese sido entregada por el Estado a la 
Corte Penal Internacional, la existencia de nuevos cargos 
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por crímenes bajo su jurisdicción en función de hechos 
diferentes de los que fundamentaron la solicitud de en- 
trega y anteriores a ésta, la Suprema Corte de Justicia 
resolverá de acuerdo con el procedimiento previsto en el 
artículo 42, sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo 
siguiente. 


59.2. Si en relación con los hechos por los cuales se 
formulan nuevos cargos y se fundamenta la dispensa, exis- 
tieran investigaciones o actuaciones judiciales en curso en 
la jurisdicción nacional u otras que pudieran ser interferi- 
das, la Suprema Corte de Justicia informará de las mismas a 
la Corte Penal Internacional, poniéndolas a su disposición 
y remitiendo los antecedentes que se solicitaren, pero no 
podrá negar la dispensa al amparo de lo previsto en el 
artículo 40 literal c numeral 3 (artículo 94 del Estatuto de 
Roma). La resolución se notificará al Poder Ejecutivo, quien 
lo comunicará a la Corte Penal Internacional. 


Artículo 60. (Solicitudes Concurrentes).- 


60.1. Si se reciben solicitudes concurrentes de entrega 
ala Corte Penal Internacional y de extradición por terceros 
Estados, se notificará inmediatamente a la Corte Penal Inter- 
nacional y al Estado requirente, remitiendo las actuaciones 
a la Suprema Corte de Justicia, quien resolverá, en el plazo 
de quince días con noticia del Fiscal de Corte y del Poder 
Ejecutivo, cuál de las solicitudes tiene prioridad tomando 
en consideración lo dispuesto en el artículo 90 del Estatuto 
de Roma. La resolución se notificará al Poder Ejecutivo, 
quien la comunicará a la Corte Penal Internacional y al 
Estado requirente. 


60.2. Si estuviese pendiente la resolución sobre 
admisibilidad de la causa ante la Corte Penal Internacio- 
nal, el trámite se suspenderá hasta conocer la resolución 
de la Corte Penal Internacional sobre admisibilidad de la 
causa. 


60.3. Si la Suprema Corte de Justicia resuelve que tiene 
prioridad la extradición, con noticia del Fiscal de Corte y del 
Poder Ejecutivo, derivará las actuaciones al Juzgado com- 
petente par substanciar el trámite de extradición. Si subs- 
tanciado el proceso de extradición la misma se hubiese 
denegado, la decisión se comunicará a la Corte Penal Inter- 
nacional. 


Artículo 61. (Imposibilidad de localizar a la persona 
requerida).- 


Si la persona requerida no pudiese ser localizada pese a 
los intentos realizados o si en la investigación se hubiera 
determinado que la persona no es la indicada en la solicitud 
de la Corte Penal Internacional, la Suprema Corte de Justicia 
lo informará al Poder Ejecutivo, quien efectuará las consul- 
tas pertinentes con la Corte Penal Internacional. 
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Artículo 62. (Autorización en tránsito de persona dete- 
nida).- 


62.1. El Poder Ejecutivo, con noticia a la Suprema Corte 
de Justicia, autorizará el tránsito por el territorio uruguayo 
de cualquier persona que se encuentre detenida a disposi- 
ción de la Corte Penal Internacional, para ser transportada 
de un país a otro, cuando reciba de la Corte Penal Interna- 
cional una solicitud de autorización de tránsito de confor- 
midad con lo previsto en el artículo 89 párrafo 3 del Estatuto 
de Roma. 


62.2. Durante el tránsito se adoptarán todas las medidas 
necesarias para garantizar los derechos de la persona trans- 
portada, a quien, sino se expresara en idioma español, se le 
asignará un intérprete. 


62.3. No será necesaria la solicitud de autorización y se 
permitirá el tránsito por el territorio uruguayo, cuando la 
persona sea transportada por vía aérea y no se prevea que 
deba aterrizar. Para el caso en que se produzca un aterrizaje 
imprevisto, la persona será detenida y se informará de 
inmediato de esta situación a la Suprema Corte de Justicia 
y a la Corte Penal Internacional, solicitándole a esta última 
la remisión de la solicitud de autorización de tránsito corres- 
pondiente, de conformidad con lo previsto en el artículo 89 
párrafo 3 del Estatuto de Roma. 


62.4. La persona transportada permanecerá detenida 
hasta tanto se reciba la solicitud de autorización de tránsito. 


62.5. Si la solicitud de autorización de tránsito no se 
recibiera antes de las noventa y seis horas, la persona será 
puesta en libertad, lo cual se informará a la Suprema Corte 
de Justicia y a la Corte Penal Internacional. Ello no obstará 
a que se produzca un pedido de detención y entrega o un 
pedido de prisión preventiva ulterior. 


62.6. Si la solicitud de autorización de tránsito fuera 
recibida dentro de las noventa y seis horas, se prolongará 
la detención de la persona hasta tanto continúe su transpor- 
te sin demora de la forma dispuesta por la Corte Penal 
Internacional. 


Capítulo 2. Otras medidas de cooperación y asistencia 
Artículo 63. (Otras solicitudes de cooperación).- 


63.1. Si se recibiera de la Corte Penal Internacional 
cualquier otro tipo de solicitud de asistencia o cooperación 
al amparo de lo previsto en el Art. 93 párrafo 1 del Estatuto 
de Roma, la Suprema Corte de Justicia procederá de acuerdo 
con lo establecido en el artículo 42 de la presente ley. 


63.2. El diligenciamiento de las medidas requeridas se 
ajustará a los procedimientos del ordenamiento jurídico 
interno. 
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Artículo 64. (Divulgación e información de documentos 
confidenciales proporcionados por Terceros o en poder de 
otros Estados).- 


64.1. Si la medida de asistencia o cooperación solicitada 
por la Corte Penal Internacional implicara la divulgación de 
informaciones o documentos que le fueron divulgados al 
Uruguay por otro Estado, una organización interguber- 
namental o una organización internacional a modo confi- 
dencial, se deberá recabar el consentimiento expreso del 
autor. Se considerará confidencial todo documento o infor- 
mación que hubiese sido calificado expresamente como tal 
por su autor al momento de entregarlo. 


64.2. Si a pesar del consentimiento del autor o previo a 
recabar el mismo, el Poder Ejecutivo entendiera que la 
divulgación afectaría intereses de la seguridad nacional, 
podrá proceder de acuerdo con lo previsto en el artículo 45. 


64.3. El consentimiento al autor del documento se soli- 
citará por el Poder Ejecutivo, y para el caso en que no se 
fuese otorgado en un plazo razonable, con noticia a la 
Suprema Corte de Justicia, se comunicará este hecho a la 
Corte Penal Internacional de conformidad con lo previsto 
en el artículo 73 del Estatuto de Roma. 


64.4. Si se plantearan dudas sobre el carácter de 
confidencialidad, será competencia exclusiva de la Suprema 
Corte de Justicia resolverlo conforme al procedimiento es- 
tablecido en el artículo 42. 


Artículo 65. (Entrega de documentación o información 
confidencial para reunir nuevas pruebas).- 


El Poder Ejecutivo estará habilitado, con noticia a la 
Suprema Corte de Justicia, a entregar al Fiscal de la Corte 
Penal Internacional, documentos o información confiden- 
cial, con la condición de que mantengan su carácter confi- 
dencial y que únicamente puedan ser utilizados por reunir 
nuevas pruebas, de conformidad con lo previsto por el 
artículo 93 párrafo 8 literal b del Estatuto de Roma. 


Artículo 66. (Citaciones a testigos o peritos).- 


66.1. Cuando se recibiera un pedido de citación para que 
una persona comparezca a la Corte Penal Internacional en 
carácter de testigo o perito, se dispondrá todas las medidas 
de protección y salvaguarda al amparo de lo previsto en el 
artículo 35. 


66.2. Las notificaciones o citaciones deberán ser recibi- 
das en forma personal por su destinatario, hecho del que se 
dejará constancia en el acto de la notificación, hubiera o no 
el destinatario procedido a acusar recibo de la misma. 


66.3. Las notificaciones serán efectuadas por cualquier 
medio idóneo que habilite la Suprema Corte de Justicia, 
quien, asimismo, podrá cometer su diligenciamiento al órga- 


CAMARA DE SENADORES 


C.S.-67 


no jurisdiccional que determine, en función del lugar donde 
se domicilie la persona que deba ser citada o notificada. 


66.4. Si la persona que deba ser notificada o citada no se 
expresara en idioma español, se le proporcionará un traduc- 
tor en cuya presencia se practicará la diligencia. 


66.5. Se informará al destinatario de la notificación, en 
cuanto fuese citado como testigo o se presuma su calidad 
de víctima, de la existencia de la Dependencia Víctimas y 
Testigos de la Corte Penal Internacional y de los derechos 
que le asisten de conformidad con lo dispuesto en el Esta- 
tuto de Roma y las Reglas de Procedimiento y Prueba de la 
Corte Penal Internacional. Se garantizará y procurará la 
comunicación directa y confidencial de la persona, con la 
Dependencia Víctimas y Testigos de la Corte Penal Interna- 
cional. 


Artículo 67. (Solicitud para interrogar a persona sos- 
pechosa).- 


67.1. Cuando se recibiera un pedido de tomar declara- 
ción a una persona que se sospecha cometió un delito de la 
competencia de la Corte Penal Internacional, sin que hubie- 
se mediado orden de comparecencia, detención o entrega, 
la Suprema Corte de Justicia procederá de conformidad con 
lo previsto en el artículo 58.1 convocando a audiencia. 


67.2. En la audiencia, la Suprema Corte de Justicia pro- 
cederá a: 


a) Designarle defensor de oficio si no estuviese presen- 
te su defensor. 


b) Nombrar un intérprete y facilitarle las traducciones 
que sean necesarias para su defensa. 


c) Informar a la persona de que existen motivos para 
creer que ha cometido un crimen de competencia de 
la Corte Penal Internacional y que se procederá a 
tomarle declaración. 


d) Informar que se le presume inocente mientras no se 
pruebe su culpabilidad ante la Corte Penal Interna- 
cional y que no está obligada a declarar contra sí 
misma ni a declararse culpable, pudiendo guardar 
silencio sin que ello vaya a tenerse en cuenta a los 
efectos de determinar su culpabilidad o inocencia. 


e) Interrogar a la persona en presencia de su defensor 
conforme lo hubiera dispuesto la Corte Penal Inter- 
nacional o sus Órganos. 


67.3. Finalizada la audiencia, la persona quedará en 
libertad, sin perjuicio de las medidas alternativas a la pri- 
sión preventiva que podrá adoptar la Suprema Corte de 
Justicia hasta por un plazo máximo de veinte días, estándose 
a lo que disponga la Corte Penal Internacional. 
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67.4. La Suprema Corte de Justicia informará al Poder 
Ejecutivo sobre el cumplimiento del interrogatorio y las 
medidas adoptadas si las hubiere. El Poder Ejecutivo lo 
comunicará a la Corte Penal Internacional, quien podrá 
realizar las recomendaciones y observaciones que entienda 
del caso, las cuales serán especialmente tenidas en cuenta 
por la Suprema Corte de Justicia. 


Artículo 68. (Declaraciones testimoniales o interro- 
gatorios en territorio del Estado).- 


68.1. Las declaraciones de testigos que por solicitud de 
la Corte Penal Internacional deban ser recabadas en territo- 
rio del Estado, se sujetarán a lo que hubiese dispuesto para 
el caso la Corte Penal Internacional y serán recibidas en 
audiencia ante la Suprema Corte de Justicia o ante el órgano 
jurisdiccional que ésta disponga. 


68.2. Los testigos tendrán derecho a declarar en presen- 
cia de su abogado, lo que se hará saber en la citación 
correspondiente. La Suprema Corte de Justicia autorizará a 
estar presentes y participar en el interrogatorio de testigos 
o de personas sospechosas (artículo 67) a la Fiscalía de la 
Corte Penal Internacional y al abogado defensor. 


68.3. Los dichos del testigo o de cualquier persona 
interrogada en audiencia serán consignados en acta escri- 
ta, la cual deberá recoger en forma textual la declaración 
efectuada. Sin perjuicio, la audiencia será íntegramente 
grabada en audio y vídeo, quedando su custodia a resguar- 
do de la Suprema Corte de Justicia y a disposición de la 
Corte Penal Internacional. 


68.4. Si la persona no hablara español se le asignará un 
traductor público y el acta consignará la traducción del 
intérprete, sin perjuicio del registro grabado de la declara- 
ción en su idioma original. 


Artículo 69. (Autorización al Fiscal para realizar dili- 
gencias en territorio uruguayo).- 


La Suprema Corte de Justicia, sin perjuicio de proceder 
conforme a lo previsto en el artículo 42, autorizará al Fiscal 
de la Corte Penal Internacional a ejecutar directamente en 
territorio uruguayo y sin la presencia de autoridades com- 
petentes, una solicitud de asistencia que no requiera medi- 
das coercitivas en los supuestos contemplados en el artícu- 
lo 99 párrafo 4 del Estatuto de Roma. 


Artículo 70. (Presentación de testigos voluntarios).- 


70.1. Cualquier persona tendrá derecho a presentarse 
ante las oficinas de la Suprema Corte de Justicia y solicitar 
audiencia confidencial invocando la presente norma, si 
conviniera a su interés comparecer voluntariamente a la 
Corte Penal Internacional ofreciéndose en calidad de testi- 
go en relación con hechos que estén siendo enjuiciados por 
ésta o investigados por la Fiscalía de la Corte Penal Inter- 
nacional. 
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70.2. La Suprema Corte de Justicia dispondrá lo pertinen- 
te para atender a la persona por funcionario idóneo y de 
forma que se garantice reserva sobre sus dichos, identidad 
y domicilio, sin perjuicio de estar facultada a adoptar las 
medidas de salvaguarda que estime pertinentes al amparo 
de lo previsto en el artículo 35.2. 


70.3. Se le informará a la persona de la existencia de la 
Dependencia Víctimas y Testigos de la Corte Penal Interna- 
cional y de los derechos que le asisten de conformidad con 
lo dispuesto en el Estatuto de Roma y a las Reglas de 
Procedimiento y Prueba de la Corte Penal Internacional. Se 
garantizará y procurará la comunicación directa y confiden- 
cial de la persona con la Dependencia Víctimas y Testigos 
de la Corte Penal Internacional. 


70.4. Se interrogará a la persona si está dispuesta acompa- 
recer voluntariamente ante la Sede de la Corte Penal Inter- 
nacional y si tiene medios para hacerlo por su propia cuenta. 


70.5. Si por las circunstancias que la persona invoca, 
ésta quisiera adelantar su declaración y formularla en forma 
urgente ante la Suprema Corte de Justicia, se le informará 
que no se garantiza que sus dichos vayan a tener valor 
probatorio conforme al Estatuto de Roma, sin perjuicio de 
asegurarle que serán puestos en conocimiento de la Corte 
Penal Internacional o de sus órganos. La Suprema Corte de 
Justicia recibirá la declaración de conformidad con lo dis- 
puesto en los artículos 68.3 y 68.4. 


70.6. La Suprema Corte de Justicia informará sobre la 
comparecencia voluntaria de la persona al Poder Ejecutivo, 
quien lo comunicará inmediatamente a la Corte Penal Inter- 
nacional. Si la persona hubiese manifestado querer brindar 
testimonio o comparecer ante la Sede de la Corte Penal Inter- 
nacional y no tuviese medios para trasladarse, se informará 
esta circunstancia a la Corte Penal Internacional y se procu- 
rará, en consulta con esta, que se le tome declaración en 
territorio del Estado o se faciliten los medios para su traslado. 


Capítulo 3. Cooperación en ejecución de sentencias 


Artículo 71. (Ejecución de Penas de Prisión adoptadas 
por la Corte Penal Internacional).- 


71.1. El Estado uruguayo acepta, de conformidad con lo 
dispuesto por el artículo 103 párrafo 1 literal a del Estatuto 
de Roma, tomar a su cargo la ejecución de una pena defini- 
tiva de privación de libertad de una persona condenada por 
la Corte Penal Internacional, siempre y cuando: 


(a) Se trate de un ciudadano uruguayo. 


(b) El tiempo de condena no exceda al máximo previsto de 
tiempo de condena por el orden jurídico nacional. 


71.2. La ejecución de las penas privativas de libertad 
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será competencia del Poder Ejecutivo y se regirá por lo 
establecido en los artículos 103 a 111 del Estatuto de Roma 
y por las disposiciones del orden jurídico nacional en lo 
pertinente. 


Artículo 72. (Ejecución de otras penas adoptadas por la 
Corte Penal Internacional).- 


72.1.Sila Corte Penal Internacional dictara una senten- 
cia o resolución, definitiva o cautelar, por la que se dispu- 
siera una multa, decomiso oreparación, que debieran ejecu- 
tarse en territorio uruguayo, se dará cumplimiento a la 
misma sin modificar su alcance y sin procedimiento de 
exequátur. 


72.2. La Suprema Corte de Justicia dispondrá que la 
ejecución se tramite ante el órgano jurisdiccional compe- 
tente que correspondiera. 


72.3. En ningún caso se afectarán los derechos de los 
terceros de buena fe. 


TITULO IV. PROPOSICION DE CANDIDATOS 


Artículo 73. (Ejercicio del derecho a proponer candida- 
tos).- 


El Estado uruguayo podrá ejercer el derecho que le 
confiere el Estatuto de Roma a proponer candidatos, cuan- 
do la Asamblea de los Estados Partes fuese convocada para 
la elección de magistrados de la Corte Penal Internacional 
o de la Fiscalía de la Corte Penal Internacional. 


Artículo 74. (Requisitos para ser candidato).- 


El candidato a la elección de magistrados de la Corte 
Penal Internacional o de la Fiscalía, deberá reunir las con- 
diciones previstas en el Art. 235 de la Constitución de la 
República y en el Art. 36 párrafo 3 del Estatuto de Roma. 


Artículo 75. (Designación de candidatos).- 


75.1. Se designará un solo candidato para el cargo va- 
cante de que se trate por la Asamblea General especialmente 
convocada al efecto, por mayoría simple de votos. Si resul- 
tara que más de un candidato propuesto superase la mayo- 
ría de votos exigida, se nominará como candidato aquel que 
hubiese obtenido mayor número. 


75.2. Podrán proponer candidatos ala Asamblea General 
el Poder Ejecutivo, el Poder Judicial, la Cámara de Senado- 
res, la Cámara de Representantes, las Universidades, el 
Código de Abogados del Uruguay y cualquier organización 
no gubernamental con personería jurídica cuyo objeto fue- 
se la promoción, defensa y estudio de los derechos huma- 
nos. 
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TITULO V. DISPOSICION TRANSITORIA 


Artículo 76. (Comunicación a la Corte Penal Interna- 
cional).- 


El Poder Ejecutivo, dentro de los diez días de la entrada 
en vigencia de la presente ley, comunicará a la Corte Penal 
Internacional: 


(a) la sanción de la presente ley; 


(b) la aceptación por el Estado uruguayo, al amparo de 
lo previsto en el artículo 103.1 del Estatuto de Roma, 
de ejecutar penas privativas de libertad bajo las 
condiciones establecidas en el artículo 71 de la pre- 
sente ley. 


Artículo 77. (Codificación de Crímenes Internaciona- 
les).- 


El Poder Ejecutivo dispondrá, dentro de los ciento ochen- 
ta días de entrada en vigencia de la presente ley, la forma- 
ción de una comisión de juristas que tendrá como cometido 
la elaboración de un proyecto de “Código de Crímenes y 
Dichos Internacionales”. 


Alberto Cid, Alberto Couriel, Susana 
Dalmás, Eleuterio Fernández Huidobro, 
José Korzeniak, Eduardo Lorier, Rafael 
Michelini, Leonardo Nicolini, Rodolfo Nin 
Novoa, Margarita Percovich, Eduardo 
Ríos, Enrique Rubio, Jorge Saravia, Lu- 
cía Topolansky, Víctor Vaillant, Mónica 
Xavier. Senadores. 


EXPOSICION DE MOTIVOS 


I. Introducción 


El Estatuto de Roma fue firmado por el Gobierno urugua- 
yo el 19 de diciembre de 2000 y ratificado por la Ley 
N* 17.510, de fecha 27 de junio de 2002; no obstante, aun no 
se haimplementado en el orden jurídico interno, por lo que 
resulta indispensable establecer la normatividad adecuada 
para el juzgamiento de los crímenes establecidos en el 
Estatuto de Roma y la efectiva cooperación con la Corte 
Penal Internacional. 


Sin perjuicio, es una instancia impostergable para com- 
patibilizar nuestro derecho interno con la exigencia ética 
e histórica de nuestra sociedad, en prevención de que 
nunca más ocurran los desvíos y abusos de poder por parte 
de un Estado que violó impunemente los más elementales 
derechos humanos durante la dictadura militar. Pero, 
además, esta labor de implementación jurídica es también 
una oportunidad adecuada para cumplir con las obligacio- 
nes que impone el derecho internacional de los derechos 
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humanos en relación con otros crímenes internacionales 
y violaciones al derecho internacional humanitario, que 
no quedarían satisfechas con la mera tipificación de las 
figuras previstas en el Estatuto de Roma, tal cual son 
formuladas en dicho instrumento. 


Encontramos numerosos antecedentes de este proyecto 
en diversas propuestas que oportunamente se formularan 
en relación con algunos de los aspectos que aquí se abor- 
dan: desde aquella presentada por el Colegio de Abogados 
del Uruguay, las contenidas en los proyectos de ley porme- 
norizadamente analizados por la Comisión de Derechos Huma- 
nos de la Cámara de Representantes (Carpeta N* 179 de 2000); 
las efectuadas por organizaciones e instituciones de dere- 
chos humanos y, finalmente, la articulada en el proyecto de 
ley sobre implementación del Estatuto de Roma que aproba- 
ra el Senado de la República en la pasada Legislatura. Si bien 
con esta última se evidenciarán diferencias importantes, no 
es menos cierto que comparte la imperiosa necesidad de 
adecuar la normativa jurídica alas exigencias impuestas por 
la dinámica evolución del derecho internacional. 


El presente texto introduce algunos postulados segura- 
mente perfeccionables en el enriquecedor e indispensable 
debate legislativo con el objeto de que se avance en la consoli- 
dación jurídica de los principios esenciales de la convivencia 
social sobre la vigencia integral de los derechos humanos. 


El texto propuesto se estructura en tres sectores. La 
Parte Il comprende los Principios Generales. La Parte II 
tipifica el Crimen de Genocidio (Título 1), los Crímenes de 
Lesa Humanidad (Título II), los Crímenes de Guerra (Título 
TIT), Delitos contra la Administración de Justicia por la Corte 
Penal Internacional (Título IV) y Delitos especiales (Título 
IV). La Parte III regula la cooperación y asistencia con la 
Corte Penal Internacional en Disposiciones Generales de 
Cooperación (Título I), Procedimientos Generales, Oposi- 
ciones e Impugnaciones (Título II), Medidas de Coopera- 
ción y Asistencia (Título III), Proposición de Candidatos 
(Título IV) y Disposiciones Transitorias (Título V). 


2. Principios Generales 


El Estatuto de la Corte Penal Internacional emplea el 
término “crimen” para nominar, en consonancia con el 
derecho y la práctica internacional más avanzada, los deli- 
tos de máxima gravedad que constituyen una afrenta a la 
humanidad y son competencia de la Corte Penal Internacio- 
nal. Por su parte, reserva el uso de la palabra “delito” para 
las conductas que atentan contra la administración de 
justicia de dicho organismo. 


Nuestro derecho positivo no contiene distinciones de 
tipo, ni de denominación entre crímenes y delitos; única- 
mente diferencia entre “delitos” y “faltas” (artículo 2 del 
Código Penal). Por lo tanto, considerando la incorporación 
de las nuevas figuras penales que se pretende, el proyecto 
(artículo 2) sugiere modificar el artículo 2 del Código Penal 
con la finalidad de brindar coherencia al ordenamiento 
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jurídico positivo, proponiendo la división de los delitos en 
tres tipos: crímenes, delitos y faltas. 


El proyecto establece como principio general el derecho 
y deber del Estado de juzgar los crímenes internacionales 
tipificados como tales por el derecho internacional y, espe- 
cialmente, los enumerados en el Estatuto de Roma (artículo 
2). Serán de aplicación al respecto los principios generales del 
derecho penal nacional, los especialmente contenidos en la 
ley y los enunciados en el Estatuto de Roma (artículo 3). 


El Estatuto de Roma se desarrolla sobre la base del 
principio de complementariedad (artículo 17), por el cual 
el juzgamiento de los crímenes internacionales es compe- 
tencia primaria de los Estados y la jurisdicción de la Corte 
Penal Internacional sólo aplica cuando la persecución en el 
ámbito nacional tiene impedimentos fácticos o jurídicos. 


El Preámbulo del Estatuto de Roma dispone expresamen- 
te que es obligación de cada Estado ejercer su poder 
punitivo sobre los responsables de los crímenes interna- 
cionales (párrafo 6). En consecuencia, la ratificación por 
Uruguay del Estatuto de Roma, lo obliga jurídicamente al 
deber de persecución y juzgamiento de quienes incurran en 
los crímenes comprendidos en el mismo. El proyecto esta- 
blece, por lo tanto y como principio general, el derecho y 
deber del Estado de juzgar los crímenes internacionales 
tipificados por el derecho internacional y, especialmente, 
los enumerados en el Estatuto de Roma. 


La consagración del derecho y deber de juzgar los críme- 
nes internacionales tiene una gran importancia jurídico- 
práctica, por cuanto, además de la finalidad preventiva, 
acota, limita y mandata el accionar del Estado, cuya conduc- 
ta deberá ceñirse al principio establecido, tanto en el ámbito 
interno como en sus relaciones internacionales; caso con- 
trario, incurrirá en ilegalidad por violar una regla de derecho 
que, para la especie e independientemente de su rango 
formal, es expresión sustancial de un principio de derecho 
indispensable para evitar la impunidad de quienes cometan 
las acciones más repudiables que la humanidad conoce. 


La obligación jurídica de perseguir y juzgar alos respon- 
sables de graves violaciones a los derechos humanos no se 
agota, ni limita a lo previsto en el Estatuto de Roma, sino 
que, en cumplimiento de otros compromisos internaciona- 
les, nuestro país tiene la obligación de perseguir también 
otras conductas violatorias del derecho internacional, las 
que se propone incorporar al proyecto en vista, como 
oportunamente se abordará. 


Tengamos presenta que, de acuerdo con el artículo 5.2 
de la “Convención contra la Tortura y Otros Tratos o Penas 
Crueles, Inhumanos o Degradantes”, adoptada por Asamblea 
General de Naciones Unidas en su Resolución 39/46, de 10 
de diciembre de 1984, firmada por Uruguay y aprobada por 
la Ley N* 15.798 de 17 de diciembre de 1985, el Estado tiene 
la obligación de tomar las medidas necesarias para estable- 
cer jurisdicción cuando el presunto delincuente se encuen- 
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tre en nuestro territorio; asimismo y conforme al artículo 6? 
de dicha Convención, si luego de examinar la información 
disponible considera que las circunstancias lo justifican, 
tiene la obligación de detener a la persona por el período 
que sea necesario a fin de permitir la iniciación del proceso 
ola extradición. En igual sentido: artículo 12 de la “Conven- 
ción Interamericana para prevenir y sancionar la Tortu- 
ra”, adoptada por la OEA el 6 de diciembre de 1985, firmada 
por Uruguay y aprobada por Ley N* 16.294 de 5 de agosto 
de 1992; y artículo IV de la “Convención Interamericana 
sobre Desaparición Forzada de Personas”, adoptada por 
la OEA el 9 de junio de 1994, firmada por Uruguay y apro- 
bada por Ley N* 16.724, de 1” de noviembre de 1995. 


En consideración a la obligación jurídica que emana del 
derecho internacional y para los tipos penales que se 
tipifican en el proyecto, se consagra la obligación de 
proceder contra toda persona sospechosa que se 
encontrare en territorio del Estado o en lugares someti- 
dos a su jurisdicción, aunque el supuesto crimen o delito 
no mantenga conexión con Uruguay (artículo 4.2). 


El principio de jurisdicción universal no es totalmente 
novedoso para la legislación nacional, ya que porel artículo 
10 numeral 7 del Código Penal, la ley uruguaya puede ser 
aplicada a delitos cometidos en el extranjero “en virtud de 
disposiciones especiales de orden interno, o de convenios 
internacionales”. Asimismo, el artículo 32 de la Ley N* 17.016, 
de 22 de octubre de 1998 y el artículo 29 de la Ley N* 17.060, 
de 23 de diciembre de 1998, son detectados como antece- 
dentes legales relativamente recientes sobre aplicación de 
lajurisdicción nacional para delitos cometidos en el extran- 
jero, enel caso, relativos al tráfico de drogas y corrupción, 
respectivamente. Se trata, en definitiva, de aplicar los prin- 
cipios de jurisdicción universal cuando se comprometen 
bienes jurídicos que afectan a la comunidad internacional 
o al bien común de la humanidad. 


En concordancia con los fundamentos mencionados, el 
proyecto legisla procedimientos primarios bajo la juris- 
dicción nacional cuando el crimen no guarde conexión 
con Uruguay (artículos 4.2, 4.3 y artículo 5), estableciendo 
los casos en los cuales esta no se ejercerá: solicitud de 
entrega por la Corte Penal Internacional o de extradición por 
el Estado competente (artículo 4.4). Si las mismas no se 
verifican y existe mérito, se iniciará el procedimiento penal 
correspondiente bajo nuestra jurisdicción actuando como 
siel crimen o delito se hubiese cometido en el territorio del 
Estado (artículos 4.2, 5 y 49); la ficción señalada tiene su 
fuente en el artículo VI de la “Convención Interamericana 
sobre Desaparición Forzada de Personas”, citada). 


El principio del derecho y deber de juzgar se desarrolla 
y profundiza en necesarias disposiciones que, en su conjun- 
to, evidencian la tendencia consolidada de propender a la 
punibilidad sin excepciones para los crímenes involucrados. 


Se establece la improcedencia del asilo y refugio a 
quien hubiere participado de cualquier manera (autores, 
coautores, cómplices) en la comisión de delitos que se 
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tipifican o de los delitos conexos vinculados a los mismos 
(artículo 6). La Convención sobre el Estado de los Refugia- 
dos adoptada por Naciones Unidas el 28 de julio de 1951, en 
su artículo 1 literal F, señala que los autores de delitos de 
lesa humanidad, delitos graves y actos contrarios a las 
finalidades y a los principios de las Naciones Unidas no 
están amparados por el derecho a refugio. Asimismo, la 
Declaración sobre el Asilo Territorial adoptada por la 
Asamblea General de Naciones Unidas en Resolución 2312 
(XXID, de 14 de diciembre de 1967, contiene en su artículo 
1 una norma similar. 


Se consagra también la imprescriptibilidad de los crí- 
menes y delitos que se propone legislar (artículo 7), toman- 
do como referencia, además de la gravedad de los delitos 
como elemento determinante, lo dispuesto en la Conven- 
ción sobre Imprescriptibilidad de Crímenes de Guerra y 
Lesa Humanidad, adoptada por la Asamblea General de las 
Naciones Unidas en Resolución 2391 (XXIID), de 26 de 
noviembre de 1968 y aprobada por Uruguay por Ley N* 
17.347, de 5 de junio de 2001; al artículo 29 del Estatuto de 
Roma y el artículo VIII de la “Convención Interamericana 
sobre Desaparición Forzada de Personas”, ya citada. No 
se admitirá la extinción de los delitos o penas por amnis- 
tía, gracia indultos u otros institutos de clemencia sobe- 
rana (artículo 8): En tal sentido, se tiene en cuenta lo 
dispuesto en los Principios de Cooperación Internacio- 
nal en la Identificación, Detención, Extradición y Castigo 
de Crímenes de Guerra y Lesa Humanidad adoptados por 
la Asamblea General de Naciones Unidas en su Resolución 
3074/73, que establecen que los Estados se abstendrán de 
tomar medidas legislativas o de otro orden que pudieran ser 
perjudiciales para el castigo de los culpables de crímenes de 
lesa humanidad, porque estará vedada cualquier medida de 
indulto, gracia y amnistía a su respecto. 


No se admitirá la eximente de la obediencia debida 
(artículo 9) y en este sentido se es más estricto que lo 
previsto en el artículo 33 del Estatuto de Roma, que sí la 
admite para algunos supuestos. Cuando los hechos signi- 
fican la vejación injustificable de la dignidad humana, su 
gravedad torna inviable esta causa de justificación. 


Tengamos presente que, además, está prohibida en otros 
instrumentos del derecho internacional de los derechos 
humanos. La obediencia debida únicamente podrá ser con- 
siderada una circunstancia atenuante de conformidad al 
artículo 46 numeral 3 del Código Penal, pero no un eximente 
de responsabilidad. 


El artículo 2 numeral 3 de la “Convención contra la 
Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o 
Degradantes” adoptada por Naciones Unidas y el artículo 
4 de la “Convención Internacional para prevenir y sancio- 
nar la Tortura”, adoptada por la OEA -ya citadas-, disponen 
que no podrá invocarse una orden de un funcionario supe- 
rior o de una autoridad pública como justificación del delito. 


Con similar fundamento, la “Convención Interamericana 


72-C.S. 


sobre Desaparición Forzada de Personas”, mencionada, 
establece que no se admitirá la eximente de obediencia 
debida, señalando expresamente en su artículo VIII: “Toda 
persona que reciba tales órdenes tiene el derecho y el 


, 


deber de no obedecerlas”. 


Por otra parte, el proyecto tampoco admite como exi- 
mentes la invocación de circunstancias excepcionales, 
cualesquiera fuesen estas, como, por ejemplo, la amenaza 
o estado de guerra, inestabilidad política o cualquier 
otra emergencia pública real o presunta (artículo 5 de la 
“Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la 
Tortura”, artículo X de la “Convención Interamericana 
sobre Desaparición Forzada de Personas”, y artículo 3 de 
la “Declaración sobre la Protección de Todas las Perso- 
nas contra la Tortura y Otros Tratos Crueles, Inhumanos 
o Degradantes”, adoptada por la Asamblea General de las 
Naciones Unidas en su Resolución 3452 (XXX) de 9 de 
diciembre de 1975. 


Se propone, expresamente, especificando el principio 
general establecido en el artículo 3 del Código Penal (“No 
impedir un resultado equivale a producirlo”), un régimen de 
responsabilidad jerárquica sin distingos (artículo 10) en- 
tre militares y civiles, diferente por lo tanto del contenido 
en el artículo 28 del Estatuto de Roma. No se aprecia un 
fundamento válido para efectuar diferenciaciones de impu- 
tación en función de la calidad del agente, desde el momento 
que toda posición jerárquica (civil o militar) conlleva una 
obligación de control, de supervisión y de actuar diligente- 
mente para prevenir que las personas subordinadas 
funcionalmente violen los derechos humanos fundamenta- 
les. Tal el sentido, por ejemplo, del artículo 86 (2) del 
Protocolo Adicional a los Convenios de Ginebra de 12 de 
agosto de 1949, en relación con el derecho humanitario; del 
artículo 7 numeral 3 del Estatuto del Tribunal Penal Inter- 
nacional para la Antigua Yugoslavia y del artículo 6 
numeral 3 del Estatuto del Tribunal Penal Internacional 
para Ruanda. 


Especialmente se establece que los crímenes y delitos 
que se tipifican, no serán considerados delitos militares y 
quedará excluida la jurisdicción militar para su 
juzgamiento (artículo 11). Se toma como referencia el ar- 
tículo IX de la “Convención Interamericana sobre Desapa- 
rición Forzada de Personas”. 


Entendemos que, dada la gravedad de los crímenes 
involucrados, cuando la persona condenada bajo jurisdic- 
ción nacional o por la Corte Penal Internacional fuese un 
ciudadano uruguayo, corresponde la inhabilitación abso- 
luta para ocupar cargos y oficios públicos (artículo 12); si 
se tratare de un profesional o idóneo en oficios de la 
medicina, se propone la inhabilitación especial para el 
ejercicio de su profesión u oficio (artículo 12.2). 


En relación con las víctimas -extensible asus familiares 
y al denunciante-, se consagra el derecho de solicitar al juez 
competente el reexamen del caso cuando se hubiese dis- 
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puesto el archivo de los antecedentes por falta de mérito 
para procesar o si transcurridos 60 días desde la denuncia 
aún continúa la etapa de instrucción (artículo 13.1). Se 
establece la intervención del fiscal subrogante cuando la 
petición se formula por haberse dispuesto el archivo de los 
antecedentes por falta de mérito para procesar (artículo 
13.2). Asimismo, se faculta a la víctima para solicitar infor- 
mación o proponer probanzas (artículo 13.4), previéndose 
la adopción de medidas adecuadas para salvaguardar su 
protección (artículo 13.5). 


Esta disposición, que regirá exclusivamente para los 
crímenes de genocidio, crímenes de lesa humanidad y críme- 
nes de guerra, permite subsanar las eventuales omisiones 
del Ministerio Público y que en tales situaciones sea el 
Tribunal, ante pedido de la víctima, quien resuelva si existe 
o no mérito para el accionamiento. La entendemos como la 
mínima concordancia con el mayor rol que se les debería 
otorgar a las víctimas en el proceso penal respecto de los 
crímenes en vista, teniendo como referencia lo dispuesto en 
la Ley N* 16.893, de 16 de diciembre de 1997 y Ley N* 17.221, 
de 21 de diciembre de 1994, suspendidas en su vigencia por 
Ley N* 17.506, de 18 de junio de 2002 y la Regla N* 34 de la 
Recomendación (2000) 19 del Comité de Ministros del Con- 
sejo de Europa, adoptada el 6 de octubre de 2000. 


Se establece la obligación del Estado de reparar 
integralmente a las víctimas de los crímenes y delitos 
tipificados en los Títulos I a III de la Parte II de la presente 
ley que se cometan en territorio del Estado o que se cometa 
en el extranjero por agentes del Estado o por quienes sin 
serlo hubiesen contado con la autorización, apoyo o aquies- 
cencia de agentes del Estado (artículo 14). Comoreferencia: 
artículo 91 del Protocolo I Adicional a los Convenios de 
Ginebra de 1949 -aplicable a conflictos armados internacio- 
nales-. 


Sin perjuicio de las circunstancias agravantes previstas 
en el Código Penal, el proyecto sugiere incorporar para los 
crímenes y delitos de que trata, como una circunstancia 
agravante especial, el hecho de que el crimen o delito se 
cometa respecto de niños, mujeres embarazadas, personas 
con limitaciones en su salud física o mental a causa de su 
edad o enfermedad o de cualquier otra causa; O grupos 
familiares (artículo 15). 


Se trata de otorgar especial y expresa relevancia a la 
vulnerabilidad de la víctima como circunstancia agravante, 
sin perjuicio de que en los hechos, existirá en la mayoría de 
los casos concurrencia con los agravantes de alevosía y 
abuso de fuerza previstos en el artículo 47 numeral 1 y 6 del 
Código Penal. 


3. Crimen de Genocidio 


El genocidio se tipifica en la Parte Il, Título I, artículo 16 
del proyecto, puede ser considerado, sin margen para la 
duda, el crimen internacional más grave, en cuanto implica 
la realización de actos destinados a destruir a un grupo 
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determinado, debiendo entenderse por destrucción no so- 
lamente el exterminio físico o biológico sino la adopción de 
medidas que tienden a aniquilar los elementos de identidad 
que hacen a la esencia del grupo. 


La Resolución 96 (1) de 11 de diciembre de 1946 ha 
declarado que el genocidio es un delito de derecho interna- 
cional condenado por el mundo civilizado, contrario al 
espíritu y a los fines de las Naciones Unidas. La Conven- 
ción para la Prevención y la Sanción del Delito de Geno- 
cidio, Resolución 260 A (III), de 9 de diciembre de 1948, que 
entró en vigor el 12 de enero de 1951, entiende que se comete 
un genocidio cuando con la intención de destruir total o 
parcialmente a un grupo nacional, étnico, racial o religio- 
so, se realiza cualquier acto de “matanza de miembros del 
grupo; lesión grave a la integridad física o mental de los 
miembros del grupo; sometimiento intencional del grupo 
a condiciones de existencia que hayan de acarrear su 
destrucción física, total o parcial; medidas destinadas a 
impedir los nacimientos en el seno del grupo y traslado 
por fuerza de niños del grupo a otro grupo” (artículo I). El 
artículo 6 del Estatuto de Roma incluye el crimen de geno- 
cidio bajo la jurisdicción de la Corte Penal Internacional, 
adoptando la misma definición. 


La Convención para la Prevención y la Sanción del 
Delito de Genocidio obliga a los Estados a adoptar “las 
medidas legislativas necesarias para asegurar la aplica- 
ción de las disposiciones de la presente Convención, y 
especialmente a establecer sanciones penales eficaces 
para castigar a las personas culpables de genocidio” 
(artículo V). 


Uruguay ratificó dicha Convención por Ley N* 13.482, de 
30 de junio de 1966, pero jamás incorporó el crimen del 
genocidio al derecho interno. 


La tipificación de la figura en nuestro orden jurídico es 
un imperativo del derecho internacional por las obligacio- 
nes que dimanan del derecho internacional general (jus 
cogen) y de la propia Convención. En esta instancia, como 
ya señaláramos, tenemos la oportunidad histórica, no so- 
lamente de saldar una omisión de décadas, sino de 
implementar en el tipo delictivo los avances del derecho 
internacional de los derechos humanos. 


En el proyecto proponemos tipificar el crimen de geno- 
cidio con un alcance diferente y mayor al adoptado por la 
Convención y el Estatuto de Roma, aumentando la tipología 
de los grupos protegidos y otorgando mayor alcance y 
precisión a los elementos materiales. 


La Convención y el Estatuto de Roma reconocen un 
número cerrado y taxativo de grupos protegidos: nacional, 
racial, étnico y religioso; quedaron fuera otros, como, por 
ejemplo, los políticos, culturales, sindicales, de género, 
edad, etcétera. 


El Estatuto de Roma plantea un estándar mínimo y no 
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existen imposibilidades jurídicas para que el Legislador 
Nacional vaya más allá en la protección de los derechos 
humanos. Va de suyo, además, que al ampliar el alcance de 
la figura respetando el imperativo básico de la Convención 
para la Prevención y Represión del Delito de Genocidio de 
1948, se cumple a satisfacción con la obligación que esta 
impone. 


Se postula incluir como grupos protegidos, además de 
los comprendidos en la Convención y el Estatuto de Roma, 
alos políticos, sindicales, sociales o grupos conidentidad 
propia fundada en razones de género, orientación sexual, 
culturales, edad, discapacidad o salud. 


En el derecho comparado de Latinoamérica, algunos 
países ya han incluido a los “grupos políticos” en su 
legislación sobre genocidio (Colombia: artículo 101 del 
Código Penal incorporado por Ley N* 589 de 6 de julio de 
2000; Costa Rica; artículo 373 del Código Penal). 


Debe superarse la noción de “grupo nacional” y consa- 
grarse una concepción social-colectiva de genocidio. Ten- 
gamos al efecto presente los antecedentes jurisprudenciales 
que se desarrollaron en España en el caso relativo a Chile, 
en Audiencia Nacional, autos del 5 de noviembre de 1998. 
Se permitiría que una acción de exterminio con intención de 
destruir total o parcialmente un grupo humano diferenciado 
con identidad propia, pudiera ser calificada como genocidio 
sin necesidad de forzamientos interpretativos, al estar ex- 
presamente en la ley. 


En relación con los actos comprendidos en la figura, el 
proyecto pretende aportar mayor precisión y alcance para 
solucionar los eventuales conflictos de interpretación lite- 
ral del texto de la Convención o del Estatuto de Roma; por 
ejemplo: cuando se refiere a actos contra “miembros del 
grupo” podrían presentarse dudas sobre si se configura el 
genocidio atacando a un solo miembro del grupo o si la 
acción debe afectar a varios. El problema fue resuelto en el 
instrumento “Elementos de los Crímenes”, aprobado por la 
Asamblea de Estados Partes del Estatuto de Roma de la 
Corte Penal Internacional, Nueva York 3 a 10 de setiembre 
de 2003, al disponer que la conducta califica dentro del tipo 
cuando se cometa contra “una o más personas”, redacción 
esta que hemos recogido en el proyecto. 


Se posibilita penar como “genocidio” a un hecho indivi- 
dual, siempre y cuando hubiese tenido la finalidad ulterior 
de destruir una parte significativa del grupo. Es importante 
tener presente que el delito de genocidio es una especie de 
delito de intención: alcanza con la “intención de destruc- 
ción”. El ataque contra un miembro de un grupo protegido 
es suficiente para que la conducta califique de genocidio, 
siempre que el autor hubiese tenido la intención de destruir, 
por lo menos, parte de dicho grupo. 


Se incorporan como actos que pudieran causar genoci- 
dio: tortura, desaparición forzada, privación de libertad, 
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agresión sexual, embarazo forzoso, sometimiento a tratos 
inhumanos o degradantes, privaciones de recursos indis- 
pensables para la supervivencia, causar una perturba- 
ción grave de salud, expulsión sistemática de los hogares, 
traslado forzoso -no solamente de niños sino también de 
adultos- o condiciones de existencia que puedan impedir 
el género de vida del grupo. 


A estos efectos se tomaron en cuenta las referencias 
contenidas en el instrumento Elementos de los Crímenes, ya 
citado, considerando incluso la figura del genocidio que 
han legislado algunos países donde se hace referencia a 
algunos de estos actos. Por ejemplo, el traslado de adultos 
(y no solo de niños) como práctica de genocidio, se prevé 
en el artículo 138 del Código Penal de Bolivia y en el artículo 
606 del Código Penal de España; el ataque a la salud, en el 
artículo 149 bis del CPF de México y artículo 606 del Código 
Penal de España. 


Finalmente, proponemos tipificar la instigación al geno- 
cidio (artículo 17) como delito autónomo del previsto en el 
artículo 147 del Código Penal, en cumplimiento de lo dis- 
puesto en el artículo 3 literal c de la Convención y atento a 
la especial peligrosidad que implica la incitación pública al 
genocidio, por cuanto, dirigida a un número indeterminado 
de personas (“pública”), puede devenir en incontrolable 
masificación con nefastas consecuencias para los bienes 
jurídicos protegidos. Tengamos presente la experiencia de 
genocidio en Ruanda y la instigación permanente dirigida 
por radio a los Hutus para que cometan actos de genocidio 
contra la población Tutsi. 


4. Crímenes de lesa humanidad 


El proyecto propone la tipificación de los Crímenes de 
Lesa Humanidad en la Parte Il, Título II, Capítulos 1 y 2, 
artículos 18 a25. 


Los crímenes de lesa humanidad contemplados en el 
artículo 7 del Estatuto de Roma, serían tipificados en nues- 
tro derecho por la técnica de la remisión (artículo 19). El 
Estatuto de Roma los sistematiza de forma adecuada en un 
solo instrumento, con la trascendencia histórico que esto 
implica; al respecto, no existiría ninguna disimilitud entre la 
ley nacional y el Estatuto de Roma. 


Serán crímenes de lesa humanidad, en la medida que “se 
cometan como parte de un ataque generalizado o sistemá- 
tico contra una población civil y con conocimiento de 
dicho ataque”, los siguientes actos: a) Asesinato; b) Exter- 
minio; c) Esclavitud; d) Deportación o traslado forzoso de 
población; e) Encarcelación u otra privación grave de la 
libertad física en violación de normas fundamentales de 
derecho internacional; f) Tortura; g) Violación, esclavitud 
sexual, prostitución forzada, embarazo forzado, esteriliza- 
ción forzada o cualquier otra forma de violencia sexual de 
gravedad comparable; h) Persecución de un grupo o colec- 
tividad con identidad propia fundada en motivos políticos, 
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raciales, nacionales, étnicos, culturales, religiosos, de gé- 
nero u otros motivos universalmente reconocidos como 
inaceptables con arreglo al derecho internacional, en co- 
nexión con cualquier acto mencionado como elemento de 
estos crímenes o con cualquier crimen de la competencia de 
la Corte Penal Internacional; i) Desaparición forzada de 
personas; ]) El crimen de apartheid; y k) Otros actos inhu- 
manos de carácter similar que causen intencionalmente 
grandes sufrimientos o atenten gravemente contra la inte- 
gridad física o la salud mental o física. 


Es muy importante detenernos en las características que 
deben reunir estos actos para poder calificar como crímenes 
contra la humanidad: carácter sistemático (actos basa- 
dos en un padrón regular, no necesariamente como polí- 
tica de Estado) o carácter general (actos a gran escala o 
de magnitud extraordinaria); dirigidos contra la pobla- 
ción civil y con conocimiento de dicho ataque (lo que 
implica que el autor deba tener un conocimiento general de 
que no actúa aisladamente). Comprende tanto actos en 
tiempo de paz como en tiempo de guerra y no distingue 
sobre la calidad del autor. 


Si alguna de las conductas mencionadas no forman parte 
de un ataque generalizado o sistemático, no categorizan 
como “crimen de lesa humanidad” en los términos del 
Estatuto de Roma y quedarían excluidas de la jurisdicción 
de la Corte Penal Internacional. Es indudable que son 
exigencias elevadas y la competencia de la Corte Penal 
Internacional se vislumbra limitada. 


Sin embargo, estas aberrantes acciones no dejan de ser 
menos crueles y condenables si se cometen fuera de la 
sistematización o de la generalidad. Consecuentemente, 
cuando las conductas referidas no formen parte de un plan 
sistemático o ataque generalizado, deviene ineludible que 
la cuestión referida a su persecución y castigo se desplace 
alos órdenes jurídicos nacionales. 


Muchos elementos de los crímenes implican acciones 
que en sí mismas conllevan “generalidad” o “sistematiza- 
ción” -desplazamiento forzado, apartheid o las persecucio- 
nes-, pero otros pueden ejecutarse en ausencia de dichas 
notas caracterizantes: tortura, desaparición forzada, homi- 
cidio por motivos políticos, etc. En estos casos, debería 
recurrirse ala legislación penal ordinaria, con la particula- 
ridad de que algunas de estas conductas, como la tortura 
o la desaparición forzada, no han sido aún incorporadas 
al orden jurídico interno. 


En el proyecto proponemos extender la noción de cri- 
men contra la humanidad y los principios que rigen su 
punibilidad, al Homicidio Político (artículo 20), la Desapa- 
rición Forzada de Personas (artículo 21), la Tortura (ar- 
tículo 22), la Privación Grave de Libertad (artículo 23) y la 
Agresión sexual contra persona privada de libertad (ar- 
tículo 24), aunque estos hechos no se realicen en el 
marco de un plan sistemático o ataque generalizado contra 
la población civil. Si se verificaran estos dos últimos ele- 
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mentos, los hechos encuadrarían dentro de los crímenes 
bajo jurisdicción de la Corte Penal Internacional, pero si no 
se constatan serán igualmente delitos reprimidos como 
crímenes contra la humanidad aplicándose los principios de 
la Parte I del proyecto: no será admitido el derecho de asilo 
ni refugio; se le negará carácter político; no existirá el 
beneficio de la prescripción; no podrá alegarse como exi- 
mente la obediencia debida; no podrá otorgarse amnistía o 
similares, etc. 


Tengamos presente que un mismo hecho puede calificar 
de distintas maneras, ya que no es la naturaleza en sí del 
hecho la que determina el tipo de delito, sino el contexto 
fáctico que la norma jurídica considere relevante para 
encuadrarlo en una u otra categoría. 


En tal sentido, el proyecto propone la incorporación de 
normas que otorgan especial relevancia jurídica a contextos 
fácticos singulares que, por su gravedad, determinan la 
creación de tipos delictivos autónomos asimilables a los 
crímenes de lesa humanidad. 


La Desaparición Forzada de Personas y la Tortura se 
legislan como delitos autónomos en cumplimiento de obli- 
gaciones internacionales contraídas por el Uruguay. Preci- 
samente, al igual que lo sucedido con el crimen de genoci- 
dio, Uruguay ratificó las Convenciones pero está en omi- 
sión al no haber incorporado los supuestos delictivos a la 
legislación interna. La tipificación de estos delitos es una 
obligación que se impone por el derecho internacional y su 
represión no puede quedar limitada, únicamente, para cuan- 
do se verifiquen prácticas sistemáticas o generalidad. 


En efecto y para el caso de la Tortura, la “Convención 
contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhuma- 
nos o Degradantes”, adoptada por Asamblea General de 
Naciones Unidas en su resolución 39/46, de 10 de diciembre 
de 1984, firmada por Uruguay y aprobada por Ley N* 15.798 
de 17 de diciembre de 1985 y la “Convención Interamericana 
para Prevenir y Sancionar la Tortura”, adoptada por la 
OEA el 6 de diciembre de 1985, firmada por Uruguay y 
aprobada por Ley N” 16.294, de 5 de agosto de 1992, obligan 
a perseguir penalmente los actos de tortura. La descripción 
del tipo otorga relevancia al acto de tortura cometido contra 
una persona privada de libertad o bajo custodia o control, 
conforme se dispone por los instrumentos internacionales 
mencionados, con una especial referencia a los actos con- 
templados en el Art. 291 del Código Penal. 


Asimismo, la “Convención Interamericana sobre Des- 
aparición Forzada de Personas” adoptada por la OEA el 9 
de junio de 1994, firmada por Uruguay y aprobada por Ley 
N* 16.724, de 1 de noviembre de 1995, obliga en igual sentido 
a castigar el delito de desaparición forzada en nuestro orden 
jurídico. De acuerdo con lo dispuesto en dicha Convención 
y con la “Declaración sobre la Protección de todas las 
Personas contra las Desapariciones Forzadas”, aprobada 
por la Asamblea General de Naciones Unidas en su resolu- 
ción 47/133 de 18 de diciembre de 1992, se tipifica en nuestro 
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derecho positivo, finalmente, el delito de desaparición for- 
zada de personas, independientemente de que existan prác- 
ticas sistemáticas o generalidad. 


Se otorga relevancia como elementos fundamentales a la 
privación de libertad de una persona y la negativa a 
informar sobre su suerte o paradero, cometidas por agen- 
tes del Estado o con su autorización, apoyo o aquiescencia. 
Expresamente, en el artículo 21.2 del proyecto y para alejar 
cualquier duda interpretativa, se reproduce el artículo III 
inc. 1 in fine de la Convención que preceptúa: “Dicho delito 
será considerado como continuado o permanente, mien- 
tras no se establezca el destino o paradero de la víctima”. 


El Homicidio Político otorga relevancia jurídica al hecho 
de dar muerte a una persona por un agente del Estado o con 
su autorización, apoyo o aquiescencia, en virtud de las 
actividades u opiniones políticas, sindicales, religiosas, 
culturales, de género, sindical, religiosa; o por la perte- 
nencia a un grupo social o con identidad propia fundada 
en motivos de género; la Privación Grave de Libertad 
otorga relevancia jurídica especial al hecho de ser cometida 
por un agente del Estado o con su autorización, apoyo o 
aquiescencia; la Agresión sexual a la persona detenida 
otorga relevancia jurídica especial al hecho de que la agre- 
sión sexual -cualquiera sea- se cometa contra una persona 
privada de libertad por un agente del Estado o con su 
autorización, apoyo o aquiescencia. 


Tengamos presente, en relación con los actos de violen- 
cia contra la mujer, que la “Convención Interamericana 
para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra 
la Mujer” adoptada por la Organización de Estados Ame- 
ricanos el 9 de junio de 1994, firmada por Uruguay y apro- 
bada por Ley N* 16.735, de 13 de diciembre de 1995, impone 
a los Estados la obligación jurídica de adoptar medidas en 
su legislación interna para prevenir, erradicar y penar la 
violencia contra la mujer, especialmente cuando involucra 
a funcionarios o agentes del Estado (artículo 7 literales a y 
c), en concordancia con la “Convención sobre Eliminación 
de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer” 
adoptada por la Asamblea General de Naciones Unidas el 18 
de setiembre de 1979 y aprobada por Decreto-Ley N* 15.164, 
de 28 de julio de 1981. 


Finalmente, se tipifica el delito de Asociación para 
cometer genocidio, crímenes de lesa humanidad o críme- 
nes de guerra, otorgándole una mayor pena que la prevista 
en el artículo 150 del Código Penal. 


Se trata de reprimir conductas de extrema gravedad que 
se realizan al amparo del poder estatal contra las personas 
que el mismo Estado debe proteger en sus más elementales 
derechos a la vida y seguridad. 


Nada impide al Legislador, como ya señaláramos, tras- 
pasar el umbral mínimo que se consagra en el Estatuto de 
Roma. Es más y como también adelantáramos, el ordena- 
miento jurídico interno debe amoldarse al derecho interna- 
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cional de los derechos humanos, pero, muy especialmente, 
tiene la obligación ética e histórica de legislar con finali- 
dad preventiva en función de la terrible experiencia de 
violaciones a los derechos humanos ocurrida durante la 
pasada dictadura. 


No importa si existen “prácticas sistemáticas o genera- 
lidad”. Un solo acto asilado tiene aptitud para ser valorado 
como un crimen gravísimo. Así lo impone la conciencia 
humana y la más simple de las éticas sociales. 


Son conductas que violan derechos elementales consa- 
grados en la Constitución de la República, en la Declaración 
Universal de Derechos Humanos, en la Declaración Ameri- 
cana de los Derechos y Deberes del Hombre y que contra- 
vienen los principios proclamados en la Carta de Naciones 
Unidas y en la Carta de la Organización de Estados Ameri- 
canos. 


5. Crímenes de Guerra 


Los crímenes de guerra se consagran en el Título III de 
la Parte Il (artículo 26). 


El Estatuto de Roma tipifica como “Crímenes de Guerra”, 
en forma taxativa, determinadas conductas violatorias de 
los Convenios de Ginebra de 12 de agosto de 1949 y sus 
Protocolos Adicionales, cometidas contra personas o bie- 
nes protegidos en dichos Convenios, en la medida que sean 
parte de un plan o política o realizadas a gran escala 
(artículo 8.1), distinguiendo entre crímenes cometidos en 
conflictos armados de carácter internacional y conflictos 
armados internos. 


Sin embargo, el Derecho Internacional Humanitario con- 
sidera como crímenes de guerra otras infracciones y viola- 
ciones graves que no se encuentran contempladas en el 
Estatuto de Roma. Si bien en este se incrimina casi todos los 
crímenes de los Convenios de Ginebra (artículo 8 párrafo 2 
numeral a) y del Protocolo Adicional 1 de 1977, es llamativa 
la ausencia de otros; demora injustificada en la repatriación 
de prisioneros de guerra o de personas civiles (artículo 86 
párrafo 4 numeral b) del Protocolo Adicional 1); ataques 
contra obras o instalaciones que contengan fuerzas peli- 
grosas (artículo 85 párrafo 3 literal c) del Protocolo Adicio- 
nal I); el hacer objeto de ataque a localidades no defendidas 
y zonas militarizadas (artículo 85 párrafo 3 literal d) del 
Protocolo Adicional); el hacer padecer hambre a las perso- 
nas civiles como método de combate en el marco de un 
conflicto armado interno (Art. 14 del Protocolo IT); castigos 
colectivos (artículo 4 párrafo 2 literal b) del Protocolo 
Adicional Il); etcétera. 


Si bien el Código Penal Militar tipifica algunos delitos 
que contemplan situaciones similares a las conductas pre- 
vistas en el Estatuto de Roma (artículo 58 numeral 8 -vio- 
lación de las prerrogativas del prisionero de guerra-; artícu- 
lo 58 numeral 12 ataque injustificado a hospitales, etc.; 
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artículo 58 numeral 22 -uso indebido de distintivo-), no lo 
hace previendo el contexto de un plan o política a gran 
escala, tal cual lo preceptúa el Estatuto de Roma, para 
calificar las conductas como crímenes de guerra. En tal 
sentido, la legislación uruguaya carece de previsiones y de 
normas con igual contenido típico que las previstas en el 
Estatuto de Roma. 


Por su parte, Uruguay ha suscripto y ratificado los 
Convenios de Ginebra de 1949, aprobados por Ley N* 13.683, 
de 12 de setiembre de 1968 y sus Protocolos Adicionales por 
Ley N* 15.764, de 20 de agosto de 19853 y otros instrumentos 
relacionados. 


Consecuentemente, es una obligación jurídica para el 
Uruguay incorporar a su legislación nacional las medidas 
adecuadas para perseguir penalmente a los infractores del 
Derecho Internacional Humanitario, independientemente 
de que las acciones estén o no tipificadas como crimen en 
el Estatuto de Roma: este no asegura por sí el cumplimiento 
de todas las obligaciones jurídicas que impone el derecho 
internacional en la materia. Tal como lo ha sugerido la Cruz 
Roja Internacional (CICR), institución comprometida con la 
causa del derecho humanitario, la instancia de 
implementación del Estatuto de Roma es una inmejorable 
oportunidad de adecuación normativa en la materia. 


En función de lo expuesto y con el objetivo de establecer 
en el derecho interno una represión más extensa e integral 
de las infracciones al derecho internacional humanita- 
rio, entendemos indispensable proponer en el proyecto en 
vista, no solamente la tipificación de los crímenes de guerra 
previstos en el Estatuto de Roma, sino equiparar en dicha 
categoría las demás conductas prohibidas por el derecho 
internacional humanitario que están ausentes en el Esta- 
tuto de Roma, fundamentalmente las que tienen como fuen- 
te los Protocolos Adicionales y las Convenciones interna- 
cionales adoptadas para proscribir el uso de determinadas 
armas o proteger bienes especiales. Tengamos especial- 
mente presente que nuestro país debe efectuar un necesa- 
rio relevamiento de todos los instrumentos internaciona- 
les relativos al tema y proceder a la ratificación de aque- 
llos respecto de los cuales esté en omisión. 


En relación con el proyecto (Art. 26), se toman como 
referencia para la implementación: 


(a) el Estatuto de Roma; 


(b) los Convenios de Ginebra de 12 de agosto de 1949 y 
los Protocolos Adicionales I y II del 8 de junio de 1977, a 
los Convenios de Ginebra de 12 de agosto de 1949; 


(c) el Protocolo Facultativo de la Convención sobre 
los Derechos del Niño relativo a la participación de niños 
en conflictos armados; 


(d) en relación con el uso de determinadas armas y 
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métodos de guerra: el “Protocolo sobre fragmentos no 
localizables (Protocolo I) (CCW.P.I)”, Ginebra 10 de octu- 
bre de 1980, “Protocolos sobre Prohibiciones o Restriccio- 
nes del Empleo de Minas, Armas Trampa y Otros Artefac- 
tos (Protocolo IT)”, Ginebra, 10 de octubre de 1980, enmen- 
dado el 3 de mayo de 1996; el “Protocolo sobre prohibicio- 
nes o restricciones del empleo de armas incendiarias 
(Protocolo III)”, Ginebra el 10 de octubre de 1980; el “Pro- 
tocolo sobre Armas Láser que causen ceguera (Protocolo 
IV), Ginebra, 13 de octubre de 1995; la “Convención sobre 
la prohibición del empleo, almacenamiento, producción y 
transferencia de minas antipersonal y sobre su destruc- 
ción (Convención de Ottawa)”, 1997; el Anexo Técnico, del 
“Protocolo sobre los Restos Explosivos de Guerra (Proto- 
colo V) ala Convención sobre Ciertas Armas Convenciona- 
les de 1980”, aprobado el 28 de noviembre de 2003; la 
“Convención sobre la prohibición del desarrollo, la pro- 
ducción, el almacenamiento y el empleo de armas químicas 
y sobre su destrucción”, 10 de abril de 1972; la “Convención 
sobre la prohibición del desarrollo, la producción y el 
almacenamiento de armas bacteriológicas (biológicas) y 
toxínicas y sobre su destrucción”, 10 de abril de 1972; y la 
“Convención sobre la prohibición de utilizar técnicas de 
modificación ambiental con fines militares u otros fines 
hostiles (ENMOD)” aprobada por la Asamblea General de 
la ONU el 10 de diciembre de 1976, Resolución 31/72; 


(e) En relación con la protección de bienes culturales: la 
“Convención para la Protección de los Bienes Culturales 
en caso de Conflicto Armado”, La Haya, 14 de mayo de 1954; 
el “Protocolo para la Protección de los Bienes culturales 
en caso de Conflicto Armado”, La Haya, 14 de mayo de 1954; 
el “Segundo Protocolo de la Convención de La Haya de 1954 
para la Protección de los Bienes Culturales en caso de 
Conflicto Armado”, La Haya, 26 de marzo de 1999; y la 
Declaración de la UNESCO relativa ala destrucción inten- 
cional del patrimonio cultural - 2003, adoptada por la 
Conferencia General de la UNESCO en su 32* reunión, París, 
el 17 de octubre de 2003. 


La propuesta del proyecto describe todas las conductas 
que, en nuestro criterio, calificarían como crímenes de gue- 
rra aplicables tanto para conflictos armados de carácter 
internacional como para conflictos armados internos. En 
tal sentido y a diferencia de la técnica adoptada por el 
Estatuto de Roma, no se establecen dos tipos diferentes, 
sino que se concentran en una sola enumeración todos los 
actos que constituirían crímenes de guerra (artículo 26). 


La naturaleza aberrante de las acciones no amerita su 
distinción y es jurídicamente posible que el Legislador 
nacional fusione una misma categoría de crímenes de guerra 
para ambos escenarios. Por otra parte, se vuelve necesaria 
para subsanar omisiones, como, por ejemplo, la referida al 
caso de la prohibición de hacer pasar hambre a la población 
civil como método de combate, prevista en el Estatuto de 
Roma exclusivamente para conflictos internacionales (ar- 
tículo 8 párrafo 2 literal b) numeral XXV) pero omitida en 
relción con los conflictos internos; al respecto el Art. 26.3 
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numeral 33 del proyecto la incluye y dentro del concepto de 
“privación de objetos indispensables para la superviven- 
cia” contempla la obstaculización intencional a la acción 
humanitaria o de acceso a las víctimas. 


Los numerales 1 a 34 del artículo 26,3 contemplan las 
conductas descriptas en el Estatuto de Roma (artículo 8), 
manteniéndose en lol posible la redacción original, salvo en 
las adaptaciones indispensables para su aplicación a con- 
flictos armados internos e internacionales (como el ejemplo 
que venimos de examinar) y en aquellos casos en que se 
impone necesariamente su modificación por razones 
sustantivas. 


En el numeral 12 se reformula la redacción del artículo 8 
párrafo 2 literal b) numeral IV, incorporando las previsiones 
del artículo 85 numeral 1 del Protocolo Adicional I, en cuanto 
la prohibición de lanzar un ataque cuando sea de prever que 
causará lesiones o muertes a personas protegidas. 


En el numeral 34 se modifica la edad de 15 años prevista 
en el Estatuto de Roma como límite para reclutar o alistar 
niños en las fuerzas armadas (Art. 8 párrafo 2 literal b) 
numeral XXVI y literal e) numeral VII) y seelevaa 18 años 
en cumplimiento del “Protocolo Facultativo de la Conven- 
ción sobre los Derechos del Niño” suscripto por Uruguay 
el 7 de setiembre de 2000; caso contrario, nuestro país 
incumpliría sus obligaciones internacionales. 


Los numerales 35 a 50 refieren a nuevas conductas no 
previstas en el Estatuto de Roma, pero que, de acuerdo con 
los fundamentos expresados, se incorporan como crímenes 
de guerra. Las mismas tienen diversas fuentes, tratándose, 
en general, de acciones u omisiones relacionadas con el uso 
de armas prohibidas, métodos inhumanos de combate y 
protección de personas y de bienes culturales. 


Alos efectos ilustrativos referimos, resumidamente, sus 
fuentes: numeral 35 (Demorar en forma injustificada en 
repatriar o liberar a los prisioneros), fuente: artículo 85 (4) 
(b) del Protocolo Adicional Il alos Convenios de Ginebra de 
12 de agosto de 1949; numeral 36 (Atacar, destruir o inuti- 
lizar por cualquier medio, los bienes indispensables para 
la supervivencia o subsistencia de la población civil-víve- 
res, ganado, reserva de agua potable, etc.); fuente: artículo 
14 del Protocolo Adicional ll alos Convenios de Ginebra de 
12 de agosto de 1949; numeral 37 (Realizar castigos colec- 
tivos o actos o amenazas que tengan por objeto aterrorizar 
a la población civil), fuente: artículo 4 (2) (b) y (d) del 
Protocolo Adicional ll a los Convenios de Ginebra de 12 de 
agosto de 1949; numeral 38 (Lanzar un ataque empleando 
armas y métodos de combate que no permitan hacer distin- 
ción entre objetivos militares y no militares), fuente: Arts. 
7a9, “Protocolo sobre Prohibiciones o Restricciones del 
Empleo de Minas, Armas Trampa y Otros Artefactos (Pro- 
tocolo II)”, Ginebra, 10 de octubre de 1980, enmendado el 
3 de mayo de 1996; numeral 39 (Dirigir intencionalmente 
ataques contra bienes culturales protegidos o patrimonio 
cultural de gran importancia para la humanidad, compren- 
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dido el patrimonio cultural vinculado a un sitio de patrimo- 
nio natural), fuente: artículos 7 y 15 del “Segundo Proto- 
colo de la Convención de La Haya de 1954 para la Protec- 
ción de los Bienes Culturales en caso de Conflicto Arma- 
do”, La Haya, 26 de marzo de 1999; “Convención para la 
Protección de los Bienes culturales en caso de Conflicto 
Armado”, La Haya, 14 de mayo de 1954; “Protocolo para la 
Protección de los Bienes Culturales en caso de Conflicto 
Armado”, La Haya, 14 de mayo de 1954, Declaración de 
UNESCO relativa a la destrucción intencional del patrimo- 
nio cultural - 2003 adoptada por la Conferencia General de 
la UNESCO en su 32* reunión, París, el 17 de octubre de 2003, 
numeral 40 (Lanzar un ataque contra obras o instalaciones 
que contengan fuerzas peligrosas), fuente: artículo 85 (3) 
(c) del Protocolo Adicional 1 del 8 de junio de 1977, a los 
Convenios de Ginebra de 12 de agosto de 1949; numeral 
41 (Lanzar un ataque contra zonas desmilitarizadas), fuen- 
te: artículo 85 (3) (d) del Protocolo Adicional I del 8 de junio 
de 1977, a los Convenios de Ginebra de 12 de agosto de 
1949; numeral 42 (Emplear armas cuyo efecto principal sea 
lesionar mediante fragmentos que no puedan localizarse 
por rayos X en el cuerpo humano), fuente: “Protocolo 
sobre fragmentos no localizables (Protocolo lI) 
(CCW.P.I)”, Ginebra, 10 de octubre de 1980; numeral 43 
(Emplear minas antipersonales), fuente: “Convención so- 
bre la prohibición del empleo, almacenamiento, produc- 
ción y transferencia de minas antipersonal y sobre su 
destrucción (Convención de Ottawa)”, 1997; numeral 44 
(Emplear minas, armas trampas y otros artefactos simila- 
res), fuente: “Protocolo sobre Prohibiciones o Restric- 
ciones del Empleo de Minas, Armas Trampa y Otros Arte- 
factos (Protocolo II)”, Ginebra, 10 de octubre de 1980, 
enmendado el 3 de mayo de 1996; numeral 45 (Emplear 
tramas y armas incendiarias), fuente: artículo 1 “Protoco- 
lo sobre prohibiciones o restricciones del empleo de ar- 
mas incendiarias (Protocolo HI)”, Ginebra, 10 de octubre 
de 1980 -para la especie no se contempla ninguna excepción 
para el uso de las armas referidas-; numeral 46 (Emplear 
armas químicas, biológicas u otras armas de destrucción 
masivas), fuente: “Convención sobre la prohibición del 
desarrollo, la producción y el almacenamiento de armas 
bacteriológicas (biológicas) y sobre su distribución”, 10 de 
abril de 1972; “Convención sobre la prohibición del desa- 
rrollo, la producción y el almacenamiento de armas 
bacteriológicas del desarrollo, la producción y almace- 
namiento y el empleo de armas químicas y sobre su destruc- 
ción”, 10 de abril de 1972; numeral 47 (Emplear armas láser 
con aptitud para causar cegueras permanentes), fuente: 
Protocolo sobre Armas Láser que causen ceguera (Proto- 
colo IV), Ginebra, 13 de octubre de 1995, numeral 48 (Utili- 
zar técnicas de modificación ambiental con fines militares 
u otros fines hostiles), fuente: artículos 1 y 21 de la “Con- 
vención sobre la prohibición de utilizar técnicas de modi- 
ficación ambiental con fines militares u otros fines hosti- 
les (ENMOD)” aprobada por la Asamblea General de la 
ONU el 10 de diciembre de 1976, Resolución 31/72; numeral 
49 (Omitir en forma intencional señalizar zonas en las que 
se hallen restos explosivos de guerra o su limpieza o 
remoción), fuente: artículos 2, 3, 5 y Anexo Técnico, del 
“Protocolo sobre los Restos Explosivos de Guerra (Proto- 
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colo V) a la Convención sobre Ciertas Armas Convencio- 
nales de 1980”, aprobado el 28 de noviembre de 2003; 
numeral 50 (Definición sobre fines civiles y objetivos mili- 
tares), fuente: artículos 7 a 9, “Protocolo sobre Prohibi- 
ciones o Restricciones del Empleo de Minas, Armas Tram- 
pa y Otros Artefactos (Protocolo II)”, Ginebra, 10 de octu- 
bre de 1980, enmendado el 3 de mayo de 1996. 


Es un imperativo jurídico y moral atemperar los efectos 
de la violencia que conlleva un conflicto armado y limitar el 
uso de la fuerza contra grupos vulnerables, penalizando 
como crímenes de guerra violaciones al derecho internacio- 
nal humanitario. La protección de las personas mediante la 
prohibición de determinados métodos de guerra, armas y 
tácticas militares, debe ser valorada como un elemento 
disuasivo más, en la desigual lucha por la vigencia del 
derecho contra el uso arbitrario de la fuerza. 


El derecho internacional humanitario es un derecho de 
excepción que aplica únicamente en situaciones de conflic- 
to armado y pudiera ser una tentación generalizada poster- 
gar su implementación, dada la dificultad de imaginar la 
probabilidad de que el Estado se involucre en un conflicto 
armado. Sin embargo, y no obstante lo acertado de dicho 
análisis, el escenario internacional evidencia, cada vez más, 
que los Estados -entre ellos, Uruguay- envían contingentes 
o fuerzas militares a misiones internacionales y las cuestio- 
nes relacionadas con el derecho internacional humanitario 
pasan a tener una gran importancia en materia preventiva. Esto 
expresado sin perjuicio, reiteramos, de la obligación jurídica de 
su implementación por mandato del derecho internacional. 


6. Otros Delitos y Prevención 


El Título IV de la Parte Il incorpora delitos contra la 
administración de Justicia por la Corte Penal Internacio- 
nal (artículo 27) en función de la obligación contraída de 
acuerdo con el artículo 70 del Estatuto de Roma. 


Se procede ala tipificación por la técnica de la remisión, 
fijándose la pena; en el caso no existiría ninguna disimilitud 
entre la ley nacional y el Estatuto de Roma. 


En la especie se considerará delito contra la administra- 
ción de Justicia por la Corte Penal Internacional; dar falso 
testimonio cuando se esté obligado a decir verdad de con- 
formidad; presentar pruebas a sabiendas de que son falsas 
o han sido falsificadas; corromper a un testigo, obstruir su 
comparecencia o testimonio o interferir en ellos, tomar 
represalias contra un testigo por su declaración, destruir o 
alterar pruebas o interferir en las diligencias de prueba; 
poner trabas, intimidar o corromper a un funcionario de la 
Corte para obligarlo o inducirlo a que no cumpla sus funcio- 
nes o aque lo haga de manera indebida; y solicitar o aceptar 
un soborno en calidad de funcionario de la Corte y en 
relación con sus funciones oficiales. 


El Título V de la Parte II propone la tipificación de 
dos delitos especiales: lavado de activos y financia- 
ción de los crímenes de genocidio, de lesa humanidad y de 
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guerra (artículo 28) y la apología de hechos pasados (ar- 
tículo 29). 


Resulta pertinente para cumplir cabalmente con el prin- 
cipio de complementariedad a nivel nacional, que los Esta- 
dos Parte del Estatuto de Roma no solamente enjuicien a 
quienes ordenan o cometen crímenes de genocidio, críme- 
nes de guerra y crímenes de lesa humanidad, sino que 
también actúen respecto de aquellas personas que, resi- 
diendo fuera del territorio del conflicto en sí, instigan, 
secundan, promuevan o facilitan la perpetración de dichos 
crímenes, especialmente en todos los aspectos vinculados 
ala asistencia financiera o al lavado de activos precedente 
de los delitos. 


Se tendrá presente, por ejemplo, que la Oficina del 
Fiscal de la Corte Penal Internacional y el Panel de 
Expertos de las Naciones Unidas sobre la Explotación 
Ilegal de los Recursos Naturales y Otras Formas de 
Riqueza en la República del Congo, han establecido vín- 
culos de causalidad entre atrocidades cometidas en dicho 
país (región de Ituri) y empresas que operan en el extranjero 
y existe el convencimiento de que si las prácticas comercia- 
les presuntamente ilícitas siguen fomentando atrocidades, 
estas no se detendrán, aun cuando los perpetradores sean 
arrestados y procesados. Un compromiso genuino de poner 
fin a la impunidad implica llevara la justicia no solamente a 
los perpetradores, sino a las personas que los financien, 
coadyuven o cooperen en cualquier forma. 


Nuestro orden jurídico tipifica varios delitos relaciona- 
dos con el lavado de activos proveniente de diversas acti- 
vidades delictivas (narcotráfico, terrorismo, tráfico ilícito 
de armas, explosivos, órganos, etc.), según lo dispuesto en 
el artículo 8 de la Ley N* 17.835, de 14 de setiembre de 2004, 
artículo 5 de la Ley N* 17.016, de 22 de octubre de 1998 y 
Decreto-Ley N* 14.294, de 31 de octubre de 1974. 


El proyecto propone que dichos delitos se extiendan al 
caso de bienes, productos o instrumentos provenientes de 
crímenes de genocidio, de lesa humanidad y de guerra. 


A los efectos de mantener un régimen uniforme en la 
represión de estas conductas evitando la superposición 
normativa, proponemos sustituir el artículo 8 de la Ley 
N* 17.835, de 14 de setiembre de 2004, incorporando los 
nuevos supuestos como elementos que configurarían los 
delitos ya tipificados. 


De esta forma, se penalizará a quien convierta o transfie- 
ra bienes, productos o instrumentos que procedan de cual- 
quiera de los crímenes o delitos; a quien adquiera, posea, 
utilice tenga en su poder o realice cualquier tipo de transac- 
ción sobre bienes, productos o instrumentos que procedan 
de cualquiera de los crímenes o delitos; a quien oculte, 
suprima, altere los indicios o impida la determinación real de 
la naturaleza, el origen, la ubicación, el destino, el movi- 
miento o la propiedad reales de tales bienes, o productos u 
otros derechos relativos a los mismos que procedan de 
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cualquiera de los crímenes o delitos; a quien asista a los 
autores de los crímenes o delitos para asegurar el beneficio 
o el resultado de tal actividad, para obstaculizar las accio- 
nes de la Justicia o para eludir las consecuencias jurídicas 
de sus acciones, o quien le prestare cualquier ayuda, asisten- 
cia o asesoramiento; a quien organizare o, por el medio que 
fuere, directa o indirectamente, proveyere o recolectare fondos 
con la intención de que se utilicen, o a sabiendas de que serán 
utilizados, en todo o en parte, para financiar actos de genocidio, 
crímenes de lesa humanidad y crímenes de guerra. 


El proyecto sugiere castigar a quien, públicamente, efec- 
túe la apología de hechos anteriores a la entrada en vigencia 
de la ley que se propone, si estos hubieran calificado como 
crímenes o delitos de haber estado vigente la misma. 


Alabar, loar o defender públicamente situaciones histó- 
ricas que la conciencia de humanidad repudia, merece ser 
objeto de control social al grado tal que se propone su 
castigo Entendemos que el elemento material no es asimila- 
ble al tipo “apología del delito” artículo 148 del Código 
Penal), ya que en la especie se trata de defender o alabar 
hechos sucedidos en el pasado y, por tanto, no podrían 
calificarse como delito, desde el momento que el mismo 
todavía no existía tipificado. Se trata de la apología de un 
hecho histórico acaecido antes de la tipificación de los 
crímenes y, al amparo de la legislación vigente, pudiera 
entenderse que no estaría alabando un delito, sencillamen- 
te porque el hecho no era tal al momento en que ocurrió; 
estaría alabando o reivindicando sucesos pasados pero que 
hoy repugnan a la conciencia pública y, de suceder, califi- 
carían como crímenes internacionales (artículo 29). 


La consolidación de los valores de los derechos huma- 
nos impone la obligación de coadyuvar a la paz pública y no 
puede ser permisiva con conductas que públicamente aten- 
tan contra los mismos. 


En el Título VI de la Parte II, el artículo 30 refiere a la 
prevención. 


El Estado tiene la obligación de implementar el Estatuto 
de Roma y demás Convenios Internacionales vinculados al 
derecho internacional de los derechos humanos que lo 
obligan a perseguir y sancionar distintas conductas. Sin 
embargo, no puede dejarse de lado la esfera de prevención 
del delito y en tal sentido el proyecto propone el deber de 
fomentar y promover la difusión, educación y formación en 
relación con la normativa jurídica nacional e internacional 
que regulan los crímenes internacionales y muy especial- 
mente la referida al derecho internacional humanitario. 


7. Cooperación plena con la Corte Penal Internacional 


El proyecto propone en su Parte III (artículo 31 y si- 
guientes), regular la cooperación y asistencia con la Corte 
Penal Internacional en cumplimiento de lo dispuesto por el 
artículo 86 del Estatuto de Roma, el cual obliga al Estado Parte 
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a cooperar plenamente en la investigación y enjuiciamiento de 
los crímenes competencia de la Corte Penal Internacional. 


El régimen de cooperación establecido en la Parte IX del 
Estatuto de Roma, resulta esencial para asegurar el funcio- 
namiento de la Corte Penal Internacional y, en definitiva, 
para alcanzar el deber de investigar y sancionar los críme- 
nes más graves contra los derechos humanos, evitando la 
cultura de la impunidad. 


Considerando la ausencia de coercibilidad en las inves- 
tigaciones y enjuiciamientos de la Corte Penal Internacio- 
nal, esta requiere necesariamente de la participación y 
colaboración de los Estados. El “principio de cooperación 
plena” debe ser aceptado como pilar fundamental de cual- 
quier sistema de cooperación que se fuera a incorporar en 
el derecho interno. 


Sin embargo, la implementación en el orden jurídico 
nacional del “principio de cooperación plena”, no sola- 
mente implica adoptar mecanismos aptos para dar cumpli- 
miento a las solicitudes de asistencia, sino, también, esta- 
blecer un régimen jurídico destinado a evitar que los 
Estados realicen un manejo arbitrario y abusivo de aque- 
llos supuestos que le permitan sustraer un caso de la 
jurisdicción de la Corte Penal Internacional u oponerse 
a una medida de solicitud de cooperación invocando las 
causales contempladas al efecto en el Estatuto de Roma. 


Tengamos presente que estamos en presencia de un 
órgano judicial internacional permanente, con competen- 
cia para juzgar los más aberrantes crímenes que conoce la 
historia de la humanidad, para lo cual se necesita la partici- 
pación y colaboración de los Estados. 


Pero, al mismo tiempo, también tengamos presente que 
el propósito de la Corte Penal Internacional es servir de 
complemento a las jurisdicciones penales nacionales y en 
consecuencia, conforme al Estatuto de Roma, cuando un 
Estado ha decidido, por ejemplo, tomar acción penal respec- 
to de un caso comprendido en el mismo, la Corte Penal 
Internacional no puede intervenir. 


La potestad de enjuiciamiento de la Corte Penal Interna- 
cional solamente se ejercita cuando los Estados Parte se 
niegan o no pueden enjuiciar delitos tipificados en el Esta- 
tuto de Roma. Por esencia del “principio de complemen- 
tariedad” (artículo 17 del Estatuto de Roma), la Corte Penal 
Internacional no será competente y, porende, no investiga- 
rá ni enjuiciará cuando un Estado Parte esté investigando 
o enjuiciando el mismo caso. 


Entonces, para que el sistema de punibilidad de los 
crímenes internacionales funcione adecudamente, los es- 
fuerzos de los Estados en investigar y enjuiciar bajo su 
jurisdicción nacional deben ser “auténticos”, ya que de lo 
contrario los responsables de los delitos habrían logrado 
evadirse de la acción de la justicia. 
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El propio Estatuto de Roma contiene precisas disposi- 
ciones tendientes a determinar si un Estado está actuando 
“auténticamente” o, por el contrario, está procediendo con la 
finalidad de sustraer un caso a la competencia de la Corte Penal 
Internacional, o entorpecer o dilatar su intervención o la de sus 
órganos. Es perfectamente posible imaginar que los Estados 
lleven a cabo juicios o dispongan investigaciones “aparen- 
tes”, que luego podrían ser invocadas con el objetivo de 
impugnar la intervención de la Corte Penal Internacional. 


Para resolver esta cuestión en el nivel de implementación 
de la cooperación en los ordenes jurídicos nacionales, 
resulta fundamental prestar especial atención al proceso 
interno de formación de la voluntad del Estado, en un 
escenario donde este alegue ante la Corte Penal Internacio- 
nal las causales previstas en el Estatuto de Roma que 
obstan a la cooperación. 


Creemos que es posible institucionalizar mecanismos 
y procedimientos adecuados con la finalidad de asegurar 
y garantizar que cuando se invoque por parte del Estado 
una causal prevista en el Estatuto de Roma que implique 
oposición, impugnación, solicitud de inhibición o recha- 
zo de una solicitud de asistencia, la decisión del Estado 
esté sustentada estrictamente por el derecho y no en la 
mera voluntad política, oportunidad o conveniencia. 


Estas consideraciones pudieran parecer extraviadas para 
quien no conozca el proceso jurídico político de la impuni- 
dad en Uruguay o quiera razonar fuera del mismo o sin los 
referentes jurídicos esenciales que hacen a los principios 
del derecho internacional de los derechos humanos en la 
actualidad. Sin embargo, resultan, por el contrario, absolu- 
tamente pertinentes cuando examinamos que en el contexto 
de impunidad generado por la “ley de caducidad de la 
pretención punitiva del Estado”, el Poder Ejecutivo de 
épocas anteriores, actuando conforme al orden jurídico 
interno, contó con tan amplio margen de discrecionalidad 
que le permitió incluir en los efectos de la norma supuestos 
fácticos para los cuales no estaba destinada. 


Al margen de la opinabilidad y de las diferentes valora- 
ciones que los distintos sectores de sociedad uruguaya 
pudieran tener al respecto, deberíamos coincidir hacia el 
futuro, en la necesidad de acotar y limitar los márgenes de 
discrecionalidad y opinabilidad política, cuando, llega- 
do el caso, el Estado deba invocar las causales previstas 
en el Estatuto de Roma para oposiciones o impugnaciones 
ante la Corte Penal Internacional. 


Entendemos que, aunque la opción por sí misma no sea 
contraria a derecho, dejar en manos del Poder Ejecutivo la 
decisión de resolver cuándo procede una impugnación o 
cuándo existe una causal para oponerse a una solicitud de 
asistencia proveniente de la Corte Penal Internacional, 
otorgaría un grado de discrecionalidad generador de una 
peligrosa zona de riesgo o de tensión entre “derecho” y 
“arbitrariedad”. Incluso la factibilidad de introducir “opi- 
niones consultivas” de la Suprema Corte de Justicia, por su 
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carencia de efecto vinculante, no desplazaría el centro de 
decisión del Poder Ejecutivo. 


Si realmente pretendemos afianzar el principio de que 
toda persona que haya cometido un delito competencia de 
la Corte Penal Internacional sea juzgada y que deba ser 
investigada sin obstáculo cualquier violación a los dere- 
chos humanos que pudiera constituir un crimen internacio- 
nal, deberíamos ubicarnos en un escenario de “coopera- 
ción plena” con la Corte Penal Internacional y las eventua- 
les causales de oposición deberían ser constatadas, cali- 
ficadas y resueltas, únicamente bajo parámetros jurídi- 
cos, sin apreciación política o discrecionalidad adminis- 
trativa, trasladándose su resolución al Poder Judicial en 
cuanto titular de la función jurisdiccional. 


Asimismo, y en atención a la naturaleza de crímenes 
frente a los cuales la respuesta fue instalar un órgano 
jurisdiccional internacional permanente, proponemos como 
correlato natural para el orden jurídico interno, que las 
cuestiones que involucren los temas de cooperación con 
dicho organismo sean resueltas por la Suprema Corte de 
Justicia en su calidad de máximo órgano judicial na- 
cional. 


Nuestro ordenamiento jurídico otorga a la Suprema Cor- 
te de Justicia competencia privativa para entender en el 
juzgamiento de los delitos “sobre el Derecho de Gentes” 
(artículo 239 numeral 1 de la Constitución de la República), 
que no son otros que los crímenes internacionales contra el 
derecho internacional general en terminología antigua. La 
misma norma confiere a la Suprema Corte de Justicia com- 
petencia exclusiva para juzgar algunos de los casos concre- 
tos contenidos en las causales de oposición previstas en el 
Estatuto de Roma, como, por ejemplo, las causas sobre 
inmunidad de diplomáticos acreditados ante la República o 
las cuestiones relativas a Tratados internacionales. 


Por lo tanto, en el proyecto en consideración sugerimos 
que sea la Suprema Corte de Justicia quien deba intervenir 
obligatoriamente en toda solicitud de cooperación (artícu- 
lo 39), requiriéndose resolución previa y favorable de la 
Suprema Corte de Justicia para que el Estado pueda soli- 
citar al Fiscal de la Corte Penal Internacional que se inhiba 
en su competencia a favor del Estado uruguayo (artículo 18 
párrafo 2 del Estatuto de Roma); para impugnar la compe- 
tencia de la Corte Penal Internacional o la admisibilidad de 
la causa (artículos 17 y 19 del Estatuto de Roma), para no dar 
curso a una solicitud de asistencia o cooperación recibida 
de la Corte Penal Internacional o de sus órganos cuando se 
entienda que se divulgaría información o documentos que 
pudieran afectar intereses de la seguridad nacional (artícu- 
lo 72 del Estatuto de Roma); o se contravendría un principio 
jurídico fundamental de aplicación general (artículo 93 pá- 
rrafo 3 del Estatuto de Roma) o porque el cumplimiento 
inmediato de la solicitud de asistencia interferiría con una 
investigación o enjuiciamiento distinto de aquel al que 
refiere la solicitud (artículo 94 párrafo 1 del Estatuto de 
Roma). 
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La resolución sobre la existencia o no de dichas causales, 
será de competencia privativa de la Suprema Corte de Jus- 
ticia (artículo 41). 


Se establece al efecto un procedimiento general para 
todos los trámites de asistencia y cooperación, con inter- 
vención preceptiva de la Suprema Corte de Justicia y duran- 
te el cual estará facultada para actuar de oficio si constatare 
cualquiera de las causales de oposición o impugnación 
reseñadas, salvo cuando se trate de intereses de la seguri- 
dad nacional, en cuyo caso únicamente conocerá cuando el 
Poder Ejecutivo someta dicho supuesto a su resolución 
(artículo 42). 


Se propone también un procedimiento especial ante la 
Suprema Corte de Justicia, cuando el Poder Ejecutivo en- 
tienda que se verifica alguna de las causales mencionadas 
(artículo 43), sin perjuicio del mismo, el Poder Ejecutivo 
estará siempre facultado para presentarse ante la Suprema 
Corte de Justicia, en cualquier momento del procedimiento 
general de cooperación, con el fin de realizar observaciones 
o emitir las opiniones que convengan a su interés (artículo 
42.10). 


Cuando esté involucrado un supuesto de divulgación 
de información o de documentos que pudieran afectar inte- 
reses de seguridad nacional, entendemos que debe ser 
competencia originaria del Poder Ejecutivo resolver la cali- 
ficación de la situación y que, en este caso, la Suprema 
Corte de Justicia no puede actuar de oficio. No obstante, 
para invocar la causal de “seguridad nacional” ante la Corte 
Penal Internacional, el Poder Ejecutivo necesitará la reso- 
lución favorable de la Suprema Corte de Justicia (artículo 
45). Esta solución permite, aun ante una situación suma- 
mente delicada, implementar un marco de contralor y garan- 
tías que otorgará sustentabilidad jurídica a la oposición y 
al mismo tiempo evitará que la invocación de la causal se 
utilice para proteger información que en realidad no afecta 
intereses de la seguridad nacional. 


Cuando la Suprema Corte de Justicia resuelva que exis- 
ten causales, de conformidad con el Estatuto de Roma, para 
solicitar al Fiscal de la Corte Penal Internacional que se 
inhiba en su competencia a favor del Estado uruguayo 
(artículo 18 párrafo 2 del Estatuto de Roma), impugnar la 
competencia de la Corte Penal Internacional o impugnar la 
admisibilidad de la causa (artículos 17 y 19 del Estatuto de 
Roma) o no dar curso a una solicitud de asistencia o coope- 
ración, corresponderá al Poder Ejecutivo proceder ante la 
Corte Penal Internacional de acuerdo con lo resuelto por 
la Suprema Corte de Justicia (artículo 42.8). 


El trámite de asistencia se mantendrá en suspenso y el 
Poder Ejecutivo realizará las comunicaciones y consultas 
previstas en el Estatuto de Roma, estándose a resolución 
definitiva de la Corte Penal Internacional. 


Se tendrá presente que todas las resoluciones que adop- 
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te la Suprema Corte de Justicia serán susceptibles del 
recurso de reposición (artículo 41.4). 


Conviene destacar que en el curso de una impugnación 
de admisibilidad o competencia, si se recibiera de la Corte 
Penal Interncional o de alguno de sus órganos, solicitudes 
de información, cooperación o de asistencia para la inves- 
tigación u obtención de pruebas que la Corte Penal Interna- 
cional estime importantes o presuma que existe un riesgo 
cierto de que las mismas no estarán disponibles ulterior- 
mente (artículo 18 párrafo 6 del Estatuto de Roma) o se 
tratare de declaraciones de testigos o diligenciamiento de 
pruebas que estuviesen en trámite desde antes de la impug- 
nación (artículo 19 párrafo 8 literal b) del Estatuto de Roma), 
o de medidas tendientes aimpedir que una persona respecto 
de la cual se hubiera pedido su detención eluda la acción de 
la justicia (artículo 19 párrafo 8 literal c) del Estatuto de 
Roma). La Suprema Corte de Justicia hará lugar a su 
diligenciamiento, en cuanto dichas solicitudes de coopera- 
ción resulten ajustadas a derecho (artículo 44.4). 


Especialmente, se dispone que cuando la oposición a la 
medida de cooperación se produzca porque pudiera interfe- 
rircon una investigación oenjuiciamiento distinto de aquel 
al que refiere la solicitud (artículo 94 párrafo 1 del Estatuto 
de Roma), la Suprema Corte de Justicia podrá fijar el plazo 
durante el cual deba suspenderse la ejecución de la medida, 
considerando el tiempo que insumirá el enjuiciamiento o 
investigación en curso o, en su caso, establecer las condi- 
ciones especiales en las cuales la asistencia podría igual- 
mente cumplirse sin interferir con la investigación o enjui- 
ciamiento en curso (artículo 47). Si la impugnación se mo- 
viliza por entenderse que la solicitud de asistencia contra- 
viene un principio jurídico fundamental, la Suprema Corte 
de Justicia podrá disponer las condiciones especiales en las 
cuales la cooperación podría ejecutarse sin violentar el 
principio jurídico involucrado (artículo 46.2). 


Sin perjuicio de la relevancia que se le otorga a la 
intervención de la Suprema Corte de Justicia por los funda- 
mentos antes expresados, la misma no va en desmedro de las 
atribuciones del Poder Ejecutivo en los temas de su compe- 
tencia. 


Como viene de verse, el relacionamiento con la Corte 
Penal Internacional se propone a cargo del Poder Ejecutivo. 
Tratándose la Corte Penal Internacional de un organismo 
internacional, corresponde que la representación del Esta- 
do sea ejercida a través del Ministerio de Relaciones Exte- 
riores. Asimismo, se dispone la intervención de la Dirección 
de Cooperación Jurídica Internacional del Ministerio de 
Educación y Cultura, como autoridad central en la tramita- 
ción de las solicitudes de cooperación. 


En definitiva, entendemos que los procedimientos pro- 
puestos son plenamente compatibles, con el principio fun- 
damental que se pretende afianzar: instalar el “centro de 
gravedad” que hace a la procedencia o no de la coopera- 
ción, bajo parámetros exclusivamente jurídicos y, en con- 
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secuencia, que los conflictos que pudieran suscitarse sean 
dirimidos conforme al derecho, por la Suprema Corte de 
Justicia en ejercicio de su función jurisdiccional. 


Resuelta la procedencia de la solicitud de asistencia, 
debe procurarse el efectivo cumplimiento de la medida 
sobre la base del principio de “cooperación plena”, ase- 
gurando que no existan desvíos ni obstáculos pero, al 
mismo tiempo, respetando de forma integral todos los 
derechos de las personas involucradas, ya sea como sos- 
pechosas, víctimas o testigos. 


El principio de cooperación se profundiza al establecer- 
se que no podrá invocarse la inexistencia de procedimientos 
en el orden interno, para denegar el cumplimiento de solici- 
tudes emanadas de la Corte Penal Internacional (artículo 
31.2) y que no podrá discutirse acerca de la existencia de los 
hechos que la Corte Penal Internacional impute a una per- 
sona, ni sobre su culpabilidad (artículo 31.3). 


Se entiende de suma importancia consagrar el principio 
de reserva o confidencialidad en relación con todas las 
actuaciones de cooperación, incluidos los procedimientos 
judiciales ante la Suprema Corte de Justicia y la información 
que se transmita, procese, comunique o custodie al respec- 
to (artículo 35.1). Se garantiza la efectividad de la medida de 
asistencia o cooperación, pero además y fundamentalmen- 
te, juntamente con la reserva, estimamos necesario legislar 
la obligación de adoptar los medios de protección que sean 
necesarios para salvaguardar los derechos de las víctimas 
y testigos, debiendo estar a las especiales recomendacio- 
nes o medidas que al respecto hubiese expresamente soli- 
citado o adoptado la Corte Penal Internacional (artículo 
35.2). 


En concordancia, se propone que todas las notificacio- 
nes o citaciones deban ser recibidas en forma personal por 
su destinatario, hecho del que se dejará constancia en el 
acto de la notificación, hubiera o no el destinatario proce- 
dido al acuse de recibo. Las notificaciones se realizarán por 
los medios idóneos que establezca la Suprema Corte de 
Justicia, pudiendo derivar su dilingenciamiento a otros 
órganos del Poder Judicial, por ejemplo, a los Juzgados del 
lugar de residencia de la persona que deba ser notificada 
(artículo 66). Esta modalidad no solamente coadyuva a la 
confidencialidad, sino que es absolutamente compatible 
para cumplir con la finalidad de la medida. 


Asimismo, cuando se cite a un testigo para comparecer 
ante la Corte Penal Internacional o se le toma declaración en 
nuestro país, sele informará sobre la existencia de órganos 
especializados en la Corte Penal Internacional, instituidos 
para su asistencia y asesoramiento, como es el caso de la 
Dependencia para Víctimas y Testigos (artículos 66.5 y 
70.3); se le informará que tiene derecho a declarar en presen- 
cia de su abogado (artículo 68.2) y se le proporcionará un 
traductor si no se expresara en idioma español (artículos 
66.4 y 68.4). 
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Prosiguiendo con la tendencia de afianzar el principio de 
“plena cooperación”, proponemos facilitar el accionar 
de la Corte Penal Internacional y de sus órganos autori- 
zando que sesionen en el territorio del Estado o instauren 
en nuestro país una oficina especial, cuando se trate de 
investigaciones o enjuiciamientos de crímenes cometidos 
en el Uruguay o se encuentren en nuestro territorio perso- 
nas indagadas, testigos o víctimas (artículo 36). 


Con igual fundamento: se reconocen privilegios e in- 
munidades para el personal de la Corte Penal Internacio- 
nal de conformidad con lo previsto en el Estatuto de Roma 
(artículo 37); se prevé que la Suprema Corte de Justicia 
pueda autorizar al Fiscal de la Corte Penal Internacional 
a ejecutar directamente en el Uruguay y sin la presencia 
de las autoridades competentes, una solicitud de asisten- 
cia que no requiera medidas coercitivas en los supuestos 
contemplados en el artículo 99 párrafo 4 del Estatuto de 
Roma (artículo 69); y se faculta a la Suprema Corte de 
Justicia para autorizar a la Fiscalía de la Corte Penal 
Internacional y al abogado defensor, que estén presentes 
y participen en los interrogatorios o declaraciones testi- 
moniales que se dispongan en el territorio del Estado 
(artículo 68.2). 


Muy especialmente, el Uruguay deberá aprobar el 
“Acuerdo sobre los Privilegios e Inmunidades de la Corte 
Penal Internacional” adoptado por la Asamblea de Esta- 
dos Partes el 9 de setiembre de 2002 y suscrito por el 
gobierno el 30 de junio de 2004. 


Asimismo, creemos que el principio de “cooperación 
plena” debe extenderse y materializarse en previsiones 
concretas para permitir el acceso de víctimas y testigos a 
la jurisdicción de la Corte Penal Internacional, aun en 
aquellos casos en los que no esté involucrado un enjuicia- 
miento o investigación de crímenes en conexión con el 
Uruguay. En tal sentido, se propone que el Poder Ejecutivo 
pueda autorizar la residencia transitoria en Uruguay de 
víctimas traumatizadas o amenazadas, testigos u otras per- 
sonas que estén en peligro a causa del testimonio dado por 
otros testigos de acuerdo con lo previsto en la Regla 16.4 
de Procedimiento y Prueba, siempre y cuando el costo de su 
manutención y protección sea de cargo de la Corte Penal 
Internacional (artículo 38). 


Por otra parte, se diseña un procedimiento especial para 
facilitar la presentación de testigos voluntarios a la Corte 
Penal Internacional, en función del cual los mismos pue- 
den apersonarse ante la autoridad jurisdiccional uruguaya, 
recibir asistencia e incluso, si correspondiera por motivos 
de urgencias, adelantar y efectuar la declaración en Uru- 
guay, para ser puesta en conocimiento de la Corte Penal 
Internacional a los efectos de que esta determine los pasos 
a seguir (artículo 70). 


S.- Cumplimiento de medidas de asistencia o cooperación 


Una vez en funcionamiento un proceso de investigación 
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oenjuiciamiento ante la Corte Penal Internacional, no exis- 
tiendo resolución de la Suprema Corte de Justicia que 
ampare causales de impugnación u oposición, los Estados 
Parte no pueden inmiscuirse en los aspectos que hacen al 
mérito de la causa y corresponderá dar cumplimiento 
cabal a las solicitudes de asistencia y cooperación que se 
hubieran formulado. 


El Título III de la Parte III del proyecto regula en el 
Capítulo 1 lo referido a las órdenes de “Detención y Entrega 
de Personas” y enel Capítulo 2 “Otras Medidas de Coope- 
ración y Asistencia”. En relación con la “Detención y 
Entrega de Personas”, se regulan especialmente los proce- 
dimientos de asistencia y cooperación referidos a la deten- 
ción y entrega (artículo 48), la detención del sospechoso 
(artículo 49), la prisión preventiva o detención provisio- 
nal (artículo 50), entrega temporal (artículo 57) y la orden 
de comparecencia con medidas alternativas a la prisión 
preventiva (artículo 58). 


Corresponde precisar que la entrega a un tribunal in- 
ternacional (como es el caso de la Corte Penal Internacio- 
nal) es una figura jurídica diferente de la extradición, 
distingo que expresamente es señalado en el propio Estatu- 
to de Roma (artículo 102). 


En la extradición, la persona queda a disposición del 
Poder Judicial de un Estado extranjero en el marco de un 
relacionamiento exclusivamente interestatal y de acuerdo 
con procedimientos especiales. Por el contrario, en la entre- 
ga a un tribunal internacional la persona está bajo suje- 
ción directa de un órgano jurisdiccional al que se le recono- 
ce competencia para entender en su juzgamiento, fuera de 
cualquier relación entre Estados. La entrega implica “cum- 
plir” con el mandamiento de un órgano jurisdiccional 
con competencia en el caso y su tramitación por el dere- 
cho interno no puede asimilarse a la extradición, debien- 
do ser un proceso más expedito por mandato del propio 
Estatuto de Roma (artículo 91 párrafo 2 literal c). Desde el 
punto de vista del sistema de Corte Penal Internacional, la 
“entrega” constituye, en cierta forma, una “medida ejecuti- 
va” indispensable para que el órgano jurisdiccional compe- 
tente pueda ejercer jurisdicción. 


En tal sentido, en el proyecto se propone un procedi- 
miento de entrega ágil, sin vulnerar los derechos ni las 
garantías de la persona involucrada. 


Tanto para la entrega (artículo 48.3), la detención de un 
sospechoso (artículo 49.2), la detención provisional (ar- 
tículo 50.3), la entrega temporal (artículo 57.2), o la orden 
de comparecencia con medidas altenativas a la prisión 
preventiva (artículo 58.2), se celebrarán audiencias ante la 
Suprema Corte de Justicia con noticia del Fiscal de Corte y 
los diversos procedimientos contendrán según el caso, 
plazos cortos de resolución. 


Los trámites se ciñen a los principios consagrados en 
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nuestro orden jurídico y el derecho internacional, por los 
cuales la persecución, enjuiciamiento y condena deben 
efectuarse respetando los derechos de la persona, presu- 
miéndola inocente hasta que no se prueba su culpabilidad 
previendo la obligatoriedad de la defensa letrada obliga- 
toria y que toda declaración sea recibida en presencia del 
defensor. De conformidad con lo establecido en el Estatuto 
de Roma, será obligatorio informar a la persona sobre el tipo 
de procedimientos que se substancian, que no está obliga- 
da a declarar contra sí misma ni a declarse culpable, 
pudiendo guardar silencio sin que ello vaya a tenerse en 
cuenta a los efectos de terminar su culpabilidad o inocen- 
cia; asimismo, deberá proporcionársele un intérprete si no 
entiende el español (artículo 57.2 del Estatuto de Roma). 


En cualquier estado del proceso de entrega el detenido 
podrá dar su consentimiento libre y expreso para ser entre- 
gado a la Corte Penal Internacional; el mismo deberá ser 
brindado en presencia de su defensor (artículo 55). 


Se regula el trámite de las excepciones que puede inter- 
poner la persona cuya entrega es solicitada por Corte Penal 
Internacional y; para el caso, únicamente se admitirán, de 
conformidad con el Estatuto de Roma, las excepciones de 
cosa juzgada o de litispendencia ante un tribunal nacional 
(artículo 53). Deducida la oposición, la Suprema Corte de 
Justicia suspenderá el trámite. La resolución de las excep- 
ciones corresponderá a la Corte Penal Internacional (artícu- 
lo 89 párrafo 2 del Estatuto de Roma; artículo 53.3). 


La persona detenida tendrá derecho a solicitar la liber- 
tad provisional (artículo 54), la que será otorgada o no por 
la Suprema Corte de Justicia tomando en consideración la 
gravedad de los presuntos crímenes, la existencia de cir- 
cunstancias urgentes y excepcionales que justifiquen el 
pedido de libertad y la existencia de garantías que aseguren 
el cumplimiento de la obligación de entregar a la persona 
requerida a la Corte Penal Internacional. 


Los eventuales conflictos entre solicitudes concurren- 
tes, de entrega a la Corte Penal Internacional y de extradi- 
ción a terceros Estados, son resueltos con intervención de 
la Suprema Corte de Justicia de conformidad a los previsto 
en el Art. 90 del Estatuto de Roma, previéndose especial- 
mente que el trámite se mantendrá en suspenso hasta tanto 
la Corte Penal Internacional no resuelva sobre la 
admisibilidad de la causa, si estuviese pendiente (artículo 
60). 


El “derecho y deber de juzgar” que oportunamente se 
analizara, consagrado como principio general para los crí- 
menes tipificados en el Estatuto de Roma (artículo 2), aplica 
específicamente en el procedimiento propuesto para cuan- 
do se encuentre en territorio del Estado un sospechoso de 
haber cometido crímenes de jurisdicción de la Corte Penal 
Internacional, aunque esta no hubiese requerido previa- 
mente ninguna solicitud de cooperación, ni el crimen guar- 
dase conexión con Uruguay (artículo 49). En tal caso, se 
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dispondrán las medidas pertinentes para impedir que el 
sospechoso evada la acción de la justicia, notificándose a 
la Corte Penal Internacional y a los Estados competentes; 
asimismo, se habilita el enjuiciamiento bajo jurisdicción 
nacional si no se reciben solicitudes de entrega a la Corte 
Penal Internacional o pedidos de extradición. 


Se incorpora una previsión especial sobre la dispensa al 
principio de especialidad (artículo 59). 


El artículo 101 del Estatuto de Roma consagra el llamado 
“principio de especialidad”, por el cual quien hubiese 
sido entregado a la Corte Penal Internacional no puede ser 
juzgado por una conducta anterior a la entrega, diferente de 
la que fundamentó el delito por el cual se dispuso dicha 
entrega. Sin embargo, si se comprueban nuevos cargos 
contra la persona que fuera entregada, el Estatuto de Roma 
faculta ala Corte Penal Internacional para solicitar al Estado 
Parte “dispensa del principio de especialidad” y este 
procurará otorgarlo (artículo 101 párrafo 2 del Estatuto de 
Roma). 


El proyecto dispone que la Suprema Corte de Jusiticia, 
previa substanciación del proceso general previsto para 
todos los trámites de cooperación, autorizará la dispensa 
si no se constata ninguna de las causales que habilitan 
oposición. 


Debemos tener en cuenta la eventualidad de que existan 
actuaciones en la jurisdicción nacional respecto de la con- 
ducta que ahora fundamenta los nuevos cargos, actuacio- 
nes que al momento de la solicitud de entrega no calificaron 
como obstáculo, por referirse a hechos que no se relaciona- 
ban con el pedido de asistencia, pero que ahora sí podrían 
estar vinculados (artículo 94 del Estatuto de Roma y artículo 
47). Considerando el interés de enjuiciar a quien se sospe- 
cha hubiera cometido crímenes internacionales y que la 
persona ya se encuentra a disposición de la Corte Penal 
Internacional, el proyecto opta preceptuando que, de 
constatarse tal supuesto, el mismo no podrá ser invocado 
para objetar la dispensa y la Suprema Corte de Justicia 
remitirá las actuaciones a la Corte Penal Internacional para 
proseguirse en dicha órbita (artículo 59). 


Cuando se entregue a una persona detenida a la Corte 
Penal Internacional se informará sobre el tiempo exacto en 
que estuvo privada de libertad a los efectos de que se tenga 
en cuenta para cuando se determine la condena, si 
correspondiere (artículo 48.6). También se regula la autori- 
zación de tránsito por el territorio uruguayo de cualquier 
persona que se encuentre detenida a disposición de la Corte 
Penal Internacional, para ser transportada de un país a otro 
(artículo 62). 


En lo vinculado con cualquier otra medida de coopera- 
ción y asistencia solicitada al amparo del artículo 93 párrafo 
1 del Estatuto de Roma, se aplicará el procedimiento general 
ante la Suprema Corte de Justicia (artículo 42) y su 
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diligenciamiento se ajustará a lo previsto en el orden jurídi- 
co interno (artículo 63.2). 


Cuando la medida de asistencia implique la divulgación 
de información o documentos confidenciales que le fueron 
divulgados al Uruguay por otro Estado, una organización 
intergubernamental o una organización internacional a 
título confidencial, deberá recabarse el consentimiento 
expreso del autor. Se entendió necesario, para estas situa- 
ciones, definir como confidencial cualquier documento o 
información que hubiese sido calificado expresamente como 
tal por su autor al momento de entregarlo y, cuando existie- 
sen dudas sobre tal carácter, será competencia de la Supre- 
ma Corte de Justicia resolver (artículo 64.4). Sia pesar del 
consentimiento del autor o previo a recabar el mismo, el 
Poder Ejecutivo entiende que la divulgación afectaría inte- 
reses de la seguridad nacional, estará obviamente facultado 
a proceder de acuerdo con lo previsto para tal supuesto 
(artículo 45). 


Se entiende asimismo competencia privativa del Poder 
Ejecutivo entregar al Fiscal de la Corte Penal Internacional 
documentos o información confidencial, con la condición 
de que mantengan su carácter confidencial y que únicamen- 
te pueden ser utilizados para reunir nuevas pruebas, de 
acuerdo alo previsto por el artículo 93 párrafo 8 literal b del 
Estatuto de Roma. En tal caso se deberá dar noticia a la 
Suprema Corte de Justicia (artículo 65). 


Se posibilita el interrogatorio a personas sospechosas 
de haber cometido crímenes bajo competencia de la Corte 
Penal Internacional, adoptándose las garantías del procedi- 
miento por audiencia ante la Suprema Corte de Justicia 
(artículo 67.2). La citación de la persona a una audiencia a 
celebrarse dentro de las 48 horas, se decretará bajo aperci- 
bimiento de arresto, facultándose a la Suprema Corte de 
Justicia para ordenar la detención provisoria si el indagado 
no compareciera o si no hubiese podido ser citado en for- 
ma personal. La audiencia, en presencia del abogado, se 
desarrollará conforme a las garantías analizadas en su 
oportunidad. Finalizada la audiencia, la Suprema Corte de 
Justicia puede adoptar medidas alternativas a la prisión 
preventiva hasta por un plazo máximo de 20 días, estándose 
a lo que disponga la Corte Penal Internacional (artículo 
67.5). 


Toda recepción de declaración testimonial o 
interrogatorios que deban practicarse en el territorio del 
Estado, será íntegramente grabada en audio y video, que- 
dando su custodia a resguardo de la Suprema Corte de 
Justicia, sin perjuicio de consignar las declaraciones y lo 
actuado en acta escrita, la cual deberá recoger en forma 
textual las declaraciones efectuadas. Se trata de asegurar 
fehacientemente el contenido de probanzas para eventua- 
les requerimientos de la Corte Penal Internacional (artículo 
68.3). 


En lo vinculado a la cooperación para la ejecución de 
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sentencias de la Corte Penal Internacional (Capítulo 3 del 
Título III, Parte III del proyecto), es de destacar la propues- 
ta de que el Estado acepte, de conformidad con lo dispuesto 
por el artículo 103 párrafo 1 literal a) del Estatuto de Roma, 
tomar a su cargo la ejecución de penas definitivas de 
privación de libertad (artículo 71). Se establecen dos con- 
diciones acumulativas: que se trate de un ciudadano uru- 
guayo y que el tiempo de condena no exceda al máximo 
previsto de tiempo de condena por el orden jurídico nacio- 
nal. Creemos de importancia acotarlo a los ciudadanos 
uruguayos, para de esa forma garantizarles que las condi- 
ciones de encarcelamiento resultarán conformes con nues- 
tro derecho interno. Por otra parte, teniendo presente que 
el Estatuto de Roma prevé la posibilidad de aplicar penas de 
“prisión perpetua”, entendemos que la misma no participa 
del criterio tradicional de resocialización, firmemente arral- 
gado en nuestro sistema punitivo (aunque no resulte con- 
traria a la Constitución que solamente prohíbe la pena de 
muerte artículo 26-). Por igual solución y razón, se optó en 
España al momento de aceptar tomar a su cargo la ejecución 
de penas privativas de libertad (Ley Orgánica 6/2000 de 4 de 
octubre de 2000). 


Cuando se trate de sentencias o resoluciones por las que 
se diponen multas, decomisos o reparaciones para ser eje- 
cutadas en nuestro territorio, se les dará cumplimiento sin 
modificar su alcance, sin procedimiento de exequátur y sin 
afectar los derechos de los terceros de buena fe. La Suprema 
Corte de Justicia dispondrá que la ejecución se tramite ante 
el órgano jurisdiccional competente que correspondiera 
(artículo 72). 


9.- Cooperación de la Corte Penal Internacional 


Finalmente, corresponde señalar que también debemos 
considerar la posible cooperación de la Corte Penal Inter- 
nacional con el Estado cuando se hayan movilizado accio- 
nes penales en nuestro país por los crímenes internaciona- 
les previstos en el Estatuto de Roma o por los delitos 
especiales que se propone tipificar en el proyecto (artículo 
34). 


Considerando que el Estatuto de Roma permite a la Corte 
Penal Internacional brindar asistencia a los procedimientos 
nacionales que tienen por objeto el juzgamiento de críme- 
nes de competencia de dicho organismo o de “un crimen 
grave” según el derecho interno (artículo 93 párrafo 10 del 
Estatuto de Roma), proponemos incluir, expresamente, que 
tanto el Poder Judicial como el Poder Ejecutivo puedan 
solicitar medidas de cooperación o asistencia a la Corte 
Penal Internacional. 


Tengamos presente que sería de suma relevancia cuan- 
do la acción penal por crímenes tipificados en el Estatuto de 
Roma se movilice en nuestra jurisdicción, la que por otra 
parte es quien ostenta la competencia primaria u originaria; 
pero además y considerando que la calificación de “crimen 
grave” aplicaría a los nuevos delitos que se propone incor- 
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porar, en determinadas circunstancias y ante un proceso 
que los involucre, la existencia de elementos probatorios u 
otras investigaciones que se estuviesen llevando a cabo en 
la Corte Penal Internacional, podrían perfectamente ser 
incorporadas, al amparo del principio de cooperación. 


10.- Proposición de candidatos y disposiciones transi- 
torias 


Finalmente, en los Títulos IV y V de la Parte Ill se regula 
la Proposición de Candidatos a la Corte Penal Internacional 
y las Disposiciones Transitorias. 


En relación con la propuesta de candidatos a integrar 
vacantes en la Corte Penal Internacional, se establecen los 
requisitos y procedimientos (artículos 73 a 75). Se exige 
reunir las condiciones para ser miembro de la Suprema Corte 
de Justicia (artículo 235 de la Constitución), cometiéndose 
su elección a la Asamblea General y permitiendo la presen- 
tación de candidatos por parte de la sociedad civil. 


Asimismo, en las disposiciones finales y transitorias, se 
entiende pertinente disponer que el Poder Ejecutivo comu- 
nique a la Corte Penal Internacional la aprobación de la ley 
y la aceptación a ejecutar penas privativas de libertad 
conforme bajo las condiciones establecidas al respecto 
(artículo 76); así como la formación de una comisión de 
expertos que tengan a su cargo la redacción de un “Código 
de Crímenes y Delitos Internacionales” a los efectos de 
lograr la necesaria sistematización y avanzar en el proceso 
de adecuación de nuestro orden jurídico al derecho interna- 
cional (artículo 77). 


11.- Conclusiones 


En resumen, este proyecto busca una compatibilización 
impostergable de nuestro derecho con los avances que ha 
tenido el derecho internacional humanitario, cumpliendo 
con los compromisos internacionales pendientes que nues- 
tro país ha contraído al ratificar los instrumentos corres- 
pondientes, y con la exigencia ética e histórica que nos 
impone nuestro propio pasado. Al decir del Dr. Oscar López 
Goldaracena, colaborador inestimable en la concreción del 
presente proyecto: “los valores que la humanidad decide se 
respeten, limitan las potestades soberanas de los gobier- 
nos y no pueden ser agredidos por ningún Estado en parti- 
cular. No sólo haría peligrar a aquella sociedad que vuelve 
a acoger a tales criminales, sino que afectaría, poten- 
cialmente, los intereses de toda la Humanidad, desde el 
momento que el castigo ejemplar para que estos delitos no 
se repitieran, sería sustituido por un antecedente im- 
pune que pretendería olvido”, (“Derecho Internacional y 
Crímenes contra la Humanidad” FCU-AAJ, 1986, págs. 62 y 
63). 


7 de Noviembre de 2005. 
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DISPOSICIONES CITADAS 
ARTICULO REFERENTE 
Artículo 1” 
CODIGO PENAL 


2. (División de los delitos) 


Los delitos, atendida su gravedad se dividen en delitos 
y faltas. Las faltas se rigen por lo dispuesto en el Libro III 
de este Código. 


ARTICULOS REFERENTES 
Artículo 20, 18, 27, 31, 

34, 37, 40, 44, 47, 48, 50, 

53, 58, 59, 62 a 65, 69, 71 y 74 


Ley N* 17.510, de 
27 de junio de 2002 
(ESTATUTO DE ROMA)* 


Artículo 1”.- Apruébase el Estatuto de Roma de la Corte 
Penal Internacional, adoptado en Roma, República de Italia, 
el 17 de julio de 1998 y suscrito el 19 de diciembre de 2000. 


Artículo 2”.- En su condición de Estado Parte del Esta- 
tuto de Roma, la República Oriental del Uruguay asegurará 
su aplicación en el marco del pleno funcionamiento de los 
poderes del Estado en el ámbito de sus respectivas compe- 
tencias y con estricta observancia del ordenamiento cons- 
titucional de la República. 


Artículo 3”.- De conformidad con lo previsto en el Esta- 
tuto de Roma Sección IX del Estatuto titulada “De la Coope- 
ración Internacional y la Asistencia Judicial”, el Poder 
Ejecutivo remitirá al Poder Legislativo en el plazo de seis 
meses un proyecto de ley con el objeto de establecer los 
procedimientos para asegurar la aplicación del Estatuto. 


* Material a disposición en la Secretaría de la Comisión. 


ARTICULO REFERENTE 
Artículo 13 


Ley N* 17.514, de 
2 de julio de 2002 


Artículo 18.- En todos los casos el principio orientador 
será prevenir la victimización secundaria, prohibiéndose la 
confrontación o comparecimiento conjunto de la víctima y 
el agresor en el caso de los niños, niñas y adolescentes 
menores de 18 años. 


En el caso de la víctima adulta que requiera dicha con- 
frontación y se certifique que está en condiciones de rea- 
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lizarla, ésta se podrá llevar acabo. El Tribunal dispondrá la 
forma y los medios técnicos para recibir la declaración, 
haciendo aplicación de los principios de inmediación, con- 
centración y contradicción. 


Podrá en su caso, solicitar previamente al equipo 
interdisciplinario que informe si la víctima se encuentra en 
condiciones de ser interrogada en ese momento. 


ARTICULO REFERENTE 
Artículo 22 


CODIGO PENAL 


291. (Incapacidad compulsiva) 


El que, por cualquier medio, sin motivo legítimo, colocare 
a otro sin su consentimiento, en un estado letárgico, o de 
hipnosis, o que importara la supresión de la inteligencia o 
la voluntad, será castigado con tres a veinticuatro meses de 
prisión. 


ARTICULO REFERENTE 
Artículo 23 


CODIGO PENAL 


281. (Privación de libertad) 


El que, de cualquier manera privare a otro de su libertad 
personal, será castigado con un año de prisión a nueve años 
de penitenciaría. 


La pena será disminuida de la tercera parte a la mitad, 
siempre que el autor del hecho o un copartícipe de éste, 
liberara a la víctima de su cautiverio dentro del tercer día de 
producido. 


ARTICULO REFERENTE 
Artículo 28 


Ley N” 17.835, de 
23 de setiembre de 2004 


Artículo 8*.- Los delitos tipificados en los (*) artículos 
54 a 57 del Decreto-Ley N* 14.294, de 31 de octubre de 1974, 
-incorporados por el artículo 5” de la Ley N* 17.016, de 22 de 
octubre de 1998- se configurarán también cuando su objeto 
material sean los bienes, productos o instrumentos prove- 
nientes de delitos tipificados por nuestra legislación vincu- 
lados a las siguientes actividades: terrorismo; contrabando 
superior a U$S 20.000 (veinte mil dólares de los Estados 
Unidos de América), tráfico ilícito de armas, explosivos, 
municiones o material destinado a su producción; tráfico 
ilícito de órganos, tejidos y medicamentos; tráfico ilícito de 
personas; extorsión; secuestro; proxenetismo; tráfico ilíci- 
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to de sustancias nucleares; tráfico ilícito de obras de arte, 
animales o materiales tóxicos; estafa, cuando es cometida 
por personas físicas o representantes o empleados de las 
personas jurídicas sujetas al control del Banco Central del 
Uruguay en el ejercicio de sus funciones; y todos los 
delitos comprendidos en la (*) Ley N* 17.060, de 23 de 
diciembre de 1998. 


En los casos previstos en el presente artículo serán 
aplicables las disposiciones contenidas en los (*) artículos 
58 a67 y 71 a 80 del Decreto-Ley N* 14.294, de 31 de octubre 
de 1974, incorporados por el artículo 5? de la Ley N* 17.016, 
de 22 de octubre de 1998. 


Las disposiciones del presente artículo regirán aun cuan- 
do el hecho antecedente origen de los bienes, productos o 
instrumentos hubiera sido cometido en el extranjero, en 
tanto el mismo hubiera estado penado en el lugar de su 
comisión y en la República Oriental del Uruguay. 


(+) Ley N” 17.016, de 22/0CT/998 


Artículo 5”.- Incorpóranse los siguientes Ca- 
pítulos al Decreto-Ley N* 14.294, de 31 de octubre 
de 1974: 


“CAPITULO IX 


ARTICULO 54.- El que convierta o transfiera bie- 
nes, productos o instrumentos que procedan de 
cualquiera de los delitos tipificados por la presen- 
te ley o delitos conexos, será castigado con pena 
de veinte meses de prisión a diez años de peniten- 
ciaría. 


ARTICULO 55.- El que adquiera, posea, utilice, 
tenga en su poder o realice cualquier tipo de 
transacción sobre bienes, productos o instru- 
mentos que procedan de cualquiera de los delitos 
tipificados por la presente ley o de delitos conexos, 
o que sean el producto de tales delitos, será 
castigado con una pena de veinte meses de pri- 
sión a diez años de penitenciaría”. 


ARTICULO 56.- El que oculte, suprima, altere los 
indicios o impida la determinación real de la natu- 
raleza, el origen, la ubicación, el destino, el movi- 
miento o la propiedad real de tales bienes, o 
productos u otros derechos relativos a los mis- 
mos que procedan de cualquiera de los delitos 
conexos, será castigado con una pena de doce 
meses de prisión a seis años de penitenciaría. 


ARTICULO 57.- El que asista al o alos agentes de 
la actividad delictiva en los delitos previstos en 
la presente ley o delitos conexos, ya sea para 
asegurar el beneficio o el resultado de tal activi- 
dad, para obstaculizar las acciones de la Justicia 
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O para eludir las consecuencias jurídicas de sus 
acciones, o le prestare cualquier ayuda, asisten- 
cia o asesoramiento, será castigado con una pena 
de doce meses de prisión a seis años de peniten- 
ciaría. 


ARTICULO 58.- La finalidad de obtener un prove- 
cho o lucro para sí o para un tercero, de los delitos 
previstos en los artículos 56 y 57 de la presente 
ley, será considerada una circunstancia agravan- 
te y en tal caso, la pena podrá ser elevada en un 
tercio. 


ARTICULO 59.- Cuando la comisión de cualquie- 
ra de los delitos previstos por la presente ley se 
hubiere consumado mediante la participación en 
elo en los delitos de una asociación o de un grupo 
delictivo organizado o mediante el recurso a la 
violencia o el empleo de armas o con utilización de 
menores de edad o incapaces, la pena será aumen- 
tada hasta la mitad. 


ARTICULO 60.- Son circunstancias agravantes 
especiales de los delitos previstos en la presente 
ley: 


1) Que alguna de la o las víctimas de los delitos 
tipificados en la presente ley fuere menor de 
dieciocho años, fuere incapaz o estuviere privada 
de discernimiento o voluntad. 


2) Cuando la sustancia fuere suministrada o apli- 
cada sin el consentimiento de la víctima. 


3) Cuando el delito se cometiere mediante el ejer- 
cicio abusivo, fraudulento o ilegal de una profe- 
sión sanitaria. 


4) Cuando el delito se cometiere en el interioroa 
la entrada de un establecimiento de enseñanza o 
sanitario, o de hospitales, cárceles, sedes e insta- 
laciones de instituciones deportivas, culturales o 
sociales o de un recinto o lugar donde se realicen 
espectáculos o reuniones de carácter público 
cualquiera sea su finalidad. 


5) Cuando del hecho resultaren lesiones o la 
muerte de la víctima. 


ARTICULO 61.- El dolo, en cualquiera de los 
delitos previstos en la presente ley, se inferirá de 
las circunstancias del caso de acuerdo con los 
principios generales. 


El Juez interviniente deberá fundamentar la con- 
vicción moral que se ha formado al respecto, tanto 
en el auto de procesamiento como en el que no lo 
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decrete, así como en la sentencia sea ésta o no 
condenatoria. 


CAPITULO X 


ARTICULO 62.- El Juez de la causa podrá, en 
cualquier momento, sin noticia previa, dictar una 
resolución de incautación, secuestro, embargo 
preventivo o cualquier otra medida cautelar enca- 
minada a asegurar o preservar la disponibilidad 
de los bienes, productos o instrumentos utiliza- 
dos o destinados a ser utilizados, en cualquiera 
de los delitos previstos en la presente ley o deli- 
tos conexos, para su eventual confiscación o 
decomiso. 


Las precedentes facultades del Juez de la causa 
podrán ser ejercidas, sin perjuicio de las previstas 
en los artículos 81 y 159 a 162, inclusive, del 
Código General del Proceso. 


ARTICULO 63.- En la sentencia de condena el 
Juez o el Tribunal, en su caso, dispondrá que los 
bienes, productos o instrumentos de cualquiera 
de los delitos previstos en la presente ley o deli- 
tos conexos, sean decomisados y se disponga de 
ellos conforme a derecho. 


Cuando tales bienes, productos o instrumentos, 
no pudieren ser decomisados, como consecuen- 
cia de algún acto u omisión del condenado, el Juez 
dispondrá el decomiso de cualesquiera otro bien 
del condenado, por un valor equivalente, o de no 
ser ello posible dispondrá que aquél pague una 
multa de idéntico valor. 


A estos efectos entiéndese por decomiso la 
privación con carácter definitivo de algún bien, 
producto o instrumento, por decisión de la auto- 
ridad judicial competente. 


ARTICULO 64.- Lo dispuesto en los artículos 62 
y 63 regirá sin perjuicio de los derechos de los 
terceros de buena fe. 


ARTICULO 65.- Todos los que alegaren tener un 
interés legítimo sobre los bienes, productos o 
instrumentos, podrán comparecer ante el Juez de 
la causa, el que los escuchará en audiencia de 
conformidad con los principios del debido proce- 
so legal, con noticia de la defensa en su caso, y del 
Ministerio Público, los que podrán comparecer en 
ese acto. 


ARTICULO 66.- El Juez deberá disponer la devo- 
lución al tercerista de los bienes, productos o 
instrumentos correspondientes, cuando, a su jui- 
cio, resulte acreditada su buena fe. 
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ARTICULO 67.- Toda vez que se confisquen bie- 
nes, productos o instrumentos, conforme con lo 
dispuesto en la presente ley, que no deban ser 
destruidos ni resulten perjudiciales para la pobla- 
ción, el Juez los pondrá a disposición del Poder 
Ejecutivo el cual les dará destino, pudiendo optar 
-según las características de los bienes, produc- 
tos o instrumentos y lo que sea más conveniente 
y Oportuno al caso concreto- por: 


A) Retenerlos para uso oficial o transferirlos a 
cualquier entidad pública que haya participado 
directa o indirectamente en la incautación o deco- 
miso de los mismos. 


B) Venderlos y transferir el producto de esa ena- 
jenación a cualquiera entidad pública que haya 
participado directa o indirectamente en suincau- 
tación o en la coordinación de programas de pre- 
vención o represión en materia de drogas. 


C) Transferir los bienes, productos o instrumen- 
tos, o el producto de su venta, a cualquier entidad 
privada dedicada a la prevención del uso indebi- 
do de drogas, el tratamiento, la rehabilitación y 
reinserción a la sociedad de los afectados por el 
consumo. 


CAPITULO XII 


ARTICULO 71.- Las instituciones o empresas que 
realicen actividades de intermediación financiera 
comprendidas en el Decreto-Ley N* 15.322, de 17 
de setiembre de 1982, los Bancos regulados por la 
Ley N* 16.131, de 12 de setiembre de 1990, las 
Casas de Cambio a que refiere el artículo 56 de la 
Ley N* 16.696, de 30 de marzo de 1995, y en general 
las personas físicas o jurídicas sujetas a control 
del Banco Central del Uruguay deberán ajustarse 
alas reglamentaciones que dicten el Poder Ejecu- 
tivo o el mencionado Banco Central con la finali- 
dad de prevenir la conversión, transferencia u 
ocultación de bienes, productos o instrumentos 
procedentes de cualesquiera de las actividades 
previstas como delitos por la presente ley. 


Las transgresiones de los preceptos contenidos 
en dichas reglamentaciones podrán determinar, 
según los casos y cuando correspondiera, la apli- 
cación de las sanciones o medidas administrati- 
vas previstas en el Decreto-Ley N* 15.322, de 17 
de setiembre de 1982, con la redacción dada por la 
Ley N* 16.327, de 11 de noviembre de 1992. 


Lo anterior es sin perjuicio de la facultad del Juez 
de apreciar, cuando pudiera corresponder, de 
acuerdo con los criterios y procedimientos pre- 
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vistos en la presente ley, la eventual responsabi- 
lidad penal que pudiera caber a los directores, 
gerentes, administradores, mandatarios, síndicos 
o fiscales de las referidas instituciones, empresas 
o sociedades a que refiere el inciso primero. 


ARTICULO 72.- De conformidad con la reglamen- 
tación que dicte el Banco Central del Uruguay, las 
instituciones de intermediación financiera y las 
que no siéndolo -y en lo pertinente- desarrollen 
actividad financiera, no podrán mantener cuentas 
sin la debida identificación de sus titulares. 


Las instituciones a las que refiere el inciso prece- 
dente deberán registrar y verificar por medios 
eficaces la identidad, representación, domicilio, 
capacidad legal, ocupación u objeto social -se- 
gún los casos- de las personas físicas y jurídicas 
que sean titulares de cuentas en las mismas, de 
conformidad con la reglamentación que dicte el 
Banco Central del Uruguay. 


ARTICULO 73.- Las instituciones a que refiere el 
artículo anterior deberán llevar y mantener, en las 
condiciones que establezca la reglamentación del 
Banco Central del Uruguay, registros y corres- 
pondencia comercial que permitan la reconstruc- 
ción de las transacciones financieras que superen 
el monto que establezca dicha reglamentación y 
una base de datos que permita acceder rápida- 
mente a la información sobre operaciones finan- 
cieras. 


ARTICULO 74.- El Poder Ejecutivo, con el aseso- 
ramiento del Banco Central del Uruguay, coor- 
dinará programas de capacitación del personal 
que corresponda, relacionados con las activida- 
des a que refiere la presente ley en el Capítulo XII 
y, en lo que refiere a las materias de que se ocupa 
el Capítulo XII, coordinará programas de capaci- 
tación en materia de cooperación jurídica interna- 
cional con el asesoramiento de la Dirección de 
Cooperación Jurídica Internacional y de Justicia 
del Ministerio de Educación y Cultura. 


CAPITULO XII 


ARTICULO 75.- Las solicitudes de cooperación 
jurídica penal internacional provenientes de au- 
toridades extranjeras competentes de acuerdo a la 
ley del Estado requirente para la investigación o 
enjuiciamiento de los delitos previstos en la pre- 
sente ley o de delitos conexos, que refieran al 
auxilio jurídico de mero trámite, probatorio, 
cautelar o de inmovilización, confiscación, deco- 
miso o transferencia de bienes, se recibirán y 
darán curso por la Dirección de Cooperación Ju- 
rídica Internacional y de Justicia del Ministerio de 
Educación y Cultura. Dicha Dirección, de confor- 
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midad con los respectivos Tratados Internacio- 
nales vigentes y normas de fuente nacional en la 
materia, remitirá directamente y sin demoras las 
respectivas solicitudes de cooperación penal in- 
ternacional o las autoridades jurisdiccionales o 
administrativas con función jurisdiccional nacio- 
nales competentes, según los casos, para su 
diligenciamiento, de acuerdo al ordenamiento ju- 
rídico de la República. 


ARTICULO 76.- Las solicitudes de cooperación 
jurídica penal internacional y documentación anexa 
recibidas por la citada Dirección vía diplomática, 
consular o directamente, quedarán eximidas del 
requisito de legalización y deberán ser acompaña- 
das, en su caso, de la respectiva traducción al 
idioma español. 


ARTICULOL 77.- 1. Los Tribunales nacionales 
competentes para la prestación de la cooperación 
penal internacional solicitada, la diligenciarán de 
oficio con intervención del Ministerio Público de 
acuerdo a las leyes de la República y verificarán: 
a) que la solicitud sea presentada debidamente 
fundada, b) que la misma identifique la autoridad 
extranjera competente requirente proporcionan- 
do nombre y dirección de la misma, y c) que, 
cuando corresponda, sea acompañada de traduc- 
ción al idioma español de acuerdo ala legislación 
nacional en la materia. 


2. Enloscasos de cooperación penal internacio- 
nal, la misma se prestará por los Tribunales nacio- 
nales, debiéndose examinar por el Juez, si la con- 
ducta que motiva la investigación, enjuiciamiento 
o procedimiento, en el Estado requirente, consti- 
tuye o no delito, conforme al Derecho nacional. 


3. En los casos de solicitudes de cooperación 
penal relativas a registros, levantamiento del se- 
creto bancario, embargo, secuestro y entrega de 
cualquier objeto, comprendidos, entre otros, do- 
cumentos, antecedentes o efectos, el Tribunal 
nacional actuante diligenciará la solicitud si de- 
terminara que la misma contiene toda la informa- 
ción que justifique la medida solicitada. Dicha 
medida se someterá a la ley procesal y sustantiva 
de la República. 


4. Las solicitudes de cooperación penal interna- 
cional podrán ser rechazadas por los Tribunales 
nacionales encargados de su diligenciamiento, 
cuando concluyan que las mismas afectan en 
forma grave, concreta y manifiesta el orden públi- 
co, así como la seguridad u otros intereses esen- 
ciales de la República. 


ARTICULO 78.- Las autoridades o particulares 
pertenecientes a los Estados requirentes de co- 
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operación no podrán llevar a cabo en el territorio 
de la República actuaciones que, conforme a la 
legislación nacional, sean de competencia de las 
autoridades del país. 


ARTICULO 79.- Cuando los datos necesarios para 
el cumplimiento de la solicitud de cooperación 
penal internacional sean insuficientes o confu- 
sos, el Tribunal actuante podrá requerir la amplia- 
ción o aclaración de los mismos a la autoridad 
extranjera requirente vía Dirección de Coopera- 
ción Jurídica Internacional y de Justicia, la que 
transmitirá de forma urgente la solicitud de am- 
pliación o aclaración. En los casos en que la 
solicitud de cooperación penal internacional no 
se cumpla en todo o en parte, este hecho, así como 
las razones que motivaran su incumplimiento, 
serán comunicadas de inmediato por el Tribunal 
actuante a la autoridad extranjera requirente a 
través de la precitada Dirección del Ministerio de 
Educación y Cultura. 


ARTICULO 80.- La legislación interna de la Repú- 
blica será la encargada de regular eventuales 
responsabilidades por daños que pudieran emer- 
ger de actos de sus autoridades en ocasión de la 
prestación de cooperación penal internacional 
requerida por autoridades extranjeras. 


La República Oriental del Uruguay se reserva el 
derecho de repetir contra los Estados requirentes 
por eventuales indemnizaciones que pudieren 
emanar del diligenciamiento de solicitud de co- 
operación jurídica internacional. 


El pedido de cooperación penal internacional for- 
mulado por una autoridad extranjera importará el 
conocimiento y aceptación por dicha autoridad 
de los principios enunciados en los incisos pre- 
cedentes, todo lo cual se hará saber a la requiren- 
te, por la mencionada Dirección de Cooperación 
del Ministerio de Educación y Cultura, una vez 
recepcionado por esta última el respectivo pedido 
de cooperación. 


Ley N” 17.060, de 23/DIC/998 


CAPITULO IV 
Disposiciones penales 


Artículo 8”.- Sustitúyense los siguientes artícu- 
los del Código Penal, los cuales quedarán redac- 
tados de la siguiente manera: 


“ARTICULO 68.- La pena de penitenciaría durará 
de dos a treinta años. La pena de prisión durará de 
tres a veinticuatro meses. La pena de inhabilita- 
ción absoluta o especial durará de dos a diez 
años. La pena de inhabilitación especial de deter- 
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minada profesión académica, comercial o indus- 
trial, durará de dos a diez años. La pena de sus- 
pensión durará de seis meses a dos años. 


La pena de multa será de 10 UR (diez unidades 
reajustables) a 15.000 UR (quince mil unidades 
reajustables)”. 


“ARTICULO 84. (Sustitución de la multa).- Si el 
sentenciado no tuviese bienes para satisfacer la 
multa sufrirá, por vía de sustitución y apremio, la 
pena de prisión, regulándose un día por cada 10 
UR (diez unidades reajustables). 


El condenado podrá en cualquier tiempo pagar la 
multa, descontándose de ella la parte proporcio- 
nal a la prisión cumplida. 


Esta disposición no se aplicará cuando la multa se 
acumule a una pena privativa de libertad, en cuyo 
caso se procederá por la vía de apremio si el 
sentenciado no la abonare en el plazo otorgado en 
la sentencia”. 


“ARTICULO 156. (Concusión).- El funcionario 
público que con abuso de su calidad de tal o del 
cargo que desempeña, compeliere o indujere a 
alguno a dar o prometer indebidamente aéloaun 
tercero, dinero u otro provecho cualquiera, será 
castigado con doce meses de prisión a seis años 
de penitenciaría, multa de 50 UR (cincuenta uni- 
dades reajustables) a 10.000 UR (diez mil unida- 
des reajustables) e inhabilitación de dos a seis 
años. 


Se aplica a este delito la atenuante del artículo 
154”. 


“ARTICULO 157. (Cohecho simple).- El funciona- 
rio público que, por ejecutar un acto de su empleo, 
recibe por sí mismo, o por un tercero, para sí 
mismo o para un tercero una retribución que no le 
fuera debida, o aceptare la promesa de ella, será 
castigado con una pena de tres meses de prisión 
a tres años de penitenciaría, con multa de 10 UR 
(diez unidades reajustables) a 5.000 UR (cinco mil 
unidades reajustables) e inhabilitación especial 
de dos a cuatro años. 


La pena será reducida de la tercera parte a la mitad, 
cuando el funcionario público acepta la retribu- 
ción, por un acto ya cumplido, relativo a sus 
funciones”. 


“ARTICULO 158. (Cohecho calificado).- El fun- 
cionario público que, por retardar u omitir un acto 
relativo asu cargo o por ejecutar un acto contrario 
alos deberes del mismo, recibe por sí mismo o por 
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otro, para sí o para otro, dinero u otro provecho, 
O acepta su promesa, será castigado con doce 
meses de prisión a seis años de penitenciaría, 
inhabilitación especial de dos a seis años, y multa 
de 50 UR (cincuenta unidades reajustables) a 
10.000 UR (diez mil unidades reajustables). 


La pena será aumentada de un tercio a la mitad en 
los siguientes casos: 


1) Si el hecho tuviere por efecto la concesión de 
un empleo público, estipendios, pensiones, ho- 
nores o el favor o el daño de las partes litigantes 
en juicio civil o criminal. 


2) Siel hecho tuviere por efecto la celebración de 
un contrato en que estuviere interesada la repar- 
tición a la cual pertenece el funcionario o se 
realizare por medio de un uso abusivo de los 
procedimientos legales que deben aplicarse por 
la Administración Pública en materia de adquisi- 
ción de bienes y servicios”. 


“ARTICULO 159. (Soborno).- El que indujere a un 
funcionario público a cometer cualquiera de los 
delitos previstos en los artículos 157 y 158 será 
castigado por el simple hecho de la instigación, 
con una pena de la mitad a las dos terceras partes 
de la pena principal establecida para los mismos. 


Se considerarán agravantes especiales: 


1) Que el inducido sea funcionario policial o 
encargado de la prevención, investigación o re- 
presión de actividades ilícitas, siempre que el 
delito fuere cometido a raíz o en ocasión del 
ejercicio de sus funciones, o en razón de su cali- 
dad de tal y que esta última circunstancia sea 
ostensible para el autor del delito. 


2) Que el inducido sea alguna de las personas 
comprendidas en los artículos 10 y 11 de la ley de 
prevención y lucha contra la corrupción”. 


“ARTICULO 160. (Fraude).- El funcionario públi- 
co que, directamente o por interpuesta persona, 
procediendo con engaño en los actos o contratos 
en que deba intervenir por razón de su cargo, 
dañare ala Administración, en beneficio propio o 
ajeno, será castigado con doce meses de prisión 
a seis años de penitenciaría, inhabilitación espe- 
cial de dos a seis años y multa de 50 UR (cincuenta 
unidades reajustables) a 15.000 UR (quince mil 
unidades reajustables)”. 


“ARTICULO 161. (Conjunción del interés perso- 
nal y del público).- El funcionario público que, 
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con o sin engaño, directamente o por interpuesta 
persona, se interesare con el fin de obtener un 
provecho indebido para sí o para un tercero en 
cualquier acto o contrato, en que deba intervenir 
por razón de su cargo, u omitiere denunciar o 
informar alguna circunstancia que lo vincule per- 
sonalmente con el particular interesado en dicho 
contrato, será castigado con pena de seis meses 
de prisión a tres años de penitenciaría, inhabilita- 
ción especial de dos a cuatro años y multa de 10 
UR (diez unidades reajustables) a 10.000 UR (diez 
mil unidades reajustables). 


Constituye circunstancia agravante especial que el de- 
lito se cometa para obtener un provecho económico para 
sí o para un tercero”. 


“ARTICULO 162. (Abuso de funciones en casos no 
previstos especialmente por la ley).- El funcionario pú- 
blico que con abuso de su cargo, cometiere u ordenare 
cualquier acto arbitrario en perjuicio de la Administra- 
ción o de los particulares, que no se hallare especialmen- 
te previsto en las disposiciones del Código o de las leyes 
especiales, será castigado con tres meses de prisión a 
tres años de penitenciaría, inhabilitación especial de 
dos a cuatro años y multa de 10 UR (diez unidades 
reajustables) a 3.000 UR (tres mil unidades reajustables)”. 


“ARTICULO 163. (Revelación de secretos).- El funcio- 
nario público que, con abuso de sus funciones, revelare 
hechos, publicare o difundiere documentos, por él cono- 
cidos o poseídos en razón de su empleo actual o anterior, 
que deben permanecer secretos, o facilitare su conoci- 
miento, será castigado con suspensión de seis meses a 
dos años y multa de 10 UR (diez unidades reajustables) 
a 3.000 UR (tres mil unidades reajustables)”. 


“ARTICULO 175. (Concepto de funcionario público).- A 
los efectos de este Código, se reputan funcionarios a 
todos los que ejercen un cargo o desempeñan una fun- 
ción retribuida o gratuita, permanente o temporaria, de 
carácter legislativo, administrativo o judicial, en el Esta- 
do, en el Municipio o en cualquier Ente público o perso- 
na pública no estatal”. 


“ARTICULO 177. (Omisión de los funcionarios en pro- 
ceder a denunciar los delitos).- El Juez competente que, 
teniendo conocimiento de la ejecución de un delito, no 
interviniera o retardase su intervención, y el que no 
siendo competente, omitiere o retardare formular su 
denuncia, será castigado con la pena de tres meses a 
dieciocho meses de prisión. 


La misma pena se aplicará al funcionario policial que 
omitiera o retardare formular la denuncia de cualquier 
delito de que tuviere conocimiento por razón de sus 
funciones, y a los demás funcionarios, en las mismas 
circunstancias, de los delitos que se cometieren en su 
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repartición o cuyos efectos la repartición experimentara 
particularmente. 


Se exceptúan de la regla los delitos que sólo pueden 
perseguirse mediante denuncia del particular ofendido. 


Constituye circunstancia agravante especial, respecto 
de los funcionarios, públicos y en relación a los hechos 
que se cometieren en su repartición, el hecho de que se 
trate de los delitos previstos en los artículos 153, 155, 
156, 157, 158, 158 bis, 159, 160, 161, 162, 163 y 163 bis”. 


“ARTICULO 179. (Calumnia y simulación de deli- 
to).- El que a sabiendas denuncia a la autoridad 
judicial o policial, o ante la Junta Asesora en 
Materia Económico Financiera del Estado o ante 
un funcionario público el cual tenga la obligación 
de dirigirse a tales autoridades, un delito que no 
se ha cometido, o que simule los indicios de un 
delito, en forma que proceda la iniciación de un 
procedimiento penal para su averiguación, será 
castigado con pena de tres meses de prisión a tres 
años de penitenciaría”. 


Artículo 9.- Incorpóranse al Código Penal las 
siguientes disposiciones: 


“ARTICULO 158 bis. (Tráfico de influencias).- El 
que, invocando influencias reales o simuladas, 
solicita, recibe por sí mismo o por otro, para sío 
para otro, provecho económico, o acepta su pro- 
mesa, con el fin de influir decisivamente sobre un 
funcionario público para retardar u omitir un acto 
de su cargo, o por ejecutar un acto contrario al 
mismo, será castigado con tres meses de prisión 
a cuatro años de penitenciaría. 


La pena será reducida de un tercio a la mitad 
cuando se acepta la retribución, con el fin de 
influir decisivamente, para que el funcionario 
público ejercite un acto inherente a su cargo. 


Se considerará agravante especial del delito la 
circunstancia de que el funcionario público, en 
relación al cual se invocan las influencias, fuere 
alguna de las personas comprendidas en los artí- 
culos 10 y 11 de la ley de prevención y lucha 
contra la corrupción”. 


“ARTICULO 163 bis. (Utilización indebida de in- 
formación privilegiada).- El funcionario público 
que, con el fin de obtener un provecho económico 
para sí o para un tercero, haga uso indebido de la 
información o de datos de carácter reservado que 
haya conocido en razón o en ocasión de su em- 
pleo, será castigado con tres meses de prisión a 
cuatro años de penitenciaría, inhabilitación espe- 
cial de dos a cuatro años y multa de 10 UR (diez 
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unidades reajustables) a 10.000 UR (diez mil uni- 
dades reajustables)”. 


“ARTICULO 163 ter. (Circunstancias agravantes 
especiales).- Artículos 153, 155, 156, 157, 158, 158 
bis, 160, 161, 162, 163 y 163 bis: 


1%) Que el sujeto activo fuera alguna de las perso- 
nas comprendidas en los artículos 10 y 11 de la ley 
de prevención y lucha contra la corrupción. 


2?) Que el sujeto activo haya obtenido, como con- 
secuencia de cualquiera de estos delitos, un en- 
riquecimiento patrimonial”. 


“ARTICULO 163 quater. (Confiscación).- Tratán- 
dose de los delitos de los artículos 153, 155, 156, 
157,158, 158 bis, 160, 161, 162, 163 y 163 bis, el 
Juez también podrá confiscar los objetos o valo- 
res patrimoniales que sean resultado directo o 
indirecto del delito. 


El producto de la confiscación pertenecerá al 
Estado, a cuyo efecto, y salvo lo dispuesto en el 
apartado siguiente, el Juez de la causa lo pondrá 
a disposición del Poder Ejecutivo, el que le dará 
el destino especial que la ley establezca. De no 
haber previsión especial se procederá a su venta 
y se destinará el importe a Rentas Generales. 


Lo dispuesto en la presente disposición regirá sin 
perjuicio de los derechos de los terceros de buena 
fe”. 


CAMARA DESENADORES 


Comisión de 
Constitución y Legislación 


ACTA N*55 


En Montevideo, el seis de junio del año dos mil seis, ala hora 
catorce y cuarenta y cinco minutos, se reúne la Comisión de 
Constitución y Legislación de la Cámara de Senadores. __ 
Asisten sus miembros, los señores Senadores Washington 
Abdala, Sergio Abreu, Francisco Gallinal, José Korzeniak, 
Jorge Larrañaga, Rafael Michelini, Leonardo Nicolini, Mar- 
garita Percovich y Eduardo Ríos.___________________ 
Preside su titular el señor Senador Leonardo Nicolini. ___ 
Actúa en Secretaría, la señora Josefina Reissig, Secretaria 
de la Comisión con la colaboración de la funcionaria Gloria 
Mederos. 


- CARPETA N*513/2006. GOBIERNOS DEPARTAMEN- 
TALES. Se autoriza a extender el plazo establecido en el 
artículo 19 de la Ley N* 17.992, de 25 de noviembre de 2005 
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y se dictan normas en el caso de futuros eventos extraordi- 
narios. Proyecto de ley aprobado por la Cámara de Repre- 
sentantes. Informe de la Comisión Especial de Asuntos 
Municipales y Descentralización de la Cámara de Represen- 
tantes. Disposición citada. Distribuido N*887/2006._____ 
- Nota de las Madres y Familiares de Uruguayos Deteni- 
dos-Desaparecidos, por la que adhieren al proyecto de ley 
sobre Corte Penal Internacional (CARPETA N* 380/2005). _ 
- Nota del Servicio Ecuménico para la Dignidad Humana 
por la que adhiere al proyecto de ley sobre Corte Penal 
Internacional (CARPETA N*380/2005)._ 
- La Asociación de Escribanos del Uruguay remite la 
revista correspondiente alos meses de enero a diciembre de 
2005. A disposición en la Secretaría de la Comisión. 
ASUNTOS TRATADOS: 
CARPETA N* 380/2005. CORTEPENALINTERNACIONAL 
(TRATADO DEROMA). Se dictan normas para compatibi- 
lizar nuestro derecho interno y para efectivizar la coopera- 
ción con dicho organismo. Proyecto de ley con exposición 
de motivos presentado por los señores Senadores integran- 
tes de la Bancada del Frente Amplio y Disposiciones cita- 
das. Distribuido N*594/2005. En consideración. Se reparte 
un texto sustitutivo al articulado. El señor Presidente pro- 
pone aprobar en general el proyecto de ley y desglosar los 
artículos 1%, 2*, 6%, 7*, 12, 13, 17, 19,20,21,24,27,39,40,41, 42, 
43,48,50 y 60. Se vota: 7en7. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
Artículo 3”.- En consideración. Se vota: 7en 8. Afirmativa. 
APROBADOSIN MODIFICACIONES. _______ 
Artículo 4”.- En consideración. El señor Senador Washing- 
ton Abdala solicita el desglose de este artículo. Así se 
resuelve. sz 
El señor Senador Rafael Michelini propone continuar el 
próximo martes y facultar al señor Presidente de la Comisión 
a efectuar consultas a efectos de suspender la sesión del 
Senado prevista para esa fecha y continuar con la conside- 
ración de este proyecto de ley. Así se resuelve. ______ 

De lo actuado se procede a la toma de la versión taqui- 
gráfica, cuya copia dactilografiada luce en el Distribuido 

N* 902/2006, que forma parte integrante de la presente Acta. 
Finalizadas las intervenciones, a la hora catorce y cincuenta 
y cinco minutos queda levantada la sesión. _________ 
Para constancia se labra la presente Acta que, una vez 
aprobada, firman el señor Presidente y la señora Secretaria. 


Leonardo Nicolini 
Presidente 


Josefina Reissig 
Secretaria. 
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En Montevideo, el trece de junio del año dos mil seis, a la 
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hora catorce se reúne la Comisión de Constitución y Legis- 
lación de la Cámara de Senadores. 
Asisten sus miembros, los señores Senadores Sergio Abreu, 
Francisco Gallinal, José Korzeniak, Jorge Larrañaga, Rafael 
Michelini, Leonardo Nicolini, Luis Oliver, Margarita 
Percovich y Julio M. Sanguinetti. 
Preside su titular el señor Senador Leonardo Nicolini. ___ 
Actúa en Secretaría, la señora Josefina Reissig, Secretaria 
de la Comisión con la colaboración de la funcionaria Gloria 
Mederos. 


CARPETA N* 522/2006. SEGURO DE RESPONSABILIDAD. 
Se declara obligatoria su contratación. Proyecto de ley con 
exposición de motivos del señor Senador Luis Alberto 
Heber. Distribuido N*908/2006.________________ 
- Nota remitida por SERPAJ adhiriendo al proyecto de ley 
relacionado a Corte Penal Internacional (CARPETA 
NC BEBO 
- Notaremitida por la Asociación Histórica de Las Piedras 
por la que adhiere al proyecto de ley que declara a esta 
ciudad “Capital de la Uva y el Vino” (CARPETA 
NT 
ASUNTOS TRATADOS: 
CARPETA N* 458/2006. EXTRANJEROS. Se amplían dispo- 
siciones relativas a su permanencia en el territorio nacional 
(Ley N* 9.604, de 13 de octubre de 1936). Mensaje y proyecto 
de ley del Poder Ejecutivo. Distribuido N*725/2006 y Texto 
sustitutivo. En consideración. Se vota: 5en 5. Afirmativa. 
UNANIMIDAD. Se designa Miembro Informante al señor 
Senador José Korzeniak, quien lo hará en forma verbal. ___ 
El proyecto de ley sustitutivo aprobado por la comisión 
queda redactado de la siguiente forma: ______________ 
“PROYECTO DELEY SUSTITUTIVO APROBADOPORLA 
COMISTON 0-20 ad a la lr 
Artículo Unico.- Sin perjuicio de las otras causales vigentes 
que autorizan la no admisión o la expulsión de extranjeros, 
se establecen las siguientes: 
a) la realización de actos de intromisión en los asuntos 
internos del Estado o que deterioren la seriedad de su 
Imagen soberana; 
b) la realización de actos que ofendan el honor de un jefe 
de Estado o de sus representantes diplomáticos”. ______ 
CARPETA N* 380/2005. CORTEPENALINTERNACIONAL 
(TRATADO DEROMA). Se dictan normas para compatibi- 
lizar nuestro derecho interno y para efectivizar la coopera- 
ción con dicho organismo. Proyecto de ley con exposición 
de motivos presentado por los señores Senadores integran- 
tes de la Bancada del Frente Amplio y Disposiciones cita- 
das. Distribuido N*594/2005.En consideración. ________ 
Artículo 1*.- En consideración. Se vota: 6 en 6. Afirmativa. 
UNANIMIDAD. SUSTITUTIVO. 
Artículo 2*.- En consideración: Se vota: 6 en 6. Afirmativa. 
UNANIMIDAD. SUSTITUTIVO. 
Artículo 4*.- En consideración. Se vota: 8en 8. Afirmativa. 
UNANIMIDAD. APROBADO CON MODIFICACIONES. __ 
Artículo 5”.- En consideración. Se vota: 8en 8. Afirmativa. 
UNANIMIDAD. APROBADOCON MODIFICACIONES. ___ 
Artículo 6*.- En consideración. Se vota: 6 en 6. Afirmativa. 
UNANIMIDAD. SUSTITUTIVO. 
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Artículo 8”.- En consideración. Se vota: 8en 8. Afirmativa. 
UNANIMIDAD. APROBADO CON MODIFICACIONES. ___ 
Artículo 9*.- En consideración. Se vota: 8en 8. Afirmativa. 
UNANIMIDAD. APROBADO CON MODIFICACIONES. __ 
Artículo 10.- En consideración. Se vota: 8 en 8. Afirmativa. 
UNANIMIDAD. APROBADO CON MODIFICACIONES. ___ 
Artículo 11.- En consideración. Se vota: 8 en 8. Afirmativa. 
UNANIMIDAD. APROBADOCON MODIFICACIONES. ___ 
Artículo 12.- En consideración. Se vota: 8 en 8. Afirmativa. 
UNANIMIDAD. SUSTITUTIVO. 
Artículo 13.- En consideración. Se vota: 8 en 8. Afirmativa. 
UNANIMIDAD. SUSTITUTIVO. 
Artículo 17.- En consideración: Se vota: 8 en 8. Afirmativa. 
UNANIMIDAD. SUSTITUTIVO. 
Artículo 19.- En consideración. Se vota: 8 en 8. Afirmativa. 
UNANIMIDAD. SUSTITUTIVO. 
Artículo 20.- En consideración. Se vota: 8 en 8. Afirmativa. 
UNANIMIDAD. SUSTITUTIVO. 
Artículo 21.- En consideración. Se vota: 8 en 8. Afirmativa. 
UNANIMIDAD. SUSTITUTIVO. 
Artículo 24.- En consideración. Se vota: 8 en 8. Afirmativa. 
UNANIMIDAD. SUSTITUTIVO. 
Los artículos 7%, 26, 27, 39, 40, 41, 43, 48, 50 y 60 quedan 
ArpLazZaDOS. 
Los artículos 14, 15, 16, 18,22, 23,25, 27, 28,29,30, 31, 32, 
33,34,35,36,37, 38, 44, 45,46, 47,49,51,52,53,54,55,56, 
57,58,59, 61, 62, 63, 64, 65,66, 67,68,69,70,71,72,73,74, 
75,76 y 77 quedan aprobados por UNANIMIDAD, 8 en 8. 
APROBADOS SIN MODIFICACIONES. ______ 
Los artículos aprobados con modificaciones o sustitutivos 
quedan redactados de la siguiente forma: ______________ 
“Artículo 1”. (Crímenes y delitos). Sustitúyese el artículo 2” 
del Código Penal por el siguiente: __________________ 
“ARTICULO 2”. (División de los delitos). Los delitos, aten- 
dida su gravedad, se dividen en crímenes delitos y faltas. 
Los crímenes son los ilícitos de competencia de la Corte 
Internacional de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 5 del 
Estatuto de Roma y además todos los que por su extrema 
gravedad se rijan por leyes especiales, por este código y las 
normas de derecho internacional en cuanto le sean aplica- 
bles. Los delitos son todos los demás que no revistan la 
gravedad indicada en el párrafo anterior. Las faltas se rigen 
por lo dispuesto en el Libro III del presente Código.” _____ 
Artículo 2. (Derecho y deber de juzgar crímenes internacio- 
nales).- La República Oriental del Uruguay tiene el derecho 
y el deber de juzgar los hechos tipificados como delito 
según el derecho internacional. Especialmente tiene el de- 
recho y el deber de juzgar, de conformidad con las disposi- 
ciones contenidas en esta ley, los crímenes reconocidos en 
el Estatuto de Romo de la Corte Penal Internacional aproba- 
do porLeyN*17.510,de27dejuniode2002.__________ 
Artículo 3*. (Principios de derecho penal).- Serán aplicables 
a los crímenes y delitos tipificados por esta ley los princi- 
pios generales de derecho penal consagrados en el derecho 
nacional y en los tratados y convenciones de los que 
Uruguay es parte y, en particular, cuando correspondiere, 
los enunciados en el Estatuto de Roma de la Corte Penal 
Internacional y los especialmente establecidos en esta ley. 
Artículo 4”. (Ambito de aplicación - Condiciones de Extra- 
dición).- 
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4.1 Los crímenes y delitos que se tipifican por esta ley se 
aplicarán en relación com: ______ 
A) Los crímenes y delitos cometidos o cuyos efectos deban 
producirse en el territorio de la República o en espacios 
sometidos a su jurisdicción. 
B) Los crímenes y delitos cometidos en el extranjero por 
nacionales uruguayos, sean o no funcionarios públicos, 
civiles o militares, siempre que el imputado no haya sido 
absuelto o condenado en el extranjero o, en este último 
caso, no haya cumplido la pena.______________ 
4.2 Cuando se encontrare en territorio de la República o en 
lugares sometidos asu jurisdicción, una persona sospecha- 
da de haber cometido un crimen de los tipificados en los 
Títulos I a IV de la Parte II de la presente ley, el Estado 
uruguayo está obligado a tomar las medidas necesarias para 
ejercer su jurisdicción respecto de dicho crimen o delito, si 
no recibiera solicitud de entrega a la Corte Penal Internacio- 
nal a pedidos de extradición, debiendo proceder a su enjui- 
ciamiento como si el crimen o delito se hubiese cometido en 
territorio de la República, independientemente del lugar de 
su comisión, la nacionalidad del sospechado o de las vícti- 
mas. La sospecha prevista en este párrafo deberá estar 
basada en la existencia de semiplena prueba. __________ 
4.3 Verificada la situación prevista en el párrafo precedente: 
si se trata de un crimen o delito cuyo juzgamiento no sea 
jurisdicción de la Corte Penal Internacional, se procederá de 
acuerdo con lo dispuesto en el artículo 5%. _____________ 
4.4 La jurisdicción nacional no se ejercerá cuando: ______ 
A) Tratándose de crímenes o delitos cuyo juzgamiento sea 
jurisdicción de la Corte Penal Internacional: _________ 
a) Se solicite la entrega por la Corte Penal Internacional. __ 
b) Sesolicite la extradición por parte del Estado competen- 
te al amparo de Tratados o Convenciones Internacionales 
vigentes para la República. ________________ 
c) Se solicite la extradición por parte del Estado competen- 
te no existiendo Tratados y Convenciones vigentes con la 
República, en cuyo caso y sin perjuicio de los demás reque- 
rimientos legales, para conceder la extradición, el Estado 
requirente debió haber ratificado el Estatuto de Roma de la 
Corte Penal Internacional, se procederá de acuerdo con lo 
dispuesto en el artículo 5%. _______________ 
B) Si se reciben en forma concurrente solicitudes de entre- 
ga a la Corte Penal Internacional y de extradición por terce- 
ros Estados, se procederá de acuerdo con lo previsto en el 
artículor60:t=>==2 ori 
C) Se trate de crímenes o delitos que no se encuentran bajo 
la jurisdicción de la Corte Penal Internacional, cuando se 
conceda la extradición por parte del Estado competente. __ 
4.5 Los crímenes y delitos tipificados en esta ley no se 
considerarán delitos políticos, ni delitos comunes conexos 
con delitos políticos o cuya represión obedezca a fines 
políticos. 
Artículo 5”. (Actuación bajo jurisdicción nacional). _____ 
5.1 Cuando se constate la situación prevista en el artículo 
4.2, encontrándose en territorio de la República o en lugares 
sometidos a su jurisdicción, una persona sobre la que 
mediare semiplena prueba de haber cometido un crimen o 
delito que no fuese jurisdicción de la Corte Penal Interna- 
cional, conocerá el Juez competente quien, si las circuns- 
tancias lo justifican y con noticia al Ministerio Público, 
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dispondrá orden de prisión preventiva que se notificará 
inmediatamente al Estado en cuyo territorio se sospecha 
que la persona ha cometido los crímenes o delitos, al Estado 
de su nacionalidad que se encuentre más próximo y si, fuese 
apátrida, al Estado en que habitualmente resida. Las comu- 
nicaciones serán realizadas por el Poder Ejecutivo por vía 
diplomática y contendrán información sobre el procedi- 
miento que dispone la presenteley._________________ 
5.2 Dentro de las veinticuatro horas de producido el arresto, 
el Juez tomará audiencia al detenido en presencia del Minis- 
terio Público, en la cual: 
A) Le intimará la designación de defensor de su elección, 
bajo apercibimiento de tenérsele por designado al de oficio 
CI A RR AN 
B) Nombrará un intérprete y le facilitará las traducciones 
que sean necesarias para su defensa. ______________ 
C) Le informará que existen motivos para creer que ha 
cometido un crimen o delito tipificado en la presente ley y 
que se le presume inocente mientras no se pruebe su culpa- 
bilidad. 


sor. 

5.3 Lo actuado en audiencia será comunicado al Poder Eje- 
cutivo quien lo notificará al Estado en cuyo territorio se 
presume que la persona ha cometido los crímenes o delitos, 
y al Estado de su nacionalidad que se encuentre más próxi- 
mo y, si fuese apátrida,, al Estado en que habitualmen- 
te resida. La persona detenida tendrá facilidades para 
comunicarse inmediatamente con el representante co- 
rrespondiente del Estado de su nacionalidad que se en- 
cuentre más próximo o, si se trata de un apátrida, con el 
representante del Estado en que habitualmente re- 
Sida (on IA a o A a AS 
5.4 Si dentro del plazo de veinte días desde la fecha de 
notificación a los Estados prevista en el párrafo 1 de este 
artículo no se hubiese recibido ningún pedido de extradi- 
ción, dentro de los diez días corridos siguientes se dispon- 
drá la libertad del indagado o, si hubiese mérito, se iniciará 
el procedimiento penal. 
Artículo 6. (Improcedencia de Asilo y Refugio). No corres- 
ponderá conceder asilo ni refugio cuando existan motivos 
fundados para considerar que la persona ha cometido un 
crimen o delito de los tipificados en la presente ley, aun 
cuando reuniera las demás condiciones para ser asilado o 
solicitar refugio. OOO 
Artículo 8. (Improcedencia de amnistía y similares). Los 
crímenes y penas tipificados en los Títulos la III de la Parte 
IT de la presente ley, no podrán declararse extinguidos por 
indulto, amnistía, gracia, ni por ningún otro instituto de 
clemencia, soberana o similar, que en los hechos impida el 
juzgamiento de los sospechosos o el efectivo cumplimiento 
de la pena por los condenados. 
Artículo 9. (Obediencia debida y otros eximentes).- No 
podrá invocarse la orden de una superior, ni la existencia de 
circunstancias excepcionales (como, por ejemplo, amenaza 
o estado de guerra, inestabilidad política o cualquier otra 
emergencia pública real o presunta), como justificación de 
los crímenes tipificados en los Títulos l a III de la Parte II 
de la presente ley. OO 
Por consiguiente, ni haber actuado bajo órdenes superio- 
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res, ni la invocación de circunstancias excepcionales, exi- 
mirán de responsabilidad penal a quienes cometan, en 
cualquiera de sus modalidades, los crímenes o delitos refe- 
A RR AE 
Artículo 10. (Responsabilidad jerárquica). El superior jerár- 
quico, funcionario civil o militar, cualquiera sea su cargo 
oficial o de gobierno, será penalmente responsable por los 
crímenes establecidos en los Títulos I a III de la Parte II de 
la presente ley que fuesen cometidos por quienes estén 
bajo su autoridad, mando o control efectivo, cuando en 
razón de su investidura, cargo o función, hubiere sabido que 
estaban participando de cualquier manera en la comisión de 
los crímenes o delitos referidos y no hubiere adoptado, 
estando posibilitado para ello, todas las medidas razona- 
bles y necesarias a su alcance para impedir, denunciar o 
reprimir la comisión de dichos crímenes o delitos. ______ 
Artículo 11. (Exclusión de jurisdicción especial). Los críme- 
nes y delitos tipificados en la presente ley no podrán 
considerarse como cometidos en el ejercicio de funciones 
militares, no serán considerados delitos militares y quedará 
excluida la jurisdicción militar para su juzgamiento. 
Artículo 12. (Inhabilitación absoluta)... 
12.1 Los ciudadanos uruguayos condenados por los crí- 
menes previstos en los Títulos I a III de la Parte II de la 
presente ley, se les impondrá pena accesoria de inhabilita- 
ción absoluta para ocupar cargos, oficios públicos y dere- 
chos políticos, porel tiempo delacondena.___________ 
122 Si el condenado fuese un profesional o idóneo en 
oficios de la medicina condenado por crímenes previstos en 
los Títulos I a III de la Parte II de la presente ley, se le 
impondrá, además, inhabilitación especial para el ejercicio 
de su profesión u oficio por el tiempo de la condena. ____ 
123 Si la condena fuese dispuesta por la Corte Penal 
Internacional, regirán las inhabilitaciones previstas en los 
numerales precedentes. 
Artículo 13. (Intervención de la víctima). ____________ 
13.1 Enlos casos de los crímenes previstos en los Títulos 
T a III de la Parte Il de la presente ley, el denunciante, la 
víctima o sus familiares podrán acceder a la totalidad de las 
actuaciones, proponer pruebas, poner a su disposición las 
que tengan en su poder y participar de todas las diligencias 
judiciales. A dichos efectos, constituirán domicilio y serán 
notificadas de todas las resoluciones que se adopten. ____ 
Asimismo si se hubiese dispuesto el archivo de los 
antecendentes o si luego de transcurridos sesenta días 
desde la formulación de la denuncia aún continúa la etapa 
de instrucción o indagación preliminar, el denunciante, la 
víctima o sus familiares podrán formular ante el Juez com- 
petente petición fundada de reexamen del caso o solicitud 
de información sobre el estado del trámite. 
132 Si la petición de reexamen del caso se presenta por 
haberse dispuesto el archivo de los antecedentes, se dará 
intervención al Fiscal subrogante quien reexaminará las 
actuaciones en un plazo de veinte días. _____________ 
133 La resolución judicial será comunicada al 
peticionante, al Fiscal y al Fiscal de Corte. ___________ 
13.4 Durante el proceso, a solicitud del Fiscal o de oficio, 
el Juez adoptará cualquier medida que considere adecuada 
y necesaria para proteger la seguridad, el bienestar físico y 
psicológico, la dignidad y la vida privada de las víctimas y 
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los testigos. A tal fin, tendrá en cuenta todos los factores 
pertinentes, incluidos la edad, el género, la salud, así como 
las características del delito, en particular cuando éste 
entrañe violencia sexual, violencia en razón del género o 
violencia contra niñas y niños y adolescentes. _________ 
En casos de violencia sexual no se requerirá la corrobora- 
ción del testimonio de la víctima, no se admitirá ninguna 
evidencia relacionada con la conducta sexual anterior de la 
víctima o testigos, ni se aceptará utilizar como defensa el 
argumento del consentimiento. ___________ 
Como excepción, y a fin de proteger a las víctimas, los 
testigos o el indagado, el Juez podrá disponer por resolu- 
ción fundada la presentación de pruebas por medios elec- 
trónicos u otros medios técnicos especiales tendientes a 
prevenir la victimización secundaria. En particular, se apli- 
carán estas medidas en el caso de víctimas de agresión 
sexual y menores de edad, sean víctimas o testigos. Será de 
aplicación en lo pertinente lo dispuesto en el artículo 18 de 
la Ley N* 17.514, de 2dejuliode2002.______________ 
Se procurarán todos los medios posibles para que el fiscal 
cuente con asesores jurídicos especialistas en determina- 
dos temas, entre ellos violencia sexual, violencia por razo- 
nes de género y violencia contra los niños. Asimismo, se 
procurará que el tribunal cuente con personal especializado 
para atender a las víctimas de traumas, incluidos los relacio- 
nados con la violencia sexual y de género.____________ 
Artículo 17. (Instigación al Genocidio). El que instigare 
públicamente a cometer crimen de genocidio, será castiga- 
do con dos a cuatro años de penitenciaría._____________ 
Artículo 19. (Extensión de principios generales). Se consi- 
deran crímenes de lesa humanidad los delitos que se tipifican 
en el presente Capítulo 2 y será de aplicación lo dispuesto 
en la Parte I de esta ley. A los efectos de lo dispuesto en los 
artículos siguientes, se entenderá por “agente del Estado” 
auna persona que actúa en ejercicio de una función pública, 
revista o no la calidad de funcionario público. _________ 
Artículo 20. (Homicidio político). El que siendo agente del 
Estado, o sin serlo contando con la autorización, apoyo o 
aquiescencia de uno o más agentes del Estado, diere muerte 
a alguna persona en virtud de sus actividades u opiniones 
políticas, sindicales, religiosas, culturales, de género, rea- 
les o presuntas; oen razón de su real o presunta pertenencia 
auna colectividad política, sindical, religiosa o a un grupo 
con identidad propia fundada en motivos de sexo o a un 
sector social, será castigado con quince a treinta años de 
penitencia. 
Artículo 21. (Desaparición forzada de personas). _______ 
21.1. El que de cualquiera manera y por cualquier motivo, 
siendo agente del Estado o sin serlo contando con la 
autorización, apoyo o aquiescencia de uno o más agentes 
del Estado, procediere a privar de libertad a una persona, 
seguido de la negativa a informar sobre la privación de 
libertad a una persona, seguido de la negativa a informar 
sobre la privación de libertad o el paradero o la suerte de la 
persona privada de libertad; o que omita y se niegue a 
brindar información sobre el hecho de la privación de liber- 
tad de una persona desaparecida, su paradero o suerte, será 
castigado con dos a veinticinco años de penitenciaría. __ 
21.2. El delito de desaparición forzada será considerado 
como delito permanente, mientras no se establezca el des- 
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tino o paradero de la víctima. _____________ 
21.3. El Juez podrá considerar como atenuantes del delito 
de desaparición forzada de personas las siguientes circuns- 
tancias: (a) Que la víctima sea puesta en libertad indemne en 
un plazo menor a diez días; (b) que se informe o actúe para 
posibilitar o facilitar la aparición con vida del desaparecido. 
Artículo 24. (Agresión sexual contra persona privada de 
libertad). El que siendo agente del Estado o sin serlo con- 
tando con la autorización, apoyo o aquiescencia de uno o 
más agentes del Estado, cometiere cualquier acto de agre- 
sión sexual contra una persona privada de libertad o bajo su 
custodia o control o contra una persona que comparezca 
ante la autoridad en calidad de denunciante, testigo, perito 
o similar, será castigado con dos a quince años de peniten- 
AAA sz 
De lo actuado se procede a la toma de la versión taquigrá- 
fica, cuya copia dactilografiada luce en los Distribuidos 
Nos. 919/2006 y 920/2006, que forman parte integrante de la 
presente Acta. 
Finalizadas las intervenciones, a la hora diecisiete queda 
levantada la sesión. 
Para constancia se labra la presente Acta que, una vez 
aprobada, firman el señor Presidente y la señora Secretaria. 


Leonardo Nicolini 
Presidente 


Josefina Reissig 
Secretaria. 
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En Montevideo, el veinte de junio del año dos mil seis, a la 
hora catorce se reúne la Comisión de Constitución y Legis- 
lación de la Cámara de Senadores. 
Asisten sus miembros, los señores Senadores Sergio Abreu, 
José Korzeniak, Rafael Michelini, Leonardo Nicolini, Luis 
Oliver, Margarita Percovich y Julio M. Sanguinetti. _____ 
Faltan con aviso los señores Senadores Francisco Gallinal 
y Jorge Larrañaga, quienes presentan Notas justificando 
sus inasistencias. rr 
Preside su titular el señor Senador Leonardo Nicolini. ___ 
Actúa en Secretaría, la señora Josefina Reissig, Secretaría 
de la Comisión con la colaboración de la funcionaria Gloria 


Mederos. 


CARPETA N* 528/2006. DOCTORA SOFIA ALVAREZ DE 
DEMICHELI. Se designa con su nombre una Sala del Edifi- 
cio José Artigas, anexo al Palacio Legislativo. Proyecto de 
ley con exposición de motivos del señor Senador Julio M. 
Sanguinetti. Distribuido N* 927/2006. Se resuelve que este 
asunto figure en el Orden del Día de la próxima sesión. __ 
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ASUNTOS TRATADOS: __ 

- CARPETA N*380/2005. CORTE PENAL INTERNACIO- 
NAL (TRATADO DE ROMA). Se dictan normas para com- 
patibilizar nuestro derecho interno y para efectivizar la 
cooperación con dicho organismo. Proyecto de ley con 
exposición de motivos presentado por los señores Senado- 
res integrantes de la Bancada del Frente Amplio y Disposi- 
ciones citadas. Distribuido N*594/2005. En consideración. 
Se continúa con la votación de los artículos que quedarán 
desglosados. 
ARTICULO 7”. En consideración. Se vota: 5en5. Afirmati- 
va. UNANIMIDAD. SUSTITUTIVO. 
ARTICULO 26. En consideración un texto sustitutivo pre- 
sentado por la señora Senadora Margarita Percovich. Se 
vota: 6en 6. Afirmativa. UNANIMIDAD. SUSTITUTIVO. _ 
ARTICULO 27. En consideración. Se vota: 6 en 6. Afirmati- 
va. UNANIMIDAD. SUSTITUTIVO. 
ARTICULO 39. En consideración. Se vota: 6 en 6. Afirmati- 
va. UNANIMIDAD. SUSTITUTIVO. 
ARTICULO 40. En consideración. Se vota: 6 en 6. Afirmati- 
va. UNANIMIDAD. SUSTITUTIVO. 
ARTICULO 41. En consideración. Se vota: 6 en 6. Afirmati- 
va. UNANIMIDAD. SUSTITUTIVO.______ 
ARTICULO 42. En consideración. Se vota: 6 en 6. Afirmati- 
va. UNANIMIDAD. SUSTITUTIVO._____ 
ARTICULO 43. En consideración. Se vota: 6 en 6. Afirmati- 
va. UNANIMIDAD. SUSTITUTIVO._____ 
ARTICULO 48. En consideración. Se vota: 6 en 6. Afirmati- 
va. UNANIMIDAD. SUSTITUTIVO.______ 
ARTICULO 50. En consideración. Se vota: 7en 7. Afirmati- 
va. UNANIMIDAD. SUSTITUTIVO.______ 
ARTICULO 60. En consideración. Se vota: 7en 7. Afirmati- 
va. UNANIMIDAD.SUSTITUTIVO.______ 
Queda aprobado el proyecto de ley sustitutivo. Se designa 
Miembro Informante a la señora Senadora Margarita 
Percovieh. sz 
Los artículos sustitutivos aprobados quedan redactados 
de la siguiente forma: 
“Artículo 7. (Imprescriptibilidad). Los crímenes y penas 
tipificados en los Títulos I a III de la Parte II de la presente 
ley son imprescriptibles._________________ 
Artículo 26 (Crimen de Guerra). 
26.1. El que en un conflicto armado de carácter internacio- 
nal o interno, conforme los términos en que dichos conflic- 
tos son definidos por el derecho internacional, cometa 
cualquiera de los crímenes de guerra que se tipifican a 
continuación, en forma aislada o a gran escala, o como parte 
de un plan o política será castigado con dos a treinta años 
de penitenciarÍa. 
26.2. A los efectos de los crímenes de guerra que se 
tipifican en el presente, se considerarán personas y bienes 
protegidos, a quienes el derecho internacional ampara como 
tales en el marco de los conflictos armados internacionales 
antes. sz 
26.3. Serán crímenes de guerra: 
1. El homicidio intencional; 
2. Latortura o los tratos inhumanos, incluidos los experi- 
mentos biológicos; O 
3. El hecho de causar deliberadamente grandes sufrimien- 


tos o atentar gravemente contra la integridad física o la 
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salude. A a A A 
4. La destrucción y la apropiación de bienes no justifica- 
das por necesidades militares o del conflicto armado, y 
efectuadas a gran escala, ilícita y arbitrariamente; ______ 
5. El hecho de forzar a un prisionero de guerra o a un 
combatiente adversario detenido o a cualquier persona 
protegida a servir en las fuerzas de una Potencia enemiga o 
del adversario; rr 
6. El hecho de privar deliberadamente a un prisionero de 
guerra o a un combatiente adversario detenido o a otra 
persona protegida de su derecho a ser juzgado legítima e 
imparcialmente; o someterlo a condenas o ejecuciones sin 
previo juicio ante un Tribunal regularmente constituido con 
todas las garantías judiciales generalmente reconocidas 
como indispensables; 
7. La deportación o el traslado, confinamiento o detención 
lepales: tor o O a RS A e Ts 
8. La toma de rehenes; 
9. Dirigir intencionalmente ataques contra la población 
civil en cuanto tal o contra personas civiles o protegidas 
que no participen directamente en las hostilidades; _____ 
10. Dirigir intencionalmente ataques contra bienes civiles o 
bienes protegidos, es decir, bienes que no son objetivos 
militates: 200 a e a 
11. Dirigir intencionalmente ataques contra personal, insta- 
laciones, material, unidades o vehículos participantes en 
una misión de mantenimiento de la paz o de asistencia 
humanitaria de conformidad con la Carta de las Naciones 
Unidas, siempre que tengan derecho a la protección otorga- 
da a civiles o bienes civiles o a personas o bienes protegi- 
dos, con arreglo al derecho internacional de los conflictos 
ARMAÍOS == A E AS A RT 
12. Lanzar un ataque intencionalmente o cuando sea de 
prever que causará pérdidas de vidas, lesiones a civiles o 
personas protegidas o daños a bienes de carácter civil o 
protegidos o daños extensos, duraderos y graves al medio 
ambiente natural que serían manifiestamente excesivos en 
relación con la ventaja militar concreta y directa de conjun- 
to que Se prevea 
13. Atacar a bombardear, por cualquier medio, ciudades, 
aldeas, viviendas o edificios que no estén defendidos y que 
no sean objetivos militares; ______________ 
14. Causar la muerte o lesiones a un enemigo o combatiente 
adversario que haya depuesto las armas o que, al no tener 
medios para defenderse, se haya rendido a discreción, o que 
se encuentra en poder de la parte adversaria por cualquier 
MONOS tarada A 
15. Utilizar de modo indebido la bandera blanca, la bandera 
nacional o las insignias militares o el uniforme del enemigo 
o de las Naciones Unidas, así como los emblemas distinti- 
vos de los Convenios de Ginebra y sus Protocolos Adicio- 
nales y causar así la muerte o lesiones graves; ________ 
16.El traslado, directa o indirectamente, por la Potencia 
ocupante de parte de su población civil al territorio que 
ocupa o la deportación o el traslado de la totalidad o parte 
de la población del territorio ocupado, dentro o fuera de ese 
territorio; u ordenar cualquier otro desplazamiento de la 
población civil por razones relacionadas con el conflicto 
armado, a menos que así lo exija la seguridad de los civiles 
o de personas protegidas de que se trate, por razones 
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militares Imperativas; 
17. Dirigir intencionalmente ataques contra edificios dedi- 
cados a la religión, la instrucción, las artes, las ciencias o 
la beneficiencia, los monumentos históricos, los hospitales 
y los lugares en que se agrupa aenfermos y heridos, siempre 
que no sean objetivos militares;________________ 
18. Someter a personas que estén en poder de otra parte en 
el conflicto, a mutilaciones físicas o aexperimentos médi- 
coso científicos de cualquier tipo que no estén justificados 
en razón de un tratamiento médico, dental u hospitalario, ni 
se lleven a cabo en su interés, y que causen la muerte o 
pongan gravemente en peligro su salud; ______________ 
19. Matar o herir a traición a personas pertenecientes a la 
nación, al ejército enemigo o alos combatientes advesarios; 
20. Declarar que no se dará cuartel; ________________ 
21. Destruir, confiscar o apoderarse de bienes del enemigo 
o del combatiente adversario, a menos que las necesidades 
del conflicto armado lo haganimperativo;____________ 
22, Declarar abolidos, suspendidos o inadmisibles ante un 
tribunal los derechos y acciones de los nacionales de la 
parte enemiga o del combatiente adversario;___________ 
23. Obligar a los nacionales de la parte enemiga a participar 
en Operaciones bélicas dirigidas contra su propio país, 
aunque hubieran estado al servicio de beligerante antes del 
inicio de la guerra; 
24. Saquear una ciudad o una plaza, incluso cuando es 
tomada por asalto; ________ OO 
25. Emplear veneno o armas envenenadas;____________ 
26. Emplear gases asfixiantes, tóxicos o similares o cual- 
quier líquido, material o dispositivo análogos; _________ 
27. Emplear balas que se ensanchan o aplasten fácilmente 
en el cuerpo humano, como balas de camisa dura que no 
recubra totalmente la parte interior o que tenga incisiones; 
28. Emplear armas, proyectiles, materiales y métodos de 
guerra que, por su propia naturaleza, causen daños super- 
fluos o sufrimientos innecesarios o surtan efectos 
indiscriminados en violación del derecho humanitario inter- 
nacional de los conflictos armados; 
29. Cometer atentados y ultrajes contra la dignidad perso- 
nal, especialmente los tratos humillantes y degradantes; y 
las prácticas de apartheid y demás basadas en la discrimi- 
nación racional, de género o por la pertenencia a un grupo 
con identidad propia; 
30. Cometer actos de violación, esclavitud sexual, prostitu- 
ción forzada, embarazo forzado, esterilización forzada defi- 
nidos en el artículo 24 y cualquier otra forma de violencia 
sexual que constituya una infracción grave de los Conve- 
nios de Ginebra; rr 
31. Utilizar la presencia de una persona civil u otra persona 
protegida para poner ciertos puntos, zonas o fuerzas mili- 
tares o combatientes a cubierto de operaciones militares o 
de combate armado; rr 
32. Dirigir intencionalmente ataques contra edificios, mate- 
rial, unidades y medios de transporte sanitarios, y contra 
personal que utilice los emblemas distintivos de los Conve- 
nios de Ginebra y sus Protocolos Adicionales de conformi- 
dad con el derecho internacional; ___ 
33. Hacer padecer intencionalmente hambre o sed a la pobla- 
ción civil como método de hacer la guerra o de combate, 
privándola de los objetos indispensables para su supervi- 
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vencia, incluido el hecho de obstaculizar intencionalmente 
los suministros de socorro, la acción humanitaria o el acce- 
so a las víctimas, de conformidad con los Convenios de 
Ginebra y las normas del derecho internacional humanita- 
O A 
34, Reclutar o alistar a niños menores de 18 años en las 
fuerzas armadas nacionales o grupos combatientes o 
utilizaros para participar activamente en las hostilidades; _ 
35. Demorar en forma injustificada en repatriar o liberar a los 
prisioneros de guerra o a los combatientes enemigos dete- 
nidos o ala población civil internada una vez finalizadas las 
hostilidades: oct tr A a 
36. Atacar, destruir o inutilizar por cualquier medio, los 
bienes indispensables para la supervivencia o subsistencia 
de la población civil (víveres, ganado, reserva de agua 
potable, ete.) 
37. Infligir castigos colectivos o realizar actos o amenazas 
que tengan por objeto aterrorizar ala población civil; ____ 
38. Lanzar un ataque empleando armas y métodos de com- 
bate que no permitan hacer distinción entre objetivos mili- 
tares y no militares o entre combatientes y personas prote- 
gidas, como, por ejemplo, el bombardeo por zona en ciuda- 
des, los bombardeos masivos, el recurrir a un método o 
medio de lanzamiento que no pueda ser dirigido contra un 
objetivo militar determinado, el emplear armas o métodos de 
combate del que se pueda prever que cause fortuitamente 
lesiones o muerte a personas protegidas o daños a bienes 
prote Bridas 
39. Dirigir intencionalmente ataques contra: (a) bienes cul- 
turales protegidos por el derecho internacional o utilizar 
dichos bienes culturales o sus alrededores inmediatos en 
apoyo de acciones militares o cometer hurtos, daños u otros 
actos de vandalismo contra los mismos; (b) patrimonio 
cultural de gran importancia para la humanidad, comprendi- 
do el patrimonio cultural vinculado a un sitio de patrimonio 
natural, esté o no incluido en las listas mantenidas por la 
UNESCO o de otra organización internacional; _________ 
40. Lanzar un ataque contra obras o instalaciones que con- 
tengan fuerzas peligrosas a sabiendas de que ese ataque 
causará muertos o heridos entre la población civil o daños 
a bienes de carácter civil (presas hidroeléctricas, diques, 
centrales nucleares, etc.) 
41. Lanzar un ataque contra zonas desmilitarizadas;______ 
42. Emplear armas cuyo efecto principal sea lesionar me- 
diante fragmentos que no puedan localizarse por rayos X en 
el cuerpo huma; 
43. Emplear minas antipersonales entendiendo por tales 
toda munición colocada debajo, sobre o cerca de la super- 
ficie del terreno u otro lugar, concebida para explosionar 
por la presencia, la proximidad o en contacto de una persona 
y que pudiera incapacitar, lesionar o matar a más de una 
PANA 
44. Emplear minas, armas trampas y otros artefactos simila- 
res, contra la población civil o personas protegidas o bienes 
protegidos o en contravención de las disposiciones del 
derecho internacional 
45. Emplear trampas y armas incendiarias, entendiendo por 
tales toda arma, munición o trampa concebida primordialmente 
para incendiar objetos o causar quemaduras a las personas 
mediante la acción de las llamas, del calor o de una combina- 
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ción de ambos, producidos por reacciones químicas; ____ 
46. Emplear armas químicas, biológicas (bacteriológicas o 
toxínicas) u otras armas de destrucción masivas, cualquiera 
fuese su naturaleza; 
47. Emplear armas láser con aptitud para causar cegueras 
permanentes 
48. Utilizar técnicas de modificación ambiental con fines 
militares, de combate u otros fines hostiles que tengan 
efectos vastos, duraderos o graves, entendiéndose por 
“técnicas de modificación ambiental” todas las técnicas 
que tienen por objeto alterar, mediante la manipulación 
deliberada de los procesos naturales, la dinámica, la compo- 
sición o estructura de la Tierra, incluida su biótica, su 
litosfera, su hidrósfera y su atmósfera o el espacio 
ulMtraterrestres tacita 
49, Omitir en forma intencional; (a) señalizar, vallar y vigilar, 
durante la vigencia de un conflicto armado o luego de 
finalizado éste, las zonas en las que se hallen restos explo- 
sivos de guerra con el fin de impedir el ingreso de población 
civil en dichas zonas. (b) la limpieza, remoción o destruc- 
ción de los restos explosivos de guerra, inmediatamente de 
finalizado un conflicto armado, cuando sea posible la 
señalación o ubicación de dichos restos explosivos de 
guerra. Se entenderá por “restos explosivos de guerra” los 
definidos como tales por el derecho internacional;_______ 
50. A los efectos de las conductas descriptas en los nume- 
rales precedentes, se entenderá por objetivos militares en 
lo que respecta a bienes, aquellos que por su naturaleza, 
ubicación, finalidad o utilización, contribuyan eficazmente 
ala acción militar y cuya destrucción total o parcial, captura 
oneutralización ofrezca, en las circunstancias del momento, 
una clara ventaja militar, con exclusión de los bienes prote- 
gidos y de bienes destinados a fines civiles. Se tendrá 
presente que en caso de duda de si un objeto que normal- 
mente se destina a fines civiles, se utiliza con el fin de 
contribuir efectivamente a una acción militar, se presumirá 
que seutiliza para fines civiles. No se considerarán como un 
solo objetivo militar, diversos objetivos militares claramen- 
te separados e individualizados que se encuentren en una 
ciudad, pueblo, aldea u otra zona en que haya una concen- 
tración análoga de personas o bienes protegidos. _______ 
Artículo 27. (Delitos contra la administración de justicia).- 
El que cometiera cualquiera de los delitos previstos en el 
artículo 68 del Estatuto de Roma de la Corte Penal Interna- 
cional aprobado por Ley N* 17.510, de 27 de junio de 2002, 
será castigado con dos a diez años de penitenciaría. _____ 
Artículo 39. (Intervención preceptiva de la Suprema Corte 
de Justicia). La Suprema Corte de Justicia intervendrá 
preceptivamente, de la forma prevista en la presente ley, en 
las solicitudes de asistencia y cooperación que se reciban de 
la Corte Penal Internacional o de cualquiera de sus órganos. 
En todos los casos funcionará de conformidad con el Capí- 
tulo V, Sección II de la Ley N* 15.750, de 24 de junio de 1985, 
atento a lo previsto en el artículo 88 del Estatuto de Roma. 
Artículo 40. (Asuntos de competencia exclusiva de la Su- 
prema Corte de Justicia). Será competencia exclusiva de la 
Suprema Corte de Justicia, sin perjuicio de otras que se 
determinan, resolver si se constatan o no las causales 
previstas en el Estatuto de Roma para:________________ 
(a) solicitar al Fiscal de la Corte Penal Internacional que se 
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inhiba en su competencia a favor del Estado uruguayo 
(artículo 18 párrafo 2 del Estatuto de Roma);___________ 
(b) impugnar la competencia de la Corte Penal Internacional 
o impugnar la admisibilidad de la causa (artículos 17 y 19 del 
Estatuto de Roma); 
(c) no dar curso a una solicitud de asistencia o cooperación 
recibida de la Corte Penal Internacional o de sus órganos 
por las causas previstas en el Estatuto de Roma si: ______ 
1) se tratare de divulgación de información o documentos 
que pudiera afectar intereses de la seguridad nacional (ar- 
tículo 72 del Estatuto de Roma);________________ 
2) se contraviniera un principio jurídico fundamental de 
aplicación general (artículo 93 párrafo 3 del Estatuto de 
Roma) A A A A e a 
3) el cumplimiento inmediato de la solicitud de asistencia 
pudiera interferir con una investigación o enjuiciamiento 
distinto de aquel al que refiere la solicitud (artículo 94 
párrafo 1 del Estatutode Roma);____________________ 
4) se configurare otra causa prevista en el Estatuto de 
LN A E AS 
Artículo 41. (Resolución previa de la Suprema Corte de 
Justicia para formular oposiciones, impugnaciones o dene- 
gar solicitudes de Cooperación). 
41.1 Se requerirá resolución previa y favorable de la Su- 
prema Corte de Justicia, para proceder frente a la Corte 
Penal Internacional de acuerdo con cualquiera de las situa- 
ciones previstas en el artículo anterior.______________ 
41.2 Laresolución podrá ser adoptada de oficio durante 
el trámite de cooperación (con excepción de la causal pre- 
vista en el artículo 40 literal c numeral 1) oa pedido del Poder 
Ejecutivo, en cuyo caso se seguirá el procedimiento esta- 
blecido en el artículo 43. 
41.3 La Suprema Corte de Justicia solo podrá examinar y 
resolver el supuesto contemplado en el artículo 40 literal c 
numeral 1, cuando exista expresa y previa solicitud del 
Poder Ejecutivo en tal sentido. _______________ 
41.4 Las resoluciones de la Suprema Corte de Justicia 
adoptadas en los procedimientos previstos en la presente 
ley sólo serán susceptibles de recurso de reposición (ar- 
tículos 243 a 247 del Código General del Proceso). _______ 
Artículo 42. (Procedimiento general ante la Suprema Corte 
de Justicia). 2 
42.1 Recibida de la Corte Penal Internacional o de cual- 
quiera de sus órganos habilitados al efecto una solicitud de 
asistencia o cooperación, la misma será remitida a la Supre- 
ma Corte de Justicia dentro de las cuarenta y ocho horas 
SIGUIENTES: ir tte dd a a A 
42.2 Elcontrol de los requisitos formales de una solicitud 
de cooperación o asistencia corresponderá al Poder Ejecu- 
tivo y ala Suprema Corte de Justicia. La resolución defini- 
tiva sobre los mismos será privativa de la Suprema Corte de 
SUSCITAR 
42.3 El Ministerio de Relaciones Exteriores o la Dirección 
de Cooperación Jurídica Internacional del Ministerio de 
Educación y Cultura, al recibir la solicitud de asistencia o 
cooperación, podrán observar al incumplimiento de requi- 
sitos formales previstos por el Estatuto de Roma para la 
solicitud de cooperación o asistencia, en cuyo caso y sin 
perjuicio de remitir las actuaciones junto con las observa- 
ciones a la Suprema Corte de Justicia, realizarán las consul- 
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tas con la Corte Penal Internacional o sus órganos para 
procurar subsanar los vicios formales. _______________ 
42.4 Recibida la solicitud por la Suprema Corte de Justicia, 
ésta examinará de inmediato o en los plazos establecidos en 
la presente ley para el tipo de solicitud o asistencia de que 
sea 
(a) si la orden de solicitud de cooperación o asistencia 
cumple con los requisitos formales previstos por el Estatuto 
de Roma y en su caso, si son procedentes las observaciones 
que al respecto hubiese formulado el Poder Ejecutivo; ___ 
(b) si se verifica cualquiera de los supuestos previstos en 
el artículo 40, a excepción del establecido en el literal c 
numeral 1, para cuyo análisis requerirá expresa petición del 
Poder Ejecutivo de acuerdo con lo previsto en el artículo 
A A 
42.5 Sila Suprema Corte de Justicia entiende que la soli- 
citud de cooperación o asistencia no reúne los requisitos 
formales, siendo procedentes las observaciones que al 
respecto hubiese formulado el Poder Ejecutivo o sin haber 
mediado dichas observaciones igualmente constata que la 
solicitud adolece los vicios formales, lo comunicará al Po- 
der Ejecutivo y suspenderá el procedimiento hasta aguar- 
dar el resultado de las consultas que se formulen con la 
Corte Penal Internacional o sus órganos.___________ 
42.6 Si la Suprema Corte de Justicia resuelve que no son 
procedentes las observaciones del Poder Ejecutivo sobre 
los requisitos formales de la solicitud, se estará a su reso- 
lución y el Poder Ejecutivo lo comunicará a la Corte Penal 
Internacional o a sus órganos, si ya hubiese formulado 
consultas al respecto. OO 
42.7 Sila solicitud de cooperación o asistencia reúne los 
requisitos formales, no se constata ninguna de las situacio- 
nes previstas en el artículo 40 que puedan ser resueltas de 
oficio y no ha mediado comparecencia del Poder Ejecutivo 
al amparo de la facultad prevista en el artículo 43.1, la 
Suprema Corte de Justicia dispondrá lo pertinente para el 
cumplimiento de la solicitud de asistencia o cooperación. _ 
42.8 Si la Suprema Corte de Justicia entiende que se 
verifica alguna de las causales previstas en el artículo 40 
que pueden ser resueltas de oficio, adoptará resolución 
expresa previa vista al Fiscal de Corte y lo comunicará al 
Poder Ejecutivo, quien en cumplimiento de dicha resolución 
procederá frente a la Corte Penal Internacional o a sus 
órganos, de conformidad con lo previsto en el Estatuto de 
Roma y a la presente ley, de acuerdo con el caso de que se 
trato a A 
42.9 La Suprema Corte de Justicia podrá requerir todos los 
informes que entienda pertinente a cualquier órgano del 
Estado. za 
42.10 El Poder Ejecutivo, sin perjuicio de la facultad de 
comparecer de acuerdo con lo previsto en el artículo 43.1, 
podrá en cualquier estado del trámite formular las observa- 
ciones o recomendaciones convenientes a su interés. 
Artículo 43. (Procedimiento ante la Suprema Corte de Jus- 
ticia ante solicitud del Poder Ejecutivo). ______________ 
43.1 Cuando convenga al interés del Poder Ejecutivo pro- 
ceder frente a la Corte Penal Internacional o a cualquiera de 
sus Órganos de acuerdo con las situaciones previstas en el 
artículo 40 literales (a) a (c), podrá solicitar, en cualquier 
momento, que la Suprema Corte de Justicia adopte resolu- 
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ción al respecto. A estos efectos, el Poder Ejecutivo solici- 
tará audiencia ante la Suprema Corte de Justicia, que se 
celebrará dentro de las veinticuatro horas siguientes y en 
la cual comparecerá verbalmente o por escrito, presentando 
toda la información y documentación en que fundamente su 
petición. De lo actuado en la audiencia se labrará acta. ___ 
43.2 LaSuprema Corte de Justicia mantendrá en suspenso 
el trámite de cooperación o asistencia que estuviese en 
curso, si lo hubiere, hasta que adopte resolución, pudiendo 
mantener, sustituir o suspender las medidas que ya hubiese 
dispuesto. Asimismo, podrá requerir, en la audiencia o 
posteriormente, previo a dictar resolución, toda la informa- 
ción complementaria que considere necesaria o solicitarla 
directamente al órgano que corresponda. De lo actuado en 
la audiencia se labrará acta resumida. 
43.3 La Suprema Corte de Justicia, dentro de los quince 
días siguientes a la audiencia y previa vista al Fiscal de 
Corte, resolverá si surge suficientemente acreditada con- 
forme a las disposiciones del Estatuto de Roma, la causal 
invocada por el Poder Ejecutivo o cualquier otra de las 
causales contenidas en el artículo 40 respecto de las cuales 
estuviese habilitada para resolver de oficio.____________ 
43.4 La resolución y sus fundamentos se comunicarán en 
audiencia especialmente convocada al efecto y se dará por 
notificada en la misma. Si la resolución deniega la solicitud 
del Poder Ejecutivo, éste tendrá derecho a reiterarla invo- 
cando la existencia de hechos nuevos. 
Artículo 48. (Solicitud de Detención y Entrega).-_______ 
48.1 Si se recibiera de la Corte Penal Internacional o de 
cualquiera de sus Órganos, una solicitud de detención y 
entrega de una persona que ya estuvieses bajo prisión 
preventiva, la Suprema Corte de Justicia resolverá expresa- 
mente sobre la admisibilidad de la solicitud dentro del plazo 
de diez días de su recepción, previa vista de cuarenta y ocho 
horas al Fiscal de Corte, de conformidad con el procedimien- 
to previsto en el artículo 42.___________________ 
48.2 Si la solicitud reúne los requisitos formales o sus 
defectos han sido subsanados y no se constata ninguna de 
las situaciones previstas en el artículo 40 o las mismas han 
sido resueltas, correspondiendo el cumplimiento de la me- 
dida, la Suprema Corte de Justicia librará inmediatamente la 
orden de detención de la persona requerida.___________ 
48.3 Dentro de las veinticuatro horas de producido el 
arresto o de haberse resuelto procedente la medida si la 
persona ya se encontrase privada de libertad, la Suprema 
Corte de Justicia, con noticia del Fiscal de Corte, realizará 
una audiencia en la que: IO 
a) Intimará al detenido la designación de defensor de su 
elección, bajo apercibimiento de tenérsele por designado al 
de oficio de turno. rr 
b) Nombrará un intérprete, si el detenido no se expresara en 
idioma español. 
c) Informará al detenido sobre los motivos de la detención 
y los detalles de la solicitud de entrega.______________ 
d) Informará al detenido que se le presume inocente mien- 
tras no se pruebe su culpabilidad ante la Corte Penal Inter- 
nacional y que no está obligado a declarar contra sí mismo 
nia declararse culpable, pudiendo guardar silencio sin que 
ello vaya a tenerse en cuenta a los efectos de determinar su 
culpabilidad o inocencia. 
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e) Informará al detenido del procedimiento de entrega a la 
Corte Penal Internacional previsto en la presente ley y el 
Estatuto de Roma. rr 
f) Dejará constancia de sus manifestaciones respecto del 
contenido de la solicitud de entrega, las que deberán ser 
efectuadas en presencia del defensor. _______________ 
g) Interrogará al detenido, previa consulta con su defen- 
sor, si desea prestar conformidad a la entrega, informándole 
que de así hacerlo se pondrá fin al trámite judicial. El 
detenido podrá reservarse la respuesta para más adelante. 
48.4 Dentro de las cuarenta y ocho horas de celebrada la 
audiencia o luego de resueltas las excepciones de cosa 
juzgada o litispendencia si las mismas se hubiesen inter- 
puesto (artículo 53), se pasarán los autos al Fiscal de Corte, 
quien, dentro de los cinco días siguientes, se pronunciará 
sobre la solicitud de entrega. Devuelto el expediente, den- 
tro de los diez días siguientes la Suprema Corte de Justicia 
dictará sentencia sobre la entrega, que contendrá decisión 
acerca de los puntos contenidos en el artículo 59 párrafo 2 
del Estatuto de Roma. 
48.5 Si la Suprema Corte de Justicia comprueba que el 
proceso no se llevó a cabo conforme a derecho o que no se 
respetaron los derechos de la persona, sin perjuicio de 
disponer de oficio las investigaciones o denuncias que 
correspondan, lo comunicarán al Poder Ejecutivo para que 
éste efectúe las consultas pertinentes con la Corte Penal 
Internacional. La decisión sobre la entrega se aplazará 
hasta conocer el resultado de las consultas con la Corte 
Penal Internacional. 
48.6 Sila Suprema Corte de Justicia dispusiera la entrega, 
lo notificará al detenido y al Poder Ejecutivo, quien comu- 
nicará dicha decisión a la Corte Penal Internacional y cele- 
brará consultas con ésta a fin de acordar la fecha y condi- 
ciones de la entrega, la que se efectuará lo antes posible. 
Cuando se efectúe la entrega, se informará a la Corte Penal 
Internacional el tiempo exacto durante el cual la persona 
estuvo privada de libertad. ___________ 
48.7 La Corte Penal Internacional comunicará al Poder 
Ejecutivo y éste a la Suprema Corte de Justicia, la sentencia 
que hubiera recaído en el enjuiciamiento de toda persona 
que fuera detenida y entregada a la Corte Penal Internacio- 
nal por la República. 
Artículo 50. (Solicitud de detención provisional)._______ 
50.1 Si se recibiera de la Corte Penal Internacional o de 
cualquiera de sus órganos, una solicitud de detención 
provisional formulada por la Corte Penal Internacional de 
conformidad con el artículo 92 del Estatuto de Roma, la 
Suprema Corte de Justicia, con noticia al Fiscal de Corte y 
actuando de acuerdo con lo previsto en los artículos 48.1 y 
48.2 de la presente ley, librará inmediatamente la orden de 
arresto solicitada. 
50.2 Si la solicitud de detención preventiva se realiza por 
vía de la Organización Internacional de Policía Criminal 
(INTERPOL) u otra organización regional competente, ella 
deberá ser puesta en conocimiento de la Suprema Corte de 
Justicia para que se proceda de acuerdo con el párrafo 
precedentes np Di a A A de 
50.3 Dentro de las veinticuatro horas de producido el 
arresto, la Suprema Corte de Justicia, con noticia del Fiscal 
de Corte, realizará una audiencia en la que: 
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a) Intimará al detenido la designación de defensor de su 
elección, bajo apercibimiento de tenérsele por designado al 
de oficio de turno. rr 
b) Nombrará un intérprete, si el detenido no se expresara en 
idioma español. 
c) Informará al detenido sobre los motivos de la detención. 
d) Informará al detenido que se le presume inocente mien- 
tras no se pruebe su culpabilidad ante la Corte Penal Inter- 
nacional y que no está obligado a declarar contra sí mismo 
ni a declararse culpable, pudiendo guardar silencio sin que 
ello vaya a tenerse en cuenta a los efectos de determinar su 
culpabilidad oinocencia.____ III 
e) Informará al detenido del procedimiento de detención 
provisional y entrega a la Corte Penal Internacional previs- 
to en la presente ley y en el Estatuto de Roma. _________ 
f) Dejará constancia de sus manifestaciones respecto de la 
orden de preventiva, las que deberán ser efectuadas en 
presencia del defensor. 
50.4 Si la solicitud de entrega y los documentos que la 
justifican no es recibida por el Poder Ejecutivo en el plazo 
de sesenta días contados desde la fecha de la detención 
provisional, la persona detenida quedará en libertad, sin 
perjuicio de lo dispuesto por el artículo 92 párrafo 4 del 
Estatuto de Roma. rr 
Artículo 60. (Solicitudes Concurrentes)._____________ 
60.1  Sisereciben solicitudes concurrentes de entrega a la 
Corte Penal Internacional y de extradición por terceros 
Estados, se notificará inmediatamente a la Corte Penal Inter- 
nacional y al Estado requirente, remitiendo las actuaciones 
a la Suprema Corte de Justicia, quien resolverá, en el plazo 
de quince días con noticia del Fiscal de Corte y del Poder 
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Ejecutivo, cuál de las solicitudes tiene prioridad tomando 
en consideración lo dispuesto en el artículo 90 del Estatuto 
de Roma. La resolución se notificará al Poder Ejecutivo, 
quien la comunicará a la Corte Penal Internacional y al 
Estado requirente. 
60.2 Si estuviese pendiente la resolución sobre 
admisibilidad de la causa ante la Corte Penal Internacional, 
el trámite se suspenderá hasta conocer la resolución de la 
Corte Penal Internacional sobre admisibilidad de la causa. 
60.3 Si la Suprema Corte de Justicia resuelve que tiene 
prioridad la extradición, con noticia del Fiscal de Corte y del 
Poder Ejecutivo, derivará las actuaciones al Juzgado com- 
petente para substanciar el trámite de extradición. Si subs- 
tanciado el proceso de extradición la misma se hubiese 
denegado, la decisión se comunicará a la Corte Penal Inter- 
nacional, quedando el requerido a disposición de la Supre- 
ma Corte de Justicia y a la espera de la ratificación de la 
requisitoria por un plazo máximo de 60 días” (artículo 50.4)”. 
De lo actuado se procede a la toma de la versión taqui- 
gráfica, cuya copia dactilografiada luce en el Distribuido 
N* 940/2006, que forma parte de la presente Acta. ___ 
Finalizadas las intervenciones, a la hora quince se levanta 
¡ESTO 
Para constancia se labra la presente Acta que, una vez 
aprobada, firman el señor Presidente y la señora Secretaria. 


Leonardo Nicolini 
Presidente 


Josefina Reissig 
Secretaria. 
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PROYECTO DELEY 
PRESENTADO 


PARTEI 
PRINCIPIOS GENERALES 


Artículo 1”. (Crímenes y delitos).- 
Sustitúyese el artículo 2” del Código 
Penal por el siguiente: 


“Artículo 2”. (División de los deli- 
tos). Los delitos, atendida su grave- 
dad, se dividen en crímenes, delitos 
y faltas. Los crímenes son delitos de 
extrema gravedad que se rigen por 
las leyes especiales que los 
tipifiquen, lo dispuesto en este Có- 
digo y las normas de derecho inter- 
nacional, en cuanto les sean aplica- 
bles. Las faltas se rigen por lo dis- 
puesto en el Libro III de este Códi- 


” 
go. 


Artículo 2”. (Derecho y deber de 
juzgar crímenes internacionales).- La 
República Oriental del Uruguay tiene el 
derecho y el deber de juzgar los hechos 
que fueren delictivos según los princi- 
pios generales del derecho internacio- 
nal, con independencia de que los mis- 
mos hayan sido tipificados o no. Espe- 
cialmente tiene el derecho y el deber de 
juzgar, de conformidad con las disposi- 
ciones contenidas en esta ley, los crí- 
menes reconocidos en el Estatuto de 
Roma de la Corte Penal Internacional 
aprobado por la Ley N* 17.510, de 27 de 
junio de 2002. 
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ARTICULOS SUSTITUTIVOS 
PROPUESTOS EN BASE 
A SUGERENCIAS RECIBIDAS 


PARTEI 
PRINCIPIOS GENERALES 


Artículo 1”. (Crímenes y delitos).- 
Sustitúyese el artículo 2” del Código 
Penal por el siguiente: 


“ARTICULO 2” (División de los de- 
litos).- Los delitos, atendida su grave- 
dad, se dividen en crímenes delitos y 
faltas. Los crímenes son los ilícitos de 
competencia de la Corte Penal Interna- 
cional de acuerdo a lo dispuesto en el 
artículo 5 del Estatuto de Roma y ade- 
más todos los que por suextrema grave- 
dad se rijan por leyes especiales, por 
este código y las normas de derecho 
internacional en cuanto le sean aplica- 
bles. Los delitos son todos los demás 
que no revistan la gravedad indicada en 
el párrafo anterior. Las faltas se rigen 
por lo dispusto en el libro III del presen- 
te Código.” 


Nota: se incorpora íntegramen- 
te la redacción del Dr. Milton 
Cairoli Martínez. 


Artículo 2”. (Derecho y deber de 
juzgar crímenes internacionales).- La 
República Oriental del Uruguay tiene el 
derecho y el deber de juzgar los hechos 
tipificados como delito según el dere- 
cho internacional. Especialmente tiene 
el derecho y el deber de cómo delito 
según el derecho internacional. Espe- 
cialmente tiene el derecho y el deber de 
juzgar, de conformidad con las disposi- 
ciones contenidas en esta ley, los crí- 
menes reconocidos en el Estatuto de 
Roma de la Corte Penal Internacional, 
aprobado por la Ley N* 17.510, de 27 de 
junio de 2002. 


Nota: se toman aportes de Suprema 
Corte de Justicia y de lelsur. 
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Carp. N* 380/05 
Rep.N*267/06 
Anexo I 


PROYECTO DE LEY SUSTITUTIVO 
APROBADO POR LA COMISION 


PARTEI 
PRINCIPIOS GENERALES 


Artículo 1”. (Crímenes y delitos).- 
Sustitúyese el artículo 2” del Código 
Penal por el siguiente: 


“ARTICULO 2” (División de los de- 
litos).- Los delitos, atendida su gra- 
vedad, se dividen en crímenes deli- 
tos y faltas. Los crímenes son los 
ilícitos de competencia de la Corte 
Penal Internacional de acuerdo a lo 
dispuesto en el artículo 5 del Estatu- 
to de Roma y además todos los que 
por su extrema gravedad serijan por 
leyes especiales, por este Código y 
las normas de derecho internacio- 
nal en cuanto le sean aplicables. Los 
delitos son todos los demás que no 
revistan la gravedad indicada en el 
párrafo anterior. Las faltas se rigen 
por lo dispuesto en el libro III del 
presente Código.” 


CONMODIFICACIONES 


Artículo 2”. (Derecho y deber de juz- 
gar crímenes internacionales).- La Re- 
pública Oriental del Uruguay tiene el 
derecho y el deber de juzgar los hechos 
tipificados como delito según el dere- 
cho internacional. Especialmente tiene 
el tipificados como delito según el dere- 
cho internacional. Especialmente tiene 
el derecho y el deber de juzgar, de con- 
formidad con las disposiciones conte- 
nidas en esta ley, los crímenes recono- 
cidos en el Estatuto de Roma de la Corte 
Penal Internacional aprobado por la Ley 
N* 17.510, de 27 de junio de 2002. 


CONMODIFICACIONES 


104-C.S. 


Artículo 3”. (Principios de derecho 
penal).- Serán aplicables a los crímenes 
y delitos tipificados por esta ley los 
principios generales de derecho penal 
consagrados en el derecho nacional y 
en los tratados y convenciones de los 
que Uruguay es parte y, en particular, 
cuando correspondiere, los enunciados 
en el Estatuto de Roma de la Corte Penal 
Internacional y los especialmente es- 
tablecidos en esta ley. 


Artículo 4”. (Ambito de aplicación — 
Condiciones de Extradición).- 


4.1Los crímenes y delitos que se 
tipifican por esta ley se aplicarán en 
relación con: 


A) Los crímenes y delitos cometidos 
o cuyos efectos deban producir- 
se en el territorio de la República 
o en espacios sometidos a su 
jurisdicción. 


B) Los crímenes y delitos cometidos 
en el extranjero por nacionales 
uruguayos, sean o no funciona- 
rios públicos, civiles o militares, 
siempre que el imputado no haya 
sido absuelto o condenado en el 
extranjero o, en este último caso, 
no haya cumplido la pena. 


4.2 Cuando se encontrare en territorio 
de la República o en lugares sometidos 
a su jurisdicción, una persona sospe- 
chosa de haber cometido un crimen o 
delito de los tipificados en los títulos I 
a IV de la Parte II de la presente ley, el 
Estado uruguayo está obligado a tomar 
las medidas necesarias para ejercer su 
jurisdicción respecto de dicho crimen o 
delito, si no recibiera solicitud de entre- 
gaala Corte Penal Internacional o pedi- 
dos de extradición, debiendo proceder 
a su enjuiciamiento como si el crimen o 
delito se hubiese cometido en territorio 
de la República, independientemente del 
lugar de su comisión, la nacionalidad 
del sospechoso o de las víctimas. 


4.3 Verificada la situación prevista en el 
párrafo precedente: si se trata de un 
crimen o delito cuyo juzgamiento no sea 
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SIN MODIFICACIONES 


Artículo 4”. (Ambito de aplicación — 
Condiciones de Extradición).- 


4.1Los crímenes y delitos que se 
tipifican por esta ley se aplicarán en 
relación con: 


A) Los crímenes y delitos cometidos 
o cuyos efectos deban producir- 
seen el territorio de la República 
o en espacios sometidos a su 
jurisdicción. 


B) Los crímenes y delitos cometidos 
en el extranjero por nacionales 
uruguayos, sean o no funciona- 
rios públicos, civiles o militares, 
siempre que el imputado no haya 
sido absuelto o condenado en el 
extranjero o, en este último caso, 
no haya cumplido la pena. 


4.2 Cuando se encontrare en territorio 
de la República o en lugares sometidos 
a su jurisdicción, una persona sospe- 
chada de haber cometido un crimen de 
los tipificados en los Títulos I a IV de la 
Parte II de la presente ley, el Estado 
uruguayo está obligado a tomar las 
medidas necesarias para ejercer su ju- 
risdicción respecto de dicho crimen o 
delito, si no recibiera solicitud de entre- 
ga a la Corte Penal Internacional o pe- 
didos de extradición, debiendo proce- 
der a su enjuiciamiento como si el cri- 
men o delito se hubiese cometido en 
territorio de la República, independien- 
temente del lugar de su comisión, la 
nacionalidad del sospechado o de las 
víctimas. La sospecha referida en la 
primera parte de este párrafo debe es- 
tar basada en la existencia de la 
semiplena prueba. 


4.3 Verificada la situación prevista en el 
párrafo precedente: si se trata de un 
crimen o delito cuyo juzgamiento no sea 
jurisdicción de la Corte Penal Interna- 
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jurisdicción de la Corte Penal Interna- 
cional, se procederá de acuerdo con lo 
dispuesto en el artículo 5*. 


4.4 La jurisdicción nacional no se ejer- 
cerá cuando: 


A) Tratándose de crímenes o delitos 
cuyo juzgamiento sea jurisdic- 
ción de la Corte Penal Internacio- 
nal; 


a) Se solicite la entrega por la 
Corte Penal Internacional; 


b) Se solicite la extradición por 
parte del Estado competente 
al amparo de Tratados o Con- 
venciones internacionales vi- 
gentes para la República. 


c) Se solicite la extradición por 
parte del Estado competente 
noexistiendo Tratados o Con- 
venciones vigentes con la 
República, en cuyo caso y sin 
perjuicio de los demás reque- 
rimientos legales, para conce- 
der la extradición, el Estado 
requirente debió haber ratifi- 
cado el Estatuto de Roma de la 
Corte Penal Internacional, se 
procederá de acuerdo con lo 
dispuesto en el artículo 5. 


B) Si se reciben en forma concurren- 
te solicitudes de entrega a la Corte 
Penal Internacional y de extradi- 
ción por terceros Estados, se pro- 
cederá de acuerdo con lo previs- 
to en el artículo 60. 


C) Se trate de crímenes o delitos 
que no se encuentran bajo la ju- 
risdicción de la Corte Penal Inter- 
nacional, cuando se conceda la 
extradición por parte del Estado 
competente. 


4.5 Los crímenes y delitos tipificados en 
esta ley no se considerarán delitos po- 
líticos, ni delitos comunes conexos con 
delitos políticos o cuya represión obe- 
dezca a fines políticos. 


Artículo 5. (Actuación bajo juris- 
dicción nacional).- 
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cional, se procederá de acuerdo con lo 
dispuesto en el artículo 5. 


44 La jurisdicción nacional no se ejer- 
cerá cuando: 


A) Tratándose de crímenes o delitos 
cuyo juzgamiento sea jurisdic- 
ción de la Corte Penal Internacio- 
nal; 


a) Se solicite la entrega por la 
Corte Penal Internacional. 


b) Se solicite la extradición por 
parte del Estado competente 
al amparo de Tratados y Con- 
venciones Internacionales 
vigentes para la República. 


c) Se solicite la extradición por 
parte del Estado competente 
noexistiendo Tratados o Con- 
venciones vigentes con la 
República, en cuyo caso y sin 
perjuicio de los demás reque- 
rimientos legales, para conce- 
der la extradición, el Estado 
requirente debió haber ratifi- 
cado el Estatuto de Roma de la 
Corte Penal Internacional, se 
procederá de acuerdo con lo 
dispuesto en el artículo 5*. 


B) Si se reciben en forma concurren- 
te solicitudes de entrega a la Corte 
Penal Internacional y de extradi- 
ción por terceros Estados, se pro- 
cederá de acuerdo con lo previs- 
to en el artículo 60. 


C) Se trate de crímenes o delitos que 
no se encuentran bajo la jurisdic- 
ción de la Corte Penal Internacio- 
nal, cuando se conceda la extra- 
dición por parte del Estado com- 
petente. 


4.5 Los crímenes y delitos tipificados en 
esta ley no se considerarán delitos po- 
líticos, ni delitos comunes conexos con 
delitos políticos o cuya represión obe- 
dezca a fines políticos. 


CONMODIFICACIONES 


Artículo 5”. (Actuación bajo juris- 
dicción nacional).- 
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5.1. Cuando se constate la situación 
prevista en el artículo 4.2, encontrándo- 
se en territorio de la República o en 
lugares sometidos a su jurisdicción, una 
persona sospechosa de haber cometido 
un crimen o delito que no fuese jurisdic- 
ción de la Corte Penal Internacional, 
conocerá el Juez competente quien, si 
las circunstancias lo justifican y con 
noticia al Ministerio Público, dispondrá 
orden de prisión preventiva que se no- 
tificará inmediatamente al Estado en 
cuyo territorio se sospecha que la per- 
sona ha cometido los crímenes o deli- 
tos, al Estado de su nacionalidad que se 
encuentre más próximo y, si fuese apá- 
trida, al Estado en que habitualmente 
resida. Las comunicaciones serán reali- 
zadas por el Poder Ejecutivo por vía 
diplomática y contendrán información 
sobre el procedimiento que dispone la 
presente ley. 


5.2 Dentro de las veinticuatro horas de 
producido el arresto, el Juez tomará 
audiencia al detenido en presencia del 
Ministerio Público, en la cual: 


A) Le intimará la designación de de- 
fensor de su elección, bajo aper- 
cibimiento de tenérsele por de- 
signado al de oficio de turno. 


B) Nombrará un intérprete y le faci- 
litará las traducciones que sean 
necesarias para su defensa. 


C) Le informará que existen motivos 
para creer que ha cometido un 
crimen o delito tipificado en la 
presente ley y que se le presume 
inocente mientras no se pruebe 
su culpabilidad. 


D) Procederá a tomarle declaración 
en presencia del defensor. 


5.3 Lo actuado en audiencia será comu- 
nicado al Poder Ejecutivo quien lo noti- 
ficará al Estado en cuyo territorio se 
sospecha que la persona ha cometido 
los crímenes o delitos y al Estado de su 
nacionalidad que se encuentre más 
próximo y, si fuese apátrida, al Estado 
en que habitualmente resida. La perso- 
na detenida tendrá facilidades para co- 
municarse inmediatamente con el repre- 
sentante correspondiente del Estado de 
su nacionalidad que se encuentre más 
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5.1 Cuando se constate la situación pre- 
vista en el artículo 4.2, encontrándose 
en territorio de la República o en luga- 
res sometidos a su jurisdicción, una 
persona sobre la que mediare semiplena 
prueba de haber cometido un crimen o 
delito que no fuese jurisdicción de la 
Corte Penal Internacional, conocerá el 
Juez competente quien, si las circuns- 
tancias lo justifican y con noticia al 
Ministerio Público, dispondrá orden de 
prisión preventiva que se notificará in- 
mediatamente al Estado en cuyo territo- 
rio se sospecha que la persona hacome- 
tido los crímenes o delitos, al Estado de 
su nacionalidad que se encuentre más 
próximo y, si fuese apátrida, al Estado 
en que habitualmente resida. Las comu- 
nicaciones serán realizadas por el Poder 
Ejecutivo por vía diplomática y conten- 
drán información sobre el procedimien- 
to que dispone la presente ley. 


5.2 Dentro de las veinticuatro horas de 
producido el arresto, el Juez tomará 
audiencia al detenido en presencia del 
Ministerio Público, en la cual: 


A) Le intimará la designación de de- 
fensor de su elección, bajo aper- 
cibimiento de tenérsele por de- 
signado al de oficio de turno. 


B) Nombrará un intérprete y le faci- 
litará las traducciones que sean 
necesarias para su defensa. 


C) Le informará que existen motivos 
para creer que ha cometido un 
crimen o delito tipificado en la 
presente ley y que se le presume 
inocente mientras no se pruebe 
su culpabilidad. 


D) Procederá a tomarle declaración 
en presencia del defensor. 


5.3 Lo actuado en audiencia será comu- 
nicado al Poder Ejecutivo quien lo noti- 
ficará al Estado en cuyo territorio se 
presume que la persona ha cometido 
los crímenes o delitos, y al Estado de su 
nacionalidad que se encuentre más 
próximo y, si fuese apátrida, al Estado 
en que habitualmente resida. La perso- 
na detenida tendrá facilidades para co- 
municarse inmediatamente con el repre- 
sentante correspondiente del Estado de 
su nacionalidad que se encuentre más 
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próximo O, si se trata de un apátrida, con 
el representante del Estado en que ha- 
bitualmente resida. 


5.4 Si dentro del plazo de veinte días 
desde la fecha de notificación a los 
Estados prevista en el párrafo 1 de este 
artículo no se hubiese recibido ningún 
pedido de extradición, dentro de los 
diez días corridos siguientes se dispon- 
drá la libertad del indagado o, si hubie- 
se mérito, se iniciará el procedimiento 
penal. 


Artículo 6. (Improcedencia de Asilo 
y Refugio).- No corresponderá conce- 
der asilo diplomático ni refugio cuando 
existan motivos fundados para consi- 
derar que la persona ha cometido un 
crimen o delito de los tipificados en la 
presente ley, aun cuando reuniera las 
demás condiciones para ser asilado o 
solicitar refugio. 


Artículo 7”. (Imprescriptibilidad).- 
Los crímenes, delitos y penas 
tipificados en los Títulos I a III de la 
Parte II, de la presente ley son 
imprescriptibles, cualquiera sea la fe- 
cha en que se hayan cometido. 


Artículo 8”. (Improcedencia de am- 
nistía y similares).- Los crímenes, deli- 
tos y penas tipificados en los Títulos 1 
a Ml de la Parte Il de la presente ley, no 
podrán declararse extinguidos por in- 
dulto, amnistía, gracia, ni por ningún 
otro instituto de clemencia, soberana o 
similar, que en los hechos impida el 
juzgamiento de los sospechosos o el 
efectivo cumplimiento de la pena por 
los condenados. 


Artículo 9”. (Obediencia debida y 
otros eximentes).- No podrá invocarse 
la orden de un funcionario superior o de 
una autoridad pública, ni la existencia 
de circunstancias excepcionales cua- 
lesquiera sean estas (como, por ejem- 
plo, amenaza o estado de guerra, inesta- 
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Artículo 6”. (Improcedencia de Asi- 
lo y Refugio).- No corresponderá con- 
ceder asilo ni refugio cuando existan 
motivos fundados para considear que 
la persona ha cometido un crimen o 
delito de los tipificados en la presente 
ley, aun cuando reuniera las demás con- 
diciones para ser asilado o solicitar re- 
fugio. 


Nota: modificación Legisladores: se 
suprime “diplomático” (luego de 
“asilo””) 


Artículo 7”. (Imprescriptibilidad).- 
Los crímenes, delitos y penas 
tipificados en los Títulos I a II de la 
Parte Il de la presente ley son 
imprescriptibles, cualquiera sea la fe- 
cha en que se haya cometido. 


Nota: se sustituye cometidos por co- 
metido - Propuesta del Dr. Cairoli. 
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próximo o, si se trata de un apátrida, con 
el representante del Estado en que ha- 
bitualmente resida. 


5.4 Si dentro del plazo de veinte días 
desde la fecha de notificación a los 
Estados prevista en el párrafo 1 de este 
artículo no se hubiese recibido ningún 
pedido de extradición, dentro de los 
diez días corridos siguientes se dispon- 
drá la libertad del indagado o, si hubie- 
se mérito, se iniciará el procedimiento 
penal. 


CONMODIFICACIONES 


Artículo 6”. (Improcedencia de Asi- 
lo y Refugio).- No corresponderá con- 
ceder asilo ni refugio cuando existan 
motivos fundados para considerar que 
la persona ha cometido un crimen o 
delito de los tipificados en la presente 
ley, aun cuando reuniera las demás con- 
diciones para ser asilado o solicitar re- 
fugio. 


CONMODIFICACIONES 


Artículo 7”.- (Imprescriptibilidad).- 
Los crímenes y penas tipificados en los 
Títulos Ia III de la Parte II de la presente 
ley son imprescriptibles. 


CONMODIFICACIONES 


Artículo 8”. (Improcedencia de am- 
nistía y similares).- Los crímenes y 
penas tipificados en los Títulos Ia [II de 
la Parte II de la presente ley, no podrán 
declararse extinguidos por indulto, am- 
nistía, gracia, ni por ningún otro institu- 
to de clemencia, soberana o similar, que 
en los hechos impida el juzgamiento de 
los sospechosos o el efectivo cumpli- 
miento de la pena por los condenados. 


CONMODIFICACIONES 


Artículo 9”. (Obediencia debida y 
otros eximentes).- No podrá invocarse 
la orden de un superior, ni la existencia 
de circunstancias excepcionales (como, 
por ejemplo, amenaza o estado de gue- 
rra, inestabilidad política o cualquier 
otra emergencia pública real o presun- 
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bilidad política o cualquier otra emer- 
gencia pública real o presunta) como 
justificación de los crímenes o delitos 
tipificados en los Títulos I a II de la 
Parte II de la presente ley. Por consi- 
guiente, ni haber actuado bajo órdenes 
superiores, ni lainvocación de circuns- 
tancias excepcionales, eximirán de res- 
ponsabilidad penal a quienes cometan, 
en cualquiera de sus modalidades, los 
crímenes o delitos referidos. 


Artículo 10. (Responsabilidad je- 
rárquica).- El superior jerárquico, fun- 
cionario civil o militar, cualquiera sea su 
cargo oficial o de gobierno, será 
penalmente responsable por los críme- 
nes o delitos establecidos en los Títu- 
los Ta III de la Parte ll de la presente ley 
que fuesen cometidos por quienes es- 
tén bajo su autoridad, mando o control 
efectivo, cuando en razón de su inves- 
tidura, cargo o función, hubiere sabido 
o debido saber que estaban participan- 
do de cualquier manera en la comisión 
de los crímenes o delitos referidos y 
estando posibilitado para ejercerlos, no 
hubiere adoptado todas las medidas 
razonables y necesarias a su alcance 
para prevenir o reprimir la comisión de 
dichos crímenes o delitos. 


Artículo 11. (Exclusión de jurisdic- 
ción especial).- Los hechos constituti- 
vos de los crímenes y delitos tipificados 
en la presente ley no podrán conside- 
rarse como cometidos en el ejercicio de 
funciones militares, no serán conside- 
rados delitos militares y quedará exclui- 
da la jurisdicción militar para su 
juzgamiento. 


Artículo 12. (Inhabilitación absolu- 
ta).- 


12.1 A los ciudadanos uruguayos 
condenados por crímenes o delitos pre- 
vistos en los Títulos l a MI de la Parte II 
de la presente ley, se les impondrá pena 
accesoria de inhabilitación absoluta 
para ocupar cargos, oficios públicos y 
derechos políticos, por el tiempo de la 
pena. 
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Artículo 12. (Inhabilitación absolu- 
ta).- 


12.1 A los ciudadanos uruguayos 
condenados por crímenes o delitos pre- 
vistos en los Títulos l a III de la Parte II 
de la presente ley, se les impondrá pena 
accesoria de inhabilitación absoluta 
para ocupar cargos, oficios públicos y 
derechos políticos, por el tiempo de la 
condena. 
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ta) como justificación de los crímenes 
tipificados en los Títulos I a II de la 
Parte II de la presente ley. 


Por consiguiente, ni haber actuado bajo 
órdenes superiores, ni la invocación de 
circunstancias excepcionales, eximirán 
de responsabilidad penal a quienes co- 
metan, en cualquiera de sus modalida- 
des, los crímenes o delitos referidos. 


CONMODIFICACIONES 


Artículo 10. (Responsabilidad je- 
rárquica).- El superior jerárquico, fun- 
cionario civil o militar, cualquiera sea su 
cargo oficial o de gobierno, será 
penalmente responsable por los críme- 
nes establecidos en los Títulos I a III de 
la Parte II de la presente ley que fuesen 
cometidos por quienes estén bajo su 
autoridad, mando o control efectivo, 
cuando en razón de su investidura, car- 
go o función, hubiere sabido que esta- 
ban participando de cualquiera manera 
en la comisión de los crímenes o delitos 
referidos y no hubiere adoptado, estan- 
do posibilitado para ello, todas las me- 
didas razonables y necesarias a su al- 
cance paraimpedir, denunciar o repri- 
mir la comisión de dichos crímenes o 
delitos. 


CONMODIFICACIONES 


Artículo 11. (Exclusión de jurisdicción 
especial).- Los crímenes y delitos 
tipificados en la presente ley no podrán 
considerarse como cometidos en el ejer- 
cicio de funciones militares, no serán 
considerados delitos militares y queda- 
rá excluida la jurisdicción militar para su 
juzgamiento. 


CON MODIFICACIONES. 


Artículo 12. (Inhabilitación absolu- 
ta).- 


12.1 Los ciudadanos uruguayos con- 
denados por los crímenes previstos en 
los Títulos I a III de la Parte II de la 
presente ley, se les impondrá pena ac- 
cesoria de inhabilitación absoluta para 
ocupar cargos, oficios públicos y dere- 
chos políticos, por el tiempo de la con- 
dena. 
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122  Sielpenado fuese un profesional 
o idóneo en oficios de la medicina con- 
denado por delitos previstos en los Tí- 
tulos I a III de la Parte Il de la presente 
ley, sele impondrá, además, inhabilita- 
ción especial para el ejercicio de su 
profesión u oficio por el tiempo de la 
pena. 


12.3  Silacondena fuese dispuesta por 
la Corte Penal Internacional, regirán las 
inhabilitaciones previstas en los nume- 
rales precedentes. 


Artículo 13. (Intervención de la víc- 
tima).- 


13.1 Tratándose de crímenes y delitos 
previstos en los Títulos la III de la Parte 
Il de la presente ley respecto de los 
cuales se hubiese dispuesto el archivo 
de los antecedentes o si luego de trans- 
curridos sesenta días desde la formula- 
ción de la denuncia aun continúa la 
etapa de instrucción o indagación pre- 
liminar, el denunciante, la víctima o sus 
familiares podrán formular ante el Juez 
competente petición fundada de 
reexamen del caso o solicitud de infor- 
mación sobre el estado del trámite. 


132 Si la petición se presenta por 
haberse dispuesto el archivo de los 
antecedentes, se dará intervención al 
Fiscal subrogante quien reexaminará las 
actuaciones en un plazo de veinte días. 


13.3  Laresolución judicial será comu- 
nicada al peticionante, al Ministerio 
Público y al Fiscal de Corte. 


13.4 En cualquier estado de la instruc- 
ción o del procedimiento en cuanto 
correspondiere, el denunciante, la víc- 
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12.2 Sielpenado fuese un profesional 
o idóneo en oficios de la medicina con- 
denado por delitos previstos en los Tí- 
tulos I a III de la Parte Il de la presente 
ley, sele impondrá, además, inhabilita- 
ción especial para el ejercicio de su 
profesión u oficio por el tiempo de la 
condena. 


12.33  Silacondena fuese dispuesta por 
la Corte Penal Internacional, regirán las 
inhabilitaciones previstas en los nume- 
rales precedentes. 


Nota: se sustituye “tiempo de la 
pena” por “tiempo de la condena” 
(propuesta lelsur) 


Artículo 13. (Intervención de la víc- 
tima).- 


13.1 Tratándose de crímenes y delitos 
previstos en los Títulos la III de la Parte 
II de la presente ley: 


(a) el denunciante, la víctima o sus fami- 
liares podrán acceder a la totalidad de 
las actuaciones, proponer pruebas, po- 
ner a su disposición las que tengan en 
su poder y participar de todas las dili- 
gencias judiciales. A dichos efectos, 
constituirán domicilio y serán notifica- 
das de todas las resoluciones que se 
adopten. 


(b) si se hubiese dispuesto el archivo de 
los antecedentes o si luego de transcu- 
rridos sesenta días desde la formula- 
ción de la denuncia aún continúa la 
etapa de instrucción o indagación pre- 
liminar, el denunciante, la víctima o sus 
familiares podrán formular ante el Juez 
competente petición fundada de 
reexamen del caso o solicitud de infor- 
mación sobre el estado del trámite. 


132 Si la petición de reexamen del 
caso se presenta por haberse dispuesto 
el archivo de los antecedentes, se dará 
intervención al Fiscal subrogante quien 
reexaminará las actuaciones en un plazo 
de veinte días. 


13.3  Laresolución judicial será comu- 
nicada al peticionante, al Ministerio 
Público y al Fiscal de Corte. 


13.4 Durante el proceso, a solicitud 
del fiscal o de oficio, el Juez adoptará 
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12.2 Siel condenado fuese un profe- 
sional o idóneo en oficios de la medici- 
na condenado por crímenes previstos 
en los Títulos l a III de la Parte II de la 
presente ley, se le impondrá, además, 
inhabilitación especial para el ejercicio 
de su profesión u oficio por el tiempo de 
la condena. 


12.3 Sila condena fuese dispuesta por 
la Corte Penal Internacional, regirán las 
inhabilitaciones previstas en los nume- 
rales precedentes. 


CONMODIFICACIONES 


Artículo 13. (Intervención de la víc- 
tima).- 


13.1 Enlos casos de los crímenes pre- 
vistos en los Títulos l a II de la Parte II 
de la presente ley, el denunciante, la 
víctima o sus familiares podrán acce- 
der a la totalidad de las actuaciones, 
proponer pruebas, poner a su disposi- 
ción las que tengan en su poder y par- 
ticipar de todas las diligencias judicia- 
les. A dichos efectos, constituirán do- 
micilio y serán notificadas de todas las 
resoluciones que se adopten. 


Asimismo, si se hubiese dispuesto el 
archivo de los antecedentes o si luego 
de transcurridos sesenta días desde la 
formulación de la denuncia aún conti- 
núa la etapa de instrucción o indaga- 
ción preliminar, el denunciante, la vícti- 
mao sus familiares podrán formular ante 
el Juez competente petición fundada de 
reexamen del caso o solicitud de infor- 
mación sobre el estado del trámite. 


132 Si la petición de reexamen del 
caso se presenta por haberse dispuesto 
el archivo de los antecedentes, se dará 
intervención al Fiscal subrogante quien 
reexaminará las actuaciones en un plazo 
de veinte días. 


13.33  Laresolución judicial será comu- 
nicada al peticionante, al Fiscal y al 
Fiscal de Corte. 


13.4 Durante el proceso, a solicitud 
del Fiscal o de oficio, el Juez adoptará 
cualquier medida que considere ade- 
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tima o sus familiares podrán solicitar al 
Juez información sobre el estado del 
trámite, proponer prueba o poner a su 
disposición las que tengan en su poder. 


13.5 Durante el proceso, a solicitud 
del fiscal o de oficio, el Juez adoptará 
cualquier medida que considere ade- 
cuada y necesaria para proteger la se- 
guridad, el bienestar físico y psicológi- 
co, la dignidad y la vida privada de las 
víctimas y los testigos. A tal fin, tendrá 
en cuenta todos los factores pertinen- 
tes, incluidos la edad, el género, la sa- 
lud, así como las características del 
delito, en particular cuando éste entrañe 
violencia sexual, violencia en razón del 
género o violencia contra niñas y niños. 


En casos de violencia sexual no se re- 
querirá la corroboración del testimonio 
de la víctima, no se admitirá ninguna 
evidencia relacionada con la conducta 
sexual anterior de la víctima o testigos 
ni se aceptará utilizar como defensa el 
argumento del consentimiento. 


Como excepción, y a fin de proteger a 
las víctimas, los testigos o el acusado, 
el juez podrá disponer por resolución 
fundada la presentación de pruebas por 
medios electrónicos u otros medios téc- 
nicos especiales tendientes a prevenir 
la victimización secundaria. En particu- 
lar, se aplicarán estas medidas en el 
caso de víctimas de agresión sexual y 
menores de edad, sean víctimas o testi- 
gos. Será de aplicación en lo pertinente 
lo dispuesto en el artículo 18 de la Ley 
N* 17.514. 


Se procurarán todos los medios posi- 
bles para que el fiscal cuente con aseso- 
res jurídicos especialistas en determi- 
nados temas, entre ellos violencia 
sexual, violencia por razones de género 
y violencia contralos niños. Asimismo, 
se procurará que el tribunal cuente con 
personal especializado para atender a 
las víctimas de traumas, incluidos los 
relacionados con la violencia sexual y 
de género. 
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cualquier medida que considere ade- 
cuada y necesaria para proteger la se- 
guridad, el bienestar físico y psicológi- 
co, la dignidad y la vida privada de las 
víctimas y los testigos. A tal fin, tendrá 
en cuenta todos los factores pertinen- 
tes, incluidos la edad, el género, la sa- 
lud, así como las características del 
delito, en particular cuando éste entrañe 
violencia sexual, violencia en razón del 
género o violencia contra niñas y niños. 


En casos de violencia sexual no se re- 
querirá la corroboración del testimonio 
de la víctima, no se admitirá ninguna 
evidencia relacionada con la conducta 
sexual anterior de la víctima o testigos 
ni se aceptará utilizar como defensa el 
argumento del consentimiento. 


Como excepción, y a fin de proteger a 
las víctimas, los testigos o el indagado 
el juez podrá disponer por resolución 
fundada la presentación de pruebas por 
medios electrónicos u otros medios téc- 
nicos especiales tendientes a prevenir 
la victimización secundaria. En particu- 
lar, se aplicarán estas medidas en el 
caso de víctimas de agresión sexual y 
menores de edad, sean víctimas o testi- 
gos. Será de aplicación en lo pertinente 
lo dispuesto en el artículo 18 de la Ley 
N* 17.514. 


Se procurarán todos los medios posi- 
bles para que el Fiscal cuente con ase- 
sores jurídicos especialistas en deter- 
minados temas, entre ellos violencia 
sexual, violencia por razones de género 
y violencia contra los niños. Asimismo, 
se procurará que el tribunal cuente con 
personal especializado para atender a 
las víctimas de traumas, incluidos los 
relacionados con la violencia sexual y 
de género. 


Nota: se incorpora el acceso a las 
actuaciones por parte de la víctima 
tal como sugiere el Dr. Cairoli y se 
sustituye ''acusado" por "indaga- 
do". 
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cuada y necesaria para proteger la se- 
guridad, el bienestar físico y psicológi- 
co, la dignidad y la vida privada de las 
víctimas y los testigos. A tal fin, tendrá 
en cuenta todos los factores pertinen- 
tes, incluidos la edad, el género, la sa- 
lud, así como las características del 
delito, en particular cuando éste entrañe 
violencia sexual, violencia en razón del 
género o violencia contra niñas, niños 
y adolescentes. 


En casos de violencia sexual no se re- 
querirá la corroboración del testimonio 
de la víctima, no se admitirá ninguna 
evidencia relacionada con la conducta 
sexual anterior de la víctima o testigos, 
ni se aceptará utilizar como defensa el 
argumento del consentimiento. 


Como excepción, y a fin de proteger a 
las víctimas, los testigos o el indagado, 
el Juez podrá disponer por resolución 
fundada la presentación de pruebas por 
medios electrónicos u otros medios téc- 
nicos especiales tendientes a prevenir 
la victimización secundaria. En particu- 
lar, se aplicarán estas medidas en el 
caso de víctimas de agresión sexual y 
menores de edad, sean víctimas o testi- 
gos. Será de aplicación en lo pertinente 
lo dispuesto en el artículo 18 de la Ley 
N* 17.514, de 2 de julio de 2002. 


Se procurarán todos los medios posi- 
bles para que el fiscal cuente con aseso- 
res jurídicos especialistas en determi- 
nados temas, entre ellos violencia 
sexual, violencia por razones de género 
y violencia contralos niños. Asimismo, 
se procurará que el tribunal cuente con 
personal especializado para atender a 
las víctimas de traumas, incluidos los 
relacionados con la violencia sexual y 
de género. 


CONMODIFICACIONES 
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Artículo 14. (Reparación de las víc- 
timas).- 


14.1 El Estado será responsable de la 
reparación de las víctimas de los críme- 
nes y delitos tipificados en los Títulos 
Ta Ill de la Parte II de la presente ley que 
se cometan en territorio de la República 
o que se cometan en el extranjero por 
agentes del Estado o por quienes sin 
serlo hubiesen contado con la autoriza- 
ción, apoyo o aquiescencia de agentes 
del Estado. 


142  Lareparación de la víctima debe- 
rá ser integral comprensiva de indemni- 
zación, restitución y rehabilitación y se 
extenderá también asus familiares, gru- 
po o comunidad a la cual pertenezca. Se 
entenderá por “familiares”, el conjunto 
de personas unidas por un lazo de ma- 
trimonio o parentesco, así como por el 
hecho de cohabitar o mantener una for- 
ma de vida en común. 


Artículo 15. (Circunstancias Agra- 
vantes).- Agravan especialmente los crí- 
menes y delitos previstos en la presente 
ley, cuando no sean elementos consti- 
tutivos de los mismos y sin perjuicio de 
otras circunstancias agravantes que 
sean de aplicación, cuando el crimen o 
delito se cometa respecto de niños, 
mujeres embarazadas, personas con li- 
mitaciones en su salud física o mental a 
causa de su edad o enfermedad o de 
cualquier otra causa; o grupos familia- 
res. Se entenderá por “grupos familia- 
res” el conjunto de personas unidas por 
un lazo de matrimonio o parentesco, así 
como por el hecho de cohabitar o man- 
tener una forma de vida en común. 


PARTE! 
CRIMENES Y PENAS 
TITULOI 
Crimen de Genocidio 


Artículo 16. (Genocidio).- El que con 
la intención de destruir total o parcial- 
mente a un grupo nacional, étnico, ra- 
cial, religioso, político, sindical, o a un 
grupo con identidad propia fundada en 
razones de género, orientación sexual, 
culturales, sociales, edad, discapacidad 
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C.S.-111 


Artículo 14. (Reparación delas víc- 
timas).- 


14.1 El Estado será responsable de la 
reparación de las víctimas de los críme- 
nes tipificados en los Títulos l a III de 
la Parte II de la presente ley que se 
cometan en territorio de la República o 
que se cometan en el extranjero por 
agentes del Estado o por quienes sin 
serlo hubiesen contado con la autoriza- 
ción, apoyo o aquiescencia de agentes 
del Estado. 


142 Lareparación de la víctima debe- 
rá ser integral comprensiva de indemni- 
zación, restitución y rehabilitación y se 
extenderá también asus familiares, gru- 
po o comunidad a la cual pertenezca. Se 
entenderá por “familiares”, el conjunto 
de personas unidas por un lazo de ma- 
trimonio o parentesco, así como por el 
hecho de cohabitar o mantener una for- 
ma de vida en común. 


CONMODIFICACIONES 


Artículo 15. (Circunstancias Agra- 
vantes).- Agravan especialmente los 
crímenes y delitos previstos en la pre- 
sente ley, cuando no sean elementos 
constitutivos de los mismos y sin per- 
juicio de otras circunstancias 
agravantes que sean constitutivos de 
los mismos y sin perjuicio de otras cir- 
cunstancias agravantes que sean de 
aplicación, cuando el crimen o delito se 
cometa respecto de niños, adolescen- 
tes, mujeres embarazadas, personas con 
limitaciones en su salud física o mental 
a causa de su edad o enfermedad o de 
cualquier otra causa; o grupos familia- 
res. Se entenderá por “grupos familia- 
res” el conjunto de personas unidas por 
un lazo de matrimonio o parentesco, así 
como por el hecho de cohabitar o man- 
tener una forma de vida en común. 


CONMODIFICACIONES 


SINMODIFICACIONES 
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o salud, perpetrare alguno de los actos 
mencionados a continuación, será cas- 
tigado con quince a treinta años de 
penitenciaría: 


a) Homicidio intencional de una o 
más personas del grupo; 


b) Tortura, desaparición forzada, 
privación de libertad, agresión 
sexual, embarazo forzoso, some- 
timiento a tratos inhumanos o de- 
gradantes o lesiones graves con- 
tra la integridad física o mental de 
una o más personas del grupo; 


c) Sometimiento intencional de una 
o más personas del grupo, a pri- 
vaciones de recursos indispen- 
sables para su supervivencia; a 
una perturbación grave de salud; 
a la expulsión sistemática de sus 
hogares o a condiciones de exis- 
tencia que puedan impedir su 
género de vida o acarrear su des- 
trucción física, total o parcial o 
del grupo; 


d) Medidas destinadas aimpedir na- 
cimientos en el seno del grupo; 


e) Traslado por la fuerza o bajo ame- 
nazas de uno o más miembros del 
grupo a otro grupo, oel desplaza- 
miento del grupo del lugar donde 
está asentado. 


Artículo 17. (Instigación al Genoci- 
dio).- El que instigare públicamente a 
cometer crimen de genocidio, será cas- 
tigado por el solo hecho de la instiga- 
ción con doce meses de prisión a cuatro 
años de penitenciaría. 


TITULOH 
CRIMENES DE LESA HUMANIDAD 
Capítulo 1 
Crímenes de Lesa Humanidad 
Estatuto de Roma 


Artículo 18. (Crimen Internacional 
de Lesa Humanidad).- El que cometiera 
cualquiera de los crímenes de lesa hu- 
manidad previstos en el artículo 7” del 
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Artículo 17. (Instigación al Genoci- 
dio).- El que instigare públicamente a 
cometer crimen de genocidio, será cas- 
tigado por el solo hecho de la instiga- 
ción con dos o cuatro años de peniten- 
ciaría. 


Nota: se aumenta la pena mínima de 
“doce meses de prisión” a “dos años 
de penitenciaría” - Opinión del Dr. 
Cairoli. 


5 de julio de 2006 


Artículo 17. (Instigación al Genoci- 
dio).- El que instigare públicamente a 
cometer crimen de genocidio, será cas- 
tigado con dos a cuatro años de peni- 
tenciaría. 


CONMODIFICACIONES 


SINMODIFICACIONES 
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Estatuto de Roma de la Corte Penal In- 
ternacional aprobado por Ley N* 17.510 
de 27 de junio de 2002, será castigado 
con quince atreinta años de penitencia- 
ría. 


Capítulo 2 
Crímenes de Lesa humanidad - 
Actos Aislados 


Artículo 19. (Extensión de prin- 
cipios generales).- Serán considerados 
crímenes de lesa humanidad los delitos 
que se tipifican en el presente Capítulo 
2 y será de aplicación lo dispuesto en la 
Parte I de esta ley. A los efectos de lo 
dispuesto en los artículos siguientes, 
se entenderá por “agente del Estado” a 
una persona que actúa en ejercicio de 
una función pública, revista o no la 
calidad de funcionario público. 


Artículo 20. (Homicidio Político).- 
El que siendo agente del Estado, o sin 
serlo contando con la autorización, apo- 
yo o aquiescencia de uno o más agentes 
del Estado, dé muerte a alguna persona 
en virtud de sus actividades u opinio- 
nes políticas, sindicales, religiosas, cul- 
turales, de género, reales o presuntas; 
o en razón de su real o presunta perte- 
nencia a una colectividad política, sin- 
dical, religiosa o a un grupo con identi- 
dad propia fundada en motivos de gé- 
nero oa un sector social, será castigado 
con quince atreinta años de penitencia- 
ría. 


Artículo 21. (Desparición forzada 
de personas).- 


21.1 El que de cualquier manera y por 
cualquier motivo, siendo agente del 
Estado o sin serlo contando con la au- 
torización, apoyo o aquiescencia de uno 
o más agentes del Estado, procediere a 
privar de libertad a una persona, segui- 
do de la negativa a informar sobre la 
privación de libertad o el paradero o la 
suerte de la persona privada de liber- 
tad; o que omita y se niegue a brindar 
información sobre el hecho de la priva- 
ción de libertad de una persona desapa- 
recida, su paradero o suerte, será casti- 
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Capítulo 2 
Crímenes de Lesa Humanidad - Actos 
aslados 


Artículo 19. (Extensión de princi- 
pios generales).- Se consideran críme- 
nes de lesa humanidad los delitos que 
se tipifican en el presente Capítulo 2 y 
será de aplicación lo dispuesto en la 
Parte I de esta ley. A los efectos de lo 
dispuesto en los artículos siguientes, 
se entenderá por “agente del Estado” a 
una persona que actúa en ejercicio de 
una función pública, revista o no la 
calidad de funcionario público. 


Nota: Se sustituye “serán conside- 
rados” por “se consideran” - Opi- 
nión Ielsur 


Artículo 20. (Homicidio político).- 
El que siendo agente del Estado, o sin 
serlo contando con la autorización, apo- 
yo o aquiescencia de uno o más agentes 
del Estado, diere muerte a alguna... etc. 


Nota: Se modifica el verbo por tiem- 
po condicional. 


Artículo 21. (Desaparición forzada 
de personas).- 


21.1 El que de cualquier manera y por 
cualquier motivo, siendo agente del 
Estado o sin serlo contando con la au- 
torización, apoyo o aquiescencia de uno 
o más agentes del Estado, procediere a 
privar de libertad a una persona, segui- 
do de la negativa a informar sobre la 
privación de libertad o el paradero o la 
suerte de la persona privada de liber- 
tad; o que omita y se niegue a brindar 
información sobre el hecho de la priva- 
ción de libertad de una persona desapa- 
recida, su paradero o suerte, será casti- 
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Capítulo 2 
Crímenes de Lesa Humanidad - Actos 
aislados 


Artículo 19. (Extensión de princi- 
pios generales).- Se consideran críme- 
nes de lesa humanidad los delitos que 
se tipifican en el presente Capítulo 2 y 
será de aplicación lo dispuesto en la 
Parte I de esta ley. A los efectos de lo 
dispuesto en los artículos siguientes, 
se entenderá por “agente del Estado” a 
una persona que actúa en ejercicio de 
una función pública, revista o no la 
calidad de funcionario público. 


CONMODIFICACIONES 


Artículo 20. (Homicidio político).- 
El que siendo agente del Estado, o sin 
serlo contando con la autorización, apo- 
yo o aquiescencia de uno o más agentes 
del Estado, diere muerte a alguna perso- 
na en virtud de sus actividades u opi- 
niones políticas, sindicales, religiosas, 
culturales, de género, reales o presun- 
tas; o en razón de su real o presunta 
pertenencia a una colectividad política, 
sindical, religiosa o a un grupo con 
identidad propia fundada en motivos de 
sexo 0 a un sector social, será castigado 
con quince a treinta años de penitencia- 
ría. 


CONMODIFICACIONES 


Artículo 21. (Desaparición forzada 
de personas).- 


21.1 Elque de cualquier manera y por 
cualquier motivo, siendo agente del 
Estado o sin serlo contando con la au- 
torización, apoyo o aquiescencia de uno 
o más agentes del Estado, procediere a 
privar de libertad a una persona, segui- 
do de la negativa a informar sobre la 
privación de libertad o el paradero o la 
suerte de la persona privada de liber- 
tad; o que omita y se niegue a brindar 
información sobre el hecho de la priva- 
ción de libertad de una persona desapa- 
recida, su paradero o suerte, será casti- 
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gado con dos a veinticinco años de 
penitenciaría. 


21.2 El delito de desaparición forzada 
será considerado como delito continua- 
do o permanente, mientras no se establez- 
ca el destino o paradero de la víctima. 


21.3  Atenúa el delito de desaparición 
forzada de personas las siguientes cir- 
cunstancias: (a) Que la víctima sea pues- 
taen libertad indemne; (b) que se infor- 
me O actúe para posibilitar o facilitar la 
aparición con vida del desaparecido. 


Artículo 22. (Tortura).- 


22.1 Elque de cualquier manera y por 
cualquier motivo, siendo agente del 
Estado o sin serlo contando con la au- 
torización, apoyo o aquiescencia de uno 
o más agentes del Estado impusiere 
cualquier forma de tortura a una perso- 
na privada de libertad o bajo su custo- 
dia o control a una persona que compa- 
rezca ante la autoridad en calidad de 
testigo, perito o similar, será castigado 
con veinte meses de prisión a ocho años 
de penitenciaría. 


22.2 Se entenderá por “tortura”; 


(a) Todo acto por el cual se inflija 
dolores o sufrimientos graves, 
físicos, mentales o morales. 


(b) El sometimiento a penas o tratos 
crueles, inhumanos o degradan- 
tes. 


(c) Todo acto tendiente a anular la 
personalidad o disminuir la capa- 
cidad física o mental aunque no 
cause dolor ni angustia física O 
cualquier acto de los previstos 
en el Art. 291 del Código Penal 
realizado con fines indagatorios, 
de castigo o intimidación. 
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gado con dos a veinticinco años de 
penitenciaría. 


21.2 El delito de desaparición forzada 
será considerado como delito perma- 
nente, mientras no se establezca el des- 
tino o paradero de la víctima. 


21.3 El Juez podrá considerar como 
atenuantes del delito de desaparición 
forzada de personas las siguientes cir- 
cunstancias: (a) Que la víctima sea pues- 
ta en libertad indemne en un plazo me- 
nor a diez días; (b) que se informe o 
actúe para posibilitar o facilitar la apa- 
rición con vida del desaparecido. 


Nota: Opinión del Dr. Cairoli. Se 
suprime “continuado”, aunque con- 
tinuado o permanenteson los térmi- 
nos utilizados en Derecho Interna- 
cional para cubrir todas las situa- 
ciones. Las circunstancias atenuan- 
tes son facultativas y seincorpora 
plazo para el supuesto de la puesta 
en libertad. 
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gado con dos a veinticinco años de 
penitenciaría. 


21.2 El delito de desaparición forzada 
será considerado como delito perma- 
nente, mientras no se establezca el des- 
tino O paradero de la víctima. 


21.3 El Juez podrá considerar como 
atenuantes del delito de desaparición 
forzada de personas las siguientes cir- 
cunstancias: (a) Que la víctima sea pues- 
ta en libertad indemne en un plazo me- 
nor a diez días; (b) que se informe o 
actúe para posibilitar o facilitar la apa- 
rición con vida del desaparecido. 


CONMODIFICACIONES 


SIN MODIFICACIONES 
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22.3 No se entenderá por tortura el 
dolor o los sufrimientos que se deriven 
únicamente de sanciones lícitas o que 
sean consecuencia normal o fortuita de 
ellas. 


Artículo 23. (Privación grave de la 
libertad).- El que cometiera el delito 
previsto en el artículo 281 de Código 
Penal siendo agente del Estado o que 
sin serlo hubiera contado con la autori- 
zación, apoyo o aquiescencia de uno o 
más agentes del Estado, será castigado 
con seis a doce años de penitenciaría. 


Artículo 24. (Agresión sexual con- 
tra persona privada de libertad).- El que 
siendo agente del Estado o sin serlo 
contando con la autorización, apoyo o 
aquiescencia de uno o más agentes del 
Estado, cometiere cualquier acto de 
agresión sexual contra una persona pri- 
vada de libertad o bajo su custodia o 
control o contra una persona que com- 
parezca ante la autoridad en calidad de 
denunciante, testigo, perito o similar, 
será castigado con dos a quince años 
de penitenciaría. 


a) (Violación) 

Se entenderá por delito de lesa hu- 
manidad de violación, la invasión al 
cuerpo de una persona mediante una 
conducta violenta de coacción, inti- 
midación o amenaza de fuerza en 
contra de la víctima, o de una terce- 
ra persona, o del aprovechamiento 
de la incapacidad de la víctima para 
dar su consentimiento, que haya oca- 
sionado la penetración por insigni- 
ficante que fuera, de cualquier par- 
te del cuerpo de la víctima o del 
autor con un órganosexual o del ori- 
ficio anal o vaginal de la víctima con 
un objeto u otra parte del cuerpo. 
b) (Esclavitud sexual). 

Se entenderá por delito de lesa hu- 
manidad de esclavitud sexual, el ejer- 
cicio de los atributos del derecho de 
propiedad o de algunos de ellos, so- 
bre una o más personas con el fin de 
que éstas realicen actos de natura- 
leza sexual. 

c) (Prostitución forzada) 

Se entenderá por delito de lesa hu- 
manidad de prostitución forzada la 
conducta por la cual se obliga auna 
o más personas a realizar actos de 
naturaleza sexual, mediante la fuer- 
za, amenaza de la fuerza, abuso de 
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Artículo 24. (Agresión sexual con- 
tra persona privada de libertad).- El que 
siendo agente del Estado o sin serlo 
contando con la autorización, apoyo o 
aquiescencia de uno o más agentes del 
Estado, cometiere cualquier acto de 
agresión sexual contra una persona pri- 
vada de libertad o bajo su custodia o 
control o contra una persona que com- 
parezca ante la autoridad en calidad de 
denunciante, testigo, perito o similar, 
será castigado con dos a quince años 
de penitenciaría. 


Nota: Se suprimen las tipificaciones 
posteriores. Se presentará proyec- 
to de modificación del Código Penal 
en la tipificación de los delitos 
sexuales por entender que las defi- 
niciones de los mismos que se acor- 
daran en el Estatuto de Roma, son 
mucho más comprensivas de la com- 
plejidad del tema y de mejor defini- 
ción para los jueces y dentro de la 
actual terminología de los instru- 
mentos internacionales. 
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SIN MODIFICACIONES 


Artículo 24. (Agresión sexual con- 
tra persona privada de libertad).- El que 
siendo agente del Estado o sin serlo 
contando con la autorización, apoyo o 
aquiescencia de uno o más agentes del 
Estado, cometiere cualquier acto de 
agresión sexual contra una persona pri- 
vada de libertad o bajo su custodia o 
control o contra una persona que com- 
parezca ante la autoridad en calidad de 
denunciante, testigo, perito o similar, 
será castigado con dos a quince años 
de penitenciaría. 


CONMODIFICACIONES 
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poder, coacción o intimidación en 
contra de la víctima o de una perso- 
na, con el fin de obtener o esperar 
obtener beneficios pecuniarios u 
otros de la misma naturaleza. 

d) (Embarazo forzado) 

Se entenderá por delito de lesa hu- 
manidad el embarazo forzado, el con- 
finamiento ilícito de una mujer con 
el fin de embarazarla o de mantener 
el embarazo contra su voluntad con 
la intención de modificar la compo- 
sición étnica de una población o de 
cometer otra violación grave del 
derecho internacional. 

e) (Esterilización forzada) 

Se entenderá por delito de lesa hu- 
manidad de esterilización forzada, 
la privación a una o más personas de 
su capacidad reproductiva realizada 
contra su voluntad, sin su consenti- 
miento informado, o queno haya teni- 
do justificación en un tratamiento 
médico o clínico de la víctima. 

f) (Abusos sexuales) 

Se entenderá por delito de lesa hu- 
manidad de abuso sexual, cualquier 
acto de naturaleza sexual realizado 
contra una o más personas, 0 hacer 
que esa 0 esas personas realicen un 
acto de naturaleza sexual, por la 
fuerza, amenaza de la fuerza, coac- 
ción, intimidación, presión psicoló- 
gica o abuso de poder en contra dela 
víctima o de una tercera persona, 
aprovechando un entorno de coac- 
ción o la incapacidad de esa o esas 
personas de dar su consentimiento y 
que constituya una conducta de grave- 
dad comparable alos delitos enuncia- 
dos en los artículos anteriores. 


Artículo 25. (Asociación para co- 
meter genocidio, crímenes de lesa hu- 
manidad o crímenes de guerra).- Los 
que se asociaren para cometer uno o 
más crímenes de los tipificados en la 
presente ley, serán castigados por el 
simple hecho de la asociación, con la 
pena de ocho meses de prisión a seis 
años de penitenciaría. 


TITULO HI 
CRIMENES DE GUERRA 
Artículo 26. (Crimen de Guerra).- 


26.1 El que en un conflicto armado de 
carácter internacional o interno, con- 
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(Texto sustitutivo de la señora 
Senadora Margarita Percovich) 


TITULOIMI 
CRÍMENES DE GUERRA 


Artículo 26. (Crimen de guerra).- 


El que en un conflicto armado de 
carácter internacional o interno, con- 
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SIN MODIFICACIONES 


TITULO II 
CRIMENES DE GUERRA 


Artículo 26. (Crimen de Guerra).- 


26.1 El que en un conflicto armado de 
carácter internacional o interno, con- 
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forme los términos en que dichos con- 
flictos son definidos por el derecho in- 
ternacional, cometa cualquiera de los 
crímenes de guerra que se tipifican a 
continuación, en particular cuando sea 
a gran escala o como parte de un plan o 
política, será castigado con dos a trein- 
ta años de penitenciaría. 


26.2 Alos efectos de los crímenes de 
guerra que se tipifican en el presente, se 
considerarán personas y bienes prote- 
gidos, a quienes el derecho internacio- 
nal ampara como tales en el marco de los 
conflictos armados internacionales o 
internos. 


26.3 Serán crímenes de guerra: 


1. El homicidio intencional; 


2. La tortura o los tratos inhuma- 
nos, incluidos los experimentos 
biológicos; 


3. El hecho de causar deliberada- 
mente grandes sufrimientos o 
atentar gravemente contra la in- 
tegridad física o la salud; 


4. La destrucción y la apropiación 
de bienes no justificadas por ne- 
cesidades militares o del conflic- 
to armado, y efectuadas a gran 
escala, ilícita y arbitrariamente; 


5. Elhecho de forzar a un prisionero 
de guerra o a un combatiente ad- 
versario detenido, a servir en las 
fuerzas de una Potencia enemiga 
o del adversario; 


6. El hecho de privar deliberada- 
mente a un prisionero de guerra o 
a un combatiente adversario de- 
tenido o a otra persona protegida 
de su derecho a ser juzgado legí- 
tima e imparcialmente; o someter- 
lo a condenas o ejecuciones sin 
previo juicio ante un Tribunal re- 
gularmente constituido con to- 
das las garantías judiciales gene- 
ralmente reconocidas como in- 
dispensables; 


7. Ladeportación o el traslado, con- 
finamiento o detención ilegales; 
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forme los términos en que dichos con- 
flictos son definidos por el derecho in- 
ternacional, cometa cualquiera de los 
crímenes de guerra que se tipifican a 
continuación, en forma asilada o a gran 
escala, o como parte de un plan o polí- 
tica, será castigado con dos a treinta 
años de penitenciaría. 


26.2 Alos efectos de los crímenes de 
guerra que se tipifican en el presente, se 
considerarán personas y bienes prote- 
gidos, a quienes el derecho internacio- 
nal ampara como tales en el marco de los 
conflictos armados internacionales o 
internos. 


26.3 Serán crímenes de guerra: 


1. El homicidio intencional; 


2. La tortura o los tratos inhuma- 
nos, incluidos los experimentos 
biológicos; 


3. El hecho de causar deliberada- 
mente grandes sufrimientos o 
atentar gravemente contra la in- 
tegridad física o la salud; 


4. La destrucción y la apropiación 
de bienes no justificadas por ne- 
cesidades militares o del conflic- 
to armado, y efectuadas a gran 
escala, ilícita y arbitrariamente; 


5. El hecho de forzar a un prisionero 
de guerra o a un combatiente ad- 
versario detenido o a cualquier 
persona protegida a servir en las 
fuerzas de una Potencia enemiga 
o del adversario; 


6. El hecho de privar deliberada- 
mente a un prisionero de guerra o 
a un combatiente adversario de- 
tenido o a otra persona protegida 
de su derecho a ser juzgado legí- 
tima e imparcialmente; o someter- 
lo a condenas o ejecuciones sin 
previo juicio ante un Tribunal re- 
gularmente constituido con to- 
das las garantías judiciales gene- 
ralmente reconocidas como in- 
dispensables; 


7. Ladeportación o el traslado, con- 
finamiento o detención ilegales; 


C.S.-117 


forme los términos en que dichos con- 
flictos son definidos por el derecho in- 
ternacional, cometa cualquiera de los 
crímenes de guerra que se tipifican a 
continuación, en forma aislada o a gran 
escala, o como parte de un plan o polí- 
tica, será castigado con dos a treinta 
años de penitenciaría. 


26.2 Alos efectos de los crímenes de 
guerra que se tipifican en el presente, se 
considerarán personas y bienes prote- 
gidos, a quienes el derecho internacio- 
nal ampara como tales en el marco de los 
conflictos armados internacionales o 
internos. 


26.3 Serán crímenes de guerra: 


1. El homicidio intencional; 


2. La tortura o los tratos inhuma- 
nos, incluidos los experimentos 
biológicos; 


3. El hecho de causar deliberada- 
mente grandes sufrimientos o 
atentar gravemente contra la in- 
tegridad física o la salud; 


4. La destrucción y la apropiación 
de bienes no justificadas por ne- 
cesidades militares o del conflic- 
to armado, y efectuadas a gran 
escala, ilícita y arbitrariamente; 


5. Elhecho de forzar a un prisionero 
de guerra o a un combatiente ad- 
versario detenido o a cualquier 
persona protegida a servir en las 
fuerzas de una Potencia enemiga 
o del adversario; 


6. El hecho de privar deliberada- 
mente a un prisionero de guerra o 
a un combatiente adversario de- 
tenido o a otra persona protegida 
de su derecho a ser juzgado legí- 
tima e imparcialmente; osometer- 
lo a condenas o ejecuciones sin 
previo juicio ante un Tribunal 
regularmente constituido con 
todas las garantías judiciales 
generalmente reconocidas como 
indispensables; 


7. Ladeportación o el traslado, con- 
finamiento o detención ilegales; 
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8. 


9. 


10. 


11. 


12. 
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La toma de rehenes; 


Dirigir intencionalmente ataques 
contra la población civil en cuan- 
to tal o contra personas civiles o 
protegidas que no participen di- 
rectamente en las hostilidades; 


Dirigir intencionalmente ataques 
contra bienes civiles o bienes pro- 
tegidos, es decir, bienes que no 
son objetivos militares; 


Dirigir intencionalmente ataques 
contra personal, instalaciones, 
material, unidades o vehículos 
participantes en una misión de 
mantenimiento de la paz o de asis- 
tencia humanitaria de conformi- 
dad con la Carta de las Naciones 
Unidas, siempre que tengan de- 
recho a la protección otorgada a 
civiles o bienes civiles o a perso- 
nas Oo bienes protegidos, con arre- 
glo al derecho internacional de 
los conflictos armados; 


Lanzar un ataque intencional- 
mente o cuando sea de prever 
que causará pérdidas de vidas, 
lesiones a civiles o personas pro- 
tegidas o daños a bienes de ca- 
rácter civil o protegidos o daños 
extensos, duraderos y graves al 
medio ambiente natural que se- 
rían manifiestamente excesivos 
en relación con la ventaja militar 
concreta y directa de conjunto 
que se prevea; 


Atacar o bombardear, por cual- 
quier medio, ciudades, aldeas, vi- 
viendas o edificios que no estén 
defendidos y que no sean objeti- 
vos militares; 


Causar la muerte o lesiones a un 
enemigo o combatiente adversa- 
rio que haya depuesto las armas 
o que, al no tener medios para 
defenderse, se haya rendido a 
discreción; 


Utilizar de modo indebido la ban- 
dera blanca, la bandera nacional 
o las insignias militares o el uni- 
forme del enemigo o de las Nacio- 
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La toma de rehenes; 


Dirigir intencionalmente ataques 
contra la población civil en cuan- 
to tal o contra personas civiles o 
protegidas que no participen di- 
rectamente en las hostilidades; 


Dirigir intencionalmente ataques 
contra bienes civiles o bienes pro- 
tegidos, es decir, bienes que no 
son objetivos militares; 


Dirigir intencionalmente ataques 
contra personal, instalaciones, 
material, unidades o vehículos 
participantes en una misión de 
mantenimiento de la paz o de asis- 
tencia humanitaria de conformi- 
dad con la Carta de las Naciones 
Unidas, siempre que tengan de- 
recho a la protección otorgada a 
civiles o bienes civiles o a perso- 
nas o bienes protegidos, con arre- 
glo al derecho internacional de 
los conflictos armados; 


Lanzar un ataque intencional- 
mente o cuando sea de prever 
que causará pérdidas de vidas, 
lesiones o civiles o personas pro- 
tegidas o daños a bienes de ca- 
rácter civil o protegidos o daños 
extensos, duraderos y graves al 
medio ambiente natural que se- 
rían manifiestamente excesivos 
en relación con la ventaja militar 
concreta y directa de conjunto 
que se prevea; 


Atacar o bombardear, por cual- 
quier medio, ciudades, aldeas, vi- 
viendas o edificios que no estén 
defendidos y que no sean objeti- 
vos militares; 


Causar la muerte o lesiones a un 
enemigo o combatiente adversa- 
rio que haya depuesto las armas 
o que, al no tener medios para 
defenderse, se haya rendido a 
discreción, o que se encuentra en 
poder de la parte adversaria por 
cualquier motivo; 


Utilizar de modo indebido la ban- 
dera blanca, la bandera nacional 
o las insignias militares o el uni- 
forme del enemigo o de las Nacio- 
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La toma de rehenes; 


Dirigir intencionalmente ataques 
contra la población civil en cuan- 
to tal o contra personas civiles o 
protegidas que no participen di- 
rectamente en las hostilidades; 


Dirigir intencionalmente ataques 
contra bienes civiles o bienes pro- 
tegidos, es decir, bienes que no 
son objetivos militares; 


Dirigir intencionalmente ataques 
contra personal, instalaciones, 
material, unidades o vehículos 
participantes en una misión de 
mantenimiento de la paz o de asis- 
tencia humanitaria de conformi- 
dad con la Carta de las Naciones 
Unidas, siempre que tengan de- 
recho a la protección otorgada a 
civiles o bienes civiles o a perso- 
nas o bienes protegidos, con arre- 
glo al derecho internacional de 
los conflictos armados; 


Lanzar un ataque intencional- 
mente o cuando sea de prever 
que causará pérdidas de vidas, 
lesiones a civiles o personas pro- 
tegidas o daños a bienes de ca- 
rácter civil o protegidos o daños 
extensos, duraderos y graves al 
medio ambiente natural que se- 
rían manifiestamente excesivos 
en relación con la ventaja militar 
concreta y directa de conjunto 
que se prevea; 


Atacar o bombardear, por cual- 
quier medio, ciudades, aldeas, vi- 
viendas o edificios que no estén 
defendidos y que no sean objeti- 
vos militares; 


Causar la muerte o lesiones a un 
enemigo o combatiente adversa- 
rio que haya depuesto las armas 
o que, al no tener medios para 
defenderse, se haya rendido a 
discreción, o que se encuentra en 
poder de la parte adversaria por 
cualquier motivo; 


Utilizar de modo indebido la ban- 
dera blanca, la bandera nacional 
o las insignias militares o el uni- 
forme del enemigo o de las Nacio- 
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16. 


17. 


18. 


19. 


20. 


21. 


22. 


nes Unidas, así como los emble- 
mas distintivos de los Convenios 
de Ginebra, y causar así la muerte 
o lesiones graves; 


El traslado, directa o indirecta- 
mente, por la Potencia ocupante 
de parte de su población civil al 
territorio que ocupa o la deporta- 
ción o el traslado de la totalidad 
o parte de la población del terri- 
torio ocupado, dentro o fuera de 
ese territorio; u ordenar cualquier 
otro desplazamiento de la pobla- 
ción civil por razones relaciona- 
das con el conflicto armado, a 
menos que así lo exija la seguri- 
dad de los civiles o de personas 
protegidas de que se trate, por 
razones militares imperativas; 


Dirigirintencionalmente ataques 
contra edificios dedicados a la 
religión, la instrucción, las artes, 
las ciencias o la beneficencia, los 
monumentos históricos, los hos- 
pitales y los lugares en que se 
agrupa a enfermos o heridos, 
siempre que no sean objetivos 
militares; 


Someter a personas que estén en 
poder de otra parte en el conflic- 
to, a mutilaciones físicas o a ex- 
perimentos médicos o conflictos 
de cualquier tipo que no estén 
justificados en razón de un trata- 
miento médico, dental u hospita- 
lario, ni se lleven a cabo en su 
interés, y que causen la muerte o 
pongan gravemente en peligro 
su salud; 


Matar o herir a traición a perso- 
nas pertenecientes a la nación, al 
ejército enemigo o a los comba- 
tientes adversarios; 


Declarar que no se dará cuartel; 


Destruir, confiscar o apoderarse 
de bienes del enemigo o del com- 
batiente adversario, a menos que 
las necesidades del conflicto ar- 
mado lo hagan imperativo; 


Declarar abolidos, suspendidos 
o inadmisibles ante un tribunal 
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nes Unidas, así como los emble- 
mas distintivos de los Convenios 
de Ginebra y sus Protocolos Adi- 
cionales y causar así la muerte o 
lesiones graves; 


El traslado, directa o indirecta- 
mente, por la Potencia ocupante 
de parte de su población civil al 
territorio que ocupa o la deporta- 
ción o el traslado de la totalidad 
o parte de la población del terri- 
torio ocupado, dentro o fuera de 
ese territorio; u ordenar cualquier 
otro desplazamiento de la pobla- 
ción civil por razones relaciona- 
das con el conflicto armado, a 
menos que así lo exija la seguri- 
dad de los civiles o de personas 
protegidas de que se trate, por 
razones militares imperativas; 


Dirigir intencionalmente ataques 
contra edificios dedicados a la 
religión, la instrucción, las artes, 
las ciencias o las beneficencia, 
los monumentos históricos, los 
hospitales y los lugares en que se 
agrupa a enfermos y heridos, 
siempre que no sean objetivos 
militares; 


Someter a personas que estén en 
poder de otra parte en el conflic- 
to, a mutilaciones físicas o a ex- 
perimentos médicos o científicos 
de cualquier tipo que no estén 
justificados en razón de un trata- 
miento médico, dental u hospita- 
lario, ni se lleven a cabo en su 
interés, y que causen la muerte o 
pongan gravemente en peligro 
su salud; 


Matar o herir a traición a perso- 
nas pertenecientes a la nación, al 
ejército enemigo o a los comba- 
tientes adversarios; 


Declarar que no se dará cuartel; 


Destruir, confiscar o apoderarse 
de bienes del enemigo o del com- 
batiente adversario, a menos que 
las necesidades del conflicto ar- 
mado lo hagan imperativo; 


Declarar abolidos, suspendidos 
o inadmisibles ante un tribunal 
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nes Unidas, así como los emble- 
mas distintivos de los Convenios 
de Ginebra y sus Protocolos Adi- 
cionales y causar así la muerte o 
lesiones graves; 


El traslado, directa o indirecta- 
mente, por la Potencia ocupante 
de parte de su población civil al 
territorio que ocupao la deporta- 
ción o el traslado de la totalidad 
o parte de la población del terri- 
torio ocupado, dentro o fuera de 
ese territorio; u ordenar cualquier 
otro desplazamiento de la pobla- 
ción civil por razones relaciona- 
das con el conflicto armado, a 
menos que así lo exija la seguri- 
dad de los civiles o de personas 
protegidas de que se trate, por 
razones militares imperativas; 


Dirigir intencionalmente ataques 
contra edificios dedicados a la 
religión, la instrucción, las artes, 
las ciencias o la beneficencia, los 
monumentos históricos, los hos- 
pitales y los lugares en que se 
agrupa a enfermos y heridos, 
siempre que no sean objetivos 
militares; 


Someter a personas que estén en 
poder de otra parte en el conflic- 
to, a mutilaciones físicas o a ex- 
perimentos médicos o científicos 
de cualquier tipo que no estén 
justificados en razón de un trata- 
miento médico, dental u hospita- 
lario, ni se lleven a cabo en su 
interés, y que causen la muerte o 
pongan gravemente en peligro 
su salud; 


Matar o herir a traición a perso- 
nas pertenecientes a la nación, al 
ejército enemigo o a los comba- 
tientes adversarios; 


Declarar que no se dará cuartel; 


Destruir, confiscar o apoderarse 
de bienes del enemigo o del com- 
batiente adversario, a menos que 
las necesidades del conflicto ar- 
mado lo hagan imperativo; 


Declarar abolidos, suspendidos 
o inadmisibles ante un tribunal 
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23. 


24. 


25. 


26. 


27. 


28. 


29. 


30. 


los derechos y acciones de los 
nacionales de la parte enemiga o 
del combatiente adversario; 


Obligar a los nacionales de la 
parte enemigaa participar en ope- 
raciones bélicas dirigidas contra 
su propio país, aunque hubieran 
estado al servicio del beligerante 
antes del inicio de la guerra; 


Saquear una ciudad o una plaza, 
incluso cuando es tomada por 
asalto; 


Emplear veneno o armas envene- 
nadas; 


Emplear gases asfixiantes, tÓóxi- 
cos o similares o cualquier líqui- 
do, material o dispositivo análo- 
gos; 


Emplear balas que se ensanchan 
o aplasten fácilmente en el cuer- 
po humano, como balas de cami- 
sa dura que no recubra totalmen- 
te la parte interior o que tenga 
incisiones; 


Emplear armas, proyectiles, ma- 
teriales y métodos de guerra que, 
por su propia naturaleza, causen 
daños superfluos o sufrimientos 
innecesarios o surtan efectos 
indiscriminados en violación del 
derecho humanitario internacio- 
nal de los conflictos armados; 


Cometer atentados y ultrajes con- 
tra la dignidad personal, espe- 
cialmente los tratos humillantes 
y degradantes; 


Cometer actos de violación, es- 
clavitud sexual, prostitución for- 
zada, embarazo forzado, esterili- 
zación forzada definidos en el 
artículo 24 y cualquier otra forma 
de violencia sexual que constitu- 
ya una infracción grave de los 
Convenios de Ginebra; 
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los derechos y acciones de los 
nacionales de la parte enemiga o 
del combatiente adversario; 


Obligar a los nacionales de la 
parte enemiga a participar en ope- 
raciones bélicas dirigidas contra 
su propio país, aunque hubieran 
estado al servicio del beligerante 
antes del inicio de la guerra; 


Saquear una ciudad o una plaza, 
incluso cuando es tomada por 
asalto; 


Emplear veneno o armas envene- 
nada; 


Emplear gases asfixiantes, tóxi- 
cos o similares o cualquier líqui- 
do, material o dispositivos análo- 
gos; 


Emplear balas que se ensanchan 
o aplasten fácilmente en el cuer- 
po humano, como balas de cami- 
sa dura que no recubra totalmen- 
te la parte interior o que tenga 
incisiones; 


Emplear armas, proyectiles, ma- 
teriales y métodos de guerra que, 
por su propia naturaleza, causen 
daños superfluos o sufrimientos 
innecesarios o surtan efectos 
indiscriminados en violación del 
derecho humanitario internacio- 
nal de los conflictos armados; 


Cometer atentados y ultrajes con- 
tra la dignidad personal, espe- 
cialmente los tratos humillantes 
y degradantes; y las prácticas de 
apartheid y demás basadas en la 
discriminación racial, de género 
o por la pertenencia a un grupo 
con identidad propia; 


Cometer actos de violación, es- 
clavitud sexual, prostitución for- 
zada, embarazo forzado, esterili- 
zación forzada definidos en el 
artículo 24 y cualquier otra forma 
de violencia sexual que constitu- 
ya una infracción grave de los 
Convenios de Ginebra; 
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los derechos y acciones de los 
nacionales de la parte enemiga o 
del combatiente adversario; 


Obligar a los nacionales de la 
parte enemiga a participar en ope- 
raciones bélicas dirigidas contra 
su propio país, aunque hubieran 
estado al servicio del beligerante 
antes del inicio de la guerra; 


Saquear una ciudad o una plaza, 
incluso cuando es tomada por 
asalto; 


Emplear veneno o armas envene- 
nadas; 


Emplear gases asfixiantes, tóxi- 
cos o similares o cualquier líqui- 
do, material o dispositivo análo- 
gos; 


Emplear balas que se ensanchan 
o aplasten fácilmente en el cuer- 
po humano, como balas de cami- 
sa dura que no recubra totalmen- 
te la parte inferior o que tenga 
incisiones; 


Emplear armas, proyectiles, ma- 
teriales y métodos de guerra que, 
por su propia naturaleza, causen 
daños superfluos o sufrimientos 
innecesarios o surtan efectos 
indiscriminados en violación del 
derecho humanitario internacio- 
nal de los conflictos armados; 


Cometer atentados y ultrajes con- 
tra la dignidad personal, espe- 
cialmente los tratos humillantes 
y degradantes; y las prácticas de 
apartheid y demás basadas en la 
discriminación racial, de géne- 
roo por la pertenencia a un gru- 
po conidentidad propia; 


Cometer actos de violación, es- 
clavitud sexual, prostitución for- 
zada, embarazo forzado, estiriliza- 
ción forzada comprendidos en el 
artículo 24 y referidos al artículo 
7" literal g) del Estatuto de Roma, 
cualquier otra forma de violencia 
sexual que constituya una infrac- 
ción grave de los Convenios de 
Ginebra; 
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Utilizar la presencia de una per- 
sona civil u otra persona protegi- 
da para poner ciertos puntos, 
zonas O fuerzas militares o com- 
batientes a cubierto de operacio- 
nes militares o de combate arma- 
do; 


Dirigir intencionalmente ataques 
contra edificios, material, unida- 
des y medios de transporte sani- 
tarios, y contra personal que uti- 
lice los emblemas distintivos de 
los Convenios de Ginebra de con- 
formidad con el derecho interna- 
cional; 


Hacer padecer intencionalmente 
hambre o seda la población civil 
como método de hacer la guerra o 
de combate, privándola de los 
objetos indispensables para su 
supervivencia, incluido el hecho 
de obstaculizar intencionalmente 
los suministros de socorro, la 
acción humanitaria o el acceso a 
las víctimas, de conformidad con 
los Convenios de Ginebra y las 
normas del derecho internacio- 
nal humanitario; 


Reclutar o alistar a niños meno- 
res de 18 años en las fuerzas ar- 
madas nacionales o grupos com- 
batientes o utilizarlos para parti- 
cipar activamente en las hostili- 
dades; 


Demorar en forma injustificada 
en repatriar o liberar alos prisio- 
neros de guerra o a los comba- 
tientes enemigos detenidos oa la 
población civil internada una vez 
finalizadas las hostilidades; 


Atacar, destruir o inutilizar por 
cualquier medio, los bienes in- 
dispensables para la superviven- 
cia o subsistencia de la pobla- 
ción civil (víveres, ganado, re- 
serva de agua potable, etc.); 


Infligir castigos colectivos orea- 
lizar actos Oo amenazas que ten- 
gan por objeto aterrorizar a la 
población civil; 


Lanzar un ataque empleando ar- 
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Utilizar la presencia de una per- 
sona civil u otra persona protegi- 
da para poner ciertos puntos, 
zonas O fuerzas militares o com- 
batientes a cubierto de operacio- 
nes militares o de combate arma- 
do; 


Dirigirintencionalmente ataques 
contra edificios, material, unida- 
des y medios de transporte sani- 
tarios, y contra personal que uti- 
lice los emblemas distintivos de 
los Convenios de Ginebra y sus 
Protocolos Adicionales de con- 
formidad con el derecho interna- 
cional; 


Hacer padecer intencionalmente 
hambre o seda la población civil 
como método de hacer la guerra o 
de combate, privándola de los 
objetos indispensables para su 
supervivencia, incluido el hecho 
de obstaculizar intencionalmente 
los suministros de socorro, la 
acción humanitaria o el acceso a 
las víctimas, de conformidad con 
los Convenios de Ginebra y las 
normas del derecho internacio- 
nal humanitario; 


Reclutar o alistar a niños meno- 
res de 18 años en las fuerzas ar- 
madas nacionales o grupos com- 
batientes o utilizarlos para parti- 
cipar activamente en las hostili- 
dades; 


Demorar en forma injustificada 
en repatriar o liberar alos prisio- 
neros de guerra o a los comba- 
tientes enemigos detenidos oa la 
población civil internada una vez 
finalizadas las hostilidades; 


Atacar, destruir o inutilizar por 
cualquier medio, los bienes in- 
dispensables para la superviven- 
cia o subsistencia de la pobla- 
ción civil (víveres, ganado, re- 
serva de agua potable, etc.); 


Infligir castigos colectivos o rea- 
lizar actos O amenazas que ten- 
gan por objeto aterrorizar a la 
población civil; 


Lanzar un ataque empleando ar- 
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Utilizar la presencia de una per- 
sona civil u otra persona protegi- 
da para poner ciertos puntos, 
zonas O fuerzas militares o com- 
batientes a cubierto de operacio- 
nes militares o de combate arma- 
do; 


Dirigir intencionalmente ataques 
contra edificios, material, unida- 
des y medios de transporte sani- 
tarios, y contra personal que uti- 
lice los emblemas distintivos de 
los Convenios de Ginebra y sus 
Protocolos Adicionales, de con- 
formidad con el derecho interna- 
cional; 


Hacer padecer intencionalmente 
hambre o seda la población civil 
como método de hacer la guerra o 
de combate, privándola de los 
objetos indispensables para su 
supervivencia, incluido el hecho 
de obstaculizar intencionalmente 
los suministros de socorro, la 
acción humanitaria o el acceso a 
las víctimas, de conformidad con 
los Convenios de Ginebra y las 
normas del derecho internacio- 
nal humanitario; 


Reclutar o alistar a niños meno- 
res de 18 años en las fuerzas ar- 
madas nacionales o grupos com- 
batientes o utilizarlos para parti- 
cipar activamente en las hostili- 
dades; 


Demorar en forma injustificad en 
repatriar o liberar a los prisione- 
ros de guerra o a los combatien- 
tes enemigos detenidos o a la 
población civil internada una vez 
finalizadas las hostilidades; 


Atacar, destruir o inutilizar por 
cualquier medio, los bienes in- 
dispensables para la superviven- 
cia o subsistencia de la pobla- 
ción civil (víveres, ganado, re- 
serva de agua potable, etc.). 


Infligir castigos colectivos o rea- 
lizar actos o amenazas que ten- 
gan por objeto aterrorizar a la 
población civil; 


Lanzar un ataque empleando ar- 
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39. 


40. 


41. 


42. 


43. 


mas y métodos de combate que 
no permitan hacer distinción en- 
tre objetivos militares y no milita- 
res oentre combatientes y perso- 
nas protegidas, como, por ejem- 
plo, el bombardeo por zonas en 
ciudades, los bombardeos masi- 
vos, el recurrir a un método o 
medio de lanzamiento que no 
pueda ser dirigido contra un ob- 
jetivo militar determinado, el em- 
plear armas o métodos de comba- 
te del que se pueda prever que 
cause fortuitamente lesiones o 
muerte a personas protegidas o 
daños a bienes protegidos; 


Dirigir intencionalmente ataques 
contra: (a) bienes culturales pro- 
tegidos por el derecho interna- 
cional o utilizar dichos bienes 
culturales o sus alrededores in- 
mediatos en apoyo de acciones 
militares o cometer hurtos, daños 
u otros actos de vandalismo con- 
tra los mismos; (b) patrimonio 
cultural de gran importancia para 
la humanidad, comprendido el 
patrimonio cultural vinculado a 
un sitio de patrimonio natural, 
esté o no incluido en las listas 
mantenidas por la UNESCO o de 
otra organización internacional; 


Lanzar un ataque contra obras o 
instalaciones que contengan fuer- 
zas peligrosas a sabiendas de que 
ese ataque causará muertos o he- 
ridos entre la población civil o 
daños a bienes de carácter civil 
(presas hidroeléctricas, diques, 
centrales nucleares, etc.); 


Lanzar un ataque contra zonas 
desmilitarizadas; 


Emplear armas cuyo efecto prin- 
cipal sea lesionar mediante frag- 
mentos que no puedan localizar- 
se por rayos X en el cuerpo huma- 
no; 


Emplear minas antipersonales en- 
tendiendo por tales toda muni- 
ción colocada debajo, sobre o 
cerca de la superficie del terreno 
u otro lugar, concebida para ex- 
plosionar por la presencia, la 
proximidad o en contacto de una 
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41. 


42. 


43. 
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mas y métodos de combate que 
no permitan hacer distinción en- 
tre objetivos militares y no milita- 
res oentre combatientes y perso- 
nas protegidas, como, por ejem- 
plo, el bombardeo por zona en 
ciudades, los bombardeos masi- 
vos, el recurrir a un método o 
medio de lanzamiento que no 
pueda ser dirigido contra un ob- 
jetivo militar determinado, el em- 
plear armas o métodos de comba- 
te del que se pueda prever que 
cause fortuitamente lesiones o 
muerte a personas protegidas o 
daños a bienes protegidos; 


Dirigir intencionalmente ataques 
contra; (a) bienes culturales pro- 
tegidos por el derecho interna- 
cional o utilizar dichos bienes 
culturales o sus alrededores in- 
mediatos en apoyo de acciones 
militares o cometer hurtos, daños 
u otros actos de vandalismo con- 
tra los mismos; (b) patrimonio 
cultural de gran importancia para 
la humanidad, comprendido el 
patrimonio cultural vinculado a 
un sitio de patrimonio natural, 
esté o no incluido en las listas 
mantenidas por la UNESCO o de 
otra organización internacional; 


Lanzar un ataque contra obras o 
instalaciones que contengan fuer- 
zas peligrosas a sabiendas de que 
ese ataque causará muertos o he- 
ridos entre la población civil o 
daños a bienes de carácter civil 
(presas hidroeléctricas, diques, 
centrales nucleares, etc.); 


Lanzar un ataque contra zonas 
desmilitarizadas; 


Emplear armas cuyo efecto prin- 
cipal sea lesionar mediante frag- 
mentos que no puedan localizar- 
seporrayos X en el cuerpo huma- 
no; 


Emplear minas antipersonales en- 
tendiendo por tales toda muni- 
ción colocada debajo, sobre o 
cerca de la superficie del terreno 
u otro lugar, concebida para ex- 
plosionar por la presencia, la 
proximidad o en contacto de una 
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mas y métodos de combate que 
no permitan hacer distinción en- 
tre objetivos militares y no milita- 
res oentre combatientes y perso- 
nas protegidas, como, por ejem- 
plo, el bombardeo por zona en 
ciudades, los bombardeos masi- 
vos, el recurrir a un método o 
medio de lanzamiento que no 
pueda ser dirigido contra un ob- 
jetivo militar determinado, el em- 
plear armas o métodos de comba- 
te del que se pueda prever que 
cause fortuitamente lesiones o 
muerte a personas protegidas o 
daños a bienes protegidos; 


Dirigir intencionalmente ataques 
contra: (a) bienes culturales pro- 
tegidos por el derecho interna- 
cional o utilizar dichos bienes 
culturales o sus alrededores in- 
mediatos en apoyo de acciones 
militares o cometer hurtos, daños 
u otros actos de vandalismo con- 
tra los mismos; (b) patrimonio 
cultural de gran importancia para 
la humanidad, comprendido el 
patrimonio cultural vinculado a 
un sitio de patrimonio natural, 
esté o no incluido en las listas 
mantenidas por la UNESCO o de 
otra organización internacional; 


Lanzar un ataque contra obras o 
instalaciones que contengan fuer- 
zas peligrosas a sabiendas de que 
ese ataque causará muertos o he- 
ridos entre la población civil o 
daños de bienes de carácter civil 
(presas hidroeléctricas, diques, 
centrales nucleares, etc.); 


Lanzar un ataque contra zonas 
desmilitarizadas; 


Emplear armas cuyo efecto prin- 
cipal sea lesionar mediante frag- 
mentos que no puedan localizar- 
seporrayos X en el cuerpo huma- 
no; 


Emplear minas antipersonales en- 
tendiendo por tales toda muni- 
ción colocada debajo, sobre o 
cerca de la superficie del terreno 
u otro lugar, concebida para ex- 
plosionar por la presencia, la 
proximidad o en contacto de una 
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persona y que pudiera incapaci- 
tar, lesionar o matar a más de una 
persona; 


. Emplear minas, armas trampas y 


otros artefactos similares, contra 
la población civil o personas pro- 
tegidas o bienes protegidos o en 
contravención de las disposicio- 
nes del derecho internacional; 


Emplear trampas y armas incen- 
diarias, entendiendo por tales 
toda arma, munición o trampa 
concebida primordialmente para 
incendiar objetos o causar que- 
maduras a las personas mediante 
la acción de las llamas, del calor o 
de una combinación de ambos, 
producidos por reacciones quí- 
micas; 


Emplear armas químicas, biológi- 
cas (batcteriológicas o toxínicas) 
u otras armas de destrucción, ma- 
sivas, cualquiera fuese su natu- 
raleza; 


Emplear armas láser con aptitud 
para causar cegueras permanen- 
tes; 


Utilizar técnicas de modificación 
ambiental con fines militares, de 
combate u otros fines hostiles 
que tengan efectos vastos, dura- 
deros o graves, entendiéndose 
por “técnicas de modificación 
ambiental” todas las técnicas que 
tienen por objeto alterar, median- 
te la manipulación deliberada de 
los procesos naturales, la diná- 
mica, la composición o estructu- 
ra de la Tierra, incluida su biótica, 
su litosfera, su hidrosfera y su 
atmósfera o el espacio ultraterres- 
tre; 


Omitir en forma intencional; (a) 
señalizar, vallar y vigilar, durante 
la vigencia de un conflicto arma- 
do o luego de finalizado éste, las 
zonas en las que se hallen restos 
explosivos de guerra con el fin de 
impedir el ingreso de población 
civil en dichas zonas. (b) la lim- 
pieza, remoción o destrucción de 
los restos explosivos de guerra, 
inmediatamente de finalizado un 
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persona y que pudiera incapaci- 
tar, lesionar o matar a más de una 
persona; 


. Emplear minas, armas trampas y 


otros artefactos similares, contra 
la población civil o personas pro- 
tegidas o bienes protegidos o en 
contravención de las disposicio- 
nes del derecho internacional; 


Emplear trampas y armas incen- 
diarias, entendiendo por tales 
toda arma, munición o trampa 
concebida primordialmente para 
incendiar objetos o causar que- 
maduras a las personas mediante 
la acción de las llamas, del calor o 
de una combinación de ambos, 
producidos por reacciones quí- 
micas; 


Emplear armas químicas, biológi- 
cas (bacteriológicas o toxínicas) 
u otras armas de destrucción 
masivas, cualquiera fuese su na- 
turaleza; 


Emplear armas láser con aptitud 
para causar cegueras permanen- 
tes; 


Utilizar técnicas de modificación 
ambiental con fines militares, de 
combate u otros fines hostiles 
que tengan efectos vastos, dura- 
deros o graves, entendiéndose 
por “técnicas de modificación 
ambiental” todas las técnicas que 
tienen por objeto alterar, median- 
te la manipulación deliberada de 
los procesos naturales, la diná- 
mica, la composición o estructu- 
ra de la Tierra, incluida su biótica, 
su litosfera, su hidrosfera y su 
atmósfera o el espacio 
ultraterrestre; 


Omitir en forma intencional: (a) 
señalizar, vallar y vigilar, durante 
la vigencia de un conflicto arma- 
do o luego de finalizado éste, las 
zonas en las que se hallen restos 
explosivos de guerra con el fin de 
impedir el ingreso de población 
civil en dichas zonas. (b) la lim- 
pieza, remoción o destrucción de 
los restos explosivos de guerra, 
inmediatamente de finalizado un 
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persona y que pudiera incapaci- 
tar, lesionar o matar a más de una 
persona; 


. Emplear minas, armas trampas y 


otros artefactos similares, contra 
la población civil o personas pro- 
tegidas o bienes protegidos o en 
contravención de las disposicio- 
nes del derecho internacional; 


Emplear trampas y armas incen- 
diarias, entendiendo por tales 
toda arma, munición o trampa 
concebida primordialmente para 
incendiar objetos o causar que- 
maduras a las personas mediante 
la acción de las llamas, del calor o 
de una combinación de ambos, 
producidos por reacciones quí- 
micas; 


Emplear armas químicas, biológi- 
cas (bateriológicas otoxinicas) u 
otras armas de destrucción masi- 
vas, cualquiera fuese su natura- 
leza; 


Emplear armas láser con aptitud 
para causar cegueras permanen- 
tes; 


Utilizar técnicas de modificación 
ambiental con fines militares, de 
combate y otros fines hostiles 
que tengan efectos vastos, dura- 
deros o graves, entendiéndose 
por “técnicas de modificación 
ambiental” todas las técnicas que 
tienen por objeto alterar, median- 
te la manipulación deliberada de 
los procesos naturales, la diná- 
micas, la composición o estruc- 
tura de la Tierra, incluida su 
biótica, su litosfera, su hidrosfera 
y su atmósfera o el espacio 
ultraterrestre; 


Omitir en forma intencional: (a) 
señalizar, vallar y vigilar, durante 
la vigencia de un conflicto arma- 
do o luego de finalizado éste, las 
zonas en las que se hallen restos 
explosivos de guerra con el fin de 
impedir el ingreso de población 
civil en dichas zonas. (b) la lim- 
pieza, remoción o destrucción de 
los restos explosivos de guerra, 
inmediatamente de finalizado un 
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conflicto armado, cuando sea 
posible la señalización o ubica- 
ción de dichos restos explosivos 
de guerra. Se entenderá por “res- 
tos explosivos de guerra” los 
definidos como tales por el dere- 
cho internacional; 


50. A los efectos de las conductas 
descriptas en los numerales pre- 
cedentes, se tendrá presente que 
en caso de duda de si un objeto 
que normalmente se destina a fi- 
nes civiles, se utiliza con el fin de 
contribuir efectivamente a una 
acción militar, se presumirá que 
se utiliza para fines civiles. No se 
considerarán como un solo obje- 
tivo militar, diversos objetivos 
militares claramente separados e 
individualizados que se encuen- 
tren en una ciudad, pueblo, aldea 
u otra zona en que haya una con- 
centración análoga de personas 
o bienes protegidos. 


TITULOIV 
DELITOS CONTRA LA 
ADMINISTRACION DE JUSTICIA 
POR LA CORTE PENAL 
INTERNACIONAL 


Artículo 27. (Delitos contra la admi- 
nistración de justicia).- El que cometie- 
ra cualquiera de los delitos previstos en 
el artículo 70 del Estatuto de Roma de la 
Corte Penal Internacional aprobado por 
Ley N* 17.510, de 27 de junio de 2002, 
será castigado con dos años de prisión 
a diez años de penitenciaría. 
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conflicto armado, cuando sea 
posible la señalización o ubica- 
ción de dichos restos explosivos 
de guerra. Se entenderá por “res- 
tos explosivos de guerra” los 
definidos como tales por el dere- 
cho internacional; 


50. A los efectos de las conductas 
descriptas en los numerales pre- 
cedentes, se entenderá por obje- 
tivos militares en lo que respecta 
a bienes, aquellos que por su 
naturaleza, ubicación, finalidad o 
utilización, contribuyan eficaz- 
mente a la acción militar y cuya 
destrucción total o parcial, cap- 
tura o neutralización ofrezca, en 
las circunstancias del momento, 
una clara ventaja militar, con ex- 
clusión de los bienes protegidos 
y de bienes destinados a fines 
civiles. Se tendrá presente que en 
caso de duda de si un objeto que 
normalmente se destina a fines 
civiles, se utiliza con el fin de 
contribuir efectivamente a una 
acción militar, se presumirá que 
se utiliza para fines civiles. No se 
considerarán como un solo obje- 
tivo militar, diversos objetivos 
militares claramente separados e 
individualizados que se encuen- 
tren en una ciudad, pueblo, aldea 
u otra zona en que haya una con- 
centración análoga de personas 
o bienes protegidos. 


TITULOIV 
DELITOS CONTRA LA 
ADMINISTRACION DE JUSTICIA 
PORLA CORTE PENAL 
INTERNACIONAL 


Artículo 27. (Delitos contra la ad- 
ministración de justicia).- El que co- 
metiera cualquiera de los delitos previs- 
tos en el artículo 70 del Estatuto de 
Roma de la Corte Penal Internacional 
aprobado por Ley N* 17.510, de 27 de 
junio de 2002, será castigado con dos a 
diez años de penitenciaría. 


Nota: Se corrige pena mínima 
(Telsur). 
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conflicto armado, cuando sea 
posible la señalación o ubicación 
de dichos restos explosivos de 
guerra. Se entenderá por “restos 
explosivos de guerra” los defini- 
dos como tales por el derecho 
internacional; 


50. A los efectos de las conductas 
descriptas en los numerales pre- 
cedentes, se entenderá por obje- 
tivos militares en lo que respecta 
a bienes, aquellos que por su 
naturaleza, ubicación, finalidad 
outilización, contribuyan eficaz- 
mente a la acción militar y cuya 
destrucción total o parcial, cap- 
tura o neutralización ofrezca, en 
las circunstancias del momento, 
una clara ventaja militar, con 
exclusión de los bienes protegi- 
dos y de bienes destinados a fines 
civiles. Se tendrá presente que 
en caso de duda de si un objeto 
que normalmente se destina a fi- 
nes civiles, se utiliza con el fin de 
contribuir efectivamente a una 
acción militar, se presumirá que 
se utiliza para fines civiles. No se 
considerarán como un solo obje- 
tivo militar, diversos objetivos 
militares claramente separados e 
individualizados que se encuen- 
tren en una ciudad, pueblo, aldea 
u otra zona en que haya una con- 
centración análoga de personas 
o bienes protegidos. 


CONMODIFICACIONES 


TITULOIV 
DELITOS CONTRA LA 
ADMINISTRACION DE JUSTICIA 
PORLA CORTE PENAL 
INTERNACIONAL 


Artículo 27. (Delitos contra la ad- 
ministración de justicia).- El que come- 
tiera cualquiera de los delitos previstos 
en el artículo 68 del Estatuto de Roma de 
la Corte Penal Internacional aprobado 
por Ley N* 17.510, de 27 de junio de 
2002, será castigado con dos a diez años 
de penitenciaría. 


CONMODIFICACIONES 
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TITULO V. DELITOS ESPECIALES 


Artículo 28. (Lavado de activos y 
financiación de los crímenes de geno- 
cidio, de lesa humanidad y de guerra).- 
Sustitúyase el artículo 8% de la Ley 
N* 17.835, de 23 de setiembre de 2004, 
por el siguiente: 


“Artículo 8. Los delitos tipificados 
en los artículos 54 a 57 del Decreto- 
Ley N* 14.294, de 31 de octubre de 
1974, -incorporados por el artículo 
5” de la Ley N* 17.016, de 22 de octu- 
bre de 1998- se configurarán tam- 
bién cuando su objeto material sean 
los bienes, productos o instrumen- 
tos provenientes de delitos 
tipificados por nuestra legislación 
vinculados a las siguientes activi- 
dades: crimen de genocidio, críme- 
nes de guerra, crímenes de lesa hu- 
manidad, terrorismo; contrabando 
superior a U$S 20.000 (veinte mil 
dólares de los Estados Unidos de 
América); tráfico ilícito de armas, 
explosivos, municiones o material 
destinado a su producción; tráfico 
ilícito de Órganos, tejidos y medica- 
mentos; tráfico ilícito de personas; 
extorsión; secuestro; proxenetismo; 
tráfico ilícito de sustancias nuclea- 
res; tráfico ilícito de obras de arte, 
animales o materiales tóxicos; esta- 
fa, cuando es cometida por personas 
físicas O representantes o emplea- 
dos de las personas jurídicas suje- 
tas al control del Banco Central del 
Uruguay en el ejercicio de sus fun- 
ciones; y todos los delitos compren- 
didos en la Ley N* 17.060 de 23 de 
diciembre de 1998. 


En los casos previstos en el presen- 
te artículo serán aplicables las dis- 
posiciones contenidas en los artícu- 
los 58 a67 y 71 a 80 del Decreto-Ley 
N* 14.294, de 31 de octubre de 1974, 
incorporados por el artículo 5* de la 
Ley N* 17.016 de 22 de octubre de 
1998. 


Las disposiciones del presente ar- 
tículo regirán aun cuando el hecho 
antecedente origen de los bienes, 
productos o instrumentos hubiera 
sido cometido en el extranjero, en 
tanto el mismo hubiera estado pena- 
do en el lugar de su comisión y en la 
República Oriental del Uruguay”. 
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Artículo 29. (Apología de hechos 
pasados).- El que hiciere, públicamente, 
la apología de hechos anteriores a la 
entrada en vigencia de la presente ley 
que hubieran calificado como crímenes 
o delitos de haber estado vigente la 
misma, será castigado con tres a veinti- 
cuatro meses de prisión. 


TITULO VI. PREVENCION - 
PROGRAMAS DE CAPACITACION 


Artículo 30. (Difusión y programas 
de formación).- El Estado se obliga a 
informar y difundir, de la forma más 
amplia posible, las normas de derecho 
interno e internacional que regulan los 
crímenes y delitos que se tipifican. Se 
implementarán programas de formación 
y Capacitación continua en la materia 
destinados a los funcionarios públicos, 
especialmente a todos los niveles del 
personal docente, judicial, policial, mi- 
litar y de relaciones exteriores. Se dise- 
ñarán programas especiales de forma- 
ción continua y completa en derecho 
internacional humanitario destinados 
especialmente al personal militar. 


PARTE IT. 
COOPERACION Y RELACION CON 
LA 
CORTE PENAL INTERNACIONAL 
TITULOI 
DISPOSICIONES GENERALES 
SOBRE 
COOPERACION 


Artículo 31. (Cooperación plena). 


31.1 La República Oriental del Uru- 
guay cooperará plenamente con la Cor- 
te Penal Internacional y cumplirá con 
las solicitudes de cooperación y asis- 
tencia que se le formulen, de conformi- 
dad con lo previsto en el Estatuto de 
Roma de la Corte Penal Internacional 
aprobado por Ley N* 17.510 de 27 de 
junio de 2002 y el ordenamiento jurídico 
interno de la República. A los efectos 
de los artículos siguientes, toda refe- 
rencia al “Estatuto de Roma” se enten- 
derá realizada al Estatuto de Roma de la 
Corte Penal Internacional aprobado por 
Ley N* 17.510 de 27 de junio de 2002. 


31.2 Nopodrá invocarse la inexisten- 
cia de procedimientos en el orden inter- 
no para denegar el cumplimiento de so- 
licitudes de cooperación emanadas de 
la Corte Penal Internacional. 
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SIN MODIFICACIONES 


SIN MODIFICACIONES 
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31.3 No podrá discutirse acerca de la 
existencia de los hechos que la Corte 
Penal Internacional impute a una perso- 
na, ni sobre la culpabilidad del requeri- 
do. 


Artículo 32. (Organos competen- 
tes).- 


32.1 El Poder Ejecutivo tendrá a su 
cargo la representación ante la Corte Pe- 
nal Internacional, actuando a través del 
Ministerio de Relaciones Exteriores y será 
competente para entender en todos los 
asuntos que determina la presente ley. 


32.2 El Poder Judicial tendrá compe- 
tencia a través de la Suprema Corte de 
Justicia y de los Órganos jurisdicciona- 
les que correspondan, según lo dis- 
puesto por la presente ley para los asun- 
tos que deban someterse a su jurisdic- 
ción. 


32.3 Las solicitudes de cooperación y 
asistencia recibidas de la Corte Penal 
Internacional se remitirán a la Dirección 
de Cooperación Jurídica Internacional 
del Ministerio de Educación y Cultura, 
quien actuará como autoridad central. 


32.4 El Poder Ejecutivo designará 
quien lo represente en las instancias 
ante la Suprema Corte de Justicia. Sin 
perjuicio, cuando la Suprema Corte de 
Justicia deba efectuar comunicaciones 
o notificaciones al Poder Ejecutivo en 
procesos de asistencia o cooperación, 
lo hará a la Dirección de Cooperación 
Jurídica Internacional del Ministerio de 
Educación y Cultura y al órgano del 
Poder Ejecutivo que hubiese compare- 
cido en el proceso de asistencia o co- 
operación de que se trate. 


Artículo 33. (Comunicaciones con 
la Corte Penal Internacional).- 


33.1 Las comunicaciones desde y ha- 
cia la Corte Penal Internacional se rea- 
lizarán por vía diplomática y estarán 
eximidas del requisito de legalización. 


33.2  Lascomunicaciones y documen- 
tos recibidos de la Corte Penal Interna- 
cional o quese envían a ésta, lo serán en 
idioma español o en su caso, deberán 
ser acompañadas de la respectiva tra- 
ducción al idioma español. 
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Artículo 34. (Solicitud de Coopera- 
ción a la Corte Penal Internacional).- 
El Poder Ejecutivo y el Poder Judicial 
podrán solicitar a la Corte Penal Inter- 
nacional o a cualquiera de sus órganos, 
las solicitudes de cooperación que con- 
sideren necesarias para una investiga- 
ción o proceso penal que se siga en 
nuestro país, conforme a lo previsto en 
el Art. 93 párrafo 10 del Estatuto de 
Roma. 


Artículo 35. (Obligación de reserva 
y medidas de protección).- 


35.1 Las solicitudes de cooperación 
de la Corte Penal Internacional, los do- 
cumentos que las fundamenten, las ac- 
tuaciones que se realicen en función de 
dichas solicitudes de cooperación, in- 
cluidos los procedimientos ante la Su- 
prema Corte de Justicia u otros órganos 
jurisdiccionales previstos en la presen- 
teley y toda la información que se trans- 
mita, procese, comunique o custodie 
respecto a dichas solicitudes, actuacio- 
nes o procedimientos, tendrán carácter 
reservado, salvo que se disponga su 
dispensa por resolución judicial a pedi- 
do del Poder Ejecutivo. 


35.2 Sinperjuicio, se adoptarán espe- 
cialmente medidas efectivas que asegu- 
ren la protección de la seguridad y bien- 
estar físico y sicológico de los indaga- 
dos, detenidos, víctimas, posibles tes- 
tigos y sus familiares, debiendo estar a 
las especiales recomendaciones o me- 
dias que al respecto hubiese expresa- 
mente solicitado o adoptado la Corte 
Penal Internacional, siempre que las 
mismas no estén prohibidas en el orden 
jurídico interno y sean de posible cum- 
plimiento de acuerdo con los medios 
que se dispongan. 


Artículo 36. (Sesiones de la Corte 
Penal Internacional en el Uruguay).- 
Cuando se trate de la investigación o 
enjuiciamiento de crímenes cometidos 
en el Uruguay o cuando se encuentren 
en nuestro país las personas indaga- 
das, testigos o víctimas de crímenes 
que fueron cometidos en otra jurisdic- 
ción, se autoriza sin restricciones que la 
Corte Penal Internacional sesione en el 
Uruguay o establezca una oficina espe- 
cial, facilitando que así lo haga también 
cuando esta entienda que redundaría 
en interés de la justicia. 
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SIN MODIFICACIONES 


SIN MODIFICACIONES 


Artículo 36. (Sesiones de la Corte 
Penal Internacional en el Uruguay).- 
Cuando se trate de la investigación o 
enjuiciamiento de crímenes cometidos 
en el Uruguay o cuando se encuentren 
en nuestro país las personas indaga- 
das, testigos o víctimas de crímenes 
que fueron cometidos en otra juris- 
dicción, se autoriza sin restricciones, 
previa noticia a la Suprema Corte de 
Justicia, que la Corte Penal Interna- 
cional sesione en el Uruguay o esta- 
blezca una oficina especial, facilitando 
que así lo haga también cuando esta 
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Artículo 37. (Privilegios einmuni- 
dades).- El personal de la Corte Penal 
Internacional gozará en el territorio del 
Estado de los privilegios e inmunidades 
que sean necesarios para cumplir con 
sus funciones, en los términos del artí- 
culo 48 del Estatuto de Roma. 


Artículo 38. (Autorización transi- 
toria de víctimas o testigos).- En acuer- 
do con la Corte Penal Internacional y 
con noticia de la Suprema Corte de Jus- 
ticia, el Poder Ejecutivo podrá autorizar 
la residencia transitoria en Uruguay de 
víctimas traumatizadas o amenazadas, 
testigos u otras personas que estén en 
peligro a causa del testimonio dado por 
otros testigos, siempre y cuando el cos- 
to de su manutención y protección sea 
de cargo de la Corte Penal Internacio- 
nal. 


TITULO UH 
PROCEDIMIENTOS GENERALES, 
OPOSICIONES E IMPUGNACIONES 


Artículo 39. (Intervención precep- 
tiva de la Suprema Corte de Justicia).- 
La Suprema Corte de Justicia interven- 
drá preceptivamente, de la forma pre- 
vista en la presente ley, en las solicitu- 
des de asistencia y cooperación que se 
reciban de la Corte Penal Internacional 
o de cualquiera de sus Órganos. 


Artículo 40. (Asuntos de competen- 
cia exclusiva de la Suprema Corte de 
Justicia).- Será competencia exclusiva 
de la Suprema Corte de Justicia, sin 
perjuicio de otras que se determinan, 
resolver si se constatan o no las 
causales previstas en el Estatuto de 
Roma para: 


(a) solicitar al Fiscal de la Corte Pe- 
nal Internacional que se inhiba 
en su competencia a favor del 
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TITULO UH 
PROCEDIMIENTOS GENERALES, 
OPOSICIONES E IMPUGNACIONES 


Artículo 39. (Intervención precep- 
tiva de la Suprema Corte de Justicia).- 
La Suprema Corte de Justicia interven- 
drá preceptivamente, de la forma pre- 
vista en la presente ley, en las solicitu- 
des de asistencia y cooperación que se 
reciban de la Corte Penal Internacional 
o de cualquiera de sus Órganos. 


En todos los casos funcionará de 
conformidad con el Capítulo V, Sección 
TT de la Ley N* 15.750, atento alo previs- 
to en el Art. 88 del Estatuto de Roma. 


Nota: Se incorpora propuesta de la 
sCcJ 


Artículo 40. (Asuntos de competen- 
cia exclusiva de la Suprema Corte de 
Justicia).- Será competencia exclusiva 
de la Suprema Corte de Justicia, sin 
perjuicio de otras que se determinan, 
resolver si se constatan o no las 
causales previstas en el Estatuto de 
Roma para: 


(a) solicitar al Fiscal de la Corte Pe- 
nal Internacional que se inhiba 
en su competencia a favor del 


C.S.-129 


entienda que redundaría en interés de la 
justicia. 


CONMODIFICACIONES 


SINMODIFICACIONES 


SIN MODIFICACIONES 


TITULOI 
PROCEDIMIENTOS GENERALES, 
OPOSICIONES E IMPUGNACIONES 


Artículo 39. (Intervención precepti- 
va de la Suprema Corte de Justicia).- La 
Suprema Corte de Justicia intervendrá 
preceptivamente, de la forma prevista 
en la presente ley, en las solicitudes de 
asistencia y cooperación que se reciban 
de la Corte Penal Internacional o de 
cualquiera de sus Órganos. 


En todos los casos funcionará de 
conformidad con el Capítulo V, Sección 
II de la Ley N* 15.750, 24 de junio de 
1985, atento a lo previsto en el artículo 
S8 del Estatuto de Roma. 


CONMODIFICACIONES 


Artículo 40. (Asuntos de competen- 
cia exclusiva de la Suprema Corte de 
Justicia).- Será competencia exclusiva 
de la Suprema Corte de Justicia, sin per- 
juicio de otras que se determinan, resol- 
ver si se constatan o no las causales 
previstas en el Estatuto de Roma para: 


(a) solicitar al Fiscal de la Corte Pe- 
nal Internacional que se inhiba en 
su competencia a favor del Esta- 


130-C.S. 


Estado uruguayo (artículo 18 
párrafo 2 del Estatuto de Roma); 


(b) impugnar la competencia de la 
Corte Penal Internacional o im- 
pugnar la admisibilidad de la cau- 
sa (artículos 17 y 19 del Estatuto 
de Roma); 


(c) no dar curso a una solicitud de 
asistencia o cooperación recibi- 
da de la Corte Penal Internacional 
o de sus Órganos por las causas 
previstas en el Estatuto de Roma: 


(1) se tratare de divulgación de in- 
formación o documentos que pu- 
diera afectar intereses de la segu- 
ridad nacional (artículo 72 del Es- 
tatuto de Roma); 


(2) se contravendría un principio ju- 
rídico fundamental de aplicación 
general (artículo 93 párrafo 3 del 
Estatuto de Roma); 


(3) el cumplimiento inmediato de la 
solicitud de asistencia pudiera 
interferir con una investigación o 
enjuiciamiento distinto de aquel 
al que refiere la solicitud (artículo 
94 párrafo 1 del Estatuto de 
Roma); 


(4) por cualquier otra causa prevista 
en el Estatuto de Roma. 


Artículo 41. (Resolución previa de 
la Suprema Corte de Justicia para for- 
mular oposiciones, impugnaciones o de- 
negar solicitudes de Cooperación).- 


41.1 Se requerirá resolución previa y 
favorable de la Suprema Corte de Justi- 
cia, para proceder frente ala Corte Penal 
Internacional de acuerdo con cualquie- 
ra de las situaciones previstas en el 
artículo anterior. 


41.2 La resolución podrá ser adopta- 
da de oficio durante el trámite de coope- 
ración (con excepción de la causal pre- 
vista en el artículo 40 literal c) numeral 
1) o a pedido del Poder Ejecutivo, en 
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Estado uruguayo (artículo 18 
párrafo 2 del Estatuto de Roma); 


(b) impugnar la competencia de la 
Corte Penal Internacional o im- 
pugnar la admisibilidad de la cau- 
sa (artículos 17 y 19 del Estatuto 
de Roma); 


(c) no dar curso a una solicitud de 
asistencia O cooperación recibi- 
da de la Corte Penal Internacional 
o de sus Órganos por las causas 
previstas en el Estatuto de Roma 
si: 


1) se tratare de divulgación de 
información o documentos 
que pudiera afectar intereses 
de la seguridad nacional (artí- 
culo 72 del Estatuto de Roma); 


2) se contraviniera un principio 
jurídico fundamental de apli- 
cación general (artículo 93 
párrafo 3 del Estatuto de 
Roma); 


3) el cumplimiento inmediato de 
la solicitud de asistencia pu- 
diera interferir con una inves- 
tigación o enjuiciamiento dis- 
tinto de aquel al que refiere la 
solicitud (artículo 94 párrafo 1 
del Estatuto de Roma); 


4) se configurare otra causa pre- 
vista en el Estatuto de Roma.” 


Nota: Se perfecciona redacción in- 
corporando la propuesta dela SCJ. 


Artículo 41. (Resolución previa de 
la Suprema Corte de Justicia para for- 
mular oposiciones, impugnaciones o 
denegar solicitudes de Cooperación).- 


41.1 Se requerirá resolución previa y 
favorable de la Suprema Corte de Justi- 
cia, para proceder frente a la Corte Penal 
Internacional de acuerdo con cualquie- 
ra de las situaciones previstas en el 
artículo anterior. 


41.2 La resolución podrá ser adopta- 
da de oficio durante el trámite de coope- 
ración (con excepción de la causal pre- 
vista en el artículo 40 literal c numeral 1) 
o apedido del Poder Ejecutivo, en cuyo 
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do uruguayo (artículo 18 párrafo 
2 del Estatuto de Roma); 


(b) impugnar la competencia de la 
Corte Penal Internacional o im- 
pugnar la admisibilidad de la cau- 
sa (artículos 17 y 19 del Estatuto 
de Roma); 


(c) no dar curso a una solicitud de 
asistencia o cooperación recibi- 
da de la Corte Penal Internacio- 
nal o desus órganos por las cau- 
sas previstas en el Estatuto de 
Roma si: 


1) se tratare de divulgación de 
información o documentos que pu- 
diera afectar intereses de la seguri- 
dad nacional (artículo 72 del Estatu- 
to de Roma); 


2) se contraviniera un principio 
jurídico fundamental de apli- 
cación general (artículo 93 
párrafo 3 del Estatuto de 
Roma); 


3) el cumplimiento inmediato de 
la solicitud de asistencia pu- 
diera interferir con una inves- 
tigación o enjuiciamiento dis- 
tinto de aquel al que refiere la 
solicitud (artículo 94 párrafo 1 
del Estatuto de Roma); 


4) se configurare otra causa pre- 
vista en el Estatuto de Roma. 


CONMODIFICACIONES 


Artículo 41. (Resolución previa a la 
Suprema Corte de Justicia para formu- 
lar oposiciones, impugnaciones o de- 
negar solicitudes de Cooperación).- 


41.1 Se requerirá resolución previa y 
favorable de la Suprema Corte de Justi- 
cia, para proceder frente ala Corte Penal 
Internacional de acuerdo con cualquie- 
ra de las situaciones previstas en el 
artículo anterior. 


41.2 La resolución podrá ser adopta- 
da de oficio durante el trámite de coope- 
ración (con excepción de la causal pre- 
vista en el artículo 40 literal c numeral 1) 
oapedido del Poder Ejecutivo, en cuyo 
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cuyo caso se seguirá el procedimiento 
establecido en el artículo 43. 


41.3 La Suprema Corte de Justicia sólo 
podrá examinar y resolver el supuesto 
contemplado en el artículo 40 literal c) 
numeral 1), cuando exista expresa y pre- 
via solicitud del Poder Ejecutivo en tal 
sentido. 


41.4 Las resoluciones de la Suprema 
Corte de Justicia adoptadas en los pro- 
cedimientos previstos en la presente 
ley serán susceptibles de recurso de 
reposición. 


Artículo 42. (Procedimiento gene- 
ral ante la Suprema Corte de Justi- 
cia).- 


42.1 Recibida de la Corte Penal Inter- 
nacional o de cualquiera de sus órga- 
nos una solicitud de asistencia O co- 
operación, la misma será remitida a la 
Suprema Corte de Justicia dentro de las 
cuarenta y ocho horas siguientes. 


42.2 El control de los requisitos for- 
males de una solicitud de cooperación o 
asistencia corresponderá al Poder Eje- 
cutivo y ala Suprema Corte de Justicia. 
La resolución definitiva sobre los mis- 
mos será privativa de la Suprema Corte 
de Justicia. 


42.3 El Ministerio de Relaciones Exte- 
riores O la Dirección de Cooperación 
Jurídica Internacional del Ministerio de 
Educación y Cultura, al recibir la solici- 
tud de asistencia o cooperación, po- 
drán observar el incumplimiento de re- 
quisitos formales previstos por el Esta- 
tuto de Roma para la solicitud de coope- 
ración o asistencia, en cuyo caso y sin 
perjuicio de remitir las actuaciones jun- 
to con las observaciones a la Suprema 
Corte de Justicia, realizarán las consul- 
tas con la Corte Penal Internacional o 
sus Órganos para procurar subsanar los 
vicios formales. 


42.4 Recibida la solicitud por la Su- 
prema Corte de Justicia, ésta examinará 
de inmediato o en los plazos estableci- 
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caso se seguirá el procedimiento esta- 
blecido en el artículo 43. 


41.3 La Suprema Corte de Justicia sólo 
podrá examinar y resolver el supuesto 
contemplado en el artículo 40 literal c 
numeral 1, cuando exista expresa y pre- 
via solicitud del Poder Ejecutivo en tal 
sentido. 


41.4 Las resoluciones de la Suprema 
Corte de Justicia adoptadas en los pro- 
cedimientos previstos en la presente 
ley sólo serán susceptibles de recurso 
de reposición (Arts. 245-247 CGP).” 


Nota: Se incorpora propuesta de la 
scJ. 


Artículo 42. (Procedimiento gene- 
ral ante la Suprema Corte de Justi- 
cia).- 


42.1 Recibida de la Corte Penal Inter- 
nacional o de cualquiera de sus órga- 
nos habilitados al efecto una solicitud 
de asistencia o cooperación, la misma 
será remitida a la Suprema Corte de Jus- 
ticia dentro de las cuarenta y ocho ho- 
ras siguientes. 


42.2 El control de los requisitos for- 
males de una solicitud de cooperación o 
asistencia corresponderá al Poder Eje- 
cutivo y ala Suprema Corte de Justicia. 
La resolución definitiva sobre los mis- 
mos será privativa de la Suprema Corte 
de Justicia. 


42.3 El Ministerio de Relaciones Exte- 
riores O la Dirección de Cooperación 
Jurídica Internacional del Ministerio de 
Educación y Cultura, al recibir la solici- 
tud de asistencia o cooperación, po- 
drán observar el incumplimiento de re- 
quisitos formales previstos por el Esta- 
tuto de Roma para la solicitud de coope- 
ración o asistencia, en cuyo caso y sin 
perjuicio de remitir las actuaciones jun- 
to con las observaciones a la Suprema 
Corte de Justicia, realizarán las consul- 
tas con la Corte Penal Internacional o 
sus Órganos para procurar subsanar los 
vicios formales. 


42.4 Recibida la solicitud por la Su- 
prema Corte de Justicia, ésta examinará 
de inmediato o en los plazos estableci- 


C.S.-131 


caso se seguirá el procedimiento esta- 
blecido en el artículo 43. 


41.3 La Suprema Corte de Justicia sólo 
podrá examinar y resolver el supuesto 
contemplado en el artículo 40 literal c 
numeral 1, cuando exista expresa y pre- 
via solicitud del Poder Ejecutivo en tal 
sentido. 


41.4 Lasresoluciones de la Suprema 
Corte de Justicia adoptadas en los pro- 
cedimientos previstos en la presente 
ley sólo serán susceptibles de recurso 
de reposición (artículos 245 a 247 del 
Código General del Proceso). 


CONMODIFICACIONES 


Artículo 42. (Procedimiento gene- 
ral ante la Suprema Corte de Justicia).- 


42.1 Recibida de la Corte Penal Inter- 
nacional o de cualquiera de sus órganos 
habilitados al efecto una solicitud de 
asistencia o cooperación, la misma será 
remitida a la Suprema Corte de Justicia 
dentro de las cuarenta y ocho horas 
siguientes. 


42.2 El control de los requisitos for- 
males de una solicitud de cooperación o 
asistencia corresponderá al Poder Eje- 
cutivo y a la Suprema Corte de Justicia. 
La resolución definitiva sobre los mis- 
mos será privativa de la Suprema Corte 
de Justicia. 


42.3 El Ministerio de Relaciones Exte- 
riores o la Dirección de Cooperción Ju- 
rídica Internacional del Ministerio de 
Educación y Cultura, al recibir la solici- 
tud de asistencia o cooperación, podrán 
observar el incumplimiento de requisi- 
tos formales previstos por el Estatuto 
de Roma para la solicitud de coopera- 
ción O asistencia, en cuyo caso y sin 
perjuicio de remitir las actuaciones jun- 
to con las observaciones a la Suprema 
Corte de Justicia, realizarán las consul- 
tas con la Corte Penal Internacional o 
sus Órganos para procurar subsanar los 
vicios formales. 


42.4 Recibida la solicitud por la Supre- 
ma Corte de Justicia, ésta examinará de 
inmediato o en los plazos establecidos 


132-C.S. 


dos en la presente ley para el tipo de 
solicitud o asistencia de que se trate: 


(a) si la orden de solicitud de coope- 
ración O asistencia cumple con 
los requisitos formales previstos 
por el Estatuto de Roma y si son 
procedentes las observaciones 
que al respecto hubiese formula- 
do el Poder Ejecutivo, si las 
hubiere; 


(b) si se verifica cualquiera de los 
supuestos previstos en el artícu- 
lo 40, aexcepción del establecido 
en el literal c) numeral 1), para 
cuyo análisis requerirá expresa 
petición del Poder Ejecutivo de 
acuerdo con lo previsto en el ar- 
tículo 41.3. 


42.5 Si la Suprema Corte de Justicia 
entiende que la solicitud de coopera- 
ción o asistencia no reúne los requisi- 
tos formales, siendo procedentes las 
observaciones que al respecto hubiese 
formulado el Poder Ejecutivo o sin ha- 
ber mediado dichas observaciones 
igualmente constata que la solicitud 
adolece de vicios formales, lo comuni- 
cará al Poder Ejecutivo y suspenderá el 
procedimiento hasta aguardar el resul- 
tado de las consultas que se formulen 
con la Corte Penal Internacional o sus 
órganos. 


42.6 Si la Suprema Corte de Justicia 
resuelve que no son procedentes las 
observaciones del Poder Ejecutivo so- 
bre los requisitos formales de la solici- 
tud, se estará a dicha resolución y el 
Poder Ejecutivo lo comunicará a la Cor- 
te Penal Internacional o a sus órganos, 
si ya hubiese formulado consultas al 
respecto. 


42.7 Si la solicitud de cooperación o 
asistencia reúne los requisitos forma- 
les, no se constata ninguna de las situa- 
ciones previstas en el artículo 40 que 
puedan ser resueltas de oficio y no ha 
mediado comparecencia del Poder Eje- 
cutivo al amparo de la facultad prevista 
en el artículo 43.1, la Suprema Corte de 
Justicia dispondrá lo pertinente para el 
cumplimiento de la solicitud de asisten- 
cia o cooperación. 


42.8 Si la Suprema Corte de Justicia 
entiende que se verifica alguna de las 


CAMARA DE SENADORES 


dos en la presente ley para el tipo de 
solicitud o asistencia de que se trate: 


(a) si la orden de solicitud de coope- 
ración O asistencia cumple con 
los requisitos formales previstos 
por el Estatuto de Roma y en su 
caso, si son procedentes las ob- 
servaciones que al respecto hu- 
biese formulado el Poder Ejecuti- 
vo; 


(b) si se verifica cualquiera de los 
supuestos previstos en el artícu- 
lo 40, aexcepción del establecido 
en el literal c numeral 1, para cuyo 
análisis requerirá expresa peti- 
ción del Poder Ejecutivo de acuer- 
do con lo previsto en el artículo 
41.3. 


42.5 Si la Suprema Corte de Justicia 
entiende que la solicitud de coopera- 
ción O asistencia no reúne los requisi- 
tos formales, siendo procedentes las 
observaciones que al respecto hubiese 
formulado el Poder Ejecutivo o sin ha- 
ber mediado dichas observaciones 
igualmente constata que la solicitud 
adolece de vicios formales, lo comuni- 
cará al Poder Ejecutivo y suspenderá el 
procedimiento hasta aguardar el resul- 
tado de las consultas que se formulen 
con la Corte Penal Internacional o sus 
órganos. 


42.6 Si la Suprema Corte de Justicia 
resuelve que no son procedentes las 
observaciones del Poder Ejecutivo so- 
bre los requisitos formales de la solici- 
tud, se estará a su resolución y el Poder 
Ejecutivo lo comunicará a la Corte Penal 
Internacional o a sus órganos, si ya 
hubiese formulado consultas al respec- 
to. 


42.7 Si la solicitud de cooperación o 
asistencia reúne los requisitos forma- 
les, no se constata ninguna de las situa- 
ciones previstas en el artículo 40 que 
puedan ser resueltas de oficio y no han 
mediado comparecencia del Poder Eje- 
cutivo al amparo de la facultad prevista 
en el artículo 43.1, la Suprema Corte de 
Justicia dispondrá lo pertinente para el 
cumplimiento de la solicitud de asisten- 
cia o cooperación. 


42.8 Si la Suprema Corte de Justicia 
entiende que se verifica alguna de las 
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en la presente ley para el tipo de solici- 
tud o asistencia de que se trate: 


(a) si la orden de solicitud de coope- 
ración O asistencia cumple con 
los requisitos formales previstos 
por el Estatuto de Roma y en su 
caso, si son procedentes las ob- 
servaciones que al respecto hu- 
biese formulado el Poder Ejecuti- 
vo; 


(b) si se verifica cualquiera de los 
supuestos previstos en el artícu- 
lo 40, aexcepción del establecido 
en el literal c numeral 1, para cuyo 
análisis requerirá expresa peti- 
ción del Poder Ejecutivo de acuer- 
do con lo previsto en el artículo 
41.3. 


42.5 Si la Suprema Corte de Justicia 
entiende que la solicitud de coopera- 
ción o asistencia no reúne los requisi- 
tos formales, siendo procedentes las 
observaciones que al respecto hubiese 
formulado el Poder Ejecutivo o sin ha- 
ber mediado dichas observaciones 
igualmente constata que la solicitud 
adolece de vicios formales, lo comuni- 
cará al Poder Ejecutivo y suspenderá el 
procedimiento hasta aguardar el resul- 
tado de las consultas que se formulen 
con la Corte Penal Internacional o sus 
órganos. 


42.6 Si la Suprema Corte de Justicia 
resuelve que no son procedentes las 
observaciones del Poder Ejecutivo so- 
bre los requisitos formales de la solici- 
tud, se estará a su resolución y el Poder 
Ejecutivo lo comunicará a la Corte Penal 
Internacional o a sus Órganos, si ya 
hubiese formulado consultas al respec- 
to. 


42.7 Si la solicitud de cooperación o 
asistencia reúne los requisitos forma- 
les, no se constata ninguna de las situa- 
ciones previstas en el artículo 40 que 
puedan ser resueltas de oficio y no ha 
mediado comparecencia del Poder Eje- 
cutivo al amparo de la facultad prevista 
en el artículo 43.1, la Suprema Corte de 
Justicia dispondrá lo pertinente para el 
cumplimiento de la solicitud de asisten- 
cia o cooperación. 


42.8 Si la Suprema Corte de Justicia 
entiende que se verifica alguna de las 
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causales previstas en el artículo 40 que 
pueden ser resueltas de oficio, adopta- 
rá resolución expresa previa vista al 
Fiscal de Corte y lo comunicará al Poder 
Ejecutivo, quien en cumplimiento de 
dicha resolución procederá frente a la 
Corte Penal Internacional o a sus Óórga- 
nos, de conformidad con lo previsto en 
el Estatuto de Roma y a la presente ley, 
de acuerdo con el caso de que se trate. 


429 La Suprema Corte de Justicia 
podrá requerir todos los informes que 
entienda pertinente a cualquier órgano 
del Estado. 


42.10 El Poder Ejecutivo, sin perjuicio 
de la facultad de comparecer de acuerdo 
con lo previsto en el artículo 43.1, podrá 
en cualquier estado del trámite formular 
las observaciones O recomendaciones 
convenientes a su interés. 


Artículo 43. (Procedimiento ante la 
Suprema Corte de Justicia ante solici- 
tud del Poder Ejecutivo).- 


43.1 Cuando convenga al interés del 
Poder Ejecutivo proceder frente a la 
Corte Penal Internacional o a cualquiera 
de sus órganos de acuerdo con las si- 
tuaciones previstas en el artículo 40 
literales (a) a (c), podrá solicitar, en 
cualquier momento, que la Suprema Cor- 
te de Justicia adopte resolución al res- 
pecto. A estos efectos, el Poder Ejecu- 
tivo solicitará audiencia ante la Supre- 
ma Corte de Justicia, que se celebrará 
dentro de las veinticuatro horas siguien- 
tes y en la cual comparecerá verbalmen- 
te O por escrito, presentando toda la 
información y documentación en que 
fundamente su petición. 


432 La Suprema Corte de Justicia 
mantendrá en suspenso el trámite de 
cooperación o asistencia que estuviese 
en curso, si lo hubiere, hasta que adop- 
te resolución, pudiendo mantener, sus- 
tituir o suspender las medidas que ya 
hubiese dispuesto. Asimismo, podrá re- 
querir, en la audiencia o posteriormen- 
te, previo a dictar resolución, toda la 
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causales previstas en el artículo 40 que 
pueden ser resueltas de oficio, adopta- 
rá resolución expresa previa vista al 
Fiscal de Corte y lo comunicará al Poder 
Ejecutivo, quien en cumplimiento de 
dicha resolución procederá frente a la 
Corte Penal Internacional o a sus órga- 
nos, de conformidad con lo previsto en 
el Estatuto de Roma y a la presente ley, 
de acuerdo con el caso de que se trate. 


429 La Suprema Corte de Justicia 
podrá requerir todos los informes que 
entienda pertinente a cualquier órgano 
del Estado. 


42.10 El Poder Ejecutivo, sin perjuicio 
de la facultad de comparecer de acuerdo 
con lo previsto en el artículo 43.1, podrá 
en cualquier estado del trámite formular 
las observaciones O recomendaciones 
convenientes a su interés. 


Nota: Se introducen todas las modi- 
ficaciones sugeridas por la SCJ y 
se suprime “si las hubiere”. 


Artículo 43. (Procedimiento ante la 
Suprema Corte de Justicia ante solici- 
tud del Poder Ejecutivo).- 


43.1 Cuando convenga al interés del 
Poder Ejecutivo proceder frente a la 
Corte Penal Internacional o a cualquiera 
de sus Órganos de acuerdo con las si- 
tuaciones previstas en el artículo 40 
literales (a) a (c), podrá solicitar, en 
cualquier momento, que la Suprema 
Corte de Justicia adopte resolución al 
respecto. A estos efectos, el Poder Eje- 
cutivo, solicitará audiencia ante la Su- 
prema Corte de Justicia, que se celebra- 
rá dentro de las veinticuatro horas si- 
guientes y en la cual comparecerá ver- 
balmente o por escrito, presentando 
toda la información y documentación 
en que fundamente su petición. De lo 
actuado en la audiencia se labrará acta. 


Nota: Se agrega para contemplar 
opinión lTelsur. 
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causales previstas en el artículo 40 que 
pueden ser resueltas de oficio, adopta- 
rá resolución expresa previa vista al 
Fiscal de Corte y lo comunicará al Poder 
Ejecutivo, quien en cumplimiento de 
dicha resolución procederá frente a la 
Corte Penal Internacional o a sus Órga- 
nos, de conformidad con lo previsto en 
el Estatuto de Roma y a la presente ley, 
de acuerdo con el caso de que se trate. 


42.9 La Suprema Corte de Justicia po- 
drá requerir todos los informes que en- 
tienda pertinente a cualquier órgano del 
Estado. 


42.10 El Poder Ejecutivo, sin perjuicio 
de la facultad de comparecer de acuerdo 
con lo previsto en el artículo 43.1, podrá 
en cualquier estado del trámite formular 
las observaciones o recomendaciones 
convenientes a su interés. 


CONMODIFICACIONES 


Artículo 43. (Procedimiento ante la 
Suprema Corte de Justicia ante solici- 
tud del Poder Ejecutivo).- 


43.1 Cuando convenga al interés del 
Poder Ejecutivo proceder frente a la 
Corte Penal Internacional o a cualquiera 
de sus Órganos de acuerdo con las si- 
tuaciones previstas en el artículo 40 
literales (a) a (c), podrá solicitar, en 
cualquier momento, que la Suprema 
Corte de Justicia adopte resolución al 
respecto. A estos efectos, el Poder Eje- 
cutivo solicitará audiencia ante la Su- 
prema Corte de Justicia, que se celebra- 
rá dentro de las veinticuatro horas si- 
guientes y en la cual comparecerá ver- 
balmente o por escrito, presentando 
toda la información y documentación 
en que fundamente su petición. De lo 
actuado en la audienciaselabrará acta. 


43.2 La Suprema Corte de Justicia man- 
tendrá en suspenso el trámite de coope- 
ración O asistencia que estuviese en 
curso, si lo hubiere, hasta que adopte 
resolución, pudiendo mantener, susti- 
tuir o suspender las medidas que ya 
hubiese dispuesto. Asimismo, podrá 
requerir, en la audiencia o posterior- 
mente, previo a dictar resolución, toda 
la información complementaria que con- 
sidere necesaria o solicitarla directa- 
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información complementaria que consi- 
dere necesaria o solicitarla directamen- 
te al órgano que corresponda. De lo 
actuado en la audiencia se labrará acta 
resumida. 


43.3 La Suprema Corte de Justicia, 
dentro de los quince días siguientes a la 
audiencia y previa vista al Fiscal de 
Corte, resolverá si surge suficientemen- 
te acreditada conforme alas disposicio- 
nes del Estatuto de Roma, la causal 
invocada por el Poder Ejecutivo o cual- 
quier otra de las causales contenidas en 
el artículo 40 respecto de las cuales 
estuviese habilitada para resolver de 
oficio. 


43.4 Laresolución y sus fundamentos 
se comunicarán en audiencia especial- 
mente convocada al efecto y se dará por 
notificada en la misma. Si la resolución 
deniega la solicitud del Poder Ejecuti- 
vo, éste tendrá derecho a reiterarla in- 
vocando la existencia de hechos nue- 
vos. 


Artículo 44. (Impugnación de 
admisibilidad o competencia).- 


44.1 Si la Suprema Corte de Justicia 
resuelve que se verifican las causales 
para solicitar al Fiscal de la Corte Penal 
Internacional que se inhiba en su com- 
petencia a favor del Estado uruguayo 
(artículo 18 párrafo 2 del Estatuto de 
Roma) o para impugnar la competencia 
de la Corte Penal Internacional o la 
admisibilidad de la causa (artículos 17 y 
19 del Estatuto de Roma), el Poder Eje- 
cutivo procederá de acuerdo con la re- 
solución de la Suprema Corte de Justi- 
cia y a lo previsto en el Estatuto de 
Roma para el caso de que se trate, estan- 
do habilitado a deducir ante la Corte 
Penal Internacional o sus Órganos, las 
oposiciones, impugnaciones, apelacio- 
nes o recursos que correspondan. 


44.2 ElPoder Ejecutivo suministrará a 
la Corte Penal Internacional o a sus 
órganos, toda la información relativa al 
estado de las actuaciones que se llevan 
a cabo en la República. 


44.3 El Poder Ejecutivo informará pe- 
riódicamente a la Suprema Corte de Jus- 
ticia, en los plazos y forma en que ésta 
solicite, sobre el estado de los procedi- 
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mente al órgano que corresponda. De lo 
actuado en la audiencia se labrará acta 
resumida. 


43.3 La Suprema Corte de Justicia, 
dentro de los quince días siguientes a la 
audiencia y previa vista al Fiscal de 
Corte, resolverá si surge suficientemen- 
te acreditada conforme alas disposicio- 
nes del Estatuto de Roma, la causal 
invocada por el Poder Ejecutivo o cual- 
quier otra de las causales contenidas en 
el artículo 40 respecto de las cuales 
estuviese habilitada para resolver de 
oficio. 


43.4 La resolución y sus fundamen- 
tos, se comunicarán en audiencia espe- 
cialmente convocada al efecto y se dará 
por notificada en la misma. Si la resolu- 
ción deniega la solicitud del Poder Eje- 
cutivo, éste tendrá derecho a reiterarla 
invocando la existencia de hechos nue- 
vos. 


CONMODIFICACIONES 


SIN MODIFICACIONES 
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mientos ante la Corte Penal Internacio- 
nal o sus Órganos. 


44.4 Mientras esté en trámite ante la 
Corte Penal Internacional una impugna- 
ción de admisibilidad o competencia, si 
se recibiera de la Corte Penal Interna- 
cional o de alguno de sus órganos, so- 
licitudes de información, cooperación o 
de asistencia para la investigación u 
obtención de pruebas que la Corte Pe- 
nal Internacional estime importantes o 
presuma que existe un riesgo cierto de 
que las mismas no estarán disponibles 
ulteriormente (Art. 18 párrafo 6 del Es- 
tatuto de Roma) o se tratare de declara- 
ciones de testigos o diligenciamiento 
de pruebas que estuviesen en trámite 
desde antes de la impugnación (Art. 19 
párrafo 8 literal b del Estatuto de Roma) 
o de medidas tendientes a impedir que 
una persona respecto de la cual se hu- 
biera pedido su detención eluda la ac- 
ción de la justicia (Art. 19 párrafo 8 
literal c) del Estatuto de Roma), la Su- 
prema Corte de Justicia dará curso a su 
diligenciamiento, en cuanto dichas so- 
licitudes de cooperación resulten ajus- 
tadas a derecho. 


44.5 Si la Corte Penal Internacional 
resuelve en definitiva que la causa es 
admisible o que es competente, se acep- 
tará dicha competencia o admisibilidad 
y se procederá a dar trámite alos reque- 
rimientos de cooperación y asistencia. 


Artículo 45. (Afectación de intere- 
ses de seguridad nacional).- 


45.1 Si habiendo mediado solicitud 
expresa del Poder Ejecutivo y tramitado 
el procedimiento previsto en el artículo 
43, la Suprema Corte de Justicia resuel- 
ve estar ante un caso en que la divulga- 
ción de información o de documentos 
pudiera afectar los intereses de la segu- 
ridad nacional, podrá autorizar, a solici- 
tud del Poder Ejecutivo, las medidas 
razonables y pertinentes que se sugeri- 
rá adoptar por medio de la cooperación 
con la Corte Penal Internacional para 
salvaguardar los intereses afectados. 


45.2 El Poder Ejecutivo comunicará de 
inmediato a la Corte Penal Internacional 
la oposición del Estado a la divulgación 
de la información o de los documentos, 
procurando acordar con la Corte Penal 
Internacional o sus Órganos, las medi- 
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das razonables sugeridas para el caso. 


45.3 Si la Corte Penal Internacional 
adoptara dichas medidas, se aceptarán 
y cumplirán las mismas cesando la opo- 
sición deducida. Si, por el contrario, la 
Corte Penal Internacional no dispone 
las medidas sugeridas, el Estado man- 
tendrá la oposición, comunicándolo de 
inmediato a la Corte Penal Internacional 
y a la Suprema Corte de Justicia. 


45.4 Laadopción o propuesta de adop- 
ción por parte de la Corte Penal Interna- 
cional de cualquiera otra nueva medida 
razonable alternativa, tendiente a con- 
templar los intereses que motivaron la 
oposición del Estado, diferente o com- 
plementaria de las sugeridas por la Su- 
prema Corte de Justicia, podrá ser acep- 
tada por el Poder Ejecutivo en cuando 
éste entienda que quedan salvaguarda- 
dos los intereses de la seguridad nacio- 
nal, en cuyo caso cesará la oposición 
deducida. 


45.5 Si la resolución de la Suprema 
Corte de Justicia entiende que de nin- 
gún modo se afecta la seguridad nacio- 
nal, el Poder Ejecutivo no estará habili- 
tado para oponerse a la divulgación de 
información o documentos invocando 
intereses de seguridad nacional y, si 
correspondiere por tratarse del supues- 
to previsto en el artículo 73 del Estatuto 
de Roma, recabará el consentimiento 
del autor del documento o de la informa- 
ción. 


Artículo 46. (Contravención de un 
principio jurídico fundamental o viola- 
ción de obligaciones internacionales 
del Estado).- 


46.1 Si la Suprema Corte de Justicia 
resuelve que se contraviene un princi- 
pio jurídico fundamental de aplicación 
general (artículo 93 párrafo 3 del Estatu- 
to de Roma) o que se viola una obliga- 
ción preexistente del Estado en virtud 
de Tratados Internacionales o la inmu- 
nidad de un Estado o de un bien de un 
Estado o la inmunidad diplomática de 
una persona (artículos 97 literal c) y 98 
del Estatuto de Roma), se suspenderá el 
trámite de cooperación o asistencia y el 
Poder Ejecutivo lo comunicará y realiza- 
rá las consultas pertinentes con Corte 
Penal Internacional o sus órganos, quien 
resolverá de conformidad con el Estatu- 
to de Roma. 
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46.2 La Suprema Corte de Justicia 
podrá sugerir las condiciones especia- 
les a las cuales podría adecuarse la so- 
licitud de cooperación o asistencia para 
que su cumplimiento resulte conforme a 
derecho. 


El Poder Ejecutivo comunicará di- 
chas condiciones en las consultas que 
realice a la Corte Penal Internacional o 
a sus Órganos. Si se acordara con la 
Corte Penal Internacional el cumplimien- 
to de la solicitud en las condiciones 
especiales que hubiera establecido la 
Suprema Corte de Justicia, el Poder Eje- 
cutivo lo comunicará a ésta, quien dis- 
pondrá lo pertinente para dar curso a la 
solicitud de cooperación de acuerdo 
con las condiciones establecidas. 


Artículo 47. (Aplazamiento de la so- 
licitud de asistencia por existir una 
investigación o enjuiciamiento en cur- 
s0).- 


47.1 Si la Suprema Corte de Justicia 
resuelve que el cumplimiento inmediato 
de la solicitud de asistencia puede in- 
terferir con una investigación o 
enjuciamiento distinto de aquel al que 
refiere la solicitud (artículo 94 párrafo 1 
del Estatuto de Roma), deberá estimar el 
plazo razonable para concluir la inves- 
tigación o la finalización del enjuicia- 
miento en curso y decidir si la medida de 
cooperación o asistencia solicitada por 
la Corte Penal Internacional o sus órga- 
nos, puede igualmente cumplirse sujeta 
a condiciones especiales de forma tal 
que no interfiera con la investigación o 
enjuiciamiento en curso. 


47.2 El Poder Ejecutivo comunicará 
inmediatamente la resolución a la Corte 
Penal Internacional y coordinará las 
condiciones especiales en las cuales se 
cumpliría la solicitud de asistencia o 
cooperación sin interferir con la inves- 
tigación o enjuiciamiento en curso o, en 
su caso, acordará con la Corte Penal 
Internacional el aplazamiento en el cum- 
plimiento de la medida, por un término 
que no será inferior al establecido por la 
Suprema Corte de Justicia. Todo sin 
perjuicio de lo previsto en el artículo 94 
párrafo 2 del Estatuto de Roma. 


47.3  Siseacordara con la Corte Penal 
Internacional el cumplimiento de la so- 
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licitud bajo las condiciones especiales 
que hubiera establecido la Suprema 
Corte de Justicia, el Poder Ejecutivo lo 
comunicará a ésta, quien dispondrá lo 
pertinente para a dar trámite a la solici- 
tud de cooperación de acuerdo con las 
condiciones establecidas. 


TITULO HI 
MEDIDAS DE COOPERACION Y 
ASISTENCIA 


Capítulo 1. 
Detención y entrega de personas 


Artículo 48. (Solicitud de Deten- 
ción y Entrega) 


48.1 Si se recibiera de la Corte Penal 
Internacional o de cualquier de sus ór- 
ganos, una solicitud de detención y 
entrega de una persona o de entrega de 
una persona que ya estuviese bajo pri- 
sión preventiva, la Suprema Corte de 
Justicia resolverá expresamente sobre 
la admisibilidad de la solicitud dentro 
del plazo de diez días de su recepción, 
previa vista al Fiscal de Corte, de con- 
formidad con el procedimiento previsto 
en el artículo 42. 


48.2 Si la solicitud reúne los requisi- 
tos formales o sus defectos han sido 
subsanados y no se constata ninguna 
de las situaciones previstas en el artí- 
culo 40 o las mismas han sido resueltas, 
correspondiendo el cumplimiento de la 
medida, la Suprema Corte de Justicia 
librará inmediatamente la orden de de- 
tención de la persona requerida. 


48.3 Dentro de las veinticuatro horas 
de producido el arresto o de haberse 
resuelto procedente la medida si la per- 
sona ya se encontrase privada de liber- 
tad, la Suprema Corte de Justicia, con 
noticia del Fiscal de Corte, realizará una 
audiencia en la que: 


a) Intimará al detenido la designa- 
ción de defensor de su elección, 
bajo apercibimiento de tenérsele 
por designado al de oficio de tur- 
no. 


b) Nombrará un intérprete, si el de- 
tenido no se expresara en idioma 
español. 


c) Informará al detenido sobre los 
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TITULO II 
MEDIDAS DE COOPERACION Y 
ASISTENCIA 


Capítulo 1. 
Detención y entrega de personas 


Artículo 48. (Solicitud de Deten- 
ción y Entrega).- 


48.1 Si se recibiera de la Corte Penal 
Internacional o de cualquiera de sus 
órganos, una solicitud de detención y 
entrega de una persona que ya estuvie- 
se bajo prisión preventiva, la Suprema 
Corte de Justicia resolverá expresamen- 
te sobre la admisibilidad de la solicitud 
dentro del plazo de diez días de su re- 
cepción, previa vista de cuarenta y ocho 
horas al Fiscal de Corte, de conformidad 
con el procedimiento previsto en el ar- 
tículo 42. 


Nota: Se incorpora el plazo sugeri- 
do por la SCJ y el resto sigue igual. 
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TITULO II 
MEDIDAS DE COOPERACION Y 
ASISTENCIA 


Capítulo 1. 
Detención y entrega de personas 


Artículo 48. (Solicitud de Deten- 
ción y Entrega).- 


48.1 Si se recibiera de la Corte Penal 
Internacional o de los órganos habilita- 
dos al efecto, una solicitud de deten- 
ción y entrega de una persona que ya 
estuviese bajo prisión preventiva, la 
Suprema Corte de Justicia resolverá ex- 
presamente sobre la admisibilidad de la 
solicitud dentro del plazo de diez días 
de surecepción, previa vista de cuaren- 
ta y ocho horas al Fiscal de Corte, de 
conformidad con el procedimiento pre- 
visto en el artículo 42. 


48.2 Si la solicitud reúne los requisi- 
tos formales o sus defectos han sido 
subsanados y no se constata ninguna 
de las situaciones previstas en el artí- 
culo 40 o las mismas han sido resueltas, 
correspondiendo el cumplimiento de la 
medida, la Suprema Corte de Justicia 
librará inmediatamente la orden de de- 
tención de la persona requerida. 


48.3 Dentro de las veinticuatro horas 
de producido el arresto o de haberse 
resuelto procedente la medida si la per- 
sona ya se encontrase privada de liber- 
tad, la Suprema Corte de Justicia, con 
noticia del Fiscal de Corte, realizará una 
audiencia en la que: 


a) Intimará al detenido la designa- 
ción de defensor de su elección, 
bajo apercibimiento de tenérsele 
por designado al de oficio de tur- 
no. 


b) Nombrará un intérprete, si el de- 
tenido no se expresara en idioma 
español. 


c) Informará al detenido sobre los 
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motivos de la detención y los 
detalles de la solicitud de entre- 


ga. 


d) Informará al detenido que se le 
presume inocente mientras no se 
pruebe su culpabilidad ante la 
Corte Penal Internacional y que 
no está obligado a declarar con- 
tra sí mismo nia declararse culpa- 
ble, pudiendo guardar silencio 
sin que ello vaya a tenerse en 
cuenta a los efectos de determi- 
nar su culpabilidad o inocencia. 


e) Informará al detenido del proce- 
dimiento de entrega a la Corte 
Penal Internacional previsto en 
la presente ley y el Estatuto de 
Roma. 


f) Dejará constancia de sus mani- 
festaciones respecto del conte- 
nido de la solicitud de entrega, 
las que deberán ser efectuadas 
en presencia del defensor. 


g) Interrogará al detenido, previa 
consulta con su defensor, si de- 
sea prestar conformidad a la en- 
trega, informándole que de así 
hacerlo se pondrá fin al trámite 
judicial. El detenido podrá reser- 
varse la respuesta para más ade- 
lante. 


48.4 Dentro de las cuarenta y ocho 
horas de celebrada la audiencia o luego 
de resueltas las excepciones de cosa 
juzgada o litispendencia si las mismas 
se hubiesen interpuesto (artículo 53), 
se pasarán los autos al Fiscal de Corte, 
quien, dentro de los cinco días siguien- 
tes, se pronunciará sobre la solicitud de 
entrega. Devuelto el expediente, dentro 
de los diez días siguientes la Suprema 
Corte de Justicia dictará sentencia so- 
bre la entrega, que contendrá decisión 
acerca de los puntos contenidos en el 
artículo 59 párrafo 2 del Estatuto de 
Roma. 


48.5 Si la Suprema Corte de Justicia 
comprueba que el proceso no se llevó a 
cabo conforme a derecho o que no se 
respetaron los derechos de la persona, 
sin perjuicio de disponer de oficio las 
investigaciones o denuncias que co- 
rrespondan, lo comunicará al Poder Eje- 
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motivos de la detención y los 
detalles de la solicitud de entre- 


ga. 


d) Informará al detenido que se le 
presume inocente mientras no se 
pruebe su culpabilidad ante la 
Corte Penal Internacional y que 
no está obligado a declarar con- 
tra símismo ni a declararse culpa- 
ble, pudiendo guardar silencio 
sin que ello vaya a tenerse en 
cuenta a los efectos de determi- 
nar su culpabilidad o inocencia. 


e) Informará al detenido del proce- 
dimiento de entrega a la Corte 
Penal Internacional previsto en 
la presente ley y el Estatuto de 
Roma. 


f) Dejará constancia de sus mani- 
festaciones respecto del conte- 
nido de la solicitud de entrega, 
las que deberán ser efectuadas 
en presencia del defensor. 


g) Interrogará al detenido, previa 
consulta con su defensor, si de- 
sea prestar conformidad a la en- 
trega, informándole que de así 
hacerlo se pondrá fin al trámite 
judicial. El detenido podrá reser- 
varse la respuesta para más ade- 
lante. 


48.4 Dentro de las cuarenta y ocho 
horas de celebrada la audiencia o luego 
de resueltas las excepciones de cosa 
juzgada o litispendencia si las mismas 
se hubiesen interpuesto (artículo 53), 
se pasarán los autos al Fiscal de Corte, 
quien, dentro de los cinco días siguien- 
tes, se pronunciará sobre la solicitud de 
entrega. Devuelto el expediente, dentro 
de los diez días siguientes la Suprema 
Corte de Justicia dictará sentencia so- 
bre la entrega, que contendrá decisión 
acerca de los puntos contenidos en el 
artículo 59 párrafo 2 del Estatuto de 
Roma. 


48.5 Si la Suprema Corte de Justicia 
comprueba que el proceso no se llevó a 
cabo conforme a derecho o que no se 
respetaron los derechos de la persona, 
sin perjuicio de disponer de oficio las 
investigaciones o denuncias que co- 
rrespondan, lo comunicará al Poder Eje- 
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cutivo para que éste efectúe las consul- 
tas pertinentes con la Corte Penal Inter- 
nacional. La decisión sobre la entrega 
se aplazará hasta conocer el resultado 
de las consultas con la Corte Penal In- 
ternacional. 


48.6 Si la Suprema Corte de Justicia 
dispusiera la entrega, lo notificará al 
detenido y al Poder Ejecutivo, quien 
comunicará dicha decisión a la Corte 
Penal Internacional y celebrará consul- 
tas con ésta a fin de acordar la fecha y 
condiciones de la entrega, la que se 
efectuará lo antes posible. Cuando se 
efectúe la entrega, se informará a la 
Corte Penal Internacional el tiempo exac- 
to durante el cual la persona estuvo 
privada de libertad. 


48.7 La Corte Penal Internacional co- 
municará al Poder Ejecutivo y éste a la 
Suprema Corte de Justicia, la sentencia 
que hubiera recaído en el enjuiciamien- 
to de toda persona que fuera detenida y 
entregada a la Corte Penal Internacional 
por la República. 


Artículo 49. (Detención de persona 
sospechosa).- 


49.1 Cuando se constate la situación 
prevista en el artículo 4.2, encontrándo- 
se en territorio de la República o en 
lugares sometidos a sujurisdicción una 
persona sospechosa de haber cometido 
un crimen o delito tipificado en el Esta- 
tuto de Roma: 


(a) Se notificará inmediatamente a la 
Corte Penal Internacional, al Es- 
tado en cuyo territorio se sospe- 
cha que la persona ha cometido el 
crimen o delito, al Estado de su 
nacionalidad que se encuentre 
más próximo y, si fuese apátrida, 
al Estado en que habitualmente 
resida. 


(b) Se dará cuenta inmediata a la Su- 
prema Corte de Justicia quien dis- 
pondrá, si las circunstancias lo 
justifican, orden de prisión pre- 
ventiva. 


49.2 Dentro de las veinticuatro horas 
de producido el arresto, la Suprema Corte 
de Justicia, con noticia del Fiscal de 
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cutivo para que éste efectúe las consul- 
tas pertinentes con la Corte Penal Inter- 
nacional. La decisión sobre la entrega 
se aplazará hasta conocer el resultado 
de las consultas con la Corte Penal In- 
ternacional. 


48.6 Si la Suprema Corte de Justicia 
dispusiera la entrega, lo notificará al 
detenido y al Poder Ejecutivo, quien 
comunicará dicha decisión a la Corte 
Penal Internacional y celebrará consul- 
tas con ésta a fin de acordar la fecha y 
condiciones de la entrega, la que se 
efectuará lo antes posible. Cuando se 
efectúe la entrega, se informará a la 
Corte Penal Internacional el tiempo exac- 
to durante el cual la persona estuvo 
privada de libertad. 


48.7 La Corte Penal Internacional co- 
municará al Poder Ejecutivo y éste a la 
Suprema Corte de Justicia, la sentencia 
que hubiera recaído en el enjuiciamien- 
to de toda persona que fuera detenida y 
entregada a la Corte Penal Internacional 
por la República. 
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Corte, realizará una audiencia en la que: 


a) Intimará al detenido la designa- 
ción de defensor de su elección, 
bajo apercibimiento de tenérsele 
por designado al de oficio de tur- 
no. 


b) Nombrará un intérprete, si el de- 
tenido no se expresara en idioma 
español. 


c) Informará que existen motivos 
para creer que ha cometido un 
crimen de competencia de la Cor- 
te Penal Internacional y que se 
procederá a tomarle declaración. 


d) Informará al detenido que se le 
presume inocente mientras no se 
pruebe su culpabilidad y que no 
está obligado a declarar contra sí 
mismo ni a declararse culpable, 
pudiendo guardar silencio sin 
que ello vaya a tenerse en cuenta 
a los efectos de determinar su 
culpabilidad o inocencia. 


e) Informará al detenido sobre el 
procedimiento que se tramita y lo 
establecido en el Estatuto de 
Roma. 


f) Procederá a tomarle declaración 
en presencia del defensor. 


49.3 Finalizada la audiencia, la Supre- 
ma Corte de Justicia podrá disponer que 
la persona continué bajo prisión pre- 
ventiva O adoptar otras medidas 
sustitutivas. Lo actuado en audiencia 
será comunicado al Poder Ejecutivo, 
quien lo notificará a la Corte Penal Inter- 
nacional o a sus Órganos, al Estado en 
cuyo territorio se sospecha que la per- 
sona ha cometido los crímenes o delitos 
y al Estado de su nacionalidad que se 
encuentre más próximo y, si fuese apá- 
trida, al Estado en que habitual- 
mente resida. La persona detenida ten- 
drá facilidades para comunicarse inme- 
diatamente con el representante corres- 
pondiente del Estado de su nacionali- 
dad que se encuentre más próximo 0, si 
se trata de un apátrida, con el represen- 
tante del Estado en que habitualmente 
resida. 


49.4 Si dentro de un plazo de veinte 
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días corridos desde la fecha de comuni- 
cación prevista en el párrafo 1 literal (a), 
no se recibiera de la Corte Penal Inter- 
nacional una solicitud de entrega u otra 
solicitud de asistencia, ni se recibieran 
pedidos de extradición de otros Esta- 
dos, la Suprema Corte de Justicia, con 
noticia del Fiscal de Corte, remitirá las 
actuaciones al Juzgado Letrado compe- 
tente, quien dentro de los diez días co- 
rridos siguientes dispondrá la libertad 
del indagado o, si existiera mérito, la 
iniciación del procedimiento penal. 


49.5 Sila Corte Penal Internacional o 
sus Órganos hubieran solicitado la en- 
trega u otra medida de asistencia, se 
procederá de acuerdo con lo previsto 
en el artículo 42. Si se recibiera solicitu- 
des de extradición de terceros Estados, 
se estará a lo dispuesto en los artículos 
4.4 y 60 en cuanto sean aplicables. 

Artículo 50. (Solicitud de prisión 
preventiva).- 


50.1 Si se recibiera de la Corte Penal 
Internacional o de cualquiera de sus 
órganos, una solicitud de prisión pre- 
ventiva formulada por la Corte Penal 
Internacional de conformidad con el 
artículo 92 del Estatuto de Roma, la 
Suprema Corte de Justicia, con noticia 
al Fiscal de Corte y actuando de acuer- 
do con lo previsto en los artículos 48.1 
y 48.2 de la presente ley, librará inme- 
diatamente la orden de arresto solicita- 
da. 


50.2 Si la solicitud de prisión preven- 
tivase realiza por vía de la Organización 
Internacional de Policía Criminal 
(INTERPOL) u otra organización regio- 
nal competente, ella deberá ser puesta 
en conocimiento de la Suprema Corte de 
Justicia para que se proceda de acuerdo 
con el párrafo precedente. 


50.3 Dentro de las veinticuatro horas 
de producido el arresto, la Suprema Corte 
de Justicia, con noticia del Fiscal de 
Corte, realizará una audiencia en la que: 


a) Intimará al detenido la designa- 
ción de defensor de su elección, 
bajo apercibimiento de tenérsele 
por designado al de oficio de tur- 
no. 


b) Nombrará un intérprete, si el de- 
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Artículo 50. (Solicitud de detención 
provisional).- 


50.1 Sise recibiera de la Corte Penal 
Internacional o los órganos habilitados 
al efecto, una solicitud de detención 
provisional formulada por la Corte Pe- 
nal Internacional de conformidad con el 
artículo 92 del Estatuto de Roma, la 
Suprema Corte de Justicia, con noticia 
al Fiscal de Corte y actuando de acuer- 
do con lo previsto en los artículos 48.1 
y 48.2 de la presente ley, librará inme- 
diatamente la orden de arresto solicita- 
da. 


50.2 Si la solicitud de detención pre- 
ventiva se realiza por vía de la Organi- 
zación Internacional de Policía Criminal 
(INTERPOL) u otra organización regio- 
nal competente, ella deberá ser puesta 
en conocimiento de la Suprema Corte de 
Justicia para que se proceda de acuerdo 
con el párrafo precedente. 


50.3 Dentro de las veinticuatro horas 
de producido el arresto, la Suprema Corte 
de Justicia, con noticia al Fiscal de Cor- 
te, realizará una audiencia en la que: 


a) Intimará al detenido la designa- 
ción de defensor de su elección, 
bajo apercibimiento de tenérsele 
por designado al de oficio de tur- 
no. 


b) Nombrará un intérprete, si el de- 
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tenido no se expresara en idioma 
español. 


c) Informará al detenido sobre los 
motivos de la detención. 


d) Informará al detenido que se le 
presume inocente mientras no se 
pruebe su culpabilidad ante la 
Corte Penal Internacional y que 
no está obligado a declarar con- 
tra sí mismo nia declararse culpa- 
ble, pudiendo guardar silencio 
sin que ello vaya a tenerse en 
cuenta a los efectos de determi- 
nar su culpabilidad o inocencia. 


e) Informará al detenido del proce- 
dimiento de prisión preventiva y 
entrega a la Corte Penal Interna- 
cional previsto en la presente ley 
y en el Estatuto de Roma. 


f) Dejará constancia de sus mani- 
festaciones respecto de la orden 
de preventiva, las que deberán 
ser efectuadas en presencia del 
defensor. 


50.4 Si la solicitud de entrega y los 
documentos que la justifican no es reci- 
bida por el Poder Ejecutivo en el plazo 
de sesenta días contados desde la fe- 
cha de la detención provisional, la per- 
sona detenida quedará en libertad, sin 
perjuicio de lo dispuesto en el artículo 
92 párrafo 4 del Estatuto de Roma. 


Artículo 51. (Excarcelamiento por 
error en la persona requerida).- 


51.1 La Suprema Corte de Justicia dis- 
pondrá la libertad de la persona deteni- 
da en cumplimiento de una solicitud de 
detención y entrega o de prisión pre- 
ventiva, si se comprueba que el deteni- 
do no es la persona reclamada, lo que 
será notificado inmediatamente al Po- 
der Ejecutivo, quien lo comunicará y 
realizará las consultas pertinentes con 
la Corte Penal Internacional. 


512 Laexcarcelación se podrá dispo- 
ner bajo caución u otras medidas 
sustitutivas a la prisión preventiva has- 
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tenido no se expresara en idioma 
español. 


c) Informará al detenido sobre los 
motivos de la detención. 


d) Informará al detenido que se le 
presume inocente mientras no se 
pruebe su culpabilidad ante la 
Corte Penal Internacional y que 
no está obligado a declarar con- 
tra símismo ni a declararse culpa- 
ble, pudiendo guardar silencio 
sin que ello vaya a tenerse en 
cuenta a los efectos determinar 
su culpabilidad o inocencia. 


e) Informará al detenido del proce- 
dimiento de detención provisio- 
nal y entrega a la Corte Penal 
Internacional previsto en la pre- 
sente ley y en el Estatuto de 
Roma. 


f) Dejará constancia de sus mani- 
festaciones respecto de la orden 
de preventiva, las que deberán 
ser efectuadas en presencia del 
defensor. 


50.4 Si la solicitud de entrega y los 
documentos que la justifican no es reci- 
bida por el Poder Ejecutivo en el plazo 
de sesenta días contados desde la fe- 
cha de la detención provisional, se dis- 
pondrá la libertad de la persona deteni- 
da, sin perjuicio de lo dispuesto por el 
artículo 92 párrafo 4 del Estatuto de 
Roma. 
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ta tanto se reciba el resultado de las 
consultas que se celebren con la Corte 
Penal Internacional. 


51.33 La Suprema Corte de Justicia or- 
denará que se procure localizar a la per- 
sona requerida y comprobar si la misma 
se encuentra en territorio del Estado. El 
resultado de dichas investigaciones 
será informado por el Poder Ejecutivo a 
la Corte Penal Internacional. 


Artículo 52. (Secuestro de cosas).- 


52.1 La solicitud de detención y entre- 
ga y, en su caso, de prisión preventiva, 
podrá extenderse al secuestro de obje- 
tos o de documentos que estén en po- 
der de la persona requerida y sean ins- 
trumentos probatorios del delito, ins- 
trumentos del delito o efectos prove- 
nientes de él. 


52.22 La entrega de estos objetos a la 
Corte Penal Internacional será ordena- 
da por la resolución que conceda la 
entrega de la persona, sin perjuicio de 
los derechos de los terceros de buena 
fe. 


Artículo 53. (Impugnación dela so- 
licitud de entrega por cosa juzgada o 
litispendencia).- 


53.1 La persona cuya entrega se soli- 
cita por la Corte Penal Internacional, 
tendrá derecho a impugnar la solicitud 
de entrega oponiendo ante la Suprema 
Corte de Justicia, únicamente, las ex- 
cepciones de cosa juzgada o de 
litispendencia ante un tribunal nacio- 
nal. 


53.2 Lasexcepciones podrán interpo- 
nerse en cualquier momento del trámite, 
hasta las cuarenta y ocho horas siguien- 
tes de celebrada la audiencia prevista 
en el artículo 48.3. 


53.3  Deducida la oposición, la Supre- 
ma Corte de Justicia suspenderá el trá- 
mite de entrega y con noticia al Fiscal de 
Corte, comunicará de inmediato la im- 
pugnación al Poder Ejecutivo, quien 
celebrará consultas con la Corte Penal 
Internacional para determinar, confor- 
me el artículo 89 párrafo 2 del Estatuto 
de Roma, si ha habido una decisión 
sobre la admisibilidad de la causa. 
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53.4 Silacausa ha sido admitida, con- 
tinuará el procedimiento de entrega. Si 
está pendiente la decisión sobre 
admisibilidad, se aplazará el trámite de 
la entrega hasta que la Corte Penal In- 
ternacional adopte una decisión defini- 
tiva. Las resoluciones respectivas se- 
rán notificadas al impugnante. 


Artículo 54. (Solicitud de libertad 
provisional).- 


54.1 El detenido tendrá derecho a pe- 
dir la libertad provisional. En caso de 
que así lo solicite, la Suprema Corte de 
Justicia dará vista al Fiscal de Corte y lo 
notificará de inmediato al Poder Ejecu- 
tivo, quien comunicará a la Corte Penal 
Internacional sobre la solicitud presen- 
tada. 


542 La Suprema Corte de Justicia re- 
solverá sobre el pedido de libertad pro- 
visional considerando la gravedad de 
los presuntos crímenes, la existencia o 
no de circunstancias urgentes y excep- 
cionales que justifiquen la libertad pro- 
visional y la existencia de garantías que 
aseguren el cumplimiento de la obliga- 
ción de entregar la persona requerida a 
la Corte Penal Internacional. A estos 
efectos, tendrá en consideración las re- 
comendaciones que formule la Corte 
Penal Internacional, incluidas las relati- 
vas ala medida para impedir la evasión 
de la persona. 


543 La Suprema Corte de Justicia 
adoptará resolución sobre el pedido de 
libertad provisional, previa opinión del 
Fiscal de Corte, en un plazo de los diez 
días siguientes al día en que recibiera 
las recomendaciones de la Corte Penal 
Interncional y, para el caso en que acce- 
diera a conceder la excarcelación, adop- 
tará todas las medidas sustitutivas a la 
prisión preventiva indispensables para 
asegurar la entrega de la persona a la 
Corte Penal Internacional y remitirá a 
ésta los informes periódicos que re- 
quiera. 


Artículo 55. (Consentimiento de la 
persona detenida).- 


55.1 En cualquier estado del trámite 
de una solicitud de detención y entrega 
o de prisión preventiva, la persona de- 
tenida podrá dar, en presencia de su 
defensor, su consentimiento libre y ex- 
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preso para ser entregada a la Corte Pe- 
nal Internacional. 


55.2 La Suprema Corte de Justicia re- 
solverá sin más trámite y notificará a la 
persona detenida y al Poder Ejecutivo, 
quien comunicará la decisión a la Corte 
Penal Internacional y celebrará consul- 
tas con ésta a fin de acordar la fecha y 
condiciones de la entrega. 


Artículo 56. (Plazo máximo de de- 
tención de persona requerida).- La per- 
sona requerida por la Corte Penal Inter- 
nacional no podrá estar privada de li- 
bertad por un término superior a los 
ciento veinte días. 


Artículo 57. (Solicitud de entrega 
temporal).- 


57.1 Cuando la persona requerida por 
la Corte Penal Internacional esté dete- 
nida en territorio uruguayo, siendo en- 
juiciada o cumpliendo condena por un 
delito diferente por el cual pide su en- 
trega la Corte Penal Internacional, ésta 
podrá solicitar el traslado provisional o 
temporal a su sede, con el fin de proce- 
der asu identificación, declaración tes- 
timonial u otro tipo de asistencia. 


57.2 Si se recibiera de la Corte Penal 
Internacional una solicitud en tal senti- 
do, la Suprema Corte de Justicia proce- 
derá de conformidad con lo previsto en 
el artículo 42 y con noticia del Fiscal de 
Corte, del Poder Ejecutivo, del defensor 
de la persona requerida, del Juez y del 
Fiscal del proceso que se tramita en 
territorio uruguayo, realizará una au- 
diencia en la cual informará al detenido 
sobre la solicitud de entrega temporal y 
lo interrogará, en presencia de su de- 
fensor, si brinda ono el consentimiento 
para el traslado provisional a la Corte 
Penal Internacional. 


57.3 Sila persona brinda su consenti- 
miento, la Suprema Corte de Justicia, 
previa vista al Fiscal de Corte, al Poder 
Ejecutivo, al Juez y al Fiscal del proceso 
que se tramita en territorio uruguayo, 
resolverá en un plazo de diez días sobre 
las condiciones a que estará sujeto el 
traslado temporal, notificándolo a los 
órganos mencionados y al detenido. 


57.4 El Poder Ejecutivo comunicará y 
acordará en consulta con la Corte Penal 
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Internacional, las condiciones para el 
traslado temporal que hubiese resuelto 
la Suprema Corte de Justicia. 


57.5 Si la persona no brinda su con- 
sentimiento, no se procederá al traslado 
temporal. La Suprema Corte de Justicia 
lo informará al Poder Ejecutivo, quien lo 
comunicará inmediatamente a la Corte 
Penal Internacional. 


Artículo 58. (Solicitud de orden de 
comparecencia).- 


58.1 Sise recibiera de la Corte Penal 
Internacional una orden de compare- 
cencia de una persona en los términos 
del artículo 58 párrafo 7 del Estatuto de 
Roma, como alternativa a una solicitud 
de detención, la Suprema Corte de Jus- 
ticia procederá de conformidad con lo 
previsto en el artículo 42 de esta ley y 
con noticia al Fiscal de Corte: 


(a) Adoptará de inmediato todas las 
medidas necesarias alternativas 
a la prisión preventiva para ase- 
gurar la ejecución de la orden de 
comparecencia a la Corte Penal 
Internacional, como, porejemplo: 
imponer la obligación de no aban- 
donar el país realizando las co- 
municaciones pertinentes; la obli- 
gación de permanecer dentro de 
determinados límites territoriales; 
la obligación de presentarse pe- 
riódicamente a una Seccional 
Policial o cualquier otra medida 
que se estime adecuada, sin per- 
juicio de las que recomienda la 
Corte Penal Internacional. No se 
adoptará ninguna medida alter- 
nativa a la prisión preventiva, 
cuando la orden de comparecen- 
cia ala Corte Penal Internacional 
disponga expresamente que és- 
tas no serán necesarias. 


(b) Citará a la persona a una audien- 
cia que se celebrará dentro de las 
cuarenta y ocho horas siguien- 
tes, indicando que deberá com- 
parecer acompañada de defensor 
de su elección bajo apercibimien- 
to de tenerlo por designado al 
defensor de oficio de turno. La 
citación se efectuará de confor- 
midad con lo dispuesto en los 
artículos 66.2 y 66.3. 
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(c) Si la persona citada a la audiencia 


58.2. 


no compareciera o no hubiera po- 
dido ser ubicada, se librará orden 
de arresto con noticia al Fiscal de 
Corte. El Poder Ejecutivo lo co- 
municará de inmediato a la Corte 
Penal Internacional. Arrestada la 
persona, se procederá a tomarle 
audiencia dentro de las veinti- 
cuatro horas siguientes. 


En la audiencia, la Suprema Corte 


de Justicia procederá a: 


(a) Designarle defensor de oficio si 


no estuviese presente su defen- 
sor. 


(b) Nombrar un intérprete, si la per- 


sona no se expresara en idioma 
español. 


(c) Notificarle personalmente la or- 


den de comparecencia a la Corte 
Penal Internacional y las medi- 
das dispuestas si las hubiere. 


(d) Informar que se le presume ino- 


cente mientras no se pruebe su 
culpabilidad ante la Corte Penal 
Internacional y que no está obli- 
gada a declarar contra sí misma ni 
a declararse culpable, pudiendo 
guardar silencio sin que ello vaya 
a tenerse en cuenta a los efectos 
de determinar su culpabilidad o 
inocencia; 


(e) Informar del procedimiento de 


(5 


58.3 


comparecencia a la Corte Penal 
Internacional previsto en la pre- 
sente ley y en el Estatuto de 
Roma. 


Se dejará constancia de sus ma- 
nifestaciones respecto de la or- 
den de comparecencia, las que 
deberán ser efectuadas en pre- 
sencia del defensor. 


La Suprema Corte de Justicia in- 


formará al Poder Ejecutivo sobre el cum- 
plimiento de la notificación de la orden 
de comparecencia y las medidas adop- 
tadas si las hubiere. El Poder Ejecutivo 
lo comunicará a la Corte Penal Interna- 
cional, quien podrá realizar las reco- 
mendaciones y observaciones que en- 
tienda del caso, las cuales serán espe- 
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cialmente tenidas en cuenta por la Su- 
prema Corte de Justicia. 


Artículo 59. (Solicitud de dispensa 
del principio de especialidad).- 


59.1 Si la Corte Penal Internacional 
solicita la dispensa del principio de es- 
pecialidad previsto en el artículo 101 
párrafo 1 del Estatuto de Roma, por 
haber confirmado contra una persona 
que hubiese sido entregada por el Esta- 
do a la Corte Penal Internacional, la 
existencia de nuevos cargos por críme- 
nes bajo su jurisdicción en función de 
hechos diferentes de los que funda- 
mentaron la solicitud de entrega y ante- 
riores a ésta, la Suprema Corte de Justi- 
claresolverá de acuerdo con el procedi- 
miento previsto en el artículo 42, sin 
perjuicio de lo dispuesto en el párrafo 
siguiente. 

59.2 Sienrelación con los hechos por 
los cuales se formulan nuevos cargos y 
se fundamenta la dispensa, existieran 
investigaciones o actuaciones judicia- 
les en curso en la jurisdicción nacional 
u otras que pudieran ser interferidas, la 
Suprema Corte de Justicia informará de 
las mismas a la Corte Penal Internacio- 
nal, poniéndolas a su disposición y re- 
mitiendo los antecedentes que se 
solicitaren, pero no podrá negar la dis- 
pensa al amparo de lo previsto en el 
artículo 40 literal c numeral 3 (artículo 94 
del Estatuto de Roma). La resolución se 
notificará al Poder Ejecutivo, quien la 
comunicará a la Corte Penal Internacio- 
nal. 


Artículo 60. (Solicitudes Concu- 
rrentes).- 


60.1 Si se reciben solicitudes concu- 
rrentes de entrega a la Corte Penal Inter- 
nacional y de extradición por terceros 
Estados, se notificará inmediatamente a 
la Corte Penal Internacional y al Estado 
requirente, remitiendo las actuaciones 
a la Suprema Corte de Justicia, quien 
resolverá, en el plazo de quince días con 
noticia del Fiscal de Corte y del Poder 
Ejecutivo, cuál de las solicitudes tiene 
prioridad tomando en consideración lo 
dispuesto en el artículo 90 del Estatuto 
de Roma. La resolución se notificará al 
Poder Ejecutivo, quien la comunicará a 
la Corte Penal Internacional y al Estado 
requirente. 
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rrentes).- 
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Artículo 60. (Solicitudes Concu- 
rrentes).- 


60.1 Si se reciben solicitudes concu- 
rrentes de entrega a la Corte Penal Inter- 
nacional y de extradición por terceros 
Estados, se notificará inmediatamente a 
la Corte Penal Internacional y al Estado 
requirente, remitiendo las actuaciones 
ala Suprema Corte Justicia, quien resol- 
verá, en el plazo de quince días con 
noticia del Fiscal de Corte y del Poder 
Ejecutivo, cuál de las solicitudes tiene 
prioridad tomando en consideración lo 
dispuesto en el artículo 90 del Estatuto 
de Roma. La resolución se notificará al 
Poder Ejecutivo, quien la comunicará a 
la Corte Penal Internacional y al Estado 
requirente. 
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60.2 Si estuviese pendiente la resolu- 
ción sobre admisibilidad de la causa 
ante la Corte Penal Internacional, el trá- 
mite se suspenderá hasta conocer la 
resolución de la Corte Penal Internacio- 
nal sobre admisibilidad de la causa. 


60.3 Si la Suprema Corte de Justicia 
resuelve que tiene prioridad la extradi- 
ción, con noticia del Fiscal de Corte y 
del Poder Ejecutivo, derivará las actua- 
ciones al Juzgado competente para 
substanciar el trámite de extradición. Si 
substanciado el proceso de extradición 
la misma se hubiese denegado, la deci- 
sión se comunicará a la Corte Penal 
Internacional. 


Artículo 61. (Imposibilidad de loca- 
lizar a la persona requerida).- Si la 
persona requerida no pudiese ser loca- 
lizada pese alos intentos realizados o si 
en la investigación se hubiera determi- 
nado que la persona no es la indicada en 
la solicitud de la Corte Penal Internacio- 
nal, la Suprema Corte de Justicia lo in- 
formará al Poder Ejecutivo, quien efec- 
tuará las consultas pertinentes con la 
Corte Penal Internacional. 


Artículo 62. (Autorización en trán- 
sito de persona detenida).- 


62.1 El Poder Ejecutivo, con noticia a 
la Suprema Corte de Justicia, autorizará 
el tránsito por el territorio uruguayo de 
cualquier persona que se encuentre 
detenida a disposición de la Corte Penal 
Internacional, para ser transportada de 
un país a otro, cuando reciba de la Corte 
Penal Internacional una solicitud de au- 
torización de tránsito de conformidad 
con lo previsto en el artículo 89 párrafo 
3 del Estatuto de Roma. 


62.2 Durante el tránsito se adoptarán 
todas las medidas necesarias para ga- 
rantizar los derechos de la persona trans- 
portada, a quien, si no se expresara en 
idioma español, sele asignará un intér- 
prete. 


62.3 No será necesaria la solicitud de 
autorización y se permitirá el tránsito 
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60.2  Siestuviese pendiente la resolu- 
ción sobre admisibilidad de la causa 
ante la Corte Penal Internacional, el trá- 
mite se suspenderá hasta conocer la 
resolución de la Corte Penal Internacio- 
nal sobre admisibilidad de la causa. 


60.3 Si la Suprema Corte de Justicia 
resuelve que tiene prioridad la extradi- 
ción, con noticia del Fiscal de Corte y 
del Poder Ejecutivo, derivará las actua- 
ciones al Juzgado competente para 
substanciar el trámite de extradición. Si 
substanciado el proceso de extradición 
la misma se hubiese denegado, la deci- 
sión se comunicará a la Corte Penal 
Internacional, quedando el requerido a 
disposición de la Suprema Corte de Jus- 
ticia y ala espera de la ratificación de 
la requisitoria por un plazo máximo de 
60 días (artículo 50.4). 
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por el territorio uruguayo, cuando la 
persona sea transportada por vía aérea 
y no se prevea que deba aterrizar. Para 
el caso en que se produzca un aterrizaje 
imprevisto, la persona será detenida y 
se informará de inmediato de esta situa- 
ción a la Suprema Corte de Justicia y a 
la Corte Penal Internacional, solicitán- 
dole a esta última la remisión de la soli- 
citud de autorización de tránsito co- 
rrespondiente, de conformidad con lo 
previsto en el artículo 89 párrafo 3 del 
Estatuto de Roma. 


62.4 La persona transportada perma- 
necerá detenida hasta tanto se reciba la 
solicitud de autorización de tránsito. 


62.5  Silasolicitud de autorización de 
tránsito no se recibiera antes de las 
noventa y seis horas, la persona será 
puesta en libertad, lo cual se informará 
a la Suprema Corte de Justicia y a la 
Corte Penal Internacional. Ello no 
obstará a que se produzca un pedido de 
detención y entrega o un pedido de 
prisión preventiva ulterior. 


62.6 Silasolicitud de autorización de 
tránsito fuera recibida dentro de las no- 
venta y seis horas, se prolongará la deten- 
ción de la persona hasta tanto continúe su 
transporte sin demora de la forma dis- 
puesta por la Corte Penal Internacional. 


Capítulo 2 
Otras medidas de cooperación y 
Asistencia 


Artículo 63. (Otras solicitudes de 
cooperación).- 


63.1  Sise recibiera de la Corte Penal 
Internacional cualquier otro tipo de 
solicitud de asistencia o cooperación al 
amparo de lo previsto en el Art. 93 pá- 
rrafo 1 del Estatuto de Roma, la Suprema 
Corte de Justicia procederá de acuerdo 
con lo establecido en el artículo 42 de la 
presente ley. 


63.2 El diligenciamiento de las medi- 
das requeridas se ajustará a los proce- 
dimientos del ordenamiento jurídico 
interno. 
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Artículo 64. (Divulgación e infor- 
mación de documentos confidenciales 
proporcionados por Terceros o en po- 
der de otros Estados).- 


64.1 Si la medida de asistencia o co- 
operación solicitada por la Corte Penal 
Internacional implicara la divulgación 
de informaciones o documentos que le 
fueron divulgados al Uruguay por otro 
Estado, una organización interguber- 
namental o una organización interna- 
cional a título confidencial, se deberá 
recabar el consentimiento expreso del 
autor. Se considerará confidencial todo 
documento o información que hubiese 
sido calificado expresamente como tal 
por su autor al momento de entregarlo. 


64.2  Siapesar del consentimiento del 
autor o previo a recabar el mismo, el 
Poder Ejecutivo entendiera que la di- 
vulgación afectaría intereses de la se- 
guridad nacional, podrá proceder de 
acuerdo con lo previsto en el artículo 
45. 


64.3 El consentimiento al autor del 
documento se solicitará por el Poder 
Ejecutivo, y para el caso en que no se 
fuese otorgado en un plazo razonable, 
con noticia a la Suprema Corte de Justi- 
cia, se comunicará este hecho a la Corte 
Penal Internacional de conformidad con 
lo previsto en el artículo 73 del Estatuto 
de Roma. 


64.4 Si se plantearan dudas sobre el 
carácter de confidencialidad, será com- 
petencia exclusiva de la Suprema Corte 
de Justicia resolverlo conforme al pro- 
cedimiento establecido en el artículo 
42. 


Artículo 65. (Entrega de documen- 
tación oinformación confidencial para 
reunir nuevas pruebas).- 


El Poder Ejecutivo estará habilitado, 
con noticia ala Suprema Corte de Justi- 
cia, a entregar al Fiscal de la Corte Penal 
Internacional, documentos o informa- 
ción confidencial, con la condición de 
que mantengan su carácter confiden- 
cial y que únicamente puedan ser utili- 
zados para reunir nuevas pruebas, de 
conformidad con lo previsto por el ar- 
tículo 93 párrafo 8 literal b del Estatuto 
de Roma. 
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Artículo 66. (Citaciones a testigos 
o peritos). 


66.1 Cuando serecibiera un pedido de 
citación para que una persona compa- 
rezca a la Corte Penal Internacional en 
carácter de testigo o perito, se dispon- 
drá todas las medidas de protección y 
salvaguarda al amparo de lo previsto en 
el artículo 35. 


66.2 Las notificaciones O citaciones 
deberán ser recibidas en forma personal 
por su destinatario, hecho del que se 
dejará constancia en el acto de la noti- 
ficación, hubiera o no el destinatario 
procedido a acusar recibo de la misma. 


66.3  Lasnotificaciones serán efectua- 
das por cualquier medio idóneo que ha- 
bilite la Suprema Corte de Justicia, 
quien, asimismo, podrá cometer su 
diligenciamiento al órgano jurisdiccio- 
nal que determine, en función del lugar 
donde se domicilie la persona que deba 
ser citada o notificada. 


66.4 Sila persona que deba ser notifi- 
cada o citada no se expresara en idioma 
español, se le proporcionará un traduc- 
tor en cuya presencia se practicará la 
diligencia. 


66.5 Seinformaráal destinatario de la 
notificación, en cuanto fuese citado 
como testigo o se presuma su calidad de 
víctima, de la existencia de la Depen- 
dencia Víctimas y Testigos de la Corte 
Penal Internacional y de los derechos 
que le asisten de conformidad con lo 
dispuesto en el Estatuto de Roma y las 
Reglas de Procedimiento y Prueba de la 
Corte Penal Internacional. Se garantiza- 
rá y procurará la comunicación directa y 
confidencial de la persona, con la De- 
pendencia Víctimas y Testigos de la 
Corte Penal Internacional. 


Artículo 67. (Solicitud para inte- 
rrogar a persona sospechosa).- 


67.1 Cuando serecibiera un pedido de 
tomar declaración a una persona que se 
sospecha cometió un delito de la com- 
petencia de la Corte Penal Internacio- 
nal, sin que hubiese mediado orden de 
comparecencia, detención o entrega, la 
Suprema Corte de Justicia procederá de 
conformidad con lo previsto en el ar- 
tículo 58.1 convocando a audiencia. 


CAMARA DE SENADORES 


SIN MODIFICACIONES 


SINMODIFICACIONES 


C.S.-153 


154-C.S. 


67.2  Enla audiencia, la Suprema Corte 
de Justicia procederá a: 


a) Designarle defensor de oficio si 
no estuviese presente su defen- 
sor. 


b) Nombrar un intérprete y facilitar- 
le las traducciones que sean ne- 
cesarias para su defensa. 


c) Informar a la persona de que exis- 
ten motivos para creer que ha 
cometido un crimen de compe- 
tencia de la Corte Penal Interna- 
cional y que se procederá a to- 
marle declaración. 


d) Informar que se le presume ino- 
cente mientras no se pruebe su 
culpabilidad ante la Corte Penal 
Internacional y que no está obli- 
gada a declarar contra sí misma ni 
a declarase culpable, pudiendo 
guardar silencio sin que ello vaya 
a tenerse en cuenta a los efectos 
de determinar su culpabilidad o 
inocencia. 


e) Interrogar a la persona en pre- 
sencia de su defensor conforme 
lo hubiera dispuesto la Corte Pe- 
nal Internacional o sus órganos. 


67.3 Finalizada la audiencia, la perso- 
na quedará en libertad, sin perjuicio de 
las medidas alternativas a la prisión pre- 
ventiva que podrá adoptar la Suprema 
Corte de Justicia hasta por un plazo 
máximo de veinte días, estándose a lo 
que disponga la Corte Penal Internacio- 
nal. 


67.4 La Suprema Corte de Justicia in- 
formará al Poder Ejecutivo sobre el cum- 
plimiento del interrogatorio y las medi- 
das adoptadas si las hubiere. El Poder 
Ejecutivo lo comunicará a la Corte Penal 
Internacional, quien podrá realizar las 
recomendaciones y observaciones que 
entienda del caso, las cuales serán es- 
pecialmente tenidas en cuenta por la 
Suprema Corte de Justicia. 
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Artículo 68. (Declaraciones testi- 
moniales o interrogatorios en territo- 
rio del Estado).- 


68.1 Las declaraciones de testigos que 
por solicitud de la Corte Penal Internacio- 
nal deban ser recabadas en territorio del 
Estado, se sujetarán a lo que hubiesen 
dispuesto para el caso la Corte Penal In- 
ternacional y serán recibidas en audiencia 
ante la Suprema Corte de Justicia o ante el 
órgano jurisdiccional que ésta disponga. 


68.2 Los testigos tendrán derecho a 
declarar en presencia de su abogado, lo 
que se hará saber en la citación corres- 
pondiente. La Suprema Corte de Justi- 
cia autorizará a estar presentes y parti- 
cipar en el interrogatorio de testigos o 
de personas sospechosas (artículo 67) 
a la Fiscalía de la Corte Penal Interna- 
cional y al abogado defensor. 


68.3 Los dichos del testigo o de cual- 
quier persona interrogada en audiencia 
serán consignados en acta escrita, la cual 
deberá recoger en forma textual la declara- 
ción efectuada. Sin perjuicio, la audiencia 
será íntegramente grabada en audio y vi- 
deo, quedando su custodia a resguardo 
de la Suprema Corte de Justicia y a dispo- 
sición de la Corte Penal Internacional. 


68.4 Si la persona no hablara español 
se le asignará un traductor público y el 
acta consignará la traducción del intér- 
prete, sin perjuicio del registro grabado 
de la declaración en su idioma original. 


Artículo 69. (Autorización al Fis- 
cal para realizar diligencias en terri- 
torio uruguayo).- La Suprema Corte de 
Justicia, sin perjuicio de proceder confor- 
me alo previsto en el artículo 42, autoriza- 
rá al Fiscal de la Corte Penal Internacional 
a ejecutar directamente en territorio uru- 
guayo y sin la presencia de autoridades 
competentes, una solicitud de asistencia 
que no requiera medidas coercitivas en 
los supuestos contemplados en el artícu- 
lo 99 párrafo 4 del Estatuto de Roma. 


Artículo 70. (Presentación de testi- 
gos voluntarios).- 


70.1 Cualquier persona tendrá dere- 
cho a presentarse ante las oficinas de la 
Suprema Corte de Justicia y solicitar 
audiencia confidencial invocando la 
presente norma, si conviniera a suinte- 
rés comparecer voluntariamente a la 
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Corte Penal Internacional ofreciéndose 
en calidad de testigo en relación con 
hechos que estén siendo enjuiciados 
por ésta o investigados por la Fiscalía 
de la Corte Penal Internacional. 


70.2 La Suprema Corte de Justicia dis- 
pondrá lo pertinente para atender a la 
persona por funcionario idóneo y de 
forma que se garantice reserva sobre 
sus dichos, identidad y domicilio, sin 
perjuicio de estar facultada a adoptar 
las medidas de salvaguarda que estime 
pertinentes al amparo de lo previsto en 
el artículo 35.2. 


70.3  Seleinformará a la persona de la 
existencia de la Dependencia Víctimas y 
Testigos de la Corte Penal Internacio- 
nal y de los derechos que le asisten de 
conformidad con lo dispuesto en el Es- 
tatuto de Roma y a las Reglas de Proce- 
dimiento y Prueba de la Corte Penal 
Internacional. Se garantizará y procura- 
rá la comunicación directa y confiden- 
cial de la persona con la Dependencia 
Víctimas y Testigos de la Corte Penal 
Internacional. 


70.4 Seinterrogará ala persona si está 
dispuesta a comparecer voluntariamen- 
te ante la Sede de la Corte Penal Interna- 
cional y si tiene medios para hacerlo por 
su propia cuenta. 


70.5 Si por las circunstancias que la 
persona invoca, ésta quisiera adelantar 
su declaración y formularla en forma 
urgente ante la Suprema Corte de Justi- 
cia, se le informará que no se garantiza 
que sus dichos vayan a tener valor pro- 
batorio conforme al Estatuto de Roma, 
sin perjuicio de asegurarle que serán 
puestos en conocimiento de la Corte 
Penal Internacional o de sus órganos. 
La Suprema Corte de Justicia recibirá la 
declaración de conformidad con lo dis- 
puesto en los artículos 68.3 y 68.4. 


70.6 La Suprema Corte de Justicia in- 
formará sobre la comparecencia volun- 
taria de la persona al Poder Ejecutivo, 
quien lo comunicará inmediatamente a 
la Corte Penal Internacional. Si la perso- 
na hubiese manifestado querer brindar 
testimonio o comparecer ante la Sede de 
la Corte Penal Internacional y no tuvie- 
se medios para trasladarse, se informará 
esta circunstancia a la Corte Penal In- 
ternacional y se procurará, en consulta 
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con ésta, que se le tome declaración en 
territorio del Estado o se faciliten los 
medios para su traslado. 


Capítulo 3 
Cooperación en ejecución de 
Sentencias 


Artículo 71. (Ejecución de Penas de 
Prisión adoptadas por la Corte Penal 
Internacional).- 


71.1 El Estado uruguayo acepta, de 
conformidad con lo dispuesto por el 
artículo 103 párrafo 1 literal a del Esta- 
tuto de Roma, tomar a su cargo la ejecu- 
ción de una pena definitiva de privación 
de libertad de una persona condenada 
por la Corte Penal Internacional, siem- 
pre y cuando: 


(a) Se trate de un ciudadano urugua- 
yo. 


(b) El tiempo de condena no exceda 
al máximo previsto de tiempo de 
condena por el orden jurídico 
nacional. 


71.2 La ejecución de las penas priva- 
tivas de libertad será competencia del 
Poder Ejecutivo y se regirá por lo esta- 
blecido en los artículos 103 a 111 del 
Estatuto de Roma y por las disposicio- 
nes del orden jurídico nacional en lo 
pertinente. 


Artículo 72. (Ejecución de otras pe- 
nas adoptadas por la Corte Penal Inter- 
nacional).- 


72.1 Si la Corte Penal Internacional 
dictara una sentencia o resolución, de- 
finitiva o cautelar, por la que se dispu- 
siera una multa, decomiso o reparación, 
que debieran ejecutarse en territorio 
uruguayo, se dará cumplimiento a la 
misma sin modificar su alcance y sin 
procedimiento de exequátur. 


72.2 La Suprema Corte de Justicia dis- 
pondrá que la ejecución se tramite ante 
el órgano jurisdiccional competente que 
correspondiera. 


72.3 En ningún caso se afectarán los 
derechos de los terceros de buena fe. 
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TITULOIV 
PROPOSICION DE CANDIDATOS 


Artículo 73. (Ejercicio del derecho 
a proponer candidatos).- El Estado uru- 
guayo podrá ejercer el derecho que le 
confiere el Estatuto de Roma a proponer 
candidatos, cuando la Asamblea de los 
Estados Partes, fuese convocada para 
la elección de magistrados de la Corte 
Penal Internacional o de la Fiscalía de la 
Corte Penal Internacional. 


Artículo 74. (Requisitos para ser 
candidato).- El candidato a la elección 
de magistrados de la Corte Penal Inter- 
nacional o de la Fiscalía, deberá reunir 
las condiciones previstas en el artículo 
235 de la Constitución de la República y 
en el artículo 36 párrafo 3 del Estatuto 
de Roma. 


Artículo 75. (Designación de candi- 
datos).- 


75.1 Se designará un solo candidato 
para el cargo vacante de que se trate por 
la Asamblea General especialmente con- 
vocada al efecto, por mayoría simple de 
votos. Si resultara que más de un candi- 
dato propuesto superase la mayoría de 
votos exigida, se nominará como candi- 
dato aquel que hubiese obtenido mayor 
número. 


75.2 Podrán proponer candidatos a la 
Asamblea General: el Poder Ejecutivo, 
el Poder Judicial, la Cámara de Senado- 
res, la Cámara de Representantes, las 
Universidades, el Colegio de Aboga- 
dos del Uruguay y cualquier organiza- 
ción no gubernamental con personería 
jurídica cuyo objeto fuese la promo- 
ción, defensa y estudio de los derechos 
humanos. 
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TITULO V 
DISPOSICION TRANSITORIA 


Artículo 76. (Comunicación a la 
Corte Penal Internacional).- El Poder 
Ejecutivo, dentro de los diez días de la 
entrada en vigencia de la presente ley, 
comunicará a la Corte Penal Internacio- 
nal: 


(a) la sanción de la presente ley; 


(b) la aceptación por el Estado uru- 
guayo, al amparo de lo previsto 
en el artículo 103.1 del Estatuto 
de Roma, de ejecutar penas pri- 
vativas de libertad bajo las con- 
diciones establecidas en el ar- 
tículo 71 de la presente ley. 


Artículo 77. (Codificación de Crí- 
menes Internacionales).- El Poder Eje- 
cutivo dispondrá, dentro de los ciento 
ochenta días de entrada en vigencia de 
la presente ley, la formación de una 
comisión de juristas que tendrá como 
cometido la elaboración de un proyecto 
de “Código de Crímenes y Delitos Inter- 
nacionales”. 
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SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el proyecto de ley. 
(Se lee) 
- En discusión general. 


Tiene la palabra la Miembro Informante, señora Senado- 
ra Percovich. 


SEÑORA PERCOVICH.- Señor Presidente: en el ámbito 
del Derecho Internacional de los Derechos Humanos y del 
Derecho Humanitario, se han desarrollado una serie de 
instrumentos jurídicos cuyo objetivo es prohibir y prevenir 
la comisión de crímenes que remueven permanentemente la 
conciencia de la humanidad. Estos pactos, convenciones y 
tratados, consagran mayoritariamente derechos, o bien 
establecen conductas consideradas especialmente graves. 


El anhelo de contar con una instancia jurisdiccional de 
carácter permanente y destinada a sancionar aquellos crí- 
menes considerados como los más horrendos y atroces de 
y para la humanidad, es relativamente reciente, y sus avan- 
ces y retrocesos han estado regidos por los escenarios 
internacionales que, a momentos, congelaron la posibilidad 
de crear un Tribunal Penal Internacional. 


Así, en una primera etapa, es el impacto de la Segunda 
Guerra Mundial y de las atrocidades que allí se cometieron, 
las que impulsan la creación por parte de las Fuerzas Alia- 
das de los Tribunales Internacionales de Núremberg y del 
Lejano Oriente. A partir de entonces, tanto en el Derecho 
Internacional de los Derechos Humanos como desde el 
Derecho Humanitario, se inicia un proceso de 
internacionalización de la justicia, que marcaría el itinerario 
de una evolución de la conciencia humana, que llevaría a la 
aprobación del Estatuto de Roma durante la Conferencia 
Diplomática de Plenipotenciarios de 1998 y a su posterior 
entrada en vigencia el 1” de julio del año 2002. 


Desde los Tribunales Penales Internacionales ad-hoc 
para la ex Yugoeslavia y Ruanda de 1993 y 1995, respectiva- 
mente creados por las Naciones Unidas, a las acciones de 
corte ético - político como el Tribunal Internacional para 
juzgar los crímenes de guerra cometidos contra las “Muje- 
res de Solaz” en el año 2000, los de la sanación “Gacaca” 
en Ruanda, las sociedades van buscando formas de superar 
el daño y el sufrimiento, combinando la justicia que sancio- 
na a quienes cometen dichos crímenes, con la necesidad de 
reparar a las víctimas. 


La creación de la Corte Penal Internacional es, quizás, 
uno de los más grandes logros que avizora el nuevo siglo, 
en un mundo globalizado en lo comercial, en las comunica- 
ciones y en la co-responsabilidad del mantenimiento de la 
paz y de la autodeterminación de los pueblos. No estamos 
ajenos a lo que se está votando en el día de hoy. 


El Preámbulo del Estatuto de Roma dice así: 
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“Los Estados Partes en el presente Estatuto, conscien- 
tes de que todos los pueblos están unidos por estrechos 
lazos y sus culturas configuran un patrimonio común y, 
observando con preocupación que este delicado mosaico 
puede romperse en cualquier momento; 


Teniendo presente que, en este siglo, millones de niños, 
mujeres y hombres han sido víctimas de atrocidades que 
desafían la imaginación y conmueven profundamente la 
conciencia de la humanidad, reconociendo que esos graves 
crímenes constituyen una amenaza para la paz, la seguridad 
y el bienestar de la humanidad; 


Afirmando que los crímenes más graves de trascenden- 
cia para la comunidad internacional en su conjunto no 
deben quedar sin castigo y que, a tal fin, hay que adoptar 
medidas en el plano nacional e intensificar la cooperación 
internacional para asegurar que sean efectivamente some- 
tidos a la acción de la justicia; 


Decididos a poner fin a la impunidad de los autores de 
esos crímenes y contribuir así a la prevención de nuevos 
crímenes, recordando que es deber de todo Estado ejercer 
su jurisdicción penal contra los responsables de crímenes 
internacionales; 


Reafirmando los Principios y Propósitos de la Carta de 
las Naciones Unidas y, en particular, que los Estados se 
abstendrán de recurrir a la amenaza o al uso de la fuerza 
contra la integridad territorial o la independencia política de 
cualquier Estado o en cualquier otra forma incompatible con 
los propósitos de las Naciones Unidas; 


Destacando, en este contexto, que nada de lo dispuesto 
en el presente Estatuto deberá entenderse en el sentido de 
que autorice a un Estado Parte a intervenir en una situación 
de conflicto armado o en los asuntos internos de otro 
Estado; 


Decididos, a los efectos de la consecución de esos fines 
y en interés de las generaciones presentes y futuras, a 
establecer una Corte Penal Internacional de carácter perma- 
nente, independiente y vinculada con el sistema de las 
Naciones Unidas, que tenga competencia sobre los críme- 
nes más graves de trascendencia para la comunidad inter- 
nacional en su conjunto, destacando que la Corte Penal 
Internacional establecida en virtud del presente Estatuto, 
será complementaria de las jurisdicciones penales naciona- 
les; 


Decididos a garantizar que la Justicia internacional sea 
respetada y puesta en práctica en forma duradera, han 
convenido lo siguiente: 


Artículo 1%.- “Se instituye por el presente, una Corte 
Penal Internacional. La Corte será una institución perma- 
nente, estará facultada para ejercer su jurisdicción sobre 
personas respecto de los crímenes más graves de trascen- 
dencia internacional de conformidad con el presente Esta- 
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tuto y tendrá carácter complementario de las jurisdicciones 
penales nacionales. La competencia y el funcionamiento de 
la Corte se regirán por las disposiciones del presente Esta- 
tuto.” 


El Estatuto de Roma fue firmado por el Gobierno urugua- 
yo. Tuvimos, como siempre, gente en la génesis de este 
Estatuto. Lo firmamos el 19 de diciembre de 2000 y lo 
aprobamos por la Ley N* 17.510 de 27 de junio de 2002. Sin 
embargo, todavía no se ha implementado en el orden jurídi- 
co interno, por lo que resulta indispensable establecer la 
normatividad adecuada para el juzgamiento de los crímenes 
establecidos en el Estatuto de Roma y la efectiva coopera- 
ción con la Corte Penal Internacional. 


Encontramos numerosos antecedentes de este proyecto 
en diversas propuestas que oportunamente se formularan 
en relación con algunos de los aspectos que aquí se abor- 
dan: desde aquella presentada por el Colegio de Abogados 
del Uruguay, las contenidas en los proyectos de ley 
pormenorizadamente analizados por la Comisión de Dere- 
chos Humanos de la Cámara de Representantes en el año 
2000, las efectuadas por organizaciones e instituciones de 
derechos humanos y, finalmente, la articulada en el proyec- 
to de ley sobre implementación del Estatuto de Roma que 
aprobara el Senado de la República en la pasada Legislatura 
y que fuera enviada por el anterior Gobierno. Si bien el 
proyecto que presentamos en este momento tiene algunas 
diferencias con esta última, no es menos cierto que compar- 
te la imperiosa necesidad de adecuar la normativa jurídica 
a las exigencias impuestas por la dinámica evolución del 
Derecho Internacional. 


El texto propuesto se estructura en tres sectores. La 
Parte I comprende los Principios Generales. La Parte II 
tipifica el Crimen de Genocidio (Título 1), los Crímenes de 
Lesa Humanidad (Título IT), los Crímenes de Guerra (Título 
III), Delitos contra la Administración de Justicia por la Corte 
Penal Internacional y Delitos Especiales (Título IV). 


La Parte III regula la cooperación y asistencia con la 
Corte Penal Internacional en Disposiciones Generales de 
Cooperación (Título 1). En el Título II se establecen los 
Procedimientos Generales, las Oposiciones e 
Impugnaciones; en el Título III se determinan las Medidas 
de Cooperación y Asistencia; en el Título IV se proponen 
los candidatos, y en el Título V figuran las Disposiciones 
Transitorias. 


En los Principios Generales, el Estatuto de la Corte Penal 
Internacional emplea el término “crimen” para nominar, en 
consonancia con el Derecho y la práctica internacional más 
avanzada, los delitos de máxima gravedad que constituyen 
una afrenta a la humanidad y son competencia de la Corte 
Penal Internacional. Por su parte, reserva el uso de la 
palabra “delito” para las conductas que atentan contra la 
administración de Justicia de dicho organismo. 


Nuestro Derecho positivo no contiene distinciones de 
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tipo, ni de denominación entre crímenes y delitos; única- 
mente diferencia entre “delitos” y “faltas” en el artículo 2* 
del Código Penal. Por lo tanto, considerando la incorpora- 
ción de las nuevas figuras penales que se pretende, el 
artículo 2* del proyecto sugiere modificar el artículo 2* del 
Código Penal con la finalidad de brindar coherencia al 
ordenamiento jurídico positivo, proponiendo la división de 
los delitos en tres tipos: crímenes, delitos y faltas. Allí 
hemos modificado la redacción original para incorporar las 
sugerencias de algunas de las connotadas opiniones que 
hemos recabado, como la del doctor Cairoli. 


El proyecto establece como principio general el derecho 
y deber del Estado de juzgar los crímenes internacionales 
tipificados como tales por el Derecho Internacional y, espe- 
cialmente, los enumerados en el artículo 2 del Estatuto de 
Roma. Serán de aplicación al respecto, los principios gene- 
rales del Derecho Penal nacional, los especialmente conte- 
nidos en la ley y los enunciados en el Estatuto de Roma. 
Cabe agregar que este tema está contenido en el artículo 3* 
del proyecto de ley que estamos poniendo a consideración 
del Senado. 


El artículo 17 del Estatuto de Roma se desarrolla sobre 
la base del principio de complementariedad, por el cual el 
juzgamiento de los crímenes internacionales es competen- 
cia primaria de los Estados y la jurisdicción de la Corte Penal 
Internacional sólo se aplica cuando la persecución penal en 
el ámbito nacional tiene impedimentos fácticos o jurídicos. 


La obligación jurídica de perseguir y juzgar alos respon- 
sables de graves violaciones a los Derechos Humanos no se 
agota ni limita a lo previsto en el Estatuto de Roma, sino que, 
en cumplimiento de otros compromisos internacionales, 
nuestro país tiene la obligación de perseguir también otras 
conductas violatorias del Derecho Internacional que hemos 
suscrito. 


Tengamos presente que, de acuerdo con el numeral 2 del 
artículo 5” de la Convención contra la Tortura y Otros 
Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes, adop- 
tada por la Asamblea General de las Naciones Unidas en 
diciembre de 1984, firmada por Uruguay y aprobada por la 
Ley N* 15.798 de 1985, el Estado tiene la obligación de tomar 
las medidas necesarias para establecer jurisdicción cuando 
el presunto delincuente se encuentre en nuestro territorio; 
asimismo, y conforme al artículo 6” de esta Convención que 
estaba citando, si luego de examinar la información dispo- 
nible se considera que las circunstancias lo justifican, tiene 
la obligación de detener a la persona por el período que sea 
necesario, a fin de permitir la iniciación del proceso o la 
extradición. En igual sentido se redactó el artículo 12 de la 
Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la 
Tortura, adoptada por la OEA en diciembre de 1985 -firmada 
por Uruguay y aprobada por la Ley N” 16.294 en 1992- y el 
artículo IV de la Convención Interamericana sobre Desapa- 
rición Forzada de Personas adoptada por la OEA en junio de 
1994, firmada por Uruguay y aprobada por la Ley N* 16.724 
de 1995. 
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En consideración a la obligación jurídica que emana del 
Derecho Internacional para los tipos penales que se tipifican 
en este proyecto, el artículo 4”, en su numeral 2, consagra 
la obligación de proceder contra toda persona sospechada 
que se encontrare en territorio del Estado o en lugares 
sometidos a su jurisdicción, aunque el supuesto crimen o 
delito no mantenga conexión con Uruguay. 


El principio de jurisdicción universal no es totalmente 
novedoso para la legislación nacional, ya que por el artículo 
10, numeral 7 del Código Penal, la ley uruguaya puede ser 
aplicada a delitos cometidos en el extranjero -cito textual- 
mente- “en virtud de disposiciones especiales de orden 
interno o de convenios internacionales”. El artículo 32 de 
la Ley N* 17.016 de 1998 -Ley inicial de Estupefacientes- y 
el artículo 29 de la Ley N* 17.060, Ley Anticorrupción, 
también de 1998, son detectados como antecedentes lega- 
les relativamente recientes sobre la aplicación de lajurisdic- 
ción nacional para los delitos cometidos en el extranjero. 


En concordancia con los fundamentos mencionados, el 
proyecto legisla en los artículos 4.2, 4.3 y 5 procedimientos 
primarios cuando el crimen no guarde conexión con Uru- 
guay, y establece los casos en los cuales ésta no se ejercerá: 
la solicitud de entrega por la Corte Penal Internacional o de 
extradición por el Estado competente. Concretamente esto 
está establecido en el artículo 4.4. 


En el artículo 6” de este proyecto que estamos acercando 
al Pleno para su consideración, que viene con la aprobación 
unánime de la Comisión de Constitución y Legislación, se 
establece la improcedencia del asilo y del refugio a quien 
hubiera participado de cualquier manera -autores, coautores 
o cómplices- en la comisión de delitos que se tipifican o de 
delitos conexos vinculados a los mismos. La Convención 
sobre el Estatuto de los Refugiados adoptada por las Nacio- 
nes Unidas en 1951, en el literal f) de su artículo 1* señala 
que los autores de delitos de lesa humanidad, delitos graves 
y actos contrarios a las finalidades y a los principios de las 
Naciones Unidas, no están amparados por el derecho a 
refugio. Asimismo, la Declaración sobre el Asilo Territorial 
adoptada por la Asamblea General de las Naciones Unidas 
en 1967, por resolución N* 2312, contiene en su artículo 1? 
una norma similar. 


En su artículo 7” el proyecto consagra también la 
imprescriptibilidad de los crímenes y delitos que se propone 
legislar, tomando como referencia, además de la gravedad 
de los delitos como elemento determinante, lo dispuesto en 
la Convención sobre Imprescriptibilidad de Crímenes de 
Guerra y Lesa Humanidad, que fuera adoptada por la Asam- 
blea General de las Naciones Unidas, por resolución N*2391 
de 26 de noviembre de 1968, que fuera aprobada por Uru- 
guay por la Ley N* 17.347 de 5 de junio de 2001, así como el 
artículo 29 del Estatuto de Roma y el artículo VIII de la 
Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de 
Personas. 


Como puede observarse, señor Presidente, para la ela- 
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boración de este proyecto de ley nos hemos basado en casi 
todos los instrumentos internacionales que el país ha rati- 
ficado. De modo que, esta normativa lo que hace es traer a 
la legislación nacional muchos de estos principios que 
están dispersos en la legislación de las distintas Conven- 
ciones, Tratados e instrumentos internacionales que el país 
ha ratificado. 


SEÑOR ABREU.- ¿Me permite una interrupción, señora 
Senadora? 


SEÑORA PERCOVICH.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR ABREU.- Seguramente, la discusión particular 
tenga otro tipo de orientación, pero me gustaría hacer una 
mención al artículo 7, que tuvo un abordaje importante en 
la Comisión, sobre todo en lo que respecta al alcance de la 
redacción original que establecía la imprescriptibilidad de 
los crímenes y delitos -que, ahora, se denominan “críme- 
nes”-, que terminaba diciendo “cualquiera sea la fecha en 
que se hayan cometido”. 


A ese respecto, escuchamos varias opiniones, incluso 
de catedráticos de Derecho Penal, que se refirieron al prin- 
cipio de la retroactividad o de la irretroactividad de la Ley 
Penal. Aun tratándose de estos delitos, que son de clara 
condena y repudio social, jurídico y político, el Derecho 
Penal es uno solo. Como el Derecho Penal tiene como 
principio la irretroactividad, hicimos una mención para que 
la imprescriptibilidad fuera para el futuro y no tuviera 
influencia sobre el pasado de modo tal que pudiera modifi- 
car ese principio que es parte también de la naturaleza 
ontológica del Derecho Penal. Ese criterio fue recibido y 
compartido en la Comisión. 


Por lo tanto, el artículo 7 contiene la declaración de 
imprescriptibilidad de los crímenes, pero se suprime la 
expresión que habla de “cualquiera sea la fecha que se 
hayan cometido”. 


Esto es parte del consenso que se logró en la Comisión 
debido, justamente, al intercambio de ideas que tuvimos 
entre todos los Senadores. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar la señora Sena- 
dora Percovich. 


SEÑORA PERCOVICH.- Comparto lo expresado porel 
señor Senador Abreu y creo que en la Comisión se realiza- 
ron aportes muy interesantes y ricos, que mejoraron noto- 
riamente el texto del proyecto de ley. 
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Continuando con la presentación del articulado de este 
proyecto, puedo decir que el artículo 10 especifica el prin- 
cipio general contenido en el artículo 3* del Código Penal y 
establece un régimen de responsabilidad jerárquica sin 
distingos entre militares y civiles. 


Por su parte, el artículo 11, establece que los crímenes 
que se tipifican no serán considerados delitos militares y 
quedará excluida la jurisdicción militar para su juzgamiento. 
Se toma como referencia el artículo 9” de la Convención 
Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas. 


En el artículo 13.1 y en relación con las víctimas -su 
consideración es uno de los aportes importantes del Esta- 
tuto de Roma y se hace extensible a sus familiares y al 
denunciante- se consagra el derecho de solicitar al Juez 
competente el reexamen del caso cuando se hubiera dis- 
puesto el archivo de los antecedentes por falta de mérito 
para procesaro si transcurridos sesenta días de la denuncia 
aún continúa la etapa de la instrucción. 


En otro numeral del mismo artículo se establece la interven- 
ción del fiscal subrogante cuando la petición se formula por 
haberse dispuesto el archivo de los antecedentes por falta 
de mérito para procesar. Asimismo, se faculta a la víctima 
para solicitar información o proponer probanzas, previén- 
dose la adopción de medidas adecuadas para salvaguardar 
su protección. 


Se establece la obligación del Estado de reparar 
integralmente a las víctimas de los crímenes y delitos 
tipificados en los Títulos I aIlI de la Parte II de este proyecto 
de ley que se cometan en territorio del Estado o que se 
cometan en el extranjero por agentes del Estado o por 
quienes sin serlo hubiesen contado con la autorización, 
apoyo o aquiescencia de agentes del Estado (artículo 14). 
La referencia es al artículo 91 del Protocolo I Adicional a los 
Convenios de Ginebra de 1949, aplicable a conflictos arma- 
dos internacionales. 


Sin perjuicio de las circunstancias agravantes previstas 
en el Código Penal, el proyecto sugiere incorporar para los 
crímenes y delitos de que se trata, como una circunstancia 
agravante especial, el hecho de que el crimen o delito se 
cometa respecto de niños, adolescentes, mujeres embaraza- 
das, personas con limitaciones en su salud física o mental 
a causa de su edad o enfermedad o de cualquier otra causa; 
o grupos familiares. Esto se detalla en el artículo 15. 


Se trata de otorgar especial y expresa relevancia a la 
vulnerabilidad de la víctima como circunstancia agravante, 
sin perjuicio de que en los hechos, existirá en la mayoría de 
los casos concurrencia con los agravantes de alevosía y 
abuso de fuerza previstos en el artículo 47, numerales 1 y 6 
del Código Penal. Creo que esta consideración de la vulne- 
rabilidad y de la diversidad de las víctimas es uno de los 
hallazgos importantes del Estatuto de Roma, pues se incor- 
poran a la legislación internacional a través de esa triste 
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historia que señalaba al principio. En ese sentido, han 
concurrido a los distintos tribunales internacionales las 
víctimas de genocidio, abuso, de embarazo forzado o de 
impedimento de nacimiento de niños, en donde, la vulnera- 
bilidad de niños, niñas, adolescentes y mujeres se está 
considerando especialmente. 


En el artículo 16 del Título I de la Parte Il de este proyecto 
de ley, se tipifica el genocidio que, sin duda, puede ser 
considerado el crimen internacional más grave, en cuanto 
implica la realización de actos destinados a destruir a un 
grupo determinado, debiendo entenderse por destrucción, 
no solamente el exterminio físico o biológico sino la adop- 
ción de medidas que tiendan a aniquilar los elementos de 
identidad que hacen a la esencia del grupo. 


La Convención para la Prevención y la Sanción del 
Delito de Genocidio, obliga a los Estados a adoptar las 
medidas legislativas necesarias para asegurar la aplicación 
de sus disposiciones y especialmente establecer sanciones 
penales eficaces para castigar a las personas culpables de 
genocidio. El Uruguay ratificó dicha Convención por la Ley 
N* 13.482 de 30 de junio de 1966, pero jamás incorporó el 
crimen del genocidio al Derecho interno. 


La tipificación de la figura en nuestro orden jurídico es 
un imperativo del Derecho Internacional por las obligacio- 
nes que dimanan del Derecho Internacional general y de la 
propia Convención. En esta instancia, como ya señalára- 
mos, tenemos la oportunidad histórica, no solamente de 
saldar una omisión de décadas, sino de implementar en el 
tipo delictivo los avances del Derecho Internacional de los 
Derechos Humanos. 


En el artículo 16 se incorpora como actos que pudieran 
causar genocidio la tortura, la desaparición forzada, la 
privación de libertad, la agresión sexual, el embarazo forzo- 
so, el sometimiento a tratos inhumanos o degradantes, las 
privaciones de recursos indispensables para la superviven- 
cia, el causar una perturbación grave de salud, la expul- 
sión sistemática de los hogares, el traslado forzoso -no 
solamente de niños, sino también de adultos- o condiciones 
de existencia que puedan impedir el género de vida del 


grupo. 


A estos efectos, se tomaron en cuenta las referencias 
sostenidas en el instrumento “Elementos de los Crímenes”, 
considerando incluso la figura del genocidio sobre la que 
han legislado algunos países donde se hace referencia a 
alguno de estos actos. A esos efectos, citamos el artículo 
138 del Código Penal de Bolivia, el artículo 149 bis del CPF 
México y especialmente el artículo 606 del Código Penal de 
España. 


Finalmente, en el artículo 17 se propone tipificar la 
instigación al genocidio como delito autónomo del previsto 
en el artículo 147 del Código Penal, en cumplimiento de lo 
dispuesto en el artículo 3 literal c de la Convención. 
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El proyecto propone la tipificación de los Crímenes de 
Lesa Humanidad en la Parte Il, Título Il, Capítulos 1 y 2, 
artículos 18 425. 


Los crímenes de lesa humanidad contemplados en el 
artículo 7” del Estatuto de Roma, serán tipificados en nues- 
tro derecho por la técnica de la remisión en el artículo 19 de 
este proyecto de ley. El Estatuto de Roma los sistematiza de 
forma adecuada en un solo instrumento, con la trascenden- 
cia histórica que esto implica. 


Serán crímenes de lesa humanidad, en la medida que “se 
cometan como parte de un ataque generalizado o sistemá- 
tico contra una población civil y con conocimiento de dicho 
ataque”, los siguientes actos: a) Asesinato; b) Exterminio; 
c) Esclavitud; d) Deportación o traslado forzoso de pobla- 
ción; e) Encarcelación u otra privación grave de la libertad 
física en violación de normas fundamentales de derecho 
internacional; f) Tortura; g) Violación, esclavitud sexual, 
prostitución forzada, embarazo forzado, esterilización for- 
zada o cualquier otra forma de violencia sexual de gravedad 
comparable; h) Persecución de un grupo o colectividad con 
identidad propia fundada en motivos políticos, raciales, 
nacionales, étnicos, culturales, religiosos, de género u 
otros motivos universalmente reconocidos como inacepta- 
bles con arreglo al Derecho Internacional, en conexión con 
cualquier acto mencionado como elemento de estos críme- 
nes o con cualquier crimen de la competencia de la Corte 
Penal Internacional; 1) Desaparición forzada de personas; j) 
El crimen de apartheid; y k) Otros actos inhumanos de 
carácter similar que causen intencionalmente grandes sufri- 
mientos o atenten gravemente contra la integridad física o 
la salud mental o física. 


Es muy importante detenernos en las características que 
deben reunir estos actos para poder calificar como crímenes 
contra la humanidad: carácter sistemático (actos basados 
en un padrón regular, no necesariamente como política de 
Estado) o carácter general (actos a gran escala o de magni- 
tud extraordinaria); dirigidos contra la población civil y con 
conocimiento de dicho ataque (lo que implica que el autor 
deba tener un conocimiento general de que no actúa aisla- 
damente). Comprende tanto actos en tiempo de paz como en 
tiempo de guerra y no distingue sobre la calidad del autor. 


Si alguna de las conductas mencionadas no forman parte 
de un ataque generalizado o sistemático, no categorizan 
como “crimen de lesa humanidad” en los términos del 
Estatuto de Roma y quedarían excluidas de la jurisdicción 
de la Corte Penal Internacional. Es indudable que son 
exigencias elevadas y la competencia de la Corte Penal 
Internacional se vislumbra limitada. 


En los artículos 21 y 22 se legisla la desaparición forzada 
de personas y la tortura como delitos autónomos en cumpli- 
miento de obligaciones internacionales contraídas por el 
Uruguay. Precisamente, al igual que lo sucedido con el 
crimen de genocidio, el Uruguay ratificó las Convenciones, 
pero está en omisión al no haber incorporado los supuestos 
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delictivos a la legislación interna. La tipificación de estos 
delitos es una obligación que se impone por el derecho 
internacional y su represión no puede quedar limitada, 
únicamente, para cuando se verifiquen prácticas sistemáti- 
cas o generalidad. 


Para el caso de la Tortura, la “Convención contra la 
Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanas o 
Degradantes”, adoptada por la Asamblea General de Nacio- 
nal Unidas en su resolución 39/46, de 10 de diciembre de 
1984, firmada por Uruguay y aprobada por Ley 15.798 de 17 
de diciembre de 1985 y la “Convención Interamericana para 
prevenir y sancionar la Tortura”, adoptada por la OEA el 6 
de diciembre de 1985, firmada por Uruguay y aprobada por 
Ley 16.294 de agosto de 1992, obligan a perseguir penalmente 
los actos de tortura. La descripción del tipo otorga relevan- 
cia al acto de tortura cometido contra una persona privada 
de libertad o bajo custodia o control, conforme se dispone 
por los instrumentos internacionales mencionados, con 
una especial referencia a los actos contemplados en el 
artículo 291 del Código Penal. Asimismo, la “Convención 
Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas”, 
adoptada por la OEA el 9 de junio de 1994, firmada por 
Uruguay y aprobada por la Ley N* 16.724 de 1? de noviembre 
de 1995, obliga en igual sentido a castigar el delito de 
desaparición forzada en nuestro orden jurídico. De acuerdo 
con lo dispuesto en dicha Convención y con la “Declara- 
ción sobre la protección de todas las personas contra las 
desapariciones forzadas”, aprobada por la Asamblea Gene- 
ral de las Naciones Unidas en su resolución N* 47/133 de 18 
de diciembre de 1992, se tipifica en nuestro Derecho Posi- 
tivo, finalmente, el delito de desaparición forzada de perso- 
nas, independientemente de que existan prácticas sistemá- 
ticas o generalidad. 


Se otorga relevancia como elementos fundamentales a la 
privación de libertad de una persona y la negativa a informar 
sobre su suerte o paradero, cometidas por agentes del 
Estado o con su autorización, apoyo o aquiescencia. Expre- 
samente, en el artículo 21.2 del proyecto y para alejar 
cualquier duda interpretativa, se reproduce el artículo III, 
inciso primero “in fine” de la Convención que preceptúa: 
“Dicho delito será considerado como continuado o perma- 
nente, mientras no se establezca el destino o paradero de la 
víctima.” Debo decir que se tomó la sugerencia del doctor 
Cairoli en el sentido de optar por el adjetivo “permanente”. 


El Homicidio Político otorga relevancia jurídica al hecho 
de dar muerte a una persona por un agente del Estado o con 
su autorización, apoyo o aquiescencia, en virtud de las 
actividades u opiniones políticas, sindicales, religiosas, 
culturales, de género, sindical, religiosa, o por la pertenen- 
cia a un grupo social o con identidad propia fundada en 
motivos de género. La privación grave de libertad otorga 
relevancia jurídica especial al hecho de ser cometida por un 
agente del Estado o con su autorización, apoyo o aquies- 
cencia; la agresión sexual a la persona detenida otorga 
relevancia jurídica especial al hecho de que la agresión 
sexual -cualquiera sea- se cometa contra una persona priva- 
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da de libertad, por un agente del Estado o con su autoriza- 
ción, apoyo o aquiescencia. 


Tengamos presente, en relación con los actos de violen- 
cia contra la mujer -esto es muy importante- y con la defi- 
nición de agresión sexual, que la Convención Interamericana 
para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la 
Mujer, adoptada por la Organización de los Estados Ame- 
ricanos, en 1994, y aprobada por nuestro Parlamento por la 
Ley N* 16.735, de diciembre de 1995, impone a los Estados 
la obligación jurídica de adoptar medidas en su legislación 
para prevenir, erradicar y penar la violencia contra la mujer, 
especialmente cuando involucra a funcionarios o agentes 
del Estado -artículo 7, literales a) y c) de la mencionada 
Convención-, en concordancia con la Convención sobre 
Eliminación de Todas las Formas de Discriminación Contra 
la Mujer, adoptada por la Asamblea General de las Naciones 
Unidas, en 1979, y aprobada por el Decreto-Ley N* 15.164, 
de 1981. 


Por primera vez y en forma explícita el Estatuto de Roma 
incorpora en los instrumentos internacionales la libertad 
sexual de las mujeres como un bien jurídico, escasamente 
considerado en las legislaciones internas. Con este marco 
de referencia internacional, se hace imprescindible un cam- 
bio en nuestra obsoleta legislación penal, que debe 
reconceptualizar los tipos penales que hacen a las conduc- 
tas sexuales de las personas. 


Finalmente, se tipifica el delito de asociación para come- 
ter genocidio, crímenes de lesa humanidad o crímenes de 
guerra, otorgándole una mayor pena que la prevista en el 
artículo 150 del Código Penal. Se trata de reprimir conductas 
de extrema gravedad que se realizan al amparo del poder 
estatal, contra las personas que el mismo Estado debe 
proteger en sus más elementales derechos a la vida y 
seguridad. 


Los crímenes de guerra se consagran en el Título III de 
la Parte II, concretamente en el artículo 26, que tiene una 
cantidad de numerales. Aquí se han tomado todas las 
Convenciones y Tratados que tienen que ver con el Dere- 
cho Humanitario, con el derecho de protección en situacio- 
nes de guerra, debido a que Uruguay está muy atrasado en 
actualizar su legislación o en ratificarla. En los distintos 
numerales del artículo 26 se define una cantidad de figuras 
que incriminan casi todos los crímenes de guerra de los 
Convenios de Ginebra, que faltan en nuestra legislación. El 
Código Militar nuestro tipifica algunos delitos... 


SEÑOR PRESIDENTE.- Perdone, señora Senadora, por 
interrumpir suexposición, pero quien habla necesitaría que 
alguien ocupara momentáneamente la Presidencia. Como no 
se encuentran en Sala los suplentes, habría que designar un 
Presidente ad-hoc, que podría ser el señor Senador Nicolini. 


Si no hay inconveniente, se va a votar. 


(Se vota:) 
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- 18en29. Afirmativa. 
Puede continuar la señora Senadora Percovich. 


SEÑORA PERCOVICH.- Estábamos diciendo que el artí- 
culo 26 tipifica una serie de situaciones en los crímenes de 
guerra que Uruguay, por ser un país de paz, no lo ha hecho. 
Sin embargo, hoy en este mundo globalizado, no estaría de 
más tenerlas tipificadas en nuestra legislación y tomar toda 
la legislación internacional, debido a que nuestro país está 
muy atrasado en lo que respecta a su ratificación. 


(Ocupa la Presidencia el señor Senador Leonardo 
Nicolini.) 


- El Código Penal Militar tipifica algunos delitos que 
contemplan situaciones similares a las conductas previstas 
en el Estatuto de Roma. Por ejemplo, el artículo 58 del 
Código Penal Militar, en su numeral 8, habla de la violación 
de las prerrogativas del prisionero de guerra; el numeral 12 
se refiere al ataque injustificado a hospitales; y el 22, al uso 
indebido de distintivos, pero no lo hace previendo el con- 
texto de un plan o política a gran escala, tal como lo preceptúa 
el Estatuto de Roma para calificar las conductas como 
crímenes de guerra. En tal sentido, la legislación uruguaya 
carece de previsiones y de normas con igual contenido 
típico que las previstas en el Estatuto de Roma. 


Por su parte, Uruguay ha suscrito y ratificado los Con- 
venios de Ginebra de 1949, aprobados por la Ley N* 13.683 
de 1968 y sus protocolos adicionales, por la Ley N* 15.764 
de 1985, así como otros instrumentos relacionados. Conse- 
cuentemente, es una obligación jurídica para el Uruguay 
incorporar asu legislación nacional las medidas adecuadas 
para perseguir penalmente a los infractores del Derecho 
Internacional Humanitario. Vuelvo a decir, señor Presiden- 
te, que en el contexto internacional en el que vivimos y 
teniendo en cuenta la participación que Uruguay tiene de 
colaboración con las Naciones Unidas en las Misiones de 
Paz, no es menos importante tener tipificadas algunas de 
estas previsiones como crímenes de guerra. 


En función de lo expuesto y con el objetivo de establecer 
en el Derecho Interno una represión más extensa e integral 
de las infracciones al Derecho Internacional Humanitario, 
entendemos indispensable proponer en el proyecto, no 
solamente la tipificación de los crímenes de guerra previs- 
tos en el Estatuto de Roma, sino equiparar en dicha catego- 
ría las demás conductas prohibidas por el Derecho Interna- 
cional Humanitario que están ausentes en el Estatuto de 
Roma. 


En el artículo 26 del proyecto se toman como referencia 
para la implementación: el Estatuto de Roma, los Convenios 
de Ginebra de 1949 y los protocolos adicionales 1 y Il, el 
protocolo facultativo de la Convención sobre los Derechos 
del Niño -relativo a la participación de niños en conflictos 
armados-, los protocolos que tienen que ver con el uso de 
determinadas armas y métodos de guerra -que no los leo 


166-C.S. 


porque son muchos-, así como la Convención para la Pro- 
tección de los Bienes Culturales en caso de conflictos 
armados. Debo decir que también estamos en falta con la 
ratificación de algunas de estas Convenciones que tienen 
que ver con la protección de los bienes culturales en caso 
de conflictos armados. A su vez, los numerales 1 a 34 del 
artículo 26 contemplan las conductas descritas en el artícu- 
lo 8 del Estatuto de Roma manteniéndose, en lo posible, la 
redacción original, salvo en las adaptaciones indispensa- 
bles para su aplicación a conflictos armados internos e 
internacionales, como recién mencionamos. 


Otros delitos y su prevención se establecen en el Título 
IV de la Parte II, que incorpora los delitos contra la adminis- 
tración de Justicia por la Corte Penal Internacional -en el 
artículo 27- en función de la obligación contraída de acuer- 
do con el artículo 70 del Estatuto de Roma, y se procede a 
la tipificación por la técnica de la remisión, fijándose la 
pena. En este caso no existe ninguna disimilitud entre la ley 
nacional y el Estatuto de Roma. 


En el Título V de la Parte II se propone la tipificación de 
dos delitos especiales: en el artículo 28, el lavado de activos 
y financiación de los crímenes de genocidio, de lesa huma- 
nidad y de guerra y, en el artículo 29, la apología de hechos 
pasados. 


Nuestro orden jurídico tipifica varios delitos relaciona- 
dos con el lavado de activos proveniente de diversas acti- 
vidades delictivas -narcotráfico, terrorismo, tráfico ilícito 
de armas, explosivos, órganos, etcétera-, según lo dispues- 
to en el artículo 8” de la Ley N* 17.835, de 2004, el artículo 
5” de la Ley N* 17.016, de estupefacientes, de 1998, y el 
Decreto-ley N” 14.294, de 1974. 


El proyecto propone que dichos delitos se extiendan al 
caso de bienes, productos o instrumentos provenientes de 
crímenes de genocidio, de lesa humanidad y de guerra. A los 
efectos de mantener un régimen uniforme en la represión de 
estas conductas evitando la superposición normativa, se 
propone sustituir el artículo 8” de la Ley N* 17.835 -que es 
la complementaria de la ley de estupefacientes, la N* 17.016, 
de 2004-, incorporando los nuevos supuestos como ele- 
mentos que configurarían los delitos ya tipificados. 


El Título VI de la Parte Il, en su artículo 30, refiere a la 
prevención. Lo que se incluye aquí es la obligación de 
implementar el Estatuto de Roma y demás Convenios Inter- 
nacionales, obligando a promover la difusión, educación y 
formación en relación con la normativa jurídica nacional e 
internacional que regulan los crímenes internacionales que 
estamos tipificando en este proyecto. 


La cooperación plena con la Corte Penal Internacional 
está propuesta en la Parte III, concretamente, en el artículo 
31 y siguientes. Allí se regula la cooperación y asistencia 
con la Corte en el cumplimiento de lo dispuesto por el 
artículo 86 del Estatuto de Roma, que obliga al Estado Parte 
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a cooperar plenamente en la investigación y enjuiciamiento 
de los crímenes de competencia de aquella. 


Considerando la ausencia de coercibilidad en las inves- 
tigaciones y enjuiciamientos de la Corte Penal Internacio- 
nal, esta requiere necesariamente de la participación y 
colaboración de los Estados. El “principio de cooperación 
plena” debe ser aceptado como pilar fundamental de cual- 
quier sistema de cooperación que se incorpore en el dere- 
cho interno. Tengamos presente que estamos en presencia 
de un órgano judicial internacional permanente, con compe- 
tencia para juzgar los más aberrantes crímenes que conoce 
la historia de la humanidad, para lo cual se necesita la 
participación y colaboración de los Estados. Pero, al mismo 
tiempo, también tengamos presente que el propósito de la 
Corte Penal Internacional es servir de complemento a las 
jurisdicciones penales nacionales. En consecuencia, con- 
forme al Estatuto de Roma, cuando un Estado ha decidido, 
por ejemplo, tomar acción penal respecto de un caso com- 
prendido en el mismo, la Corte Penal Internacional no puede 
intervenir. La potestad de enjuiciamiento de la Corte Penal 
Internacional solamente se ejercita cuando los Estados 
Parte se niegan o no pueden enjuiciar delitos tipificados en 
el Estatuto de Roma. Por esencia del “principio de 
complementariedad” -artículo 17 del Estatuto de Roma-, la 
Corte Penal Internacional no será competente y, por ende, 
no investigará ni enjuiciará cuando un Estado Parte esté 
investigando o enjuiciando el mismo caso. 


Asimismo, y en atención a la naturaleza de crímenes 
frente a los cuales la respuesta fue instalar un órgano 
jurisdiccional internacional permanente, se propone, como 
correlato natural para el orden jurídico interno, que las 
cuestiones que involucren los temas de cooperación con 
dicho organismo sean resueltas por la Suprema Corte de 
Justicia en su calidad de máximo órgano judicial nacional. 
Esto está establecido en el artículo 32 del presente proyec- 
to. 


Si realmente pretendemos afianzar el principio de que 
toda persona que haya cometido un delito, competencia de 
la Corte Penal Internacional, sea juzgada y que deba ser 
investigada sin obstáculo cualquier violación a los dere- 
chos humanos que pudiera constituir un crimen internacio- 
nal, deberíamos ubicarnos en un escenario de “cooperación 
plena” con la Corte Penal Internacional y las eventuales 
causales de oposición deberían ser constatadas, califica- 
das y resueltas únicamente bajo parámetros jurídicos, sin 
apreciación política o discrecionalidad administrativa, tras- 
ladándose su resolución al Poder Judicial en cuanto titular 
de la función jurisdiccional. 


Nuestro ordenamiento jurídico otorga a la Suprema Cor- 
te de Justicia la competencia privativa para entender en el 
juzgamiento de los delitos “sobre el Derecho de Gentes” 
-artículo 239 numeral 19) de nuestra Constitución-, que no 
son otros que los crímenes internacionales contra el dere- 
cho internacional general en terminología antigua. La mis- 
ma norma confiere ala Suprema Corte de Justicia competen- 
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cla exclusiva para juzgar algunos de los casos concretos 
contenidos en las causales de oposición previstas en el 
Estatuto de Roma como, por ejemplo, las causas sobre 
inmunidad de diplomáticos acreditados ante la República o 
las cuestiones relativas a tratados internacionales. 


Por lo tanto, en el artículo 39 del proyecto en conside- 
ración se sugiere que sea la Suprema Corte de Justicia quien 
deba intervenir obligatoriamente en toda solicitud de co- 
operación, requiriéndose resolución previa y favorable de 
aquella para que el Estado pueda solicitar al Fiscal de la 
Corte Penal Internacional que se inhiba en su competencia 
a favor del Estado uruguayo -esto es lo que establece el 
párrafo segundo del artículo 18 del Estatuto de Roma rati- 
ficado por el Uruguay-; para impugnar la competencia de la 
Corte Penal Internacional o la admisibilidad de la causa -ello 
está establecido en los artículos 17 y 19 del Estatuto de 
Roma-; para no dar curso a una solicitud de asistencia o 
cooperación recibida de la Corte Penal Internacional o de 
sus Órganos cuando se entienda que se divulgaría informa- 
ción o documentos que pudieran afectar intereses de la 
seguridad nacional -artículo 72 del Estatuto de Roma-; o se 
contravendría un principio jurídico fundamental de aplica- 
ción general -artículo 93, párrafo tercero del Estatuto de 
Roma-, o porque el cumplimiento inmediato de la solicitud 
de asistencia interferiría con una investigación o enjuicia- 
miento distinto de aquel al que refiere la solicitud. Esto 
también está establecido en el párrafo primero del artículo 
94 del Estatuto de Roma. La resolución sobre la existencia 
o no de dichas causales, será de competencia privativa de 
la Suprema Corte de Justicia. Esto es lo que se establece y 
se propone al Cuerpo votar en este proyecto de ley, concre- 
tamente en el artículo 41. En efecto, se establece un proce- 
dimiento general para todos los trámites de asistencia y 
cooperación, con intervención preceptiva de la Suprema 
Corte de Justicia, durante el cual estará facultada para 
actuar de oficio si constatare cualquiera de las causales de 
oposición o impugnación reseñadas, salvo cuando se trate 
de intereses de la seguridad nacional, en cuyo caso única- 
mente conocerá cuando el Poder Ejecutivo someta dicho 
supuesto a su resolución. Esto se establece en el artículo 
42. 


Se propone también un procedimiento especial ante la 
Suprema Corte de Justicia cuando el Poder Ejecutivo en- 
tienda que se verifica alguna de las causales mencionadas. 
Esto se establece en el artículo 43. Sin perjuicio del mismo, 
el Poder Ejecutivo estará siempre facultado para presentar- 
se ante la Suprema Corte de Justicia en cualquier momento 
del procedimiento general de cooperación, con el fin de 
realizar observaciones o emitir las opiniones que conven- 
gan a su interés. Esto lo establece el artículo 42.10. 


Cuando la Suprema Corte de Justicia resuelva que exis- 
ten causales, de conformidad con el Estatuto de Roma, para 
solicitar al Fiscal de la Corte Penal Internacional que se 
inhiba en su competencia a favor del Estado uruguayo 
(artículo 18, párrafo 2, del Estatuto de Roma), impugnar la 
competencia de la Corte Penal Internacional o impugnar la 
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admisibilidad de la causa (artículos 17 y 19 del Estatuto de 
Roma) o no dar curso a una solicitud de asistencia o coope- 
ración, corresponderá al Poder Ejecutivo proceder ante la 
Corte Penal Internacional de acuerdo con lo resuelto por la 
Suprema Corte de Justicia (artículo 42.8). 


El relacionamiento con la Corte Penal Internacional se 
propone a cargo del Poder Ejecutivo en el artículo 32. 
Tratándose la Corte Penal Internacional de un organismo 
internacional, corresponde que la representación del Esta- 
do sea ejercida a través del Ministerio de Relaciones Exte- 
riores. Asimismo, se dispone la intervención de la Dirección 
de Cooperación Jurídica Internacional del Ministerio de 
Educación y Cultura, como autoridad central en la tramita- 
ción de las solicitudes de cooperación. 


En definitiva, entendemos que los procedimientos pro- 
puestos son plenamente compatibles con el principio fun- 
damental que se pretende afianzar: instalar el “centro de 
gravedad” que hace a la procedencia o no de la coopera- 
ción, bajo parámetros exclusivamente jurídicos y, en conse- 
cuencia, que los conflictos que pudieran suscitarse sean 
dirimidos conforme al Derecho, por la Suprema Corte de 
Justicia en ejercicio de su función jurisdiccional. 


Resuelta la procedencia de la solicitud de asistencia, 
debe procurarse el efectivo cumplimiento de la medida 
sobre la base del principio de “cooperación plena” asegu- 
rando que no existan desvíos ni obstáculos pero, al mismo 
tiempo, respetando de forma integral todos los derechos de 
las personas involucradas, ya sea como sospechosas, víc- 
timas o testigos. 


El principio de cooperación se profundiza al establecer- 
se que no podrá invocarse la inexistencia de procedimien- 
tos en el orden interno, para denegar el cumplimiento de 
solicitudes emanadas de la Corte Penal Internacional (artí- 
culo 31.2) y que no podrá discutirse acerca de la existencia 
de los hechos que la Corte Penal Internacional impute a una 
persona, ni sobre su culpabilidad (artículo 31.3). 


Se entiende de suma importancia consagrar el principio 
de reserva o confidencialidad en relación con todas las 
actuaciones de cooperación, incluidos los procedimientos 
judiciales ante la Suprema Corte de Justicia y la información 
que se trasmita, procese, comunique o custodie al respecto 
(artículo 35.1). Se garantiza la efectividad de la medida de 
asistencia o cooperación, pero además y fundamentalmen- 
te, conjuntamente a la reserva, estimamos necesario legislar 
la obligación de adoptar los medios de protección que sean 
necesarios para salvaguardar los derechos de las víctimas 
y testigos, debiendo estar a las especiales medidas que 
tengan que tomar. 


Prosiguiendo con la tendencia de afianzar el principio de 
“plena cooperación”, proponemos facilitar el accionar de la 
Corte Penal Internacional y de sus órganos, autorizando 
que sesionen en el territorio del Estado o instauren en 
nuestro país una oficina especial, cuando se trate de inves- 
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tigaciones o enjuiciamientos de crímenes cometidos en el 
Uruguay o se encuentren en nuestro territorio personas 
indagadas, testigos o víctimas (artículo 36). 


Con igual fundamento: se reconocen privilegios e inmu- 
nidades para el personal de la Corte Penal Internacional de 
conformidad con lo previsto en el Estatuto de Roma (artícu- 
lo 37); se prevé que la Suprema Corte de Justicia pueda 
autorizar al Fiscal de la Corte Penal Internacional a ejecutar 
directamente en el Uruguay y sin la presencia de las auto- 
ridades competentes, una solicitud de asistencia que no 
requiera medidas coercitivas en los supuestos contempla- 
dos en el artículo 99, párrafo 4, del Estatuto de Roma 
(artículo 69); y se faculta a la Suprema Corte de Justicia para 
autorizar a la Fiscalía de la Corte Penal Internacional y al 
abogado defensor, que estén presentes y participen en los 
interrogatorios o declaraciones testimoniales que se dis- 
pongan en el territorio del Estado (artículo 68.2). 


El “Acuerdo sobre los Privilegios e Inmunidades de la 
Corte Penal Internacional”, aprobado en junio de 2004, está 
de acuerdo con estos principios. 


Me gustaría destacar que todo este capítulo que tiene 
que ver con la competencia de la Suprema Corte de Justicia 
mereció algunas modificaciones propuestas por la propia 
Suprema Corte de Justicia, que fueron incorporadas por 
considerarlas sumamente apropiadas y que han mejorado 
notoriamente la redacción original del proyecto. 


Por otra parte, en el Título II de la Parte II del proyecto 
que regula el Capítulo I, en los últimos artículos, se estable- 
cen los procedimientos de asistencia y cooperación referi- 
dos a la detención y entrega, la detención del sospechoso, 
la prisión preventiva o detención provisional, la entrega 
temporal y la orden de comparecencia con medidas alterna- 
tivas a la prisión preventiva. 


En la extradición, la persona queda a disposición del 
Poder Judicial de un Estado extranjero en el marco de un 
relacionamiento exclusivamente interestatal y de acuerdo 
con procedimientos especiales. La entrega implica “cumplir” 
con el mandamiento de un órgano jurisdiccional con com- 
petencia en el caso y su tramitación por el Derecho interno 
no puede asimilarse a la extradición, debiendo ser un pro- 
ceso más expedito por mandato del propio Estatuto de Roma. 


Se incorpora una previsión especial sobre la dispensa al 
principio de especialidad (artículo 59). 


Más adelante hay una referencia al artículo 101 del 
Estatuto de Roma que consagra el llamado “principio de 
especialidad”, diferente de la que fundamentó el delito por 
el cual se dispuso dicha entrega. 


Otra medida de cooperación y asistencia se estableció 
en el artículo 42 y su diligenciamiento se ajustará a lo 
previsto en el orden jurídico interno (artículo 63.2 del Esta- 
tuto de Roma). 
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Cuando la medida de asistencia implique la divulgación 
de información o documentos confidenciales que le fueron 
divulgados al Uruguay por otro Estado, una organización 
intergubernamental o una organización internacional a títu- 
lo confidencial, deberá recabarse el consentimiento expre- 
so del autor. 


Considerando que el Estatuto de Roma permite a la Corte 
Penal Internacional brindar asistencia alos procedimientos 
nacionales que tienen por objeto el juzgamiento de críme- 
nes de competencia de dicho organismo o de “un crimen 
grave”, según el Derecho interno (artículo 93), proponemos 
incluir, expresamente, que tanto el Poder Judicial como el 
Poder Ejecutivo puedan solicitar medidas de cooperación o 
asistencia a la Corte Penal Internacional. 


Se regula, además, la proposición de candidatos para la 
Corte Penal Internacional y las Disposiciones Transitorias. 


Finalmente, señor Presidente, y pidiendo disculpas por 
la extensión del informe -que nos parecía que ameritaba la 
norma que estamos aprobando-, creemos que el legislativo 
está cumpliendo con varias deudas en el articulado de este 
proyecto de ley: la legislación nacional para varios instru- 
mentos internacionales ratificados por el país y nunca 
incorporados en nuestro orden jurídico interno y la incor- 
poración de la importante legislación de Derecho humani- 
tario que nos pone a tono en un mundo en el que se ha 
avanzado en los compromisos internacionales en tal senti- 
do. 


Agradecemos al Cuerpo la atención prestada. 


27) ASUNTOS ENTRADOS 


SEÑOR PRESIDENTE .- Dese cuenta de un asunto entra- 
do fuera de hora. 


(Se da del siguiente) 


“Los señores Senadores Saravia y Vaillant comunican 
que intercambian sus respectivas titularidades en las Comi- 
siones de Asuntos Laborales y Seguridad Social y de 
Población, Desarrollo e Inclusión. 

TÉNGASE PRESENTE. ” 


28) SOLICITUDES DE LICENCIA 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dese cuenta de una solicitud de 
licencia llegada a la Mesa. 


(Se da de la siguiente:) 


“El señor Senador Heber solicita licencia del día 11 al 
13 del corriente mes.” 


5 de julio de 2006 
- Léase. 
(Selee:) 
SEÑOR SECRETARIO (Arq. Hugo Rodríguez Filippini).- 

“Montevideo, 5 de julio de 2006 


Sr. Rodolfo Nin Novoa 
Presidente 
Cámara de Senadores 


Tenemos el gusto de dirigirnos al señor Presidente con 
el fin de solicitar por razones personales licencia sin goce 
de sueldo, desde el 11 al 13 del corriente. 


Sin otro particular, le saludamos muy atentamente, 


Luis A. Heber. Senador.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sino se hace uso de la palabra, 
se va a votar. 


(Se vota:) 


-16en 16. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


29) MODIFICACION DE HORARIO DE SESION DEL 
SENADO 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase una moción llegada a la 
Mesa. 


(Selee:) 
SEÑOR SECRETARIO (Arq. Hugo Rodríguez Filippini).- 


“Mociono para que la sesión ordinaria del miércoles 
12 del corriente mes comience ala hora 17 y no tenga hora 
previa. La razón de esta moción se debe a la concurrencia 
del equipo económico a las Comisiones integradas de 
Presupuesto y Hacienda para presentar la Rendición de 
Cuentas. En el caso de que por alguna causa el equipo 
económico no pudiera concurrir, la sesión sería en su 
horario habitual”. Firma la señora Senadora Lucía 
Topolansky. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se vaa votar la moción presen- 
tada. 


(Se vota:) 


-17en 18. Afirmativa. 


CAMARA DE SENADORES 
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30) CORTE PENAL INTERNACIONAL (ESTATUTO DE 
ROMA) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Continúa la consideración del 
proyecto de ley por el que se establecen normas para 
efectivizar la cooperación con la Corte Penal Internacional 
en la lucha contra el genocidio, los crímenes de lesa huma- 
nidad y crímenes de guerra. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar en general 
el proyecto de ley. 


(Se vota:) 
- 19en 19. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
En discusión particular. 


Teniendo en cuenta que se trata de 76 artículos, la Mesa 
sugiere el desglose de aquellos que presenten discrepan- 
cias o motivos especiales de intervención, mientras que el 
resto se puede votar en bloque. 


SEÑOR MICHELINI.- Ya que no se proponen desgloses, 
formulo moción en el sentido de que se suprima la lectura de 
los artículos y se voten en bloque. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sino se hace uso de la palabra, 
se van a votar en bloque los artículos que van del 1* al 76, 
suprimiendo su lectura. 


(Se vota:) 
- 19en 19. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Ha quedado aprobado el proyecto de ley, que se comu- 
nicará a la Cámara de Representantes. 


(No se publica el texto del proyecto de ley aprobado por 
ser igual al considerado.) 


SEÑOR RUBIO.- Pido la palabra para fundar el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR RUBIO.- Señor Presidente: simplemente quiero 
felicitar a los miembros de la Comisión, porque se ha apro- 
bado en este órgano la legislación más importante en mate- 
ria de derechos humanos desde la restauración democrática 
hasta la época actual. 


SEÑOR BARAIBAR.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


170-C.S. 


SEÑOR BARAIBAR.- En el mismo sentido en que lo ha 
hecho el señor Senador Rubio, quiero felicitar a todos los 
miembros de la Comisión. Además, quiero mencionar espe- 
cialmente el informe de la señora Senadora Percovich, que 
ha sido realmente exhaustivo, pormenorizado y de gran 
valor técnico, por lo que merece ser destacado en forma 
particular. 


SEÑOR MICHELINI.- Apoyado. 


31) EDICION DE LAS OBRAS DEL DOCTOR ARTURO 
ARDAO 


SEÑOR PRESIDENTE.- Corresponde que el Senado pase 
a considerar el asunto que figura en sexto lugar del Orden 
del Día relativo a la edición de las obras del doctor Arturo 
Ardao (Carp. N* 477/06 - Rep. N* 235/06). 


SEÑOR VAILLANT.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR VAILLANT.- Señor Presidente: por las razones 
que expresara en la sesión de ayer, antes de que quedara sin 
quórum, formulo moción en el sentido de que el proyecto de 
referencia vuelva a la Comisión de Presupuesto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar la moción presen- 
tada. 
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5 de julio de 2006 
(Se vota:) 


- 19en 19. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


32) SE LEVANTA LA SESION 


SEÑOR PRESIDENTE.- No habiendo más asuntos que 
tratar, se levanta la sesión. 


(Así se hace, a la hora 19 y 21 minutos, presidiendo el 
señor Senador Eleuterio Fernández Huidobro y estando 
presentes los señores Senadores Abreu, Amaro, Antía, 
Baráibar, Breccia, Cardoso, Couriel, Dalmás, Heber, 
Korzeniak, Michelini, Nicolini, Oliver, Percovich, Rubio, 
Saravia, Topolansky y Vaillant.) 
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Secretario 
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